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1. Disposiciones generales

púbicO eerddo de )a* a teidedee que le aan proplae y n

JEFATURA DEL ESTADO
21 La Jgleela puede ornlzaxse

¡‘nada crear. modlfrer e auprmlr dlceds. roq9t3

29489
tNSfRUMZlTCi di EatMcacfón del Acuerdo C tiQUIS talrlWrIales. que ¡oern

II Elfndo gspgifto Suia Sede cobre aiwlioB rldlna ci en enante la tengan ctn6nlcay ¿ate aen netwvad&

Juiidtco,. firmada ea 3 da eo o lplp en la Cta. - a loa &gallos compataxitel d etado.

n.,• Congregaste t crflSadad del Vallcano.
La Iglasla puad

DON JUAN CAEI.OS j grade y otr*a loaUtucioney y anUdadar ai*sUdal.
Ninguna parte-del teritexio espato) dderd

11EY DE ESPIÑA cuya sede ae encuentre en terdtarie acm

Por cuanto el dia zda enero de xmo. el Plenlpotendarlo de da airo Estado y ninguna dIÓcmii o drçudecXtpd6n IerXIZeUIaI

Espata firmó n. la Ciudad del Vaticano, Juntamente ce el aspatoia nder zonas de territorio sufete azobersEta

altr
‘lanlpotmidsdo do la Sonta Seda ambos ambradoa en buena parteziSclendo a la dia

y debida forma i.t efecto, el Acuerde entre el Estado capetol casis de lirgel
la Santa Sede cabra asimice )urfdicoa EL do rØOO maildad juridica cIvU de la

Vistos y examincioe loe ocho articulas, las doe dpodclones Contera Eptacopal da nformfded COU ¡as

transitadas y el protocolo flua que integran dicho Anerdo. lutrIa aobadOS por la Santa a.
4) Estada reconoce la

Aprbdo BU texto por las Cortes Generales, y por worn1 ¡‘long capacidad da obrar de ¡al Ordensa

gulente autorizado ¡‘era su ratificación. glo y ciro JIUUdCS de vide ccnsegiada y sus provincias

Vengo en aprobar y rcflhtcer cuanto en él se titapOne. Y suS calal da las asociaciones r atrae eUdsdae fundada.

en ‘rirtud del presente lo pzuel, y ratifico. promanando curo-

¡‘lirio. observarlo y hacer que se cmnpla y olieras

¿e ella en la facha de sutrada en visor

te en todas sus partee, cuyo tao, pa eynr acjad Las Ordenes. Congregaciones raZigloese y otras !n tintes ¿a

y firmeza, mondo expedir este lestruaxento de raUficeciónfir- vida consasrade r sus provincias - mii casas que. estando aif

modo por MI. debidamente colindo .y refrendada por al tz*ss- Idas c’”ente en asta fech OCBu de peraoulIdad

MInistre de Ajuntoa Extensas.
uridica civil y ¡as que se erijan cemente en el futesa
adqulrtrtn la pesaenalidad juridlca dafi madant. la tnacnlp

Dado en Madrid a cuatro d diciembre ia mii acientes clón en el VOrNqOndIBuLB Registro del Estado, la cual se pren

iata .
fican ea virtud de documento setentien en el qud conste IR

IUAN CAE1J)S II. erección. ftnee, datos da Identlftoedlda. órganos rsprseantaflvol,

El Misistro de Asintu Estaciones, réglezea de fnnclómiamlento y facultada de dichos órgancL A

Ml,CELiNO ÇREJA ÇUmtZ loa efectos de determinar la extensión y fiteilea de en ospaci

dad de obrar, y por tanto de disponer do sus binzas. se eetcrk

ACUERDO ENTRE EL ESTADO ESPaÑOL Y Le SANTA SEDE
a lo que dlspong* ¡a legislación canónica, que acftxar* en esta
aseo coma estaintaXto.

SOBRE ASUNTOS JURIDICOS las .nmiaotonuy cira entidades y fundaciones xsflglcses

La Santa Sede y el Gobierno espaflol, prosiguiendo la revi- que, estando erigidas canónicamente en la lacha da entrada

en. vigor del presente Acuerdo, no gocen da personalidad fud

sión del Concordato visante butre ¡as dos ¡‘flrtSS anZBd5 dica civil y las que se erijan canónIcamente en e) fatmO ¡‘or
con al Acuerdo firmado el 3 de Julio de 1570, cuyos icStr1InIe ¡e competau autoridad aclaalisflce podr*n
toe de ratjflcacl6a fueron Intercambiados el 20 de gosto del anjial]dad furidion dad con aujecifez a lo deen elo?r

mianmo ato, canciuyan el elguleutu namienlo del Estado, hedIanIa la Inhiaipción e el carraspeo-
dienta Registrq en virtud de documento auténtico en ci que

consten le erección, uac, datos de identificación, Órganos re

axTicWfl 1 prmestatlvoa. régimen de fuectensuifonto y facultades da dichos

órganos.
1) l Estado asp..tol recoxioce a la Iglesia tatólica el dore- 5) Lo. lugazea de coito tienen garantizada su invlolsbllMd

che da ejercer en misión apostólica y Iq garvuilza el libre y. Con arreglo a Zas Leyi. No padrón 5an emoldo4 1u ser prez
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ARTICULOV
fi X.a Iglesia puede florar a cabo por st misma activIdadesde csMct benéflio o admodaL
Las Instludonas o Entldade* da carácter benéfico o asistand*l de ja IglesIa o dapendientea de- ella u regtrn por sus flor-msa estatotarles y-gozarán de losque los astas fr”I corno da bineficascli privada.2) La glasia—y el st*do podrán, da oqoron çuerdo. esta.blecer las basas pera una adecuada ocoperadán entre las icttvjdadas da beneficencia o da seistencla. analizadas por sus respecina instituclonea.

ÁnhlUUlOvZ
fi El Salado rnoce las .áectu, civiles al rnalr*lsoulo cale.bxdo sia*u las normas del Derecho Candalco.Ls efec civiles del soaftimaslo candelca .sproduceadwde Su celebración. Para u plaso racanod2nlento da los inlarnoa.urb neceSuria le iascrlpCbin en .1 figuro Cliii que u pracUcará cas le slme praseslaclón de clrtifle*ci&r açbatasucade la asistencia del reehimnoje,21 Loe contrayentes, a tenor da las dispoalduere del Dere.cha Can&dco, podrán acudir a las Tdbiiaa ecleeláUcos soflcltmalo dedarsabla da nulidad o p.dlr decisida panuficla sobr. mat Lmcedo rato y no consUmado. A solicitud di cuelqulmndo las pert,i, dicba raeoluclenas acteeláxtira. tendrán etlcac)e‘n al orden civIl ¿ es declaran ajustadas al Dericho del SaiadqSb resolución dictada por el Tribunal clvii nampetent.,2) - La Santa Side rea&ma el valor pezmen,rne da su doctrina SObrs si matrimonio y la a quienes celebren matrlmonte CSU6nICO la bligaclón grave qu. asumas de atenerse alas normas caflúnlaas que lo regulan y, as especial, a respetarsus propledadee eomclalei.

•ARTICUtO Vii
La Santa Sede Y It CaMama procederán da cenadaacuerdo ea la r.alución de las diales a dificultades que pu-dictan surgir ha la taterproleclón a apflc.clón de cualquiercláusula dl presente Acuerde. inlitándose para elio en loaprincipias que tu Informan.

29490 mSTRUIJEZ4TQ 45 RótItk,acldn .dat Acuerdo entresI Fatada spadoI y la Soaf 344e sobra cianatoS.crnaómjcog. flrmado as CiadOd del Vaticano .1 $di enero tic X9,

DON JUAN CAUtOS 1
ESY DI P.SoAÑA

Pat. cuuo* ej Ufa 2 da enn de ura, si Plertipótenclarfa deEspaila firmó ea la Ciudad dii Vatimno juntamente con alPlvuIpoteactarI de le Santa Sed., ambos nombrados as buenay debida forma al efecto, el Ahaerda ity4 st Estado aspahal yla Santa Sede sobre asuntos económicos,
Vistas y escanhasdos las ilete articulas y el Protocola MIdo-ant que Integran dicha Acuctdo.
Aprohado tasto por lea Cortas Generales, y, por canalgulsuta, autorizdo para su raL’ftndón,

as aprobar y nzdñcar cuanta ea ¿he diepona, comoen virtud del presenta lo aproaba y ratifico prometiendo caenpllrio, observarlo y hacer que se cumpla y ouerte pantualmeate en todos sus partes, a cuyo fin, para es mayor vafldacida y

Mwidó expedir asta instrumento de lisUilcadón firmado porMI, debidamente aeflado y retradado par el Infrascrilo Ministro de Asuntos Satéziorea.

Dado en Madrid o cuatro de dlclasbre de mil novecientoseutenia7’ nueve.
JUAN CABWS It.

vlmm’ait. privadOS de su carácter safreda. Ea caso de su aspropladón loxzoas, será antes olda le autoridad eclesiástica cenapi ni
fletado respela y protege la InvIolabIlidad de lee orchivo. rsgl5troa y dm258 documentas pacientes a 7’ Conferencia RpIsccpal EspaSola. a las Curias episcopales, a leaCintaS da Ial .upeiinres mayores de tea Ordenes y Congregadwie ysiiglaane, a les parroquias y a ofrai Instituciones y eaUdades eclesiásticas.

ART)CUW U
La Santa Sede podrá promulgar y publicar flbsemzuts cual-quia disposición referente al gobierno dala lglel y comunicarsin Impedimenta can ha PtSIidDIL al datO 1 lol fieles, asicanto silos podrán becario con la lenta Sed.La. O lonrha y las otras autoridades ed1esMsUcz gosaránde lea vnIeas facultades respecte del cJer y da sus fieles.

AáItCCLO as
El Estado reconoce corno dfas festivos todos las domingos.Do comOn acuerda u determinará quó otras festividades rail-glosas son reconocidas como ¿lea festivos.

AW!TCUIO IV

1) El Estado reconoce y garantiza It ejercido del derechoa la asistencia relIgiosa de ki ddadanoe Internados ea estabiccimientas pqnltandarios. hospitales, sanatorios. orfan*toe ycorma similares, imite privada coma pdbflcas.21 El régimen de asistencia religlasi católica y la actividadpastoral de la sacerdotes y da las religioso, en los centrosmenclonsdoi que asan de carácl público están regulados d..caraPa ecuetdo entre lea competentes auturidade, da Ja Iglesiay del Etadq, fi todo ceso, quedará salvaguardado It derevhoa la libertad religiosa de tas penonas y st debido apeta asus principios religiosos y ¿thai.

otead de obrar deberán i.DSczlbIr*i en it ccrrespondienta Bedel Estado en el más breva plazo posible. 7ranscauvidostrae años desde za anIrad en vigor en ESpañé del presuntaAcuerdo, ØIa podrá mitificaras su personalidad 1urMica me.dornte certificación de tal registro. un perjuicio de que puedapracticares la suscripción en cualquier tiempo.
2. Las causas que estén pendientes anta lo* Tribunales ecli.at*sUcni al entrar su vigor as España el presente Acuerdo su-guitAn tramltéudose anta efloi y las sentencias tsndn efectosatriles e tenor de lo dispuesto en el articulo lV del Concar’.dato de msa.

PBo’rocoLO PUhAL
En relación von el articulo Vi, ii
Inmedjetamenta de celebrado el matrlntonio canónico, el eacerdote ante el cual ea celebrá entregará a les ispasas la certiflancláis .claaiástic8 can los datos exlgldoe para su insudpdóanc al fledietra OvIL Y ea toda aseo. it párroco en cuya territorio parroquial e. celebró el msbimonlo. miel plazo de dacadías transmitirá al encargado del Registro Clvii que corree-el acta del n1atrlmnlo canónico para su oportuno macencida, en ci supuesta de que ésta no e haya efectuada ya ainstancia da ha partes interesadas.Cctresponde al Estado regular Za protección de ha derechasque. en tantø .1 matrimonIo no saS Inscrito, se adquieran debuena la por tacaras personas.
El presente Acuerdo, uuyce textoi en lengua sepflol e Italiana hacas 6 por Igual, entrará en vigor en al momento delcanju de ha lastrentos de radIcación.
l!echc en doble original.
Ciudad dl Vaticano, e de enero de 1575.
Marcelino Oreja Aguirre Cenfarmol Otavman4 VEJlotMinistro de Annabu Exturiorsa Secretario de Estado.Prefeçto del Conseja para 105

Asuntos d. la Iglesia
El prteemte Acuerdo emir en vigor st dm4 de diciembredi 1972. fecha del cenjo-de Io respectivas instrumentos de taUficuolan, segOn la prevIet en dicho Acuerdo.
La que se hace pdbhlco para ccncchnlento general.Madrid. e di diciembre de l575.—fl Seeretaxbr general TAo-nico del Ministerio ce Asuntos Exteriarci, JaSas Amianto Pérez.Jrrutl ).(aura.

AETICOLO VN
Quedan dernua.in. ijeaJ 1, II. Uf, VI V, Vi. vm. 1x Xti el Acuerdo ¡e iS de Inflo de D45). Xl, xüu. xivXXII. XXIII, XXIV, FXV xxxii!, XXXIV, y XICiV1vigente Concordato y si Protocolo ibiel en relación .com losarticu]oa 1. II, 101W y XXV. Se respetarán si embargo. ¡Osderechos adquiridas por las persono, efectes por Ja derogaalón del articulo XXV y par el correspondiente Protocçla final.

DISPOSICiONES TXM4S1TOmAS
1. Lan Ordenes, Congregaciones ñligioees y otros Instituta.de vida ‘on,sgrnde, suc provincias y sus casas y las asociaciones y otras entidades o flaClcnea reUg%oeaa que tiene reconocida p el Estado la personalidad juntabas y la pleti capa-

El Mlnlsom di Asuntos Exteriores,7SARCEL1)U ORZJA AGUIRIIE

ACIJP.EDO El1’FRE EL ESTADO ESPAÑOL Y Lt SANTA SEDESOBRE AhUNTOS ZCONOMICOA

La ravistón del datema de aportación económica del Estadoespañol a la IglesIa Católica resulta de especIal Importanciael ttatar de sustituir por nuevas Acuerdo, el Concordato de
Par am parte, el Estado no puede ni desconocer nl prolongar indefinidamente obligaciones )untdiasA çutidU en al pa-
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sedo. Por utra parte, dado 1 que Infamia las IeO1o-

nes &ztl’S 1&esia 1 stadu en Espelta roeu]ta ecisar1 dar

DUe’SO ISnUdO tanto a loe titulas de la aportación económica

como al sistema eagún al cual dicha aportación se llave e cabo.

En consecuencia, la Santa Sede y el Gobierna espaltol con

oluyen al ligu nini

ACtIEIDD

Aarcuro 1

La Iglesia Católica puede I1bremnta recabar da sus lisien

prestaciones, urgenisar colectes phHcas y recibir. lImosnas 1

oblaciones.
A]VIIUULQU

1- El EstadO se acomete a coZabot’sr Con la fglesIs Ca

en la con*eCpcIólt da su adecuado ottsOlm1ento econó

mino, con respeto absoluto del p zuipio de libertad raflIoas

Z TranscurridoS tres ejeculcica completos dude la fIrms, de

cste ,Acuerdo, st Estado podi* asignar e la Iglesia CetóUos un

porcentale dat rendimiento de la imposición sobr. la renta o

UI patrimciulo neto u otra de car*dar persona]. por el procdt

zelento tócnlcumenle mfs adecuado. Para ello, sc* preciso que

cada contriheysute XnaZdfiUaL eseasmeute en la de radón

repedliv, en VOIUIIIM acerca del destino de la parte afectada,

Es u,anclu de tal declaración la cantidad correspondiente ie

destinuá a otras fines.

5. Esta Sistema sustituirá a la dotación que se refiere el

apartado siguiente, de modo que prrpovcbme a la Iglesia Cato-

Ura recurso. da coantia etoJUar.

e. Es tantó rio se aplique el nueco sistema, el Estada cori

algilerá ea sus Presupuestos Generales la adecuada dotación a ¡

la Iglee! CatólIca, toe carácter glebsi y ónice, que secá so

tusilzada anualmenia
¡

llurauta el proceso de sustitución, que se llevará a cabo en

el pura da tres ello,, le dotación preupuestad as minorará

en cuanttl Igual a la saigusdón tributaria recibida por la

ala Catollc
5. La iglesia Católica dSQISXa SU propósito de )agrer por f

misma los recursos auficlents para l ateapida de sus necesi

dadeS. Cuando fuera conseguido seto propósito, embae partes

re pondrán da- acuerdo para sustituir los s1alema da colabars

elda financiera qzpreeada so loe párrafos anteriores de este

artitrilo, par otroS campos -y formas de colabotadón etonómica

entre lalgløsia CatólIca y el Estado.

AEICI)W m

No estçán sujetas a Io Impuestos sobe Za renta o sobre

el gasto o cons’uno. iegún prccsdaz

a) Además de los cóncaptas mencionados so sI artIculo 1 do

rta Acuerdo, la publicadón de las instrucciones, ordenanras,

cartas pastorales, boletines dicceaSnos y cualquier otro docu

mento da las autoridades edeslisticee competentes y tampoco

su fijación en tos sismos da costunibre,
bi Za ictividad de enailleriza SOÚIInDIIOS diocesanos 7

religiosos, sal como de lii disciplines eclesiásticas en Universi’
dudes de la Iglesia.

La adquisición ae objetos destinadas al culto.

- 4lmcuw xv
1. la Santa Sede, la Confereacta Episcopal, las diócesis, lar

parroquias y otras clrcunsarpdonee territoriales, les Ordenes

y Congregaciones religIosas y loe Institutos da vida corisagrada
y sus provincias y sus cases tendrán derecho a las siguientes

A) Exend6o total y permanente di la Contribnclón Tenllo

rial Urbana da tos siguientes lnmuebles,

.13 Los tomplos y’ capillas Licados al ctjlta, p asimismo.

sus dependencias o edificios y locales anejos destinados a la’
tivldad pastoral.

2] la residencia da los Obispes, de los Canónigos y da los

Sacerdotes con aura de almas.
5) Las locales destinidos a uficinas, la Curia dIocesana 7 a

oficinas parroquiales.
4) toe Seminarios destinados e la formación de; clero illo

coseno y religioso y las Universidades eclesiastices en tanta su
cuanto Ixuperiati ensuáanzu propia; do ‘disciplinas solasiasticea.

5) Zas edificios destinadas primordIalmente a cesas o 0011-

yantas de lea Ordflce, CongregecIaue religiosas e institutos de
vida consagrada.

E] Exendón total y parmaneat de los lmpuesloa redes o
de producto, sobre la renta y’ sobre el patrimonio.

Esta exención no alcanzará, a las rendimientos que pudieren
obtener por el ejercicio da explotaciones económicas ni a los
decida de en patrimonio, cuando uso za halle cedido, nl

S7fl3

is ganoncisu de capital, iii tampoco a los rendimientos so

metidos a yctendón en la fuente par lmpurste sobre la renta,

CI Exención total de loe Impuestos cubre Sucesiones y
clones y TnsmIal Patrimontalms, siempre que lo bienes

o derechos adquiridos se destinen al atIlio, e la sustentación

del alem. al sagrado apostolado y al ejercido da la caridad.

Dl Exención de isa xlbudcuse especIales 7 de la tana
de equivalencia, en tanto recaigan estas tributen sobre 3e bla
nes enumerados en la letra A) de este articulo.

2. Lea cantidades donadas a les mus. eçle&óstlcoa ecunse
rado. as oste articulo y destinados a loe fines expresados en .1
apanado CI darán derecho a las mismas dduccIOa ea al im
puesto sobr, la llenta do las Personas Fiabas que las cantida

des entregadas a entidades clasificadas o declaradas henificas
o de utilidad pflbllns.

L]iTICULO V

Las samiadoneS 7 entidades religiosas no comprendidas entre
las enumerada. e el rLlculo IV de seto Acuerdo y que so
dediquen a aott1dzdea raUglosas, benáilca-docentes, zeldicu u
boapitalerlas o de asistencia soda) tendrán derecho a lo. bene
ficios fiscale, que .1 ordenamIento jsrldlco-tributarló de] Esta

do epafieJ prevé pare las entidades sin fin de boro y, en todo

ceso, loe que se concedan a las entidades benMlcga privadas.

ARTICULO Vi

Za Santa Rada y el Gobierno espatici procederán de camón

acuerdo en ja resolución de-las dudas o dificultades que pudie

ran surgir en la InterpretacIón e aplicación da cualquier ulla.

cute del presenta Acuerdo, leepfrándce para ello en los pila

ciplos que lo Informan.

ARTICULO VIL

¡ Quedan darqgados las articulas XVIII, XIX, XX y XXI del

vigente Concordato y .l Acuerdo entre Za Santa Sede y el E,

lado expatial sabre Seminarios y Universidades do Estndioe lote

el*stlcp de 5 de diciembre de 1945.

PRarocOto CIONAL

1, La dotación globil Oit los Presupuestas Generales del Es

tada se fijará cada ano, tanta durante el plara exuluelvo de tal

ayuda como durante el periodo de aplicadon simultanee del

sistema previsto en si articulo II, apartado 2, de iSis Acuerdo.
la aplicación de los criterios de cuantificación- que ms

piren la correspondientes Presupuestos G*ner*las del Estado,

congruentes cmi loe fines a que ¿alUne la Iglesia le recursos

recibidos 4.1 Estado en consideración a Za Memoria e que es

refiere el párrafo siguisnta.
Za aplicación de Ita fondos, pznycteda y realizada por la

Iglesia, dentro da) cuclunto de mi, necesidades de las cantida

des a Incluir es el Presupuesto o recibidas tfei Estado en el
aso &nterlos, se dascribirá, en la Mamaria que, a atadas de la

aportacIón mencionada, ae presentará, anualmente.
2. Ambas Paftes, de camila acuerdo, seó.alarán los concep

tos tributarios vigentes en las qqe se concretan las xaic1»ni

-y lo supuestos da no sujedón anuniarados so los WUouloe m
a IT del presente Acuerdo.

Siempre que se moditiqus austandalmente e) ordenamiento
•jurldlco-lrSbutsrio asgabol, ambas Partes csmQelarán las be

neilcios flscslei y los supuesto de no auledón que resultan
aplicables de conformidad con los principios de esta Muerdo.

5. En el supuesto do deudas tributarias no satisfechas en
plaza vuianterlo, por alguna entidad religiosa comprendida en

el nómero 11 dci articule IV, o en al arilado V de este Acuer

do, el Estada, ala perjuicio de la facultad d .Jacuddm que en

todo caso le corresponde, podrá dirigiras a la Conferencia Epis

copal Espaflola, para que ésta inste a la entidad da que se tra

te al pago de la deuda tributada,
El presente Acuerdo, cuyas textos co lengua espaCola e Ita

liana becan fc por Igual, entrará, en vigor es el momento del

canje di los instrumentos da ratificación.

hecho mu doble originaL -

Ciudad 401 Vatlcno, a de enero de IW1S.

Marcelino Oreja Aguirre, Cardenal Glcvaani VILfat
Ministro Secretada de Estado,

de Ammtcs Exteriores Pafeot del Consejo para los
Asuntos PflblIco, de ja Iglesia

El pru*enle Muerde miró en vigor e) dia 4 da diciembre dO

ia7u, fecha del Canje d Io respectivas Instrumentos de ratifi

cación, segán la previsto co dicha Acuerdo.

Lo que se baco póblico para conudmleuto genaraI
MadrId, 5 de diciembre de 13.19.—El SecretarIo general tecol-

ca del Ministerio de Aauntoa Exteriores, Juan AntoniO PIres

Urruti Maura.
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L Disposiciones generales

JEFATURA DEL. ESTADO
15955 LS? QRGANICA T/19. de 5de ¡ulla, de Libertad

DON JUAN CASWS l BEY I)E ESP*IA

- todos lea que lapreeente ilarso y
Sabed, Que las Cartee Generales hon aprobado y Yo vengo

en s ncloaar la siguiente Ley Orgánice
flkuln —

Una. El Estado garantiza. el derecho fbnd*irieiltat a la. 11-
bertad religiosa y de coito, recunocida en la ConUtud1n, desczerdo con lo prevenido en la presente Ley Organica.

Pos, Las creencias Iginesa no conntttqirán motivo de des
igualdad a dlscxlmfnacl6n ante la Ley. No podrán alegareemotivs r flgfojos para. Impedir a nadie t elerciclo de cualquier

O o actividad o el desmnpafn di, cargos o funcionas p’(r

1’ea. Ninguna confesión tondr crrosIalel.

¿rticufo asgando.

Un. La llberCmd ligiosa $ de onIt garantizada por la
Constitución comprende, con la consiguiente Inmunidad de

el dmbo de toda poxaima L

) Profesar lea croecla4 religiosas que libremente elije.
no profesar ninguna; cambiar do Confesión o abandonar la que
toulai manifestar libremente sus propias creencias religiosas
olaaz2ssncla da la *e o abatanares de declarar- sobra

Ii) ractlcar lo sama de culto y recibir sdstsucl* religiosa
de mi propia. confeslón conmemorar sus festivtda.desi celebrar
mis rito. matrlmonlslea; recibir sepultura digna, sin dirorimi-.
nación por motives religioso., y nc ser oldlgado e practicar sobe
do culto o e, recibir asistencia religiosa contraria a iu canelo’
cLOnes personales.

ci Recibir a impartir esiseflanza a 1n1rmadón religiosa.
de toda Indole, ya. sea oralmente, por escrito o por cualquier
otro prrcadlmisnto elegir para al, y para loe menores no
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olpades o pasltadc. bajo su dependencia, dentro -y fuera
del mb1to escolar. Ja educación relIgiosa 1 moral 405 eat de
acuerdo Con sus jrop1as convicciones.

• dI Rmira o retesos pübllcmnenta con fines ruliglo
• 40s y asociaras para çiamrroflar e nuoltarioreenta sim activl

drade5 religiosas de oanforznldad con el ordeatamimitu jaufdlcn
• enste1 y o establecido go Ja presente Lay OrgAulca.

Dos. Áslmtamo comprende el derecho do les Iglesias, Con
feione y Cumonidade, reUgiosa a establecer Iugsrei de culto
o da renni6n con fines relIgIosos, a desigr y formar a mas
mlzd*oa. g divulgar y propagar su propio credoa y a uisnte
•fler relaciones con sos p5op153 can otras con

religiosas. asa en tenjturiQ nacional a en el entran

rs. Para la -apUoad6a real y efsottvR da estos deracLQe.
loa poderes públicos adoptarán las medidas neosaerlas pesa

- facultar la asistencia -religiosa en los estableclinlento, púbiwoa
saflhtaree. boapltaJar1ce,aalstencIales, penitenciarios y otros ba7
un depodmicia, nd 000iO la formación religiosa en centros do
cente, públiCOs. -

ArUcuio osro

Urao l ejercicio de loe derechos dimanantes do la libertad
religiosa y de culto tiene como ianico limite la pruióccióu del
derudio de las demás al eJescicia do sus libertades públicas y
derecho: Iacidnmsutales, asi como la salvaguardia da la
ridud, do la salud r do la moralidad pública. elementos cena
titulivos del orden pública protegido por Ja Lay en al dreblio
do una sooledad dsmocr*Ueg,

Dos. Quedad fuera del ámbito de protección de la prueente
Ley Ja, actividades, finalidades y Entidades relacionadas co:
el etxíd1o y espodnIenlaclOn de los tendmenos paiquicos o
rapnlcológlcoa o la difusión de velaras kmaanfatlcoa o eap -

• . tunllatas n otros finas sosIegos filenos a loe religioacs

ArUcuio ariosto. .2
Loa derecho, rouooddos so esta Lay ejercitados dentro de

• loa’ltmites que la salama sofiala serán tutelados-mediante am
paro ludiclal ants-ioS Tribunales ozrltoaxioa s- ampare constitu

- cianal anta el Tribunal Coutituc1unal en Loa términos estable
sidos en ma LsyOrganica;.

Articulo quinto.

Uno. Las Jglnlu.tonfeilonee y Comunidades religiosas y
sus Fedesacicnqx gozarán de personalidad urldlca ama ves me
critas en el cci7Sepondlanla Eegietra publico. que se crea, a
tal atonto, es el Ministerio de Justicie.

Des. La lnecripclón se practkurú en virtud de enflcitud,
scompadada de documento fehaciente en el que consten su tun
dación n estabtadtmlento su Espada. expresión de sus ilusa iv

flgicsoa.’dsoomlnadón y demás datos do identificación, rágtsuan
de fanclonamíanto y órganos representativos, con expresión
de sus racuutadas y de loe requisitee para su válida designación.

Tres. Le cancelación de los asiente, relativos a ljna deter
minada Entidad religiosa sólo podrá flevaree a cobo a pali-
alón de sas órganos representativos o en cumplimiento de sen
tanela judicial firme. . -

Asttrrio sesto.

l/no. Las Iglesias, Confesiones i’ Comunidades religiosas Ins
crime tendrán plena autonomia y podrán satablecar sus propias
normas de prganizaclón, régimen lntaynø y régimen da su per
sonaL En dichas nonnas. asi como en las que regulen lU luz
Utucionas creadas por aquéllas para la realización de aus fines.
podráu incluir Cláusulas de salvaguarda de su tdenfldad re
ligiosa y carácter propio, sal como del debido rotpoto a sus
creencias, ln perjuicio del respeto de loe derechos y liberta
des reconocidos por Ja Constitucióu, y en espacial de las de II-

• hartad. 1gueldsa -y no discrimInacIón.
Dos. Lea Iglesles. Confesiones y omtmidaes religLosaz po

drán agar y fomentar, pera Ja TaaJizci6u de’ sus fines, Ano
cizolcues, Pundacionos e It1tuclones con arreglo a las pispo
alciones del ordoamituto luridico general.

4rfkuio ,4UmG. -

Une. El Estado, teniendo en cuenta las rianenclas reUgfrasas
xtstantee en la sociedad epmbo]a, establecerá, en su caso.
,Aouerdoa o Convenios de cooperación con las Iglesias. Confe
siones y Comunidades religiosas mientas en el Registra que pos’
u ámbito y número da creyentes hayan alcanzada notorio rrsi
go en Espada. En todo vaa estos Acuerdos se aprobarán por

Des. En lo. Acoerdce o Convenios, y respetatido siempre al
principio de Iguallad, se podrá estender a dichas Iglesias, Con
fesfone y Conomidadas los beneficios fiacalea previstos en el
ordenamiento juridico general para las Entidades .lq fin de lii-
oro-y dmáa de- carácter benéfico,

Articulo octavo, ‘. -

Se crea en el Minlaterlo d Justicia una Comisión Asesore
de lAbertad Religiosa compuesta de forma paritaria y con ca-

- mónter estable por representantes de la AdmInIstración del Es
.tedo. do las Iglesias, Confesiones o Comunidades religiosas o

DISPOSCION TRANSITORIA SEGUNDA

Ls Asociaciones religiosas qae al solicitar su reconocimiento
legal, de conformidad con lo -establecido en la Lay cuarenta
y cuatro/mil novecientoa sesenta y Mete, de ve1t1ocho de junio,
hubieren bcbo expresa doClasgridu de ser-propietarios da bie
nes Inmuoblei o de otra lssa bojabas a registro público pera la
plena áflcada do su trSnamisida, cuya tlluJañdad dominical apa-
roma a nombre 4e terceros, y eqamiles que haNedo ya fosans
lado ante la Administración esta declaración patrimonial solici
taren su lnsm-ipcidn legal con erraglo a lo prevenido en la
presenta Lay, podr*n en el pieza de am sAe. regularizar su
situación patrimonial, otorgando los doaomentoe en lo: que se
reconozca la propiedad favor e las mImasde squiUoa bienes
que fluren a nombre da persones tatar?uestaa O utilizando -

cualquier otro procedimiento legal pala justificar adecuada
mente su dominIo, beata obtener Ja inscdpdún de Jo, títulos eti
el Registro d. La Propiedad, co: exención da toda clase da ha
puestos, taaa y arbitrios que pudieran graver la transmlsrón.
los documentos o las actacianas que cao tal motivo se originen.

- D1SPOSICJON DERÇGATOBIA

- Queda derogada la-Ley cuarenta y cuatro/mU novedantos se
senta y atete, de veintiocho de Junio, y cuantas disposiciones ¡a
opongtin a la eatalLec]do en la presenta Ley.

‘DlPOSICIOÑ FINAL

FI Gobierno, a propuesta del’ Mialterlo-de Justicia, dictes-a
las disposiciones reglamentarias que sean necesarias para - Ja
organización y tsinóonamlnnio del Registra y de la Coiolsión
Asesora de libertad Religiosa. • -

Por tanto. -

Mando a todos los eapnUolen, particulares y autoridades,
que guarden y bagan guardar esta Lay Orgánica- -

Palado Real, d Medrd. a cinco de Julio de mil novecientos
ochenta. -

• -
• JUAN CMILOS II.

fi PresIdente del Gob1m,
AlIOLTO SUAREZ IONZALSZ

16505

Federaciones de les miaiaa*, su las qnu en todo casa, catarán
las que tengan arraigo notorio es Espad., y por piosansa de re. -

conocida competencia cuyo asesoramiento ia considere de lote
ras ea loe materias relacionadas con Ja presenta lay. En el Seno
do esta Comisión podrá existir una Comisión Permanente, que
tadrá también composición paritaria.

• A dicha Comisión corresponderán les funciones de estadio,
Informe y propuesta de todas les cuestiones relativas a la eplt
cesión de esta Ley, y particulio-mante. y con carácter precep-.
Uva, en la preparación y dictamen de lo Acuerdos o Convenios
de cooperación a qud se refiere el articulo anterior.

- -

- D1SPOS!ClON TRANSTTORIA PRIMERA

FI estado reconoce la personalidad JurlJica y la pistan capa
cidad de obres de las Entidades religiosas que gocen de elia
en Ja fecha de entrada ea vigor de la presento Ley. Tranacu
¡Sidos tres sflo sólo podrán Justificar su psrans)idad juridien
mediante la certificacIón dg ga Jnecripclón en el Registro a
que esLo Ley sa-eflere.
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Mc DE ASUNTOS EXTERIORES
4 ACURFJO da lo da ocubra dç 1O&J aoerca da
IU’SW la opltcución dal Impuesto sobra Sociiadas a las

ntWadee sclasidstlcu, elaborado por lo Conrlddn
Tdcnlea Ip a-Zafado espaflo. en awnplimiinfo dal
Aca.rdo sobra aawsfoz económicos entra ZapaM
y la SOnta Seda da 4 da 6(cleinbrw de W9.

Acuerdo acercada la apuçadén del Impuesto soliTa Sociedades
a las nUdadas eclaeldaticas. elaborado por la Coeddóa TéimiaR
Iglesia-Estado eepaoL en cumplimiento del Acuerdo sobra asan
toS económicos entro Eepa3a y’ y Sedo de 4 de diciembre

dallaS

Con maternidad al 1 do enero da i5, la Iziesia ChtóUca
y sta niLdades no estaban sujetas al Impuesta mabre Sacie- 1

dades,ya que las norme4 reguladoras del mismo no la# con
flgura OnifiO sujetos paslvs.

aia situación ha cambiado a partir de la citada teclia.
puesto que, da conlormldad can le Ley 61/1970. do 37 da didmu
br,. que regula si nuevo Impuesto sobre Sociedades, st están
Incluidas entre loi sujetos pasivos, , -

No obalnte, la paupi ¡Ay rrcnnoçe a la Iglesia Cauca,
COmO 5 OtroS sujetos pastvos. la eX6DCIdU del Impuesta1 con
determinadas as.cepdonea.

Kl principio de exención de la, Kntldados eclesiAstices se
ba r..cogldo. iguabimeule. en el Acuerda entra el Estado espaáoi
y la Santa Sede sobro asuntos Oconómicos. tlrtodo en la Ciu
dad del VaUcanó al S da enero de lifio. Su articula W.LB da-
clare que l Santa Sede, la Ccoferencla Episcopal, la d1ócsia,
las parroquias y otras circunacrlpdones texTitodalas, lee Ocde-

y Congregaciones religIosas y’ loe lnstltuto de vida con
sagrada y sus provincias y sus casas, gozarán de exención total
y permanente do loe lxipueato. realas o de producto, subro la
enta y sobre el patximoalo. Sin duda, esta relación comprende
et Tmpueetn sobre Sociedades, -

El mismo artículo aáade que cata exención no slcenzaxá
a los raudlmlentoe 4tia pudieran obtener por el ejecoinlo de
explotaciones económicas, nl a loe derivados de su patrimonio.
cuando mi uso se bella cedido, nl a Isa genand, da- capital,
u! tampOcO a los. rendimientos sometidos a retención en la
fuente por fmpuastot labre la renta.

Las especiales e aciarieticea de Iba 1ntftudonaa y Enttddes
eclesiásticas. tanto por loe lInee que persiguen, vome por su

organización y régImen ImIdica, dan lugar a que la pI1caclón
a los mismas de las normda del Impuesto sobra Sociedades
plantea dtvros problemas. -

Entre eatos prabiema es Oncuontrzu los de oncrec1Ón del
sujeto pasivo. detmlnadón da lo; beneficiOs da Iai explotado-
nos económicaa en las que colaboran religiosoS sujetos al voto
de pqbreza. afectación do elementos patrimoniales a dichas
explotaólones y régimen contable que ha de aplkarae.
• También deben consideraras loa probtenlas reativoe e tos
religiosos que trabajan para la Ordailea Comunidades y a
las- centidadse que perciban, para su sustentación. loe sacerdotes
con cura de almas, problauiaa que han de resalverse atendiendo
a la verdadera natuzaleza de estas actividades i a las ese
dales circunstancias que concurs’an en ellas.

Teniendo en cuenta que al as-Umiló VI del Acuerdo aobrs
asuntos económicos entre la Santa Seda yeI Estado espadol
prevé que las dudaa o dificultadas que surjan en la lnterprata- -

dón o apflcaclón de sus clazendas, se resolverán conjuntamente.
inepiréndose, para ello, e los principias que lo Informan, am
bas partos convienen les siguientes normas lutarpretativa.a. diri
gidas, prIncipalmente, a aclarar la forma en que se aplicará
a las Entidades acleslásticas la normativa del Impuesto sobre
Sodedadat. !.{malfl.stan asimismo su voluntad de proceder de
formt inmediata a la suscripción da los acuor4s necesarios
pera la aplicuc*ón, en los términos del Acuerdo para asuntos
económicos de loe demás tributos eatota]p o locales.

Ea su ¿tui, para dar cumplimiento a lo astabiScido en el
articulo WZ.B del Auerdn so)Saa asuntos ecuoómI entre la
Santa Sede y el Estado capeAn!. y para desarrollar las reJada
nas da cooperación son la Iglela Cat6Uca que prevé el articu
lo 163 de da CoDsfltndóp Zapañola, ambas partea acoerdana

PrIm&a.—Sirjefos pasivos. -

3. Son sujetos pasiwo del !mpueto sobre Socedadea aque
llas Entidades eclesiásticas que teugen personalidad juridica
civil, No obstante el nistedó de lladenda, a petición de
las edos micas afectadas. reconocerá como sujetos
pasivos .s Enisdadea con mt Amblo más amplio.. . -

Atendiendo a raxenes prácticas y de mutua canvanlencle
pera la Iglesia y para el Retado, el Wnistedo dé Hacienda
aconseja como nlval mla Idóneo para configurar el sujeto pasivo
de las Entidades eclesiásticas. el de didoetis o provIncl re
ligiosa que comprende todas las actividades y rendimientos
de las personas morales inferiores que do oflu dependan. -

Lea transterendas y ceticue de bienes que se produzcan
entre 1a Entidades Integradas. en un mismo sujeto pasivo no
darán lugar a tributación pornlngú_n ImpueSto.

2, £jarclda la opción a que se refiere el nOmaro anterior.
tal decisión deberá mantenerse Inalterada durante un periodo
da cinca aAoi,

Ssganda.-Ápllcsdón territorial.

Dado el crácter universal de la Iglesia Católica y la ra
dicación de las cesas centraba da muchas omunldedes reli’
glasee en el extranjera, las Entidades eclesiastices SÓlo queda.
x*n sometidas al impuesto sobre Sociedades por loe rendimfeu
tos e Incrementos da patrimonio que obtengan en territorio
espade!.

•Tereere,—ApUcoción lampore -

Les Entidades a que ea refiere el nPmern 1 del articulo IV
¿al Acnrd zt-, asuntos económicos con la. Santa Sede de
) de enero de 1g79 están sujetas al bnpaeato sobre Sociedades
por loe ejercidos que se Inicien a partir ¿al 1 de enero do N7O.

Cuarta.—Sxanclan de las Impuestos sobra lq renta.

3. Los Entidades comprendidas n al articulo W1 del Acuer
do sobre asuntos ecominalcos gozarán, de conformidad con si
sxtfcnlo IV.E dat mismo,. de exención-total y permanente de los
Impuestos sobre la lientá, y, par tanto, del impuesto sabre

3. No obstante Jo anterior. dicha exención no alcanus e

2 1s rendImIento, que obtengan yor si ejercicio de ex
plotaciones económicas,

1,) Loe rendimiento; derivados de la cesión de su patri
mOnio.

cI toe a’endlmlonios omaH4o retención en la fuente de
Los Impuestos sobra ja Renta.

U) Los incrementos de patrimonio derivados do la enaje
nación da sus elemenbia patrimoniales.

3. Do cas1ormIdad cqn la disposición transitoria tercera do
la Ley 61/I7s, de x di diciembre, les actividades da enea-
fianza gozarán de exención durante un plazo da cinco aSes,
contado! e partir de la entrada en vigor de dicha Ley. sin
pezinicia de los dareobos adquiridos. Se Iaduy-en en asta exen
ción las actividades directamente vinculadas e la ensefaenza y
complementarias de la misma, ad como la alimentación y hos
pedaje do loo alumnos Interno, o medioplnstoulst!Z. - -

Qulnta.—Afeaiccfón di tl.m.nto, patrlmontales.

1. tos elementos patrimoniales cuya tftuisxtdad corresponda
e ls Entidades eclesIásticas a que as refiera e) articulo IV.!
del Acdo sobre asuntos económicas, se daelficarán en lies
FP . - -
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al ElemeMes que fonnra pae-ta ¿er patrhonIo htst6rko.
artl&tiC da Ja iglesia. -

bJ E1nmitOa afectes a Cvpktsclonea eçonómlcu.
ci Lea• demgs bienes no lnc!uIdo no e. çlo apartados no

tarteraS.

n A lee efodes de la Inclusión fl .1 apartado Lb) anterior
do los eløfliento5 p43rtmonIA14 se apHcar6- en cuente cori-es
poiida, lo dispuesto en el articulo 12 d.l flael flecyeto 2011/
1275k de 1 da nOviombr3.

a Loe elenentoa patlmonlales ea laeluirin a libres lo.
sentarlos distintos.

4. JA, dSeuet0 no la Orden de 4 de unlo da 1076. sérA
aplicable a la amo Uzaçl6n de Loa bléne. comprendidos no al
priRdO 1) cal mImare 1 anterIor.

Sexta.—Viucida de elementos pafrimen tules.

L Loa elemnlas palrlmoid4il’es coya tltularMad cmrsepoudo
a las Entldad.se ec]ealsUcM, eujetoa peareca del Impuesto so-,
bre Sociedades. flgurarn no el tovetattu que tea correipanda,
valoxadáo de acuerdo can -loa sfgiLentu ragles

los elementos qu. (armen parte del patrimonio histórico
artjstIo do Za Iglesia, el -qn. a. lea asigne no .1 Catalogo
de itoha patrImonio.

It) Los dom4s elementos pairtinonlalsa. oagóxt .1 valor Hue
las Entidades Ietlcos lea hubieren atribuido, ala que no
ningdn caso puedan ixcader de las valoras de mercado a 31
de diclenibra de ;ore aegim dispone el arilaulu 32 d la Ley
2/la79. de 10 de diciembre.

2. La eplkaclán de les normas de valoración anteriores. y
por tanto la actualización resultante de la nilsurn, no dora
lugar a tributación da ulogun clase.

a. 5eMa de aplicación a las Entjdde ec1aaásttves tod.s
las actuaflzaclones y regularlzaclonea que ea el futuro pueden
avizores para Lea Sujetos pizivoS del Impuesto sobre So
ciedades.

S4pHma.—Rendlmtentos imputados.

1. En nhign ceso la Entidades comprendidas en el &UaU
lo IVI -del:Acuardo sobra estratos econóndcos, estarén ‘uJe.
tsé al Impuesto sobre Socledadaw por razón de randlinlentoa
presuntos o Imputados- o or—cuslquter cunuspio que no ros
pondan- Tendhnléntos raelmente obtenidos.

.2. En ningún çs spllces-é da oneroaldad
tior al. ejercido del ministerio aacnrdotal ni el trebejo que

- loe religiosos realicen pera sus Orden,. e Coagegacionno

.annimiu de lOj solucionas económicas.

1. Se ent.endark por rendimiento de explotación económica
los definidos en II último péxrofo del nilmero 2 del artIculo 5.
de la ley 51/1076, de Z de diembre.

1. AsImismo se considerarén rnd1mJentos de una explote
clón económica los derivadoS de acttvidadea realizadas por eJiSa
fa ajena, ya es efectúen loe trabajos en al seno da la Camuni
dad, ya se efectúen no centro, de trabajo ajenos,

Noveni.—a,, imponible. -

1. La baza ImponIble as determinare. por ‘la suma algo.
br*1c do los rendimientos y de 1i Icoreme Los y diamlnucionte
de patrimonio. A estos efectos se computarán 105 Incrementos
y dinninucionee de ‘patrImonio derivado. ¿e la enajenación de
elementos patrimoniales altos no territorio espsoi çuye tltutg.
rided espoqd.1 a la Entidad ocie alice, cualquiera que

, ¿0 10 as rI In n no
queso balen IncluIdos.

2. A los salps efectos de Ja de Ja base lomo
nible de las actividades económicas realizadas por Entidades
acleslP.sttcas, so computará, como gasto deducible una cantidad
Igual e] resultado de muluplicarja cuantía del Salado adecuado.
a la actividad y horario realizada, por -el nómero de mIembros
de la Camuoidd que colaboren noeI desarroflo de la explote.
cl6n- económica.

3 El ajuste a que se relera el número anterior es prao.
ticar extraccnwxlemunta, no la declaración correspondIente
del Impuesto ,obre Sociedades, -

‘4. Rl lmport de lo, tseremeotoa o dlsminuclone* de pttI.
- moalo se determinará, por le diferencia entre Io valoras do
adquisición y enajenación di les tlemeuto uatrimontale&. A
estos efectn el valor de adquisición oard e establecido de
acuerdo con lo dispuesta en la norma sexta. - -

Déclrna.—Deciarcicnga.

1 Las Entidades eplesidsUc. sujetas al Impuesta sobre
Sociedades estén obligadas a presentar declaración .en la misma
rorma que loe damAs sujetos pasivos del lmpuvato

2. No obstante queden exceptisujea de esta obligación- lee,
Entidades eclesffi iras que estén totalmente exentes del Ini
puesto -

3 El Mine.terlo de Hacleda podré, ¿e común aoderdo con
la Çonfcrsncta Episcopal Espsno]a, establecer un modulo sim
plificodo de declaración del Impuesto sobra Sociedades.

Undclma.—Plewi.

1 El plazo pera la presentación- de a declaración deL ¡su
puesta sobr Sociedades terminare. ot 31 de,niayo de cada aú.i.
No obetan-te, si el ajezulcio económico elegido por la Entidad
eclesiástica no ea ajustase al afro natural, dicho plazo conclutré
cinco meses después del cierro de dicho ejercicio.

2- El placa pera presentar Ja declaración correspondiente
al afro 1179, 50 cen-ar4, ezcapclonalmente. el día 31 do di
ciembre da loen - -

a. No obstania lo anterior, previa petición debidamente Jus.
Litigada da la Entidad ecleslgstka, sujeto pasivo, el Delegado
de Hacienda podré, prezrogar el piazo a que se refiere el nú.
mero anterior beata cuatro meses má,s.

4. El plazo a que se refiere al número 2 anterIor Será sai
mismo de aplicación al Impuesto nbra la Tienta de loe Par.
asnas Ylsicas da ial sacerdotes y religiosos.

5. Ea loe casas a que se valieren les números 2, a y 4
anteriores, no serÁ de aplicación el rodargo de prórroga sobre
lea cuatas resultantes.

Duodéclms.—Centnbjjldnj

1. Las Entidades eclaslásticas sujetos pasivos del Impuesto
sobre $ojodde deberán llevar contabilidad, que escogerá de
bidamente clasificados lea ingreso. Integras de las distintas-
fuentes de rendiw1entca y de lo. gastos nscases-Ioa para sU
obtnocfón. Incluidos lo. de admunisti-a.cIán.

1, ISa Entidades eclesiastIces podrán a5iablear libremente
loe planes contables que consideren mM adecuados a -sus no
cesidades, ntio a loe criterios de claxidod y de aImptt.
aldad. N obstunte, el Ministerio de Haciende podré. da comú.n
acuerdo con la Conferencie Episcopal Espadota establecer pia
no’ contables de- ap]ícaeli5n general para las mismas. -

Dedmolerçera.—IndIca de Entidades, -

2. Lea- Entidades eole.MaUca que sean sujetes pasivos del
ImpueStO sobre Sodedado ‘se tocribIrón en el indice da En
tidadeS da la DelegaCión do Hacienda de ,m dvmlcWo fiscal.

2. Lea documentos que deberán praaentsrep, ‘con el parte
de ella correSpulidienta. son loe mgulentes.

e) Certificación del Ordinario del lugar o del Ministerio do
Justicia que acredite Ja personalidad jUTMICs, da la Entidad
eclesiástica do erección canónica, qixo daba asumir-la condición
de sujeto pasivo. -

I) Certificación del 6acret&lo ‘da la Confsrancla- Episcopal,
do la dióceeta o del Secretario provincia) o general si de re
ligiones se tratare, que acredite la personalidad de quien os
tento la’ representación de dichas Entidades, sal corno de su
capacidad pera ohrr en nombre d les mismas.

1, El parte de ales se greaentaxá en si plago de un nita,
contada a partir de la InIcripolón en el preceptivo registro

- del Ministerio de Justicia.
• -

4, No obstante, las EnUddc eclesiásticas que hubiesguad—
qufrido la cualidad de mileto pasivo del impuesto sobre Soda-
tiMes a partir del dIn 1-da enero ¿e i9, preaeataz*i el
parte de alta su el lndlcø da Entidades ni mismo tiempo que
la declaración norresporidíenta al - afro 1972.

1. La cantidad a que se reflura el númerO 2 da la norma
novena y cualquier otra que tuviese asignación ersonul en
cuentas, es decir, si figurase corno abonada Individual y no
mInalmnte a las persones que colaboren no .1 proceso produc
tivo, estarán sujetas al ImpueSto sobra La Renta da lea Par.
sonsa Fisloas. -

2. Las miembros de los entes eclesiásticos están aujatas
al Imsuesto sobre la Renta de las Personas Físicas por todas
las cantidades que perciben a titulo personal de los referidos
ente., y do las que detraigan con aulurizaclón de los mismos,
cualesquiera que sean las fuentes de ‘que procedan loe Ingresos.

EL régimen de etencionez ¿e tas cantIdades a que se
refieren loe números anteriores Será l siguiente.

a) Las qu tuviesen as1gaacln pernne1 en .aento, al régi
men general de 1-atenciones.

hl Les cantidade, percibidas por razón del ejercicio del
ministerio sacerdotal, el régimen de fluccionaxotento da Pasc

al Las cant1dada a que se refiere el número 2 de la cor
ma -novena ea estarán, sometidas e- retención.

Madrid. lo da octubre de lOM. - - -

Por la Nunciatura Apostólica,
flernardo JIerTdOZ 5sb1o

Por el Estado español.
- Srneito Laordcn Ldfracle

El presente Acuerdo ,entró en vigor el 10 de Labra de 1280.’
Lo que za hace públLc pare çonoclmtento general
3dadrid, 24 de abril de raes.—El Secretario general écntoo,

José Cuenca ,Asraya.
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fenómeno, lejos de atenuar su crecimiento, tendría en
España un gran desarrollo en menos de una década.

La consecuencia lógica de este desarrollo ha sido
que el marco normativo fiscal diseñado en el Título II
de la Ley 30/1994 ha quedado desfasado, siendo nece
sario un nuevo régimen fiscal para las entidades sin fines
lucrativos que. adaptado a la presente realidad, flexibilice
los requisitos para acogerse a los incentivos que prevé
esta Ley y dote de seguridad jurídica suficiente a tales
entidades en el desarrollo de las actividades que realicen
en cumplimiento de los fines de interés general que
persiguen.

La finalidad que persigue la Ley es más ambiciosa
que la mora regulación de un régimen fiscal propio de
las entidades sin fines lucrativos, ya que, como su propio
;ttulo indica, esta norma viene a establecer también el
conjunto de incentivos que son aplicables a la actMdad
de mecenazgo realizada por particulares. En efecto, si
bien la Ley 30/1994 contenía ya una serie de preceptos
destinados a estimular la participación del sector privado
en las actividades de interés general, la realidad permite
constatar que su eficacia ha sido limitada.

Se hace necesaria, por tanto, una Ley como la pre
sente, que ayude a encauzar los esfuerzos privados en
actividades de interés general de un modo más eficaz,
manteniendo y ampliando algunos de los incentivos pre—
vistos en la normativa anterior y estableciendo otros nue
vos, más acordes con las nuevas formas de participación
de la sociedad en la protección, el desarrollo yel estímulo
del interés general.

En consecuencia, esta Ley, dictada al amparo del ar
ffculo 749.1.14.a de la Constitución y sin perjuicio de
los regímenes tributarios forales, tiene una finalidad emi
nentemente incentivadora de la colaboración particular
en la consecución defines deinterés general, en atención
y reconocimiento-a la cada vez mayor presencia del sec
tor privado en la-tarea de proteger y pr-omover actua
ciones caracterizadas por la ausencia de ánimo de lucro.
cuya única finalidad es de naturaleza general y pública.

II

25039 LEY 49/2002, de 23 de diciembre, de régi
men fiscal do las entidades sin fines lucrativos
y de los incentivos fiscales al mecenazgo.

JUAN CARLOS 1
REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo

vengo en sancionar la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La importancia atcanzada en los últimos años por
el denominado «tercer sector», así como la experiencia
acumulada desde la aprobación de la Ley 30/1994.
de 24 do noviembre. do Fundaciones y de Incentivos
Fiscales a la Participación Privada en Actividades de Inte
rés General, hace necesaria una nueva regulación de
los incentivos fiscales que se contenían en el Título II
de la citada norma legaL

Cuando en 1994 se promulgó la citada Ley 30/1994,
el legislador ya era consciente de las dimensiones alcan
zadas por el fenómeno de la participación privada en
actividades de interés general, en sus diversas formas
jurídicas, si bien no pudo prever entonces que dicho

La Ley está estructurada en tres Títulos, veintisiete
artículos y las correspondientes disposiciones adiciona
les, transitorias, derogatoria y finales.

El Título l define el objeto de la Ley y su ámbito
de aplicación, introduciendo, como novedad, una men
ción expresa a los regímenes forales en vigor en la Comu
nidad Autónoma del País Vasco y en la Comunidad Foral
de Navarra, así como a los convenios y tratados inter
nacionales que han pasado a formar parto del orde
namiento interno español.

En el Título II se regula el régimen fiscal especial
aplicable a las entidades sin fines lucrativos, el cual se
apoya sobre tres pilares básicos: el concepto do entidad
sin fines lucrativos a los efectos de la Ley, la tributación
de dichas entidades por el Impuesto sobre Sociedades
y la fiscalidad en materia de tributos locales.

Así, se fijan unas normas generales en virtud de las
cuales se establece el concepto de entidad sin fines lucra
tivos a efectos de esta Ley.

El régimen fiscal especial es voluntario, de tal manera
que podrán aplicarlo las entidades que, cumpliendo
determinados requisitos, opten por él y comuniquen la
opción al Ministerio de Hacienda.

La justificación de estos requisitos obedece a la inten
ción de asegurar que el régimen fiscal especial que se
establece para las entidades sin fines lucrativos se tra
duce en el destino de las rentas que obtengan a fines
y actividades de interés general,

En relación con tales requisitos, merece destacar los
siguientes:
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Se mantiene el requisito, previsto en la legislación
anterior, de destinar a la realización de los fines de interés
general al menos el 70 por 100 del resultado de las
explotaciones económicas que realicen y de los ingresos
que obtengan por cualquier otro concepto minorados
en los gastos realizados para su obtención. Se establece
el requisito de que el imperte restante, el que no ha
sido aplicado a los fines de interés general, se destine
a incrementar la dotación patrimonial o las reservas de
las entidades sin fines lucrativos.

Se aclara que los gastos realizados para la obtención
de tales ingresos podrán estar integrados, en su caso.
por la parte proporcional de los gastos por servicios exte
riores, de los gastos de personal, de otros gastos de
gestión, de los gastos financieros y de los tributos, en
cuanto que contribuyan a la obtención de los ingresos
y excluyendo de este cálculo los gastos realizados para
el cumplimiento de los fines estatutarios o del objeto
de la entidad sin fines lucrativos.

A efectos del requisito a que se refiere el primer párra
fo, se excluye del cómputo de los Ingresos, junto con
lo recibido en concepto de dotación patrimonial, el impor
te de los ingresos obtenidos en la enajenación de bienes
inmuebles en los que la entidad desarrolle su actividad
propia, siempre que el importe total de la transmisión
se reinvierta en bienes inmuebles en que concurra tam
bián tal circunstancia.

El plazo general para destinar las rentas obtenidas
por la entidad sin fines lucrativos a fines de interés gene
ral será el comprendido entre el inicio del ejercicio en
que se hayan obtenido los respectivos resultados e ingre
sos y los cuatro, años siguientes al cierre de dicho ejer
cicio.

Lasentidades sin fines lucrativos podrán adquirir libre
mente participaciones en sociedades mercantiles.

Se establece como nuevo requisito que el importe
neto de la cifra de negocios del ejercicio correspondiente
al conjunto de las actividades -económicas- no exentas
del Impuesto sobre Sociedades no supere el 40 por ‘100
de los ingresos totales de la entidad, y el desarrollo de
estas actividades no vulnere las normas reguladoras de
defensa de la competencia.

Para acogerse a] régimen fiscal especial, los órganos
rectores deben ser gratuitos, aunque puedan ser retri
buidos por el desempeño de servicios distintos de los
propios del cargo.

Dicha gratuidad también se extiende a los adminis
tradores de entidades mercantiles que representen a las
entidades sin fines lucrativos que participen en su capital,
estableciéndose que, en estos casos, la retribución per
cibida por el administrador estará exenta del Impuesto
sobre la Renta de las Personas Físicas, y no existirá obli
gación de practicar retención a cuenta de este impuesto.

Esta Ley regula de forma mucho más minuciosa el
requisito relativo al destino del patrimonio de estas enti.
dades en caso de disolución, que habrá de ser, en cual
quier caso, otra entidad beneficiaria del mecenazgo de
las definidas en la Ley, o una entidad pública, de natu
raleza no fundacional, que persiga también el interés
general. Esta regulación se complementa con la previsión
expresa de la pérdida del régimen fiscal especia] para
las entidades cuyo régimen jurídico permita la reversión
del patrimonio de la entidad, salvo que, como es lóico,
la reversión está prevista en favor de alguna entidad
beneficiaria del mecenazgo.

La rendición do cuentas, en ausencia de legislación
específica, antes de transcurridos seis meses desde el
cierre de su ejercicio, ante el organismo público encar
gado del registro en que deban estar inscritas.

La elaboración de una memoria económica anual que
especifique. por categorías y por proyectos, los ingresos
y gastos del ejercicio y que inctuya el porcentaje de
participación que mantengan en entidades mercantiles.

Como es lógico, la aplicación del régimen fiscal espe
cial está condicionada al cumplimiento de los requisitos
y supuestos de hecho relativos al mismo, de manera
que el incumplimiento de cualquiera de ellos conlieva
la pérdida del régimen fiscal especial y la obligación
de ingresar las cuotas de los tributos devengados duran
te el ejercicio fiscal en que se produzca el incumplimien
to, junto con los intereses de demora que procedan.

Por lo que se refiere a la tributación de las entidades
sin fines lucrativos por el impuesto sobre Sociedades,
la Ley introduce novedades significativas.

Así, se declara la exención de las siguientes ren
tas: las derivadas de los ingresos obtenidos sin contra-
prestación: las procedentes del patrimonio mobiliario
e inmobiliario de la entidad, como los dividendos. inte
reses, cánones y alquileres; las derivadas de adquisicio
nes o de transmisiones, por cualquier título, de bienes
o derechos: las obtenidas en el ejercicio de las explo
taciones económicas exentas: y. finalmente, las que de
acuerdo con la normativa tributaria deban ser atribuidas
o imputadas a las entidades sin fines lucrativos.

En relación con las rentas derivadas del ejercido de
explotaciones económicas, la Ley sustituye el anterior
sistema de exención rogada por una lista cerrada de
explotaciones económicas, de tal manera que las rentas
derivadas de las explotaciones económicas incluidas en
la lista estarán exentas «ex lege». La exención se extiende
a las rentas obtenidas de las explotaciones complemen
tarias y auxiliares de las dirigidas a cumplir los fines
que persiguen estas entidades, siempre que respeten
los límites establecidos en la propia norma, asf como
a las derivadas de las explotaciones económicas con
sideradas de escasa relevancia.

En. cuanto a la base imponible del Impuesto sobre
Sociedades de estas entidades, se establece -que ewsu
determinación únicamente serán computables los ingre
sos y los gastos correspondientes a las explotaciones
económicas no exentas. Adicionalmente, se regulan -los
efectos do la transmisión del patrimonio resultante de
la disolución de entidades sin fines lucrativos a otras
entidades, disponiéndose la conservación da los valores
y la antigüedad que tenían en la entidad transmitente
tos bienes y derechos transmitidos.

La base imponible del Impuesto sobre Sociedades
será gravada a un tipo único del 10 por 100. La deter
minación de las rentas exentas que quedan sujetas a
retención e ingreso a cuenta se remtte a un ulterior
desarrollo reglamentario.

Por lo que respecta a la fiscalidad de las entidades
sin fines lucrativos en materia de tributos locales, el legis
lador ha decidido mantener las exenciones previstas en
la Ley 30/1994, ampliando su ámbito. De este modo,
estarán exentos del Impuesto sobre Bienes Inmuebles
todos aquellos bienes sujetos a este impuesto de los
que sean titulares las entidades sin fines lucrativos, con
la excepción de los afectados a explotaciones eco
nómicas no exentas del Impuesto sobre Sociedades. Asi
mismo, estarán exentas del Impuesto sobre Actividades
Económicas las explotaciones económicas que desarro
lien estas entidades cuando hayan sido calificadas como
exentas por la propia Ley.

Como novedad, y en consonanciá con la finalidad
de favorecer la actMdad que desarrollan estas entidades
en beneficio del interés general, se introduce la exención
en el Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terre
nos de Naturaleza Urbana cuando la obligación legal
de satisfacer el impuesto recaiga sobre una entidad sin
fines lucrativos, así como en las donaciones realizadas
en favor de las entidades beneficiarias del mecenazgo.

En cuanto a la aplicación del régimen fiscal especial
merece destacarse la sustitución del régimen de dtscre
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cionalidad administrativa por el de opción por el régimen
por ta propia entidad y comunicación a la Administración
tributaria, afectando esta opcíón también al Impuesto
sobre Transmísiones Patrimoniales y Actos Jurídicos
Documentados.

III

El Título III. dedicado a la regulación de los incentivos
fiscales al mecenazgo, comienza estableciendo, median
te una enumeración can-ada, las entidades que pueden
ser beneficiarias de esta colaboración.

A continuación se concretan los incentivos fiscales
aplicables a donativos, donaciones y aportaciones rea
lizadas en favor de las entidades beneflcíadas. A este
respecto, interesa destacar la novedad que supone la
concesión de incentivos fiscales a la donación de
derechos y a la constitución. siñ contraprestación, de
derechos reales de usufructo sobre bienes, derechos y
valores. En cualquier caso, y como es lógico teniendo

en cuenta la finalidad de estos incentivos, las ganan
cias patrimoniales y rentas positivas que se pongan de
manifiesto con ocasión de es-tas donaciones o aporta
ciones estarán exentas en el impuesto personal del
donante.

De este modo, los donativos, donaciones o aporta-
clones realrzadas en favor de las entidades beneficiadas
de la actividad de mecenazgo darán derecho a practicar
una deducción en la cuota del Impuesto personal sobre
la renta del donante o aportante. Esta deducción seré
del 25 por 700 del importe de los donativos, donaciones
y aportaciones realizadas en el Impuesto so,re la Renta
de las Personas Físicas y en el Impuesto so
bre la Renta de no Residentes para los contribuyentes
sin establecimiento permanente en Espaiía, y del 35 por
100 en el Impuesto sobre Saciedades y en el Impuesto
sobre-la Renta de no Residentes-para los contribuyentes
con establecimiento permanente en España Para garan
tizar la aplicación de este incentivo fiscal por las personas
jurídicas y entidades no residentes que operen en España
mediante establecimiento permanente, se permite que
las deducciones no practicadas puedan aphcarse en los
períodos impositivos que finalicen en los 10 años ¡rime
diatos y sucesivos. Los porcentajes de deducción y los
límites pueden incrementarse en un máximo de cinco
puntos porcentuales si la actividad de mecenazgo
desarrollada por las entidades beneficiarias se encuentra
comprendida en la relación de actividades prioritarias
de mecenazgo que establezca la Ley de Presupuestos
Generales del Estado.

El Título III, por último, regula los beneficios fiscales
aplicables a otras actuaciones de mecenazgo distintas
de la realización de donativos, donaciones y aportacio
nes. A este respecto interesa destacar las siguientes
novedades:

Los gastos derivados de convenios de colaboración.
empresarial en actividades de interés general celebrados
con las entidades calificadas como beneficiadas del
mecenazgo por esta Ley tendrán la consideración do
gasto deducible a efectos de la determinación de la base
imponible de los Impuestos sobre Sociedades y sobre
la Renta de no Residentes, y del rendimiento neto de
las actividades económicas en régimen de estimación
directa del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físi
cas, suprimiendo en esta materia los límites que fijaba -

la Ley 30/1994.
La supresión de los límites para la deducibilidad de

los gastos en actividades de interés general en que
incurran las empresas.

La creación del mareo jurídico al que deberán ajus
terse los programas de apoyo a acontecimientos de
excepcional interés público que pueda establecer por
Ley, fijando su contenido máximo, duración y reglas
básicas.

Iv

Las disposiciones adicionales complementan la Ley
recogiendo diversas previsiones entre las que se encuen
tra, en primer lugar, una nueva regla especial de impu
fación de rentas en el Impuesto sobre la Renta de las
Personas Físicas aplicable a las ayudas públicas desti
nadas a la conservación y rehabilitación de bienes de
interés cultural; una novedosa regulación de las deduc
ciones por gastos e inversiones en bienes del Patrimonio
Histórico Español contenidas en la Ley del Impuesto
sobre la Renta de las Personas Físicas y en la Ley del
Impuesto sobre Sociedades, extendiéndose el derecho
a practicar la deducción a las cantidades invertidas en
entomos protegidos de ciudades españolas o en con
juntos declarados Patrimonio Mundial parle Unesco, que
se relacionan en un anexo de la propia Ley.

A continuación, se recogen las modificaciones que
se introducen en el régimen de las entidades parcial
mente exentas del Impuesto sobre Sociedades, con Ja
finalidad de establecer la necesaria coherencia entre las
previsiones en él contenidas y los preceptos de esta
Ley, y en el régimen de exenciones previsto en el texto
retundido del Impuesto sobre Transmisiones Patrimonia
les y Actos Jurídicos Documentados, al objeto de hacer
introducir también en este impuesto el automatismo en
la aplicación de las exenciones que puedan corresponder
a las entidades sin fines lucrativos por el ejercicio de
la opción por el régimen fiscal especial y su comuni
cación a la Administración tributaria. De igual modo, se
regula el régimen fiscal de los bienes integrantes del
Patrimonio Histórico de las Comunidades Autónomas,

-así como el aplicable a la Cruz Roja Española. a la Orga
nización Nacional de Ciegos Españotes, a la Obra Pía
do los Santos Lugares, al Consorcio de la Casa de Amé
rica, a [as fundacioneslie entidades religiosas, a la Iglesia
Católica y a las demás iglesias, confesiones o comu
nidades religiosas que tengan suscritos acuerdos de
cooperación con el Estado españoL y al Instituto de Espa
ña y a las Reales Academias integradas en el mismo,
así como a las Instituciones de las Comunidades Autó
nomas con lengua oficial propia que tengan fines aná
logos a los de la Real Academia Española.

Asimismo, la Ley recoge la posibilidad de que las
entidades sin fines lucrativos puedan destinar su patri
monio en caso de disolución a la obra social de las cajas
de ahorro, no siendo de aplicación en este supuesto
el número 5.° del artículo 3.

Del mismo modo, la Ley establece una excepción
al requisito previsto en el número 3.° de su artículo 3
en relación con los ingresos obtenidos en espectáculos
deportivos por las federaciones deportivas, el Comité
Olimpico Español y el Comité Paralímpico Español.

Por otro lado, la Ley regula el régimen tributario de
las entidades benéficas de construcción constituidas al
amparo del artículoS de la Ley de 15 de julio de 1954,
de manera que estas entidades podrán optar por el régi
men fiscal especial previsto en la presente Ley, siempre
que cumplan los requisitos establecidos en su propia
normativa reguladora, se encuentren debidamente ins
critas en el registro correspondiente de la Administración
central o autonómica, y cumplan el requisito establecido
en el número 5.° del artículo 3 de esta Ley.

Por último, se regula, en aras de satisfacer las exi
gencias derivadas del principio da seguridad jurídica, el
derecho, durante los primores seis meses siguientes a
su entrada en vigor, a formular consultas a la Admi
nistración tributaria sobre su aplicación cuya contesta
ción tendrá carácter vinculante.

En relación con la exención de tributos locales, y al
iguat que la Ley 30/1994. se dispone la no aplicación
de lo previsto en el apartado 2 del artículo 9 de la Ley
reguladora de las Haciendas Locales y aclara que las
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remisiones normativas que en cualquier texto se hagan
al Título II de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre,
de Fundaciones y de Incentivos Fiscales a la Participación
Privada en Actividades de Interés General, se entenderán
hechas a esta Ley.

Las disposiciones transitorias da la Ley establecen
la vi9encia. durante los dos años siguientes a la entrada
en vigor de esta Ley, de las exenciones en el Impuesto
sobre Sociedades concedidas al amparo de la Ley
30/7994, así como la concesión de un plazo de un
año para que las entidades ya existentes puedan cumplir
los requisitos en relación con la retribución de los admi
nistradores en entidades mercantiles que hayan nom
brado. y de des años para que adapten sus estatutos
al requisito relativo a la disolución.

La disposición derogatoria única de la Ley prevé la
derogación. desde su entrada en vigor, de todas tas dis
posiciones que so opongan a lo establecido en ella

Las disposiciones finales establecen una habilitación
a la Ley de Presupuestos Generales del Estado para modi
ficar el tipo de gravamen y las deducciones contenidos
en esta Ley, a la vez que habilitan al Gobierno para dictar
el oportuno desarrollo reglamentario y regulan su entra
da en vigor.

TÍTULO 1

Objeto y ámbito de aplicación

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación.

1. Esta Ley tiene por objeto regular el régimen fiscal
de las entidades-sin fines lucrativos definidas en la mis
ma, en consideración a su función social, actividades
y características.

De igual modo, tiene por objeto regular los incentivos
fiscales al mecenazgo. A efectos-de esta Ley, se entientie
por mecenazgo la participación privada en la realización
de actividades de interés general.

2. En lo no previsto en esta Ley se aplicarán las
normas tributanas generales.

3. Lo establecido en esta Ley se entenderá sin per
juicio de los regímenes tributarios forales da Concierto
y Convenio Económico en vigor, respectivamente, en
los Territorios Históricos del País Vasco y en la Comu
nidad Foral de Navarra y sin perjuicio de lo dispuesto
en los tratados y convenios internacionales que hayan
pasado a formar parte del ordenamiento interno, de con
formidad con el artículo 96 do la Constitución Española.

TÍTULO II

Régimen fiscal especial de las entidades
sin fines lucrativos

CAPfrULO I.

Normas generales

Artículo 2. Entidades sin fines lucrativos.

Se consideran entidades sin fines lucrativos a efectos
de esta Ley, siempre que cumplan los requisitos esta
blecidos en el artículo siguiente:

a Las fundaciones.
b Las asociaciones declaradas de utilidad pública.
c Las organizaciones no gubernamentates de

desarrollo a que se refiere la Ley 23/1998. de 7 de
julio, de Cooperación Internacional para el Desarrollo,
siempre que tengan alguna de las formas jurídicas a
que se refieren los párrafos anteriores.

U) Las delegaciones de fundaciones extranjeras ins
critas en el Registro de Fundaciones.

e) Las federaciones deportivas españolas, las fede
raciones deportivas territoriales de ámbito autonómico
integradas en aquéllas, el Comité Olímpico Español y
si Comité Paralímpico Español.

t) Las federaciones y asociaciones de las entidades
sin fines lucrativos a que se refieran los párrafos ante
riores.

Artículo 3. Requisitos de las entidades sin fines lucra
tives.

Las entidades a que se refiera el artículo anterior,
que cumplan los siguientes requisitos, serán conside
radas, a efectos de esta Ley, como entidades sin fines
lucrativos:

1.0 Que persigan fines de interés general, como pue
den ser, entre otros, los de defensa de los derechos
humanos, da las víctimas del terrorismo y actos violentos.
los de asistencia social o inclusión social, cívicos, edu
cativos. culturales, científicos, deportivos, sanitarios.
laborales, de fortalecimiento institucional, de coopera
ción para el desarrollo, de promoción del voluntariado.
de promoción de la acción social, de defensa del medio
ambiente, de promoción y atención a las personas en
riesgo de exclusión por razones físicas, económicas o
culturales, de promoción de los valores constitucionales
y defensa de los principios democráticos, de fomento
de la tolerancia, de fomento de la economía social, de
UesarrollG de la sociedad de la información, o de inves
tigación científica y desarrollo tecnológico.

2.° Que destinen a la realización de dichos fines
al menos e[70 por 100 de las siguientes rentas e ingre
sos:

a) Las rentas de tas explotaciones económicas que
desarrollen.

b) Las rentas derivadas de la transmisión de bienes
o derechos de su tftularidad. En al cálculo de estas rentas
no se incluirán las obtenidas en la transmisión onerosa
de bienes inmuebles en los que la entidad desarrolle
la actividad propia de su objeto o finalidad específica.
siempre que el importe de la citada transmisión se rein
vierta en bienes y derechos en los que concurr-a dicha
circunstancia.

c) Los ingresos que obtengan por cualquier otro con
cepto, deducidos los gastos realizados para la obten
ción de tales ingresos. Los gastos realizados para la
obtención de tales ingresos podrán estar integrados, en
su caso, por la parte proporcional do los gastos por ser
vicios exteriores, de los gastos de personal, de otros
gastos de gestión, de los gastos financieros y de los
tributos, en cuanto que contribuyan a la obtención de
los ingresos, excluyendo de este cálculo los gastos rea
lizados para el cumplimiento de tos fines estatutarios
o del objeto de la entidad sin fines lucrativos. En el cálculo
de los ingresos no se incluirán las aportaciones o dona
ciones recibidas en concepto de dotación patrimonial
en el momento de su constitucIón o en un momento
posterior.

Las entidades sin fines lucrativos deberán destinar
el resto de tas rentas e ingresos a incrementar la dotación
patrimonial o las reservas.

El plazo para el cumplimiento de este requisito será
el comprendido entre el inicio del ejercicio en que se
hayan obtenido las respectivas rentas e ingresos y los
cuatro años siguientes al cierre de dicho ejercicio.

30 Que la actividad realizada no consista en el
desarrollo de explotaciones económicas ajenas a su obje
to o finalidad estatutaria. Se entenderá cumplido este
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requisito si el imparte neto de la cifra de negocios del
ejercicio correspondiente al conjunto de las explotacio
nes económicas no exentas ajenas a su objeto o finalidad
estatutaria no excede deI 40 por 100 de los Ingresos
totales de la entidad, siempre que el desarrollo de estas
explotaciones económicas no exentas no vulnere las nor
mas reguladoras de defensa de la competencia en rela
ción con empresas que realicen la misma actividad.

A electos de esta Ley. se considera que las entidades
sin fines lucrativos desarrollan una explotación eco
nómica cuando realicen la ordenación por cuenta propia
de medios de producción y da recursos humanos, o de
uno de ambos, con la finalidad de intervenir en la pro
ducción o distribución de bienes o servicios. El arreo
damiento del patrimonio inmobiliario de la entidad no
constituye. a estos efectos, explotación económica.

4’ Que los fundadores, asociados, patronos, repre
sentantes estatutarias, miembros de los órganos de
gobierno y los cónyuges o parientes hasta el cuarto grado
inciusíve de cualquiera de ellos no sean los destinatarios
principales de las actividades que se realicen por las
entidades, ni se beneficien de condiciones especiales
para utilizar sus servicios.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no se aplicará
a las actividades de investigación cientifica y desarrollo
tecnológico. ni a las actividades de asistencia social o
deportivas a que se refiere el artículo 20, apartado uno,
en sus números 8.° y 13°. respectivamente, de la Ley
37/1992, de 28 de diciembre. del Impuesto sobre el
Valor Añadido, ni a las fundaciones cuya finalidad sea
la conservación y restauración de bienes del Patrimonio
Histórico Español que cumplan las exigencias de la
Ley 16/1985, de 25 de lunio. del Patrimonio Histórico
Español, o de-la Ley de la respectiva CornunidadAut&
noma que le sea de aplicación, en particular respecto
de los deberes de visita y exposición pública de dichos
bienes.

Lo dispuesto en el primer párrafo de este número
no resultará de aplicación a tas entidades a que-se refiere
el párrafo e) del articulo anterior.

5,0 Que los cargos de patrono, representante esta
tutario y miembro del órgano de gobierno sean gratuitos.
sin perjuicio del derecho a ser reembolsados de los gas
tos debidamente justificados que el desempeño de su
función les ocasione, sin que las cantidades percibidas
por este concepto puedan exceder de los límites pro
vistos en la normativa del Impuesto sobre la Renta de
las Personas Físicas para ser consideradas dietas excep
tuadas de gravamen.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no resultará de
aplicación a las entidades a que se refiere el párra
fo e) del artículo anterior y respetará el régimen espe
cífico establecido para aquellas asociaciones que. do
acuerdo con la Ley Orgánica 1/2002. de 22 de marzo,
reguladora del Derecho de Asociación, hayan sido dacIa-.
radas de utilidad pública.

Los patronos, representantes estatutarios y miembros
del órgano de gobierno podrán percibir de la entidad
retribuciones por la prestación de servicios, Incluidos los
prestados en el merco de una relación de carácter labo
ral. distintos do los que Implica el desempeño da las
funciones que les corresponden como miembros del
Patronato u órgano de representación, siempre que se
cumplan las condiciones previstas en las normas por
las que se rige la entidad. Tales personas no podrán
participar en los resultados económicos de la entidad.
ni por si mismas, ni a través de persona o entidad inter
puesta.

Lo dispuesto en este número será de aplicación igual
mente a los administradores que representen a la entidad
en las sociedades mercantiles en que participe, salvo
que las retribuciones percibidas por la condición da admi
nistrador se reintegren a la entidad que representen.

En este caso, la retribución percibida por el admi
nistrador estará exenta del Impuesto sobre la Renta de
las Personas Físicas, y no existirá obligación de practicar
retención a cuenta de este impuesto.

6.° Que, en caso de disolución, su patrimonío se
destine en su totalidad a alguna de las entidades con
sideradas como entidades beneficiarias del mecenazgo
a los efectos previstos en los artículos 16 a 25, ambos
inclusive, de esta Ley. o a entidades públicas de natu
raleza no fundacional que persigan fines de interés gene
ral, y esta circunstancia esté expresamente contemplada
en el negocio fundacional o en los estatutos de la entidad
disuelta, siendo aplicable a dichas entidades sin fines
lucrativos lo dispuesto en el párrafo u) del apartado 1
del artículo 97 de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre,
del Impuesto sobre Sociedades,

En ningún caso tendrán la condición de entidades
sin fines lucrativos, a efectos de esta Ley, aquellas enti
dados cuyo régimen jurídico permita, en los supuestos
de extinción, la reversión de su patrimonio al aportanta
del mismo o a sus herederos o legatarios, salvo que
la reversión esté prevista en favor de alguna entidad
beneficiaria del mecenazgo a los efectos previstos en
los artículos 15 a 25, ambos inclusive, de esta Ley.

7.° Que estén inscritas en el registro correspondiente.
8.0 Que cumplan las obligaciones contables previs

tas en las normas por las que se rigen o, en su defecto.
en el Código de Comercio y disposiciones complemen
tarias.

9Y Que cumplan las obligaciones de rendición de
cuentas que establezca su legislación específica. En
ausencia de previsión legal espectfica, deberán rendir
cuentas antes de transcúrridos seis meses desde el cierre
de su ejercicio ante el organismo público encargado del
registro correspondiente.

10.0 Que-elaboren anualmente-una memoria eco
nómica en la que- se especifiquen los Ingresos y gastos
de! ejercicio, de manera que -puedan identificarse por
categorías y por proyectos, así como el porcentaje de
participación que mantenganén entidades mercantiles.

Las entidades que estén obligadas en virtud de la
normativa contable que les seade aplicación a la ela
boración anual de una memoria deberán incluir en dicha
memoria la información a que se refiere este número.

Reglamentariamente, se establecerán el contenido de
esta memoria económica, su plazo de presentación y
el órgano ante el que debe presentarse.

Añículo 4. Domicilio fiscal. -

El domicilio fiscal de las entidades sin fines lucrativos
será el del lugar de su domicilio estatutario, siempre
que en él esté efectivamente centralizada la gestión
administrativa y dirección de la entidad. En otro caso,
dicho domicilio será el lugar en que se realice dicha
gestión y dirección.

Si no pudiera establecerse el lugar del domicilio fiscal
do acuerdo con los criterios anteriores, se considerará
como tal el lugar donde radique el mayor valor del
inmovilizado.

CAPI11JLO II

Impuesto sobre Sociedades

Artículo 5. Normativa aplicable.

En lo no previsto en este capitulo, serán de aplicación
a la entidades sin fines lucrativos las normas del Impues
to sobre Sociedades,
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Artículo 6. Rentas exentas.

Están exentas del Impuesto sobre Sociedades las
siguientes rentas obtenidas por entidades sin fines lucra
tivos:

1.0 Las derivadas de los siguientes ingresos:
a) Los donativos y donaciones recibidos para cola

borar en los fines de la entidad, incluidas las aportaciones
o donaciones en concepto de dotación patrimonial, en
el momento de su constitución o en un momento pos
terior, y las ayudas económicas recibidas en virtud de
los convenios de colaboración empresarial regulados en
el artículo 25 de esta Ley y en virtud de los contratos
de patrocinio publicftario a que so refiere la Ley 3411998.
de 1 1 de noviembre, General de Publicidad.

b) Las cuotas satisfechas por los asociados, cola
boradores o benefactores, siempre que no se corres
pondan con el derecho a percibir una prestación derivada
de una explotación económica no exenta.

o) Las subvenciones, salvo las destinadas a financiar
la realización de explotaciones económicas no exentas.

2.° Las procedentes del patrimonio mobiliario e
inmobiliario de la entidad, come son los dividendos y
participaciones en beneficios de sociedades, intereses,
cánones y alquileres.

3° Las derivadas de adquisiciones o de-transmisio
nes, por cualquier titulo, de bienes o derechos, incluidas
las obtenidas con ocasión de la disolución y liquidación
de la entidad.

4.° Las obtenidas en el ejercicio cle las explotaciones
económicas exentas a que se refiere el artículo siguiente.

5.° Las que, de-acuerdo con la normativa tributada,
deban ser atribuidas o imputadas a las entidades sin
fines lucrativos y que procedan de rentas exentas inclui
das en alguno de los apartados anteriores de este art!’
culo.

Artículo 7. Explotaciones económicas exentas.

Están exentas del Impuesto sobre Sociedades tas ren
tas obtenidas por entidades sin fines lucrativos que pro
cedan do las siguientes explotaciones económicas, siem
pre y cuando sean desarrolladas en cumplimiento de
su objeto o finalidad específica:

Jo Las explotaciones económicas de prestación de
servicios de promoción y gestión de la acción social,
as1 como los de asistencia social e inclusión social que
se Indican a continuación, incluyendo las actividades
auxiliares o complementarias de aquéllos, como son los
servicios accesorios do alimentación, alojamiento o
transporte

a) Protección de la infancia y de la juventud.
b) Asistencia a la tercera edad.
c) Asistencia a personas en riesgo de exclusión o

dificultad social o víctimas de malos tratos.
U) Asistencia a personas con discapacidad, incluida

la formación ocupacional, la inserción laboral y la explo
tación de granjas, talleres y centros especiales en los
que desarrollen su trabajo.

e) Asistencia a minorías étnicas.
f) Asistencia a refugiados y asilados.
g) Asistencia a emigrantes, inmigrantes y transeún

tes.
h) Asistencia a personas con cargas familiares no

compartidas.
i) Acción social comunitada y familiar.
j) Asistencia a ex reclusos.
k) Reinserción social y prevención do la delincuencia.
1) Asistencia a alcohólicos y toxicómanos.
m) Cooperación pata el desarrollo.

ti) Inclusión social de las personas a que se refieren
los párrafos anteriores.

2.° Las explotaciones económicas de prestación de
servicios de hospitalización o asistencia sanitaria, inclu
yendo las actividades auxiliares o complementarias de
los mismos, como son la entrega de medicamentos o
los servicios accesorios de alimentación, alojamiento y
transporte.

3.° Las explotaciones económicas de investigación
científica y desarrollo tecnológico.

4.° Las explotaciones económicas de los bienes
declarados de interés cultural conforme a la normativa
del Patrimonio Histórico del Estado y de las Comunidades
Autónomas, asf como de museos. bibliotecas, archivos
y centros do documentación, siempre y cuando se cum
plan las exigencias establecidas en dicha normativa, en
particular respecto de los deberes de visita y exposición
pública de dichos bienes.

5•0 Las explotaciones económicas consistentes en
la organización de representaciones musicales, coreo
gráficas, teatrales, cinematográficas o circenses.

6.0 Las explotaciones económicas de parques y
otros espacios naturales protegidos de caracterfstícas
similares.

7° Las explotaciones económicas de enseñanza y
de formación profesional, en todos los niveles y grados
del sistema educativo, así como las de educación infantil
hasta los tres años, incluida la guarda y custodia de
niños hasta esa edad, las de educación especial, las de
educación compensatoria y las de educación permanen
te y de adultos, cuando estén exentas del Impuesto sobre
el Valor Añadido, así como las explotaciones económicas
de alimentación, atójamiento olransporte realizadas por
centros docentes y-colegios mayores pertenectentes a
entidades sin fines-lucrativos.

S.° Las explotaciones económicas. consistentes en
la organización de exposiciones, conferencias, coloquios,
cii ESCS O seminarios.

9.° Las explotaciones económicas de elaboración.
edición, publicación y venta de libros, revistas, folletos,
material audiovisual y material multimedia.

7 OY Las explotaciones económicas de prestación
de servicios de carácter deportivo a personas físicas que
practiquen el deporte o la educación física, siempre que
tales servicios estén directamente relacionados con
dichas prácticas y con excepción de los servicios rela
cionados con espectáculos deportivos y de los prestados
a deportistas profesionales.

11.0 Las explotaciones económicas que tengan un
carácter meramente auxiliar o complementario de las
explotaciones económicas exentas o de las actividades
encaminadas a cumplir los finos estatutarios o el objeto
de la entidad sin fines lucrativos.

No se considerará que las explotaciones económicas
tienen un carácter meramente auxiliar o complementario
cuando el importe neto de la cifra de negocios del ejer
cicio correspondiente al conjunto de ellas exceda del 20
por 700 de los ingresos totales de la entidad.

72.” Las explotaciones económicas de escasa rele
vancia. Se consideran como talos aquellas cuyo importe
noto de la cifra de negocios del ejercicio no supere en
conjunto 20.000 euros.

Artículo 8. Determinación de la base imponible.

1. En la base imponible del impuesto sobre Socie
dades de las entidades sin fines lucrativos sólo se inclui
rán las rentas derivadas de las explotaciones económicas
no exentas.

2. No tendrán la consideración de gastos deduci
bles, además dolos establecidos por la normativa general
del Impuesto sobre Sociedades, los síguientes
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a) Los gastos imputables exclusivamente a las ren
tas exentas.

Los gastos parcialmente imputables a las rentas no
exentas serán dedUCibIBS en el porcentaje que repre
senten los ingresos obtenidos en el ejercicio de expio
tacíones económícas no exentas respecto de los ingresos
totales de la entidad.

b) Las cantidades destinadas a la amortización de
elementos patrimoniales no afectos a las explotaciones
económicas sometidas a gravamen.

En el caso de elementos patrimoniales afectos par
cialmente a la realización de actividades exentas, no
resultarán deducibles las cantidades destinadas a la
amortización en el porcentaje en que el elemento patri
monial se encuentre afecto a la realización de dicha
actividad.

c) Las cantidades que constituyan aplicación de
resultados y. en particular. de los excedentes de explo
taciones económicas no exentas.

Artículo 9. Normas de valoración.

Los bienes y derechos integrantes del patrimonio
resultante de la disolución de una entidad sin finos lucra
tivos que se transmitan a otra entidad sin fines lucrativos.
en aplicación de lo previsto en el número 6.° del artícu
lo 3 de esta Ley, se valorarán en la adquirente, a efectos
fiscales, par les mismos valores que tenían en la entidad
disuelta antes de realizarse la transmisión, mantenién
dose igualmente la fecha de adquisición por parte de
la entidad disuelta.

Artículo 10. Tipo de gravamen.

La base imponible positiva que corresponda a-las reo
tas derivadas de explotaciones económicas no-exentas
será gravada al tipo del 70 por 100.

Artículo 11. Obligaciones contables.

Las entidades sin fines lucrativos que obtengan rentas
de explotaciones económicas no exentas del Impuesto
sobre Sociedades tendrán las obligaciones contables pre
vistas en las normas reguladoras de dicho impuesto. La
contabilidad de estas entidades se llevará de tal forma
que permita identificar los Ingresos y gastos correspon
dientes a las explotaciones económicas no exentas.

Artículo 12. Rentas no sujetas a retención.

Las rentas exentas en virtud de esta Ley no estarán
sometidas a retención ni ingreso a cuenta. Reglamen
lariam ente, se determinará al procedimiento de acre
ditación de las entidades sin fines lucrntivos a efectos
de la exclusión de la obligación de retener.

Artículo 13. Obligacíón de declarar.

Las entidades que opten por el régimen fiscal esta
blecido en éste Título estarán obligadas a declarar por
el Impuesto sobre Sociedades la totalidad de sus rentas.
exentas y no exentas.

Artículo 14. Aplicación del régimen fiscal especiaL

1. Las entidades sin fines lucrativos podrán acoger-
se al régimen fiscal espacial establecido en este Título
en el plazo y en la forma que reglamentariamente se
establezca.

Ejercitada la opción, la entidad quedará vinculada a
este régimen de forma indefinida durante los períodos

impositivos siguientes, en tantose cumplan los requisitos
del artículo 3 de esta Ley y mientras no se renuncie
a su aplicación en la forma que reglamentariamente se
establezca.

2. La aplicación del régimen fiscal especial estará
condicionada al cumplimiento de los requisitos y supues
tos de hecho relativos al mismo, que deberán ser pro
bados por la entidad.

3. El incumplimiento de los requisitos establecidos
en el artículo 3 de esta Ley determinará para la entidad
la obligación de ingresar la totalidad de las cuotas corres
pondientes al ejercicio en que se produzca el incum
plimiento por el Impuesto sobre Sociedades, los tributos
locales y el Impuesto sobro Transmisiones Patrimoniales
y Actos Jurtdicos Documentados, de acuerdo con la nor
mativa reguladora de estos tributos, junto con los inte
reses de demora que procedan.

La obligación establecida en este apartado se referirá
a las cuotas correspondientes al ejercicio en que se obtu
vieron los resultados e ingresos no aplicados correcta
mente, cuando se trate del requisito establecido en el
número 2.° del artículo 3 de esta Ley, y a las cuotas
correspondientes al ejercicio en que se produzca el
incumplimiento ya los cuatro anteriores, cuando se trate
del establecido en el número 6.° del mismo artículo,
sin perjuicio de las sanciones que, en su caso, procedan.

CAPÍTULO III

Tributos locales

Artículo 15. Tributos locales.

1. Estarán exentos- del Impuesto sobre Bienes
Inmuebles los bienes de los que sean titulares, en los
términos previstos en la normativa reguladora de las
Haciendas Locales, las entidades sin fines lucrativos,
excepto los afectos a oxpiotaclenes económicas no exen
tas del Impuesto sobre Sociedades.

2. Las entidades sin fines lucrativos estarán exentas
del Impuesto sobre Actividades Económicas por las
explotaciones económicas a que se refiere el artícu

• lo 7 de esta Ley. No obstante, dichas entidades deberán
• presentar declaración de alta en Ja matrícula de este

impuesto y declaración de baja en caso de ceso en la
actividad.

3. Estarán exentos del Impuesto sobre el incremen
to de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana los
incrementos correspondientes cuando la obligación legal
de satisfacer dicho impuesto recaiga sobre una entidad
sin fines lucrativos.

En el supuesto de transmisiones de terrenos o de
constitución o transmisión de derechos reales de goce
limitativos del dominio sobre los mismos, efectuadas a
tttulo oneroso por una entidad sin fines lucrativos, la
exención en el referido impuesto estará condicionada
a que tales terrenos cumplan tos requisitos establecidos
para aplicar la exención en el Impuesto sobre Bienes
Inmuebles.

4. La aplicación de las exenciones previstas en este
artículo estará condicionada a que las entidades sin fines
lucrativos comuniquen al ayuntamiento correspondiente
el ejercicio de la opción regulada en el apartado 1 del
artículo anterior y al cumplimiento de los requisitos y
supuestos relativos al régimen fiscal especial regulado
en este Tftuio.

6. Lo dispuesto en este artículo se entenderá sin
perjuicio de tas exenciones previstas en la Ley 39/1988,
de 2$ de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales.
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TÍTULO III

Incentivos fiscales al mecenazgo

CAPÍTULO)

Entidades beneficiarias

Artículo 16. Entidades beneficiarias del mecenazgo.

Los incentivos fiscales previstos en este Título serán
aplicables a los donativos, donaciones y aportaciones
que, cumpliendo los requisitos establecidos en este Títu
lo, se hagan en favor de las siguientes entidades:

a) l..as entidades sin fines lucrativos a las que sea
de aplicación el régimen fiscal establecido en el Titulo II
de esta Ley.

b) El Estado, las Comunidades Autónomas y las
Entidades Locales. así como los Organismos autónomos
del Estado y las entidades autónomas de carácter aná
logo do las Comunidades Autónomas y de las Entidades
Locales.

c) Las universidades públicas y los colegios mayores
adscritos a las mismas.

U) El Instituto Cervantes, el lnstitut Ratnon Uull y
las demás instituciones con fines análogos de las Comu
nidades Autónomas con lengua oficial propia.

CAPÍTULO II

Régimen fiscal do las donaciones y aportaciones

Artícuto 77. Donativos, donaciones y aportaciones
deducibles.

1. Darán derecho a practicar las deducciones pre
vistas en este Título los siguientes donativos, donaciones
y aportaciones irrevocables, puros y simples, realizados
en favor de las entidades a las que se refiere el artículo
anterioc

a) Donativos y donaciones dinerarios, de bienes o
de derechos.

b) Cuotas de afiliación a asociaciones que no se
correspondan con el derecho a percibir una prestación
presente o futura.

o) La constitución de un derecho real de usufructo
sobre bienes, derechos o valores, realizada sin contra-
prestación.

U) Donativos o donaciones de bienes que formen
parte del Patrimonio Histórico Español, que estén ins
critos en el Registro general de bienes de interés cultural..
o incluidos en el Inventario general a que se refiero la
Ley 16/1985. de 25 de junio, de Patrimonio Histórico
Español.

e) Donativos o donaciones de bienes culturales de
calidad garantizada en favor de entidades que persigan
entre sus fines la realización de actividades musetsticas
yo) fomento y difusióñ del patrimonio histórico artístico.

2. En el caso de revocación de la donación por algu
no de los supuestos contemplados en el Código Civil,
al donante ingresará, en el período impositivo en el que
dicha tevocación se produzca, las cuotas correspondien
tes a las deducciones aplicadas, sin perjuicio de tos inte
reses de demore que procedan.

Lo establecido en el párrafo anterior se aplicará en
los supuestos a los que se refiere el apartado 2 del ar
tículo 23 de la Ley Orgánica 1/2002. de 22 de marzo,
reguladora del Derecho de Asociación.

Artículo 78. Base de las deducciones por donativos,
donaciones y aportaciones.

1. La base de las deducciones por donativos, dona
ciones y aportaciones realizados en favor de las enti
dades a las que se refiere el artículo 16 será:

a) En los donativos dinerarios. su importe.
b) En los donativos o donaciones de bienes o dere

chos, el valor contable que tuviesen en el momento de
la transmisión y. en su defecto, el valor determinado
conforme a las normas del Impuesto sobre el Patrimonto.

o) En la constitución de un derecho real de usufructo
sobre bienes inmuebles, el importe anual que resulte
da aplicar, en cada uno de los períodos impositivos de
duración del usufructo, el 2 por 100 al valor catastral,
detorrninándose proporcionalmente al número de días
que corresponda en cada período impositivo.

U) En la constitución de un derecho real de usufructo
sobre valores, el importe anua) de los dividendos o inte
reses percibidos por el usufructuario en cada uno de
los períodos impositivos de duración del usufructo.

o) En la constitución de un derecho real de usufructo
sobre otros bienes y derechos, el importe anual resul
tante do aplicar el interés legal del dinero de cada ejer
cicio al valor del usufructo determinado en el momento
de su constitución conforme a las normas del Impuesto
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos
Documentados.

f) En los donativos o donaciones de obras de arte
de calidad garantizada y deJos bienes que formen parte
del Patrimonio HistóricoEspañol a que se refieren los
párrafos U) y e) del apartado 1 del artículo 17 de esta
Ley, la valoración efectuada por-la Juntade Calificación,
Valoración y Exportación. En el caso de los bienes cul
turáles que no formen parte del Patrimonio Histórico
Español, la Junta valorará, asimismo, la suficiencia de
la calidad de Ja obra.

2. El va!or determinado do acuerdo con lo dispuesto
en el apartado anterior tendrá como límite máximo el
valor normal en el mercado del bien ó derecho trans
mitido en el momento de su transmisión.

Artículo 19. Deducción da la cuota del Impuesto sobre
la Renta de las Personas Físicas.

1. Los contribuyentes del Impuesto sobre la Rente
de las Personas Físicas tendrán derecho a deducir de
la cuota íntegra el 25 por 100 de la base de la deducción
determinada según lo dispuesto en el artículo 18.

2.. La base de esta deduccíón se computará a efec
tos del límite previsto en el artículo 56. apartado 1, do la
Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre
la Renta de las Personas Físicas y otras Normas Tribu
lanas.

Artióulo 20. Deducción de la cuota del Impuesto sobre
Sociedades.

1. Los sujetos pasivos del Impuesto sobre Socie
dades tendrán derecho a deducir de la cuota íntegra,
minorada en las deducciones y bonificaciones previstas
en los capítulos II. III y IV del Título VI de la Ley 43/.1 995,
de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades.
el 35 por 100 de la base de la deducción determinada
según lo dispuesto en el artículo 18. Las cantidades
correspondientes al período impositivo no deducídas
podrán aplicarse en las liquidaciones do los períodos
impositivos que concluyan en los 10 años inmediatos
y sucesivos.
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2. La base de esta deducción no podrá exceder
del 10 por 100 de la base imponible del período impo
sitivo. Las cantidades que excedan de este límite se
podrán aplicar en los períodos impositivos que concluyan
en los diez años inmediatos y sucesivos.

Artículo 21. Deducción de la cuota del Impuesto sobre
la Renta de no Residentes.

1. Los contribuyentes del Impuesto sobre la Renta
de no Residentes que operen en territorio español sin
establecimiento permanente podrán aplicar la deducción
establecida en el apartado 1 del artículo 19 de esta
Ley en las declaraciones que por dicho impuesto pre
senten por hechos imponibles acaecidos en el plazo de
un año desde la fecha del donativo, donación o apor
tadón.

La base de esta deducción no podrá exceder del 10
por 100 de Ja base imponible del conjunto de las decla
raciones presentadas en ese plazo.

2. Los contribuyentes del Impuesto sobre la Renta
de no Residentes que operen en territorio español
mediante establecimiento permanente podrán aplicar la
deducción establecida en el articulo anterior.

Artículo 22. Actividades prioritarias de mecenazgo.

La Ley de Presupuestos Generales del Estado podrá
establecer una relación de actividades pnoñtañas de
mecenazgo en el ámbito de los fines de interés general
citados en el número 7 .° del artículo 3 de esta— Ley,
así como las entidades beneficiarias, de acuerde con
suartfculo 16.

En relación con dtcbas actividades y- entidades, la
Ley de Presupuestos Generales del Estado podrá elevar
en cinco puntos porcentuales, como máximo, los por
centajes y límites de las deducciones establecidas en
los artículos 19, 20 y 21 de esta Ley.

Artículo 23. Exención de las rentas derivadas de dona
tivos, donaciones y aportacíanes. -

1. Estarán exentas del Impuesto sobre la Renta de
las Personas Físicas, del Impuesto sobre Sociedades o
del Impuesto sobre la Renta de no Residentes que grave
la renta del donante o aportante las ganancias patri
moniales y las tenias positivas que se pongan de mani
fiesto con ocasión de los donativos, donaciones y
aportaciones a que se refiero el artículo 17 de esta Ley.

2. Estarán exentos del Impuesto sobre el Incremen
to de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana los
incrementos que se pongan de taanifiesto en las trans
misiones de terrenos, o en la constitución o transmisión
de derechos reales de goce limitativós del dominio, rea
lizadas con ocasión de los donativos, donaciones y apor
taciones a que se refiere el artículo 17 de esta Ley.

Artículo 24. Justificación de los donativos, donaciones
y aportaciones deducibles,

1. La efectividad .de tos donativos, donaciones y
aportaciones deducibles so justificará mediante cortifi
cacíón expedida por la entidad beneficiaria, con los requi
sitos que se establezcan reglamentariamente.

2. La entidad beneficiaria deberá remitir a la Admi
nistración tributaria, en la forma y en los plazos que
se establezcan reglamentariamente, la información sobre
las certificaciones expedidas.

3. La certificación a la que se hace referencia en
los apartados anteriores deberá contener, al menos, los
siguientes extremos:

a) El número de identificación fiscal y los datos de
identificación personal del donante y de la entidad dona
taria.

b) Mención expresa de que la entidad donataria se
encuentra incluida en las reguladas en el artIculo 16
de esta Ley.

c) Fecha e Importe del donativo cuando éste sea
dinerario,

U) Documento público u otro documento auténtico
que acredite la entrega del bien donado cuando no se
trate de donativos en dinero.

e) Destino que la entidad donataria dará al objeto
donado en el cumplimiento de su finalidad especfflca.

f) Mención expresa del carácter irrevocable de la
donación, sin perjuicio de lo establecido en tas normas
imperativas civiles que regulan la revocación de dona
ciones.

CAPÍTULO III

Régimen fiscal de otras formas de mecenazgo

Artículo 25. Convenios de colaboración empresaria! en
actividades de ínleré.s general.

1. Se entenderá por convenio de colaboración
empresarial en actividades de interés general, a los efes
ios provistos en esta Ley, aquel por el cual las entidades
a que se refiere el artículo 16, a cambio de una ayuda
económica para la realización de las actividades que efec
túen en cumplimiento del objeto o finalidad específica
de la entidad, se comprometen por escrito a difundir,
por cualquier medio, la participación del colaborador en
dichas actividades.

La difusión de la participación del colaborador en el
marco de los convenios-de colaboración definidos en
este artículo no constituye una prestación de servicios.

2. Las cantidades satisfechas o los.gastos realizados
tendrán la consideración do -gastos deducibles para
determinar la baso imponible del Impuesto sobre Socie
dades da la entidad colaboradora o del Impuesto sobro
la Renta de no Residentes de los contribuyentes que
operen en territorio español mediante establecimiento
permanente o el rendimiento neto de la actividad eco
nómica de los contribuyentes acogidos al régimen de
estimación directa del Impuesto sobre la Renta de las
Personas Físicas.

3. El régimen fiscal aplicable a tas cantidades satis
fechas en cumplimiento de estos convenios de colabo
ración será incompatible con los demás incentivos fis
cales previstos en esta Ley.

Artículo 26. Gastos en actividades do interés general.

1. Para la determinación de la base imponible del
Impuesto sobre Sociedades, del Impuesto sobre la Renta
de no Residentes de los contribuyentes que operen en
territorio español mediante establecimiento permanente
o del rendimiento neto de la actividad económica do
los contribuyentes acogidos al régimen de estimación
dirécta del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físi
cas, tendrán la consideración de deducibles los gastos
realizados para los fines de interés general a que se
refiere el numero 7•0 del artículo 3 de esta Ley.

2. La deducción do los gastos en actividades de
interés general a que se refiere el apartado anterior será
incompatible con los demás incentivos fiscales previstos
en esta Ley.

Artículo 27. Programas de apoya a acontecimientos
de excepcional interés público.

1. Son programas de apoyo a acontecimientos de
excepcional interés público el conjunto de incentivos fis-
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cales específicos aplicables a las actuaciones que se rea
licen para asegurar el adecuado desarrollo de los acon
tecirnientos que, en su caso, se determinen por Ley.

2. La Ley que apruebe cada uno de estos programas
regulará, al menos, los siguientes extremos:

a) La duración del programa, que podrá ser de hasta
tres años.

b) La creación de un consorcio o la designación de
un órgano administrativo que se encargue de la ejecu
ción del programa y que certitique la adecuación de
tos gastos e inversiones realizadas a los objetivos y pla
nes del mismo.

En dicho consorcio u órgano estarán representadas,
necesariamente, las Administraciones públicas interesa
das en el acontecimiento y, en todo caso, el Ministerio
de Hacienda.

Para la emisión de la certificación será necesario el
voto favorable da la representación del Ministerio de
Hacienda.

c) Las líneas básicas de las actuaciones que se
vayan a organizar en apoyo del acontecimiento, sin per
juicio de su desarrollo posterior por el consorcio o por
el órgano administrativo correspondiente en planes y
programas de actividades específicas.

U) Los beneficios fiscales aplicables a las actuacio
nes a que se refiere el párrafo anterior, dentro de los
límites del apartado siguiente.

3. Los beneficios fiscales establecidos en cada pro
grama serán, como máximo, los siguientes:

Primero. Los sujetos pasivos del Impuesto sobre
Sociedades, los contribuyentes del tmpuesto sobre ¡a
Renta de las- Personas Físicas que realicen actividades
económicas en régimen de estimación directa y los con
tribuyentes del Impuesto sobre la Renta de no Residentes
que operen en territorio español mediante establecimien
to permanente podrán deducir de la cuotaintegra del
impuesto el 15 por 100 de los gastos e inversíonos
que, en cumplimiento de los planes y programas de acti
vidades establecidos por el consorcio o por el órgano
administrativo correspondiente, realicen en los siguien
tes conceptos:

a) Adquisición de elementos del inmovilizado mate
rial nuevos, sin que, en ningún caso, so consideren como
tales los terrenos.

Se entenderá que no están realizadas en cumplimien
to de los planes y programas de actividades establecidos
por el consorcio o por al órgano administrativo corres
pondiente las inversiones efectuadas para la instalación
o ampliación de redes de servicíos de telecomunicacio
nes o de electricidad, así como para el abastecimiento
do agua, gas u otros suministros.

b) Rehabilitación de edificios y otras construcciones
que contribuyan a realzar el espacio físico afectado, en
su caso, por el respectivo programa.

Las citadas obras deberán cumphr tos requisitos esta
blecidos en la normativa sobre financiación de actua
ciones protegidas en materia de vMenda y, adamás, las
normas arquitectónicas y urbanísticas que al respecto
puedan establecer los ayuntamientos afectados por el
respectivo programa y el consorcio o el órgano admi
nistrativo encargado de su organización y ejecución.

e) Realización de gastos de propaganda y publicidad
de proyección plurianual que sirvan directamente para
la promoción del respectivo acontecimiento.

Cuando el contenido del soporte publicitario se refiera
de modo esencial a la divulgación del acontecimiento,
la base de la deducción será el importe total de la inver
Sión realizada. En caso contrario, la base de la deducción
será el 25 por 100 de dicha inversión.

Esta deducción, conjuntamente con las reguladas en
el capítulo IV del Título VI de la Ley 43/1995, de 27

de dicIembre, del Impuesto sobre Sociedades, no podré
exceder del 35 por 100 de la cuota íntegra, minorada
en las deducciones para evitar la doble imposición inter
na e internacional y en las bonificaciones, y será incom
patible para los mismos bienes o gastos con las previstas
en la citada Ley 43/1995. de 27 de diciembre. Las can
tidades no deducidas podrán aplicarse, respetando i9ual
límite, en las liquidaciones de los períodos impositivos
que concluyan en los 10 años inmediatos y sucesivos.

El cómputo de tos plazos para la aplicación de las
deducciones previstas en este número podré diferirse
hasta el primer ejercicio en que, dentro del período de
prescripción, se produzcan resultados positivos, en los
siguientes casos:

a) En las entidades de nueva creación.
b) En las entidades que saneen pérdidas de ejer

cicios anteriores mediante la aportación afectiva de nue
vos recursos, sin que se considere como tal la aplicación
o capitalización de reservas.

Segundo. Los contribuyentes del Impuesto sobre la
Renta de las Personas Físicas, los sujetos pasivos del
Impuesto sobre Sociedades y los contribuyentes
del Impuesto sobre la Renta de no Residentes que operen
en territorio español mediante establecimiento perma
nente tendrán derecho a las deducciones previstas, res
pectivamente, en los artfculos 19, 20 y 27 de esta Ley.
por las donaciones y aportaciones que realicen a favor
del consorcio que, en su caso, se cree con arreglo a
lo establecido en el apartado anterior.

El régimen de mecenazgo prioritario previsto en el
artículo 22 de esta Ley será de aplicación a los pro
gramas y actividades relacionadoscon -el acontecimien
to, siempre-que sean aprobados por el consorcio u órga
no administrativo encargado de su ejecución y se rea
licen por las entidades a que se refiere el artículo 2
de esta Ley o por el diado consorcio., elevándose en
cinco puntos porcentuales los porcentajes y límites do
las deducciones -establecidas en los artículos 79, 20
y2J de esta Ley.

Tercero. Las transmisiones sujetas al Impuesto
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos
Documentados tendrán una bonificación deI 95 por 100
de la cuota cuando los bienes y derechos adquiridos
se destinen, directa y exclusivamente, por el sujeto pasi
vo a la realización de inversiones con derecho a deduc
ción a que se refiera el punto primero de este apartado.

Cuarto. Los sujetos pasivos del Impuesto sobre Acti
vidades Económicas tendrán una bonificación deI 95 por
100 en las cuotas y recargos correspondientes a las
actividades de carácter artistico, cultural, científico o
deportivo que hayan de tener lugar durante la celebra
ción del respectivo acontecimiento y que se enmarquen
en los planas y programas de actividades elaborados
por el consorcio o por el órgano administrativo corres
pondiente.

Quinto. Las empresas o entidades que desarrollen
los objetivos del respectivo programa tendrán una boni
ficación del 95 por 700 en todos los impuestos y tasas
locales que puedan recaer sobre las operaciones rela
cionadas exclusivamente con el desarrollo de dicho pro
grama.

Sexto. A los efectos previstos en los números ante
riores no seré de aplicación lo dispuesto en el primer
párrafo del apartado 2 del artículo 9 de la Ley 39/7 988,
de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales.

4. La Administración tributaria comprobará la con
currencia de las circunstancias o requisitos necesarios
para la aplicación de los beneficios fiscales, practicando,
en su caso, la regularización que resulte procedente.

5. Reglamentariamente, se establecerá el procedi
miento para la aplicación de tos beneficios fiscales pre
vistos en los programas de apoyo a acontecimientos
de excepcional interés público.
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Disposición adicional primera. Modificación de fa Ley
40/1988, do 9 de dIciembre, del impuesto sobre la
Renta de las Personas Físícas y otras Normas Tri
butarias.

1. Se añade un nuevo párrafo j) al apartado 2 del
artículo 14 de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre. del
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y otras
Normas Tributarias, que queda redactado en los siguien
tes términos:

«j) Las aytidas públicas otorgadas por las Admi
nistraciones competentes a los titulares de bienes
integrantes del Patrimonio Histórico Español ins
critos en el Registro general de bienes de interés
cuftural a que se refiere la Ley 16/1985, de 25
de junio, del Patrimonio Histórico Español, y des-
finadas exclusivamente a su conservación o reha
bilitación. podrán Imputarse por cuartas parles en
el período impositivo en que se obtengan y en los
tres siguientes, siempre que se cumplan las exi
gencias establecidas en dicha Ley, en particular
respecto de los deberes de visita y exposición públi
ca de dichos bienes.»

2. Se modifica el apartado 3-del artículo 55 de la
Ley 40/1998. de 9 de diciembre, del Impuesto sobre
la Renta de las Personas Físicas y otras Normas Tribu
tarias. que queda redactado en los siguientes términos:

«3. Deducciones por donativos.
Los contribuyentes podrán aplicar, en este con

cepto:
a) Las deducciones previstas en la Ley

49/2002. de 23 de diciembre, de régimen-fiscal
de las entidades sin unes lucrativos y de los incen
tivos fiscales al mecenazgo.

b) El 10 por 100 de las cantidades -donadas
a las fundaciones legalmente reconocidas que rin
dan cuentas al órgano dat protectorado correspon
diente, ast como a las asociaciones declaradas de
utilidad pública, no comprendidas en el párrafo
anterior.»

3. Se modifica el apartado 5 del artículo 55 de la
Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre
la Renta de las Personas Físicas y otras Normas Tribu
tarias, que queda redactado en los siguientes términos:

«5. Deducción por actuaciones para la protec
ción y difusión del Patrimonio Histórico Español y
de las ciudades, conjuntos y bienes declarados
Patrimonio Mundial.

Los contribuyentes tendrán derecho a una
deducción en la cuota del 15 por 100 del importe
de las inversiones o gastos que realicen para:

a) La adquisición de biene del Patrimonio His
tórico Español, realizada fuera del territorio español
para su introducción dentro de dicho territorio,
siempre que los bienes permanezcan en él y dentro
del patrimonio del titular durante al menos tres
años.

La base de esta deducción será la valoración
efectuada por la Junta de Calificación, Valoración
y Exportación.

b) la conservación, reparación, restauración,
difusión y exposición de los bienes de su propiedad
que estén declarados de interés cultural conforme
a la normativa del Patrimonio Histórico del Estado
y de las Comunidades Autónomas, siempre y cuan
do se cumplan les exigencias establecidas en dicha
normativa, en particular respecto de los deberes
de visita y exposición pública de dichos bienes.

c) La rehabilitación de edificios, el manteni
mienio y reparación de sus tejados y fachadas, así
como la mejora de infraestructuras de su propiedad
situados en el entorno que sea objeto de protección
de las ciudades españolas o de los conjuntos arqui
tectónicos, arqueológicos, naturales o paisajísticos
y de los bienes declarados Patrimonio Mundial por
la Unesco situados en España.»

Disposición adicional segunda. Modificación de la Ley
43/7,995,. de 27 de diciembre, del Impuesto sobre
Sociedades.

1. Se modifica el apartado 2 del artículo 9 de la
Ley 43/1995, de 27 de diciembre. del Impuesto sobre
Sociedades, que quedará redactado en los siguientes
términos:

«2. Estarán parcialmente exentas del impuesto,
en los términos previstos en el Título II de la Ley
49/2002. de 23. de diciembre. de régimen fiscal
de las entidades sin fines lucrativos y de los incen
tivos fiscales al mecenazgo, las entidades e ins
tituciones sin ánimo de lucro a las que sea de apli
cación dicho Título.»

2. Se modifica el apartado 2 del artículo 26 de la
Ley 43/1995. de 27 de diciembre, del Impuesto sobre
Socíedades, que quedará redactado en lo siguientes
términos:

«2. Tributarán al tipo del 25 por 100:
a) Las mutuas de seguros generales, las mutua

lidades de previsión social y las mutuas de acci
dentes de trabajo y enfermedades profesionales de

-la Seguridad Social que cumplan los requisitas esta
blecidos por su normativa reguiador&

b) Las sociedades de garantía recíproca y las
sociedades de reafianzamiento reguladas en la Ley
1/1994. de 17 de marzo. sobre el Régimen Jurídico
de las Sociedades de Gárantfa Recíproca, inscritas
en el registro especial del Banca de España.

c) Las sociedades cooperativas de crédito y
cajas rurales, excepto por lo. que so refiere a los
resuitados extracooperativos, que tributarán al tipo
general.

d) Los colegios profesionales, las asociaciones
empresariales, las cámaras oficiales, los sindicatos
de trabajadores y los partidos políticos.

e) Las entidades sin fines lucrativos a las que
no sea de aplicación el régimen fiscal establecido
en la Ley 49/2002. de 23 de diciembre, de régimen
fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los
incentivos fiscales al mecenazgo.

f) Los fondos de promoción de empleo cons
tituidos al amparo del artículo 22 de la Ley
27/1984. de 26 de julio. sobre Reconversión y
Reindusfrialización.

g) Las uniones, federaciones y confederaciones
de cooperativas.»

3. Se modifica el apartado 4 del articulo 26 de la
Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre
Sociedades, que quedará redactado en los siguientes
términos:

«4. Tributarán al 10 por 100 las entidades a
las que sea de aplicación el régimen fiscal esta
blecido en la Ley 49/2002, de 23 de diciembre.
de régimen fiscal de las entidades sin fines lucra
tivos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.»

4. Se modifican la rúbrica del artículo 35 de la Ley
43/1995. de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Socio-
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dados, y el apartado 1 de dicho articulo, que quedan
redactados en los siguientes términos:

«Artículo 35. Deducción por actuaciones para la
protección y difusión del Patrimonio Histórico
Español y do las ciudades, conjuntos y bienes
declarados Patrimonio Mtmdíat así como por
inversiones en producciones cinematográficas y
en edición de libros.

1. Los sujetos pasivos del Impuesto sobre
Sociedades tendrán derecho a una deducción en
la cuota íntegra del 15 por 100 del importe de
las inversiones o gastos que realicen para:

a) La adquisición de bienes del Patrimonio His
tórico Español, realizada fuera del territorio español
para su introducción dentro de dicho territorio.
siempre que los bienes permanezcan en ély dentro
del patrimonio del titular durante al menos tres
años.

La base de esta deducción será la valoración
efectuada por la Junta de Calificación, Valoración
y Exportación.

b) La conservación, reparación, restauración,
difusión y exposición de los bienes de su propiedad
que estén declarados de interés cultural conforme
a la normativa del Patrimonio Histórico del Estado
y de las Comunidades Autónomas, siempre y cuan
do se cumplan las exigencias establecidas en dicha
normativa, en particular respecto de los deberes
de visita y exposición pública de dichos bienes.

c) La rehabilitación- de edilicios, el manteni
miento y reparación de sus tejados y fachadas, así
como la mejora de infraestructuras de su propiedad
situados en el entorno que sea objeto de protección
de las ciudades españolas o do los conjuntos-arqui
tectónicos, arqueológicos, naturales o paisajísticos
y de los bienes declarados Patrimonio Mundial por
la Unesco situados en España.»

5. Se modífica el artículo 734 de la Ley 43/1995,
de 27 de diciembre. del Impuesto sobre Sociedades.
que queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 734. Rentas exentas.

1. Estarán exentas las siguientes rentas obte
nidas por las entídades que se citan en el artículo
anterior:

a) Las que procedan de la realización de acti
vidades que constituyan su objeto social o finalidad
específica.

A efectos do la aplicación de este régimen a
la Entidad de Derecho Público Puertos del Estado
y a las Autoridades Portuarias se considerará que..
no proceden de la realización de explotaciones eco
nómicas los ingresos de naturaleza tributada y los
procedentes del ejercicio de la potestad sanciona

• dora y do la actividad administrativa realizadas por
las Autoridades Portuarias, así como los proceden
tes de la actividad de coordinación y control de
eficiencia del sistema portuario realízada por el Ente
Público Puertos del Estado.

b) Las derivadas do adquisiciones y de trans
misiones a título lucrativo, siempre que unas y otras
se obtengan o realicen en cumplimiento de su obje
to o finalidad específica.

c) Las que se pongan do manifiesto en la Trans
misión onerosa de bienes afectos a la realización
del objeto o finalidad específica cuando el total
producto obtenido se destine a nuevas inversiones
relacionadas con dicho objeto o finalidad especí
fica.

Las nuevas inversiones deberán reallzarse dentro
del plazo comprendido entre el año anterior a la
fecha de la enTrega o puesta a disposición del etc
mente patrimonial y los tres años posteriores y man
tenerse en el patrimonio de la entidad durante siete
años. excepto que su vida útil conforme al método
de amortización, de los admitidos en el artícu
lo 1 1.1 de esta Ley, que se aplique fuere inferior,

En caso do no realizarse la inversión dentro del
plazo señalado, la parte de cuota íntegra corres
pondiente a la renta obtenida se ingresará, además
de los intereses de demora, conjuntamente con la
cuota correspondiente al período impositivo en que
venció aquél.

La transmisión do dichos elementos antes del
término del mencionado plazo determinará la inte
gración en la base imponible de la parte de renta
no gravada, salvo que el importe obtenido sea obje
to de una nueva reinversión.

2. La exención a que se refiere el apartado ante
rior no alcanzará a los rendimientos de explota
ciones económicas, ni a las rentas derivadas del
patrimonio, ni a las rentas obtenidas en transmi
siones, distintas de las señaladas en él.

3. Se considerarán rendimientos de una explo
tación económica todos aquellos que procediendo
del trabajo personal y del capital conjuntamente,
o de uno solo de estos factores, supongan por parte
del sujeto pasivo la ordenación por cuenta propia
de los medios de producción y de recursos hume
nos o de uno de ambos con la finalidad de interve
nir en la producción o distribución de bienes o
servicios.»

6. Se modifica et arttculo .735 de la Ley 43/1995-,
de 27 de-diciembre, del-Impuesto spbre Sociedades,
que queda redactado en los siguientes términos:

ccArtfcijlo 135. Determinación de Ja base impo
nible.

1. La baso imponible se determinará aplicando
las normas previstas en el Título IV de esta Ley.

2. No tendrán la consideración de gastos fis
calmente deducibles, además do los establecidos
en el artícuto 14 de esta Ley. los siguientes:

a) Los gastos imputables exclusivamente a las
rentas exentas. Los gastos parcialmente imputables
a las rentas no exentas serán deducibles en el por
centaje que representen los ingresos obtenidos en
el ejercicio de explotaciones económicas no exen
tas respecto de los ingresos totales do la entidad.

b) Las cantidades que constituyan aplicación
de resultados y. en particular, deles que se destinen
al sostenimiento de las actividades exentas a que
se refiere el párrafo a) del apartado 1 del artículo
anterior.»

7. Se añade un nuevo párrafo al apartada 1 del
artículo 139 de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre,
del Impuesto sobre Sociedades, que queda redactado
en los siguientes términos:

«1. Los sujetos pasivos de este impuesto debe
rán llevar su contabilidad do acuerdo con lo previsto
en el Código de Comercio o con to establecido
en las normas perlas que se rigen.

En todo caso, los sujetos pasivos a que se refiere
el Titulo VIII, capítulo XV, de esta Ley llevarán su
contabilidad de tal forma que permita Identificar
los ingresos y gastos correspondientes a las rentas
y explotaciones económicas no exentas.»
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Disposición adicional tercera. Modificación del Real
Decréto legislativo 1/1993, de 24 de septíembre,
por el que se aprueba e! texto refundido de la Ley
del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y
Actos Jurídicos Documontado&

So modifica la letra A) del artículo 45.1 del texto refun
dido del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y
Actos Jurídicos Documentados, aprobado por el Real
Decreto legislativo 711 993. de 24 de septiembre. que
quedará redactado en los siguientes términos:

«1. A) Estarán exentos del impuesto:

a) El Estado y las Administraciones públicas
territoriales e institucionales ysus establecimientos
de beneficencia, cultura, Seguridad Social, docen
tes o de fines científicos.

Esta exención será igualmente aplicable a aque
llas entidades cuyo régImen fiscal haya sido equi
parado por una Ley al del Estado o al do las Mmi
nistradonas públicas citadas.

b) Las entidades sln fines lucrativos a que se
refiere el artículo 2 de la Ley 49/2002, de.... de
régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos
y de los incentivos fiscales al mecenazgo, que se
acojan al régimen fiscal especial en la forma pre
vista en el artículo 14 de dicha Ley.

A la autaUquidación en que se aplique la exen
ción se acompañará la documentación que acredite
el derecho a la exención.

c) Las cajas de ahorro, por las adquisiciones
directamente destinadas a su obra social.

U) La Iglesia Católica y las iglesias, confesiones
y comunidades religiosas que tengan suscritos
acuerdos de cooperación con el Estado español.

e) El Instituto de España y las Reales Acade
mias integradas en el mismo, ast como las insti
tuciones de las Comunidades Autónomas que ten
gan fines análogos a los de la Real Academia Espa
ñola.

í) La Cruz Roja Española y la Organización
Nacional de Ciegos Españoles.

g) La Obra Pía de los Santos Lugares.»

Disposición adicional cuarta. Régimen fiscal de las bie
nes integrantes de! Patrimonio Histórico de las Coma
nidades Autónomas.

El régimen establecido en esta Ley referente a los
bienes integrantes del Patrimonio Histórico Español, ins
critos en el Registro general de bienes de interés cultural
o incluidos en el Inventario general a que se refiere la
Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico
Español, se aplicará a los bienes culturales declarados
o inscritos por las Comunidades Autónomas, do acuerdo
con lo establecido en sus normas reguladoras.

A los efectos de lo dispuesto. én el artículo 18 de
esta Ley y en el artículo 73 de la Ley 16/7985,
de 25 de junio, del PatrimonIo Histórico Español, la vale
ración de tales bienes por las Comunidades Autónomas
se realizará por sus órganos competentes según las res
pectivas normas reguladoras. Asimismo, la valoración
se realizará por los mismos órganos cuando la donataria
sea una Comunidad Autónoma.

Disposición adicional quinta. Régimen tributario de la
Cruz floja Española y de la Organización Nacional
de Ciegos Españoles.

El régimen previsto en los artículos 5 a 15, ambos
inclusive, de esta Ley será de aplicación a la Cruz Roja
Española y a la OrganIzación Nacional de Ciegos Espa

fieles, siempre que cumplan el requisito establecido en
el último párrafo del número 5Y del artículo 3 de esta
Ley, conservando su vigencia las exenciones concedidas
con anterioridad a su entrada en vigor.

Estas entidades serán consideradas como entidades
beneficiadas del mecenazgo a los efectos previstos en
los artículos 16 a 25, ambos inclusive, de esta Ley.

Disposición adicional sexta. Régimen tributario de la
Obra Pía de los Santos Lugares.

El régimen previsto en los artículos 5 a 15. ambos
inclusive, de esta Ley será de aplicación a la Obra Pía
de tos Santos Lugares, siempre que cumpla el requisito
establecido en el número 5. del artículo 3 de esta Ley.
La Obra Pía será considerada como entidad beneficiaria
del mecenazgo a los efectos previstos en los artícu
los 16 a 25, ambos inclusive, de esta Ley.

Disposición adicional séptima. Régimen tributario de
los consorcios Casa de América, Casa Asia e «lnstitiit
Europea de la Mediterrénia».

Los consorcios Casa de Américá, Casa Asia e «Instftut
Europeu de la Mediterránia» serán considerados enti
dades beneficiarias del mecenazgo a los efectos pro
vistos en los artículos 16 a 25. ambos inclusive, de esta
Ley.

Disposición adicional octava. Fundaciones de entida
des rellgiosas

Lo dispuesto en esta Ley se entiende sin peijtiicio
de lo establecido en los acuerdos con la Iglesia Católica
y en los acuerdos y convenios de cooperación suscritos
por el Estado con las iglesias, confesiones y comunidades
religiosas, así come en las normas dictadas para su apli
cación, para las fundaciones propias-do estas entidades,
que podrán -optar por el régimen fiscal establecido en
los artículos 5 a 25 de esta Ley, siempre que en este
úttimo caso presenten la certificación de su inscripción
en el Registro de Entidades Religiosas, y cumplan el
requisito establecido en el número 5.° del artículo 3 de
esta Ley.

Disposición adicional novena. Régimen tributario de la
iglesia Católica y de otras iglesías, confesiones y
comunidades religíosas.

1. El régimen previsto en los artículos 5 a 15, ambos
indusivo. de esta Ley será de aplicación a la Iglesia Cató
lica y a las iglesias, confesiones y comunidades religíosas
que tengan suscritos acuerdos de cooperación con el
Estado español, sin perjuicio de lo establecido en los
acuerdos a que se refiere la disposición adicional ante
rior.

2. El régimen previsto en esta Ley será también do
aplicación a las asociaciones y entidades religiosas com
prendidas en el artículo V del Acuerdo sobre Asuntos
Económicos suscrito entre el Estado español y la Santa
Sede, así como a las entidades contempladas en el apar
tado 5 del artículo 11 de la Ley 24/1992, de JO de
noviembre, por la que se aprueba el Acuerdo de
Cooperación del Estado con la Federación de Entidades
Religiosas Evangélicas de España; en el apartado 5 del
artículo 11 de la Ley 25/1992, de 10 de noviembre,
por la que se aprueba el Acuerdo de Cooperación del
Estado con la Federación de Comunidades Israelitas de
España. y en al apartado 4 del artículo 11 de la Ley
26/1992, de 10 de noviembre, por la que se aprueba
el Acuerdo de Cooperación del Estado con la Comisión
Islámica de España, siempre que estas entidades cum
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plan los requisitos exigidos por esta Ley a las entidades
sin fines lucrativos para la aplicación de dicho régimen.

3. Las entidades de la Iglesia Católica contempladas
en los artículos IV y V del Acuerdo sobre Asuntos Eco
nómicos entre el Estado español y la Santa Sede, y Tas
ígualmenle existentes en los acuerdos de cooperación
del Estadb español con otras iglesias, confesiones y
comunidades religiosas, serán consideradas entidades
beneficiarias del mecenazgo a los efectos previstos en
los artículos 16 a 25, ambos inclusive, de esta Ley

Disposición adicional décima. Régimen tributario del
Instituto de España ylas RealesAcademias integradas
en el mismo, así como de tas insiitucíones de tas
Comunidades Autónomas que tengan fines análogos
a tos de la Real Academia Española.

Las exenciones establecidas en el artículo 15 de esta
Ley serán do aplicación al Instituto de España y a las
Reales Academias integradas en el mismo, así como
a las instituciones de las Comunidades Autónomas con
lengua oficial propia que tengan fines análogos a los
de la Real Academia Española. Estas entidades serán
consideradas entidades beneficiarias del mecenazgo a
los efectos previstos en los artículos 16 a 25, ambos
inclusive, de esta Ley.

Disposición adicional decimoprimera. Obra social de
las cajas de ahorro.

Las entidades sin fines lucrativos podrán destinar el
patrimonio resultante de su disolución a la obra social
de las cajas de ahorro, siempre que así esté expresa
mente contemplado en el negocio fundacional o en los
estatutos de la entidad disuelta, no siendo de aplicación
en este supuesto el número 6.°del artículo 3.

Disposición adicional decimosegunda. Federaciones
deportivas, Comité Olímpico Español y Comité Para
límpico Español.

1. Los ingresos de los espectáculos deportivos obte
nidos por las entidades relacionadas en el párrafo e)
del artículo 2 de esta Ley no se incluirán en el cómputo
del 40 por 100 de los ingresos de explotaciones eco
nómicas no exentas a que se refiere el requisito del núme
ro 3.° de su artículo 3.

2. Están exentas del Impuesto sobre Sociedades las
rentas obtenidas por las entidades relacionadas en el
párrafo e) del artículo 2 de esta Ley 9ue procedan de
la celebración, retransmIsión o difusion por cualquier
medio de las competiciones amistosas u oficiales en las
que participen las selecciones nacionales o autonómicas,.
siempre que la organización de dichas competiciones
sea de su exclusiva competencia. -.

Disposición adicional decimotercera. Régimen tributa
rio de las entidades benéficas de construcción.

Las entidades benéficas de construcción constituidas
al ampare del artículo 5 de la Ley de 15 de julio de 1954
podran optar por el régimen previsto- en los ar
tículos 5 a 15, ambos inclusive, de esta Ley, siempre
que cumplan los requisitos establecidos en la normativa
propia reguladora de estas entidades, se encuentren
debidamente inscritas en el registro correspondiente de
la Administración central o autonómica, y cumplan el
requIsito establecido en el número 5.° del artículo 3 de
esta Ley. No se aplicará a estas entidades lo previsto
en los artículos 16 a 25, ambos inclusive, de esta Ley.

Disposición adicional decimocuarta. Consultas vincu
¡antes.

Durante Tos primeros seis meses siguientes a la entra
da en vigor de esta Ley podrán formularse a la Admi
nistración tributaria consultas sobre la aplicación de la
Ley, cuya contestación tendrá carácter vinculante, en
los términos siguientes:

Primero. Las consultas podrán plantearse exclusi
vamente por las federaciones y asociaciones de las enti
dades a que se refiere el párrafo t) del artículo 2 de
esta Ley, por las Federaciones deportivas españolas y
por las Conferencias, Comisiones y Secretarías que repre
senten, respectivamente, a las entidades a que se refiere
la disposición adicional novena de asta Ley, referidas
a cuestiones que afecten a sus miembros o asociados.

Segundo. Las contestaciones de la Administración
tributaria a las consultas que se formulen en los términos
anterióres se comunicarán a la entidad consultante y
se publicarán en al «Boletín Oficial del Ministerio de
Haciendafl.

Tercero. La presentación, tramitación y contesta
ción de estas consultas, así como los efectos de su con
testación, se regirán por lo dispuesto en el Real Decre
to 404/1997, de 21 de marzo, por el que se establece
el régimen aplicable a las consultas cuya contestación
deba tener carácter vinculante para la Administración
tributaria.

Dísposición adicional decimoquinta. Ciudades, conjun
tos y bienes declarados Patrimonio Mundial por la
Unesco situados en España.

A los efectos de las deduccioñes previstas en las dis
posiciones adicionales primera y segunda de esta Ley,
se relacionan en el-anexode la presente Ley las ciudades
españolas y los conjuntos arquitectónicos. arqueológi
cos, naturales o paisa]!stlcosy los bienes declarados
Patrimonio Mundial por la Uñesco situados en España.

Disposición adicional decimosexta. Hciondas locales.

A efectos de Jo establecido en esta Ley, no será de
aplicaoión lo dispuesto en el primer párrafo del apar
tado 2 del articulo 9 de la Ley 39/1988, de 28 de
diciembre, reguladora de las Haciendas Locales.

Disposición adicional decimoséptima. Remisiones nor
mafiva&

Las remisiones normativas realizadas al Titulo It de
la Ley 30/1994, de 24 de noviembre. de Fundaciones
y de Incentivos Fiscales a la Participación Privada en
Actividades de Interés General, se entenderán hechas
a los preceptos do esta Ley.

Disposición transitoria primera. Régimen transitorio de
las exenciones concedidas al amparo de la Ley
30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y
de Incentivos Fiscales a la Participación Privada en
ActMdades de interés GeneraL

Las exenciones concedidas a las entidades a las que
se refiere el artículo 2 de esta Ley, al amparo de la
Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y
de Incentivos Fiscales a la Participación Privada en Acti
vidades de Interés General, mantendrán su vigencia
durante un período de dos años a partir de la entrada
en vigor de esta Ley,
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Disposición transitoria segunda. Régimen transitorio de
¡os administradores de sociedades mercantiles nom
bmdos por entidades sin fines lucrativos.

Las entidades sin fines lucrativos constituidas antes
de la entrada en vigor de esta Ley que opten por aplicar
el régimen fiscal especial previsto en su Título II dis
pondrán del plazo de un año desde dicha entrada en
vigor para dar cumplimiento al requisito establecido en
el último párrafo del número 5Y de su artículo 3, en
relación con los administradores que estas entidades
hayan nombrado en las sociedades mercantiles en que
participen.

Disposición transitoria tercera. Adaptación de los esta
tuto5

Las entidades sin fines lucrativos constituidas antes
de la entrada en vigor de esta Ley que opten por aplicar
el rágimen fiscal especial previsto en su Título Ii dis
pondrán de. un- plazo de dos años desde dicha entrada
en vigor para adaptar SUS estatutos a lo establecido en
el número 6.0 de su artículo 3.

Disposición derogatoria única.

A la entrada en vigor de esta Ley quedarán derogadas
todas las disposiciones que se opongan a lo establecido
en la misma y, en particular, el Titulo II y las disposiciones
adicionales cuarta a séptima, novena a duodécima y deci
moquinta y’ decimosexta de fa Ley 30/1394, de 24 de
noviembre. de Fundaciones y de lncentivbs Fiscales a
la Participación Privada en Actividades de Interés GeneraL

Disposición final primera. Habilitación a la Ley de Pre
supuestos Generales del Estado.

La Ley de Presupuestos Generales del Estado podrá
modificar, de conformidad con lo previsto en el apar
tado 7 del artículo 134 de la Constitución Española:

a) El tipo de gravamen de las entidades sin fines
lucrativos.

b) Los porcentajes do deducción y límites cuanti
tativos para su aplicación previstos en esta Ley.

Disposición final segunda. Habilitación normativa.

Se autoriza al Gobierno a dictar las disposiciones
necesarias para el desarrollo y ejecución de esta Ley.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

Esta Ley entrará en vigor el día siguiente al de su
publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Las disposiciones relativas al Impuesto sobre Socie
dades, al impuesto sobre Bienes Inmuebles y al Impuesto
sobre Actividades Económicas surtirán efectos sólo para
los períodos impositivos que se inicien a partir de la
entrada en vigor de la Ley.

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y auto

ridades, que guarden y hagan guardar esta Lay.

Madrid. 23 de diciembre de 2002.

JUAN CARLOS R.

ANEXO

Ciudades y conjuntos arquitectónicos. arqueológicos.
naturales o paisajísticos y bienes declarados Patrimonio
Mundial por la Unesco situados en España:

Parque y Palacio Güell y Casa Milá, Barcelona.
Monasterio y Sitio de El Escorial. Madrid.
Catedral de Burgos.
Alhambra. Generalife y Albaicin, Granada.
Centro histórico de Córdoba.
Monumentos de Oviedo y del reino de Asturias.
Cuevas de Altamira.
Ciudad vieja de Segovia y su Acueducto.
Ciudad vieja de santiago de Compostela.
Ciudad vieja de Avila e iglesias extramuros.
Arquitectura mudéjar de Aragón.
Parque nacional de Garajonay.
Ciudad vieja de Cáceres.
Ciudad histórica de Toledo.
Catedral, Alcázar y Archivo de Indias. Sevilla.
Ciudad vieja de Salamanca.
Monasterio de Poblet -

Conjunto arqueológico de Mérida.
El Monasterio Real de Santa María de Guadalupe.
El Camino de Santiago de Compostela.
Parque Nacional de Doñana.
Ciudad histórica fortificada de Cuenca.
La Lonja de la Seda de Valencia.
Palau de la música catalana y Hospital de San Pau,

Barcelona.
Las Médulas.
Monasterios de San Millán de Yuso y de Suso.
Arte rupestredel Arco Mediterráneo de la Península

Ibérica.
Universidad y recinto histórico de Alcalá de Henares.
Ibiza, biodiversidad y cultura.
San Cristóbal de La Laguna.
Sitio-arqueológico deAtapuerca.
Palmeral de Elche.
Iglesias románicas catalanas del valle del Bol.
Mutalla romana de Lugo.
Conjunto arqueológico de Tarragona.
Paisaje cultural de Aranjuez.

El Presidente del Gobierno.
iosÉ MAnIA AZNAR LÓPEZ
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MINISTERIO DE HACIENDA
19571 REAL DECREÍO 1270/2003, de JO de octu

bre, por el que se aprueba el Reglamento para
la aplicación del régimen fiscal de las enti
darles sin fines lucrativos y de los incentivos
fiscales a! mecenazgo.

La Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen
fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incen
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tivos fiscales al mecenazgo, ha establecido el nuevo régi
men fiscal para las entidades sin fines lucrativos que
flexibiliza los requisitos para acogerse a los incentivos
fiscales que establece y dota de seguridad jurídica sufi
ciente a tales entidades en el desarrollo de las actividades
que realizan en cumplimiento de los fines de interés
general que persiguen.

La ley establece también el conjunto de incentivos
que son aplicables a la actividad de mecenazgo realizada
por particulares y empresas.

EJ desarrollo reglamentario llevado a cabo por este
real decreto permitirá la aplicación de esos incentivos
con la prontitud requerida por la propia ley, que ha pre
visto el ejercicio de una opción para acogerse al nuevo
régimen fiscal especial por parte de las entidades.

Este real decreto se estructura en un artículo, una
disposición derogatoria y cuatro disposiciones finales.

El articulo único aprueba el Reglamento para la apli
cación del régimen fiscal de las entidades sin fines lucra
tivos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.

El reglamento consta de tres capítulos. con doce
artículos, así como de una disposición adicional y una
disposición transitoria.

El primero de los capftulos se dedica a ta regulación
del procedimiento previsto para la aplicación del régimen
fiscal especial por las entidades sin fines lucrativos que
cumplan los requisitos previstos en la ley, de los requi
sitos de la memoria económica que han de elaborar
dichas entidades y de la acreditación a efectos de la
exclusión de la obligación de retener o ingresar a cuenta
sobre tas rentas que están exentas de tributación.

El segundo capítulo regula el procedimiento para la
justificación de las donativos, donaciones y aportaciones
deducibles por los sujetos pasivos del Impuesto sobre
Sociedades y contribuyentes del Impuesto sobre la Renta
de las Personas Físicas y del Impuesto sobre la Renta
de no Residentes, en particular, la declaración informa
tiva que han -de presentar las entidades sin fines lucra
tivos beneficiarias da los incentivos regulados en el títu
lo III de la Ley 49J2002 sobre las certificaciones emitidas
de los donativos y aportaciones percibidos.

Y. finalmente, el tercer capítulo se refiere al proce
dimiento para la aplicación y reconocimiento de los bene
ficios fiscales previstos en los programas de apoyo a
acontecimientos de excepcional interés público.

Por su parte, la disposición adicional ónice introduce
las precisiones necesarias para la adecuación del régi
men fiscal especial a las entidades religiosas de acuerdo
con lo establecido en tos acuerdos internacionales y de
cooperación correspondientes, así corno en su normativa
da desarrollo, y la disposición transitoria establece un
plazo especial para que puedan ejercer la opción por
el régimen especial aquellas entidades cuyo periodo
impositivo iniciado con posterioridad a la entrada en
vigor de la Ley 49/2002 haya finalizado antes de entrar
en vigor el reglamento.

Por Último, la disposición derogatoria única y las dis
posiciones finales de este real decreto regulan lo siguiente:

La disposición derogatoria única contiene la referen
cia a la derogación de todas las disposiciones que se
opongan a lo establecido en esta real decreto y, en par
ticular, del Real Decreto 765/1995 que desarrollaba la
derogada Ley 30/1994, do 24 de noviembre, de fun
daciones y de incentivos Tiscales a la participación pri
vada en actividades do interés general.

La disposición final primera modifica los artículos 89.
90 y 95 del Reglamento del Impuesto sobre Transmi
sIones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.
aprobado por el Real Decreto 828/1995, de 29 de mayo,
para regular la forma de acreditación de las condiciones
que dan lugar a la exención en dicho impuesto, así como
el derecho a la devolución en determinados supuestos

Y la disposición final segunda modifica el artículo 66
del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Per
sonas Físicas, aprobado por el Real Decreto 214/1999,
de 5 de febrero, con el objeto de delimitar con claridad
el ámbito de aplicación de la declaración informativa
que deben presentar las entidades que perciban dona
tivos regulados en el artículo 55.3.b) de la Ley 40/1998.
de 9 de diciembre. del Impuesto sobre la Renta de las
Personas Físicas y otras Normas Tributarias, y unificar
su plazo de presentación con el establecido, con carácter
general, para las declaraciones informativas anuales.

La disposición final tercera introduce des modifi
caciones en el artículo 57 del Reglamento del Impues
to sobre Sociedades, aprobado por el Real Decre
to 537/1397 de 14 da abril. En primer lugar, se modifica
el párrafo i).3.°, con objeto de armonizar plenamente
la regulación en el Impuesto sobre Sociedades y en el
Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas en mate
ria de retenciones e ingresos a cuenta respecto de los
rendimientos procedentes del arrendamiento o subarren
damiento de Inmuebles urbanas. En segundo lugar, se
añade un párrafo w). con la finalidad de que las rentas
exentas recibidas por el Consorcio do Compensación
de Seguros en el ejercicio de las funciones que ante
riormente correspondían a la Comisión liquidadora de
Entidades Aseguradoras y que han sido asumidas por
aquél en virtud de la Ley 44/2002. de 22 de noviembre.
de Medidas de Reforma del Sistema Financiero, no estén
sometidas a retención.

Por último, en la disposición final cuarta se dispone
la entrada en vigor de este real decreto el día siguiente
al de su publicación en eI—tBoletfn Oficial del Estado».

En su virtud, a propuesta del Ministro do Hacienda,
con la aprobación -previa de la Ministra de Administra
ciones Públicas, de acuerdo con e Consejo de Estado
y previa deliberación del Consejo- de Ministros en su
reunión del día 1-0 de octubre de 2003,

DI SP O N O O:

Artículo único. Aprobación de! Reglamento para la ap!!
cesión del régimen fiscal de las entidades sin fines
lucrativos y de los ¡nce,rtivos fiscales al mecenazgo.

Se aprueba el Reglamento pare la aplicación del régi
men fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los
incentivos fiscales al mecenazgo, que se iriserta a con
tinuación.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas todas las disposiciones que se
opongan a lo establecido en este real decreto y. en par
ticular, el Real Decreto 765/1995, de 5 de mayo, por
el que se regulan determinadas cuestiones del régimen
de incentivos fiscales a la participación privada en acti
vidades de interés general.

Disposición final primera. Modificación del Reglamento
del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y
Actos Jurídicos Documentados, aprobado pote! Real
Decreto 828/1995. de 29 de mayo.

El Reglamento del Impuesto sobre Transmisiones
Patrimoniales y Actos ]urfdicos Documentados, aproba
do por el Real Decreto 828/1995, de 29 de mayo, se
modifica en los siguientes términos:

Uno. Se modifica el artículo 89, que quedará redac
tado de la siguiente forma: -

«ArtIculo 89. Acreditación del derecho a Ja exen
ción.
1. Para la acreditación del derecho a la exen

ción de las entidades del artículo 45JA).b) del texto
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refundido de la Ley del impuesto sobre Transmi
siones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documen
tados, deberá acompañarse a la autoliquidación del
impuesto copia del certificado vigente en el
momento de la realización del hecho imponible
regulado en el artículo 4 del Reglamento para la
aplicación del régimen fiscal de las entidades sin
fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mece
nazgo, aprobado por el Real Decreto 127012003.
de 10 de octubre.

2. La Administración tributaria competente y
las Oficinas Uquidadoras de Distrito Hipotecario
podrán, mediante comprobación o inspección. soli
citar la documentación que justifique el derecho
a Ja exención.»

Dos. Se modifica el artículo 90, que quedará redac
tado de la siguiente forma:

«Artículo 90. Acreditación del derecho a la exen
dón de las entidades religiosas.
1. Para la acreditación del derecho a la exen

ción de las entidades religiosas, deberá acompa
ñarse.a la autotiquidación del impuesto copia del
certificado regulado en el apartado 1 de la dispo
sición adicional única del Reglamento para Ja apli
cación del régimen fiscal do las entidades sin fines
lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo,
aprobado por el Real Decreto 1270/2003. de 10
de octubre. cuando se trate de entidades incluidas
en el apartado 7 de la disposición adicional novena
de la Ley 49/2002, de Z3 de díciembre, de régimen
fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los
incentivos fiscales al mecenazgo, o copia del cer
tificado vigente- en el momento de la realización
del hecho imponible regulado en el artículo 4 del
citado reglamento, cuando se trate de entidades
previstas en Ja disposición adicional octava y en
el apartado 2 de la disposición adicional novena
de dicha ley.

2. La Administración tributaria competente y
las Oficínas Liquidadoras de Distrito Hipotecario
podrán. mediante comprobación o inspección, soli
citar la documentación que justifique el derecho
a la exención.»

Tres. Se aiiado un apartado 8 al artículo 95, que
quedará redactado de la siguiente forma:

«8. Los sujetos pasivos a que se refieren los
párrafos b) y d) del articulo 45.LA) del texto refun
dido do la Ley del Impuesto que, teniendo derecho
a la aplicación del régimen fiscal especial en rela
ción con este impuesto, hubieran satisfecho las
deudas correspondientes a éste, tendrán derecho
a la devolución de las cantidades ingresadas.»

Disposición final segunda. Modificación del Reglamen-
lo del impuesto sobr& la Renta de las Personas Físicas,
aprobado por el Real DecreW 214/7999, de 5 de
febrero.

El apartado 2 del artículo 86 del Reglamento del
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, apro
bado por el Real Decreto 214/1999, de 5 de febrero,
queda redactado do la siguiente manera:

«2. Las entidades beneficiarias de donativos a
las que se refiere el artículo 55.3.b) de la Ley del
Impuesto deberán remitir una declaración informa
tiva sobre los donativos recibidos durante cada aiio
natural, en la que, además do sus datos de iden
tificación, harán constar la siguiente información
referida a los donantes:

a) Nombre y apellidos.
b) Número de identificación fiscal.

o) importe del donativo.
d) Indicación de si el donativo da derecho a

la aplicación de alguna de las deducciones apro
badas por las comunidades autónomas.

La presentación de esta declaración informativa
se realizará en el mes de enero de cada año, en
relación con los donativos percibidos en el año
inmediato anterior.

Esta declaración informativa se efectuará en la
forma y lugar que determine el Ministro de Hacien
da, quien podrá establecer los supuestos en que
deberá presentarse en soporte directamente legible
por ordenador o por medios telemáticos.»

Disposición final tercera. Modiflcacíón del Reglamento
del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real
Decreto 537/1997, de 14 de abriL

El Reglamento del Impuesto sobre Sociedades, apro
bado por el Real Decreto 537/1997. de 14 de abril.
se modifica en los siguientes términos:

Uno. Se modifica el ordinal 3.° del párrafo i) del
artículo 57, relativo a uno de los supuestos excepcio
nados de la obligación de retener o ingresar a cuenta
respecto de los rendimientos procedentes del arrenda
miento o subarrendamiento de bienes inmuebles urba
nos, que quedará redactado de la síguiente forma:

«3.° Cuando la actividad del arrendador esté
clasificada en alguno de los epígrafes del grupo
867 de la sección primera de las tarifas del Impues
to sobre Actividades Económicas, aprobadas por
el Real Decreto LegislatiVo-1 175/1990, de 28 de
septiembre._o en algún-otro epígrafe que faculte
para la actividad de arrendamiento o subarrenda
miento de bienes inmuebles urbanos. y aplicando
al valor catastral de los inmuebles destinados al
arrendamiento c-subarrendamien’to las reglas para
determinar_la cuota establecida en los epígrafes
del citado gmpo 86 1, no hubiese resultado cuota
cero.

A estos efectos, el arrendador deberá acreditar
frente al arrendatario el cumplimiento del citado
requisito, en los términos que establezca el Ministro
de Hacienda.»

Dos. Con efectos a partir del 24 de noviembre de
2002, se añade un párrafo w) al artículo 57, en el que
se establecen excepciones a la obligación de retener
y de ingresar a cuenta, que quedará redactada de la
siguiente forma:

«w) Las rentas derivadas del ejercicio de las
funciones de liquidación de entidades asegurado
ras y de los procesos concursales a que estas se
encuentren sometidas obtenidas por el Consorcio
de Compensación de Seguros, en virtud de lo dis
puesto en el párrafo tercero del apartado 1 del
artículo 24 de su estatuto legal, contenido en el
artículo cuarto de la Ley 2711990, de 19 de diciem
bre, para adaptar el Derecho español a la Directi
va 88/357/CEE sobre libertad de servicios en segu
ros distintos al de vida y de actualización de la
legislación de seguros privados.»

DisposicIón final cuarta. Entrada enyigor.

EJ presen-te real decreto entrará en vigor el día siguien
te al de su publicación en el «Boletín Oficíal del Estado».

Dado en Madrid, a 70 de octubre de 2003.
JUAN CARLOS R.

El Miniam da Hacienda,
CRISTÓBAL MONTORO ROMERO
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REGLAMENTO PARA LA APLICACIÓN DEL RÉGIMEN
FiSCAL DE LAS ENTIDADES SIN FINES LUCRATIVOS
Y DE LOS INCENTIVOS FISCALES AL MECENAZGO

CAPÍTULO 1

Procedimiento para la aplicación del régimen fiscal
especial de las entidades sin fines lucrativos, memoria
económica y acreditación del derecho a la exclusión

de la obligación de retener e ingresar a cuenta

Artículo 1. Opción por la aplicación del régimen fiscal
especial de las entidades sin fines lucrativos.

1. Para la aplicación del régimen fiscal espacial pre
visto en el título II de la Ley 49/2002, de 23 de diciem
bre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos
y de tos incentivos fiscales al mecenazgo, la entidad
deberá comunicar a la Administración tributaria su
opción por dicho régimen a través de la correspondiente
declaracióñ censaL

2. El régimen fiscal especial se aplicará al periodo
impositivo que finalice con posterioridad a la fecha de
presentación do la declaración censal en que se con
tenga la opción ya los sucesivos, en tanjo que la entidad
no renuncie al régimen.

La renuncia producirá efectos a partir del periodo
impositivo que se inicie con posterioridad a su presen
tación, que deberá efectuarse con al menos un mes de
antelación al inicio de aquél mediante la correspondiente
declaración censal.

3. En relación con los- impuestos que no tienen
periodo impositivo, el régimen fiscal especial se aplicará
a tos hechos-imponibles producidos durante los períodos
impositivos a que se refiere el primer párrafo del apartado
anterior -y la renuncia surtirá efectos respecto a los
hechos imponibles producidos a partir del inicio del perío
do impositivo a que se refiere el segundo párrafo del
citado apanado. -

4. La aplicación del régimen especial quedará con
dicionada. para cada periodo impositivo, al cumplimien
to, durante cada uno de ellos, de las condiciones y requi
sitos previstos en el artículo 3 do la Ley 49/2002.

Artículo 2. Aplicación del rógimen fiscalespecial a efec
tos da los tributos locales.

1. A efectos de lo dispuesto en el apartado 4 del
artículo 75 de la Ley 49/2002. las entidades sin fines
lucrativos deberán comunicar el ejercicio do la opción
regulada en el artículo 7 de esto reglamento.

2. En relación con la exención en el Impuesto sobre
Bienes Inmuebles y en el Impuesto sobre el Incremento
de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana, Ja comu
nicación a que se refiere el apartacjo 1 deberá dirigirse
al ayuntamiento competente por razón de la localización
del bien inmueble de que se trate.

3. En relación con la exención en el Impuesto sobre
Actividades Económicas, la comunicación a que so refie
re el apartado 1 se entenderá realizada con la presen
tación de la declaración censal a que se refiere el ar
ticulo 7 de este reglamento.

4. En el supuesto de que las entidades sin fines
lucrativos renuncien a la aplicación del régimen fiscal
especial, deberán comunicar tal circunstancia a la enti
dad competente a que se refiere el apartado 2.

En el caso del Impuesto sobre Actividades Econ&
micas, la comunicación de la renuncia se entenderá rea
lizada con la presentación de fa declaración censal a
que se refiere el párrafo segundo del artÍculo 1.2 do
este reglamento.

5. Los sujetos pasivos que, teniendo derecho a la
aplicación del régimen fiscal especial en relación con
los tributos locales, hubieran satisfecho las deudas
correspondientes a éstos tendrán derecho a la devolu
ción de las cantidades ingresadas.

Artículo 3. Memoria económica.

1. La memoria económica que. en cumplimiento de
lo establecido en la Ley 49/2002. deban elaborar las
entidades sin fines lucrativos, contendrá la siguiente
información:

a) Identificación de las rentas exentas y no exentas
del Impuesto sobre Sociedades señalando el correspon
diente número y letra de los artículos 6 y 7 de la
Ley 49/2002 que ampare la exención con indicación
de los ingresos y gastos de cada una de ellas. También
deberán indicarse los cálculos y criterios utilizados para
determinar la distribución de los gastos entre las distintas
rentas obtenidas por la entidad.

b) Identificación de tos ingresos, gastos e inversio
nos correspondientes a cada proyecto o actividad rea
lizado por la entidad para el cumplimiento de sus fines
estatutarios o de su objeto. Los gastos de cada proyecto
se clasificarán por categorÍas, tales como gastos de
personal, gastos por servicios exteriores o compras de
material.

o) EspecIficación y forma de cálculo de las rentas
e ingresos a que se refiere el articulo 32° de la
Ley 49/2002. así como descripción del destino o de
la aplicación dado a las mismas.

U) Retribuciones, dinerarias o. en especie. sátisfe
chas por la entidad &sus patronos, representantes o
miembros del órgano de gobierno, tanto en concepto
de reembolso por los gastos que les haya ocasionado.
el desempeiio de su función, como en concepto de remu
neración por los servicios prestados a la entidad distintos
de los propios de sus funciones.

e) Porcentaje de participación que posea la entidad
en sociedades mercantiles, incluyendo la identificación
de la entidad, su denominación social y su número do
identificación fiscal.

f) Retribuciones percibidas por tos administradores
que representen a la entidad en las sociedades mer
cantiles en que participe, con indicación de las canti
dades que hayan sido objeto de reintegro.

g) Convenios de colaboración empresarial en acti
vidades de Interés general suscritos por La entidad, iden
tificando al colaborador que participo en ellos con mdi
cación de las cantidades recibidas.

h) Indicación de las actividades prioritarias de mece
nazgo que, en su caso, desarrolle la entidad.

i) Indicación de la previsión estatutaria relativa al
destino del patrimonio de la entidad en caso de diso
lución y, en el caso de que la disolución haya tenido
lugar en el ejercicio, del destino dado a dicho patnmonlo.

2. La memoria económica deberá presentarse ante
la Dependencia de Gestión Tributaria de la Delegación
de la Agencia Estatal de Administración Tributaria del
domicilio fiscal de la entidad o en la Dependonçia Regio
nal de Inspección u Oficina Nacional de Inspección, si
estuvieran adscritas a éstas, dentro del plazo de siete
meses desde la fecha de cierre del ejercicio.

No obstante, las entidades cuyo volumen total de
ingresos del período impositivo no supere los 20.000
euros y no participen en sociedades mercantiles no ven
drán obligadas a la presentación de la memoria eco
nómica, stn perjuicio de la obligación de estas entidades
de elaborar dicha memoria económica.

3. Las entidades que, en virtud de su normativa con
table. estén obligadas a la elaboración anual de la memo
ria podrán cumplir lo dispuesto en este artículo mediante
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la inclusión en dicha memoria de Ja información a que
se refiere el apartado 1.

En estos casos, a los ünícos efectos del cumplimiento
de lo dispuesto en la Ley 49/2002 en refacion con la
memoria económica, el lugar y plazo de presentación.
así como los supuestos de exclusión do la obligación
de su presentación ante la Administración tributaria.
serán los establecidos en el apartado 2.

Artículo 4. Acreditación a efectos de Ja exclusión de
la obligación de retener o ingresar a cuenta respecte
de las rentas exentas percibidas por las entidades
sin fines lucrativos.

La acreditación de las entidades sin fines do lucro
a electos de la exclusión de la obligación de retener
o ingresar a cuenta a que se refiere el artIculo 72 de
la Ley 49/2002 se efectuará mediante certificado expe
dido por el órgano competente de la Agencia Estatal
de Administración Tributaria, en el que conste que la
entidad 1-ia comunicado a la Administración tributaria
la opción por la aplicación del régimen fiscal especial
regulado en el titulo It de la mencionada ley y que no
ha renunciado a éste.

Este certificado haré constar su período de vigencia.
que se extenderá desde la fecha de su emisión hasta
la finalización del período impositivo en curso del soli
citante.

Artículo 6. Retribuciones de los administradores nom
brados en representación de tas entidades sin fines
lucrativas.

A efectos de la exclusión de la obligación de retener
a que se refiere el último párrafo del artículo 3.5.°de
la Ley 4912001 corresponderá al pagador ncreditar que
las retribuciones de los administradoresl-ian sido per
cíbídas por la entidad sin fines lucrativos a la que éstos
representen.

CAPÍTULO 11

Procedimiento para la aplicación de los incentivos
fiscales al mecenazgo

Artículo 6. Certificación y declaración informativa de
los donativos, donaciones y aportaciones recibidas.

1. La certificación a la que se hace referencia en
el artículo 24 de la Ley 49/2002 deberá contener la
siguiente información:

a) El número de identificación fiscal y los datos de
identificación personal del donante y de la entidad doria
tari&

b) Mención expresa de que la entidad donataria se
encuentra incluida entre las entidades beneficiarias
de mecenazgo de acuerdo con- lo establecido en la
Ley 49/2002.

o) Fecha e importo del donativo cuando éste sea
dinerario.

U) Documento püblico u otro documento auténtico
que acredite la entrega del bien donado cuando no se
trate de donativos en dinero.

e) Destino que la entidad donataria dará al objeto
donado en el cumplimiento de su finalidad específica.

f) Mención expresa del carácter irrevocable de la
donación, sin perjuicio de lo establecido en las normas
imperativas civiles que regulan la revocación de doria-
clones.

2. A efectos de lo dispuesto en el artículo 24.2 de
la Ley 49/2002, la entidad beneficiaria deberá remitir

a la Administración tributaria una declaración informativa
sobre tas certificaciones emitidas de los donativos, dona
ciones y aportaciones deducibles percibidos durante
cada año natural, en la que, ademas de sus datos de
identificación, deberá constar la siguiente información
referida a los donantes y aportantes:

a) Nombre y apellidos, razón o denomínación social.
b) Número de identificación fiscal.
c) Importe del donativo o aportación. En caso de

que estos sean en especie, valoración de lo donado o
aportado.

U Referencia a si el donativo o la aportación se
perciben para las actividades prioritarias de mecenazgo
que se señalen por Ley de Presupuestos Generales del
Estado.

e) Información sobre las revocaciones de donativos
y aportaciones que, en su caso, se hayan producido en
el año natural.

f) Indicación de si el donativo o aportación da dere
cho a la aplicación de alguna de las deducciones apro
badas por las comunidades autónomas.

La presentación de esta declaración informativa se
realizará en el mes de enero do cada año, en relación
con los donativos percibidos en el año inmediato anterior.

Esta declaración informativa se efectuará en la forma
y lugar que determine el Ministro de Hacienda, quien
podrá establecer los supuestos en que deberá presen
tarso en soporte directamente legible por ordenador o
por medios telemáticos.

CAPÍTULO III

Procedimiento para la aplicación de-los beneficios fis
cales previstos en los programas de apoyo a acon

tecimientos de excepcional interés pibIícr

Artículo 7. Contenido y ámbito de aplicación.

1. La aplicación de los beneficios fiscales, a efectos
de lo previsto en el artIculo 27 de la Ley 49/2002,
estará sujeta, en todo caso, a la ley específica por la
que se apruebe el programa de apoyo al acontecimiento
de excepcional interés público correspondiente.

2. La aplicación de los beneficios fiscales requerirá
el reconocimiento previo de la Administración tributaria
conforme al procedimiento regulado en este capítulo.

3. La Administración tributaria podrá comprobar el
cumplimiento de los requisitos necesarios para la apli
cación de los beneficios fiscales a que se refiere este
capítulo y practicar, en su caso, la regularización que
resulte procedente.

Artículo 8. Requisitos de las inversiones, gastos, acti
vidades u operaciones con derecho a deducción a
bonifIcación.

1. A efectos de la aplicación de los incentivos fis
cales previstos en los párrafos a) y b) del apartado pri
mero del artIculo 27.3 de la Ley 49/2002, se entenderá
que los gastos e inversiones se enmarcan en los planes
y programas de actividades establecidos por el consorcio
o por el órgano administrativo correspondiente cuando
hayan entrado en funcionamiento antes do los seis

- meses anteriores a la fecha de finalización del acon
tecimiento de excepcional interés público específico y
hayan obtenido la correspondiente certificación acredi
tativa a que se refiere el artículo 10 de este reglamento.

2. En el supuesto de gastos de propaganda y publi
cidad do proyección plurianual. se considerará que
dichos gastos cumplen los requisitos señalados en el
párrafo u) del apartado primero del artículo 27.3 de la
Ley 49/2002 cuando obtengan la certificación acredí
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tativa a que se refiere el artículo 10 de este reglamento
y reúnan tas siguientes condiciones:

a) Que consistan en:

7. La producción y edición de material gráfico o
audiovisual de promoción o información, consistente en
folletos, carteles, guías. vídeos, soportes audiovisuales
u otros objetos, siempre que sean de distribución gratuita
y sirvan de soporte publicitario del acontecimiento.

2.0 La instalación o montaje de pabellones espe
tíficos, en ferias nacionales e internacionales, en los que
se promocione turísticamente el acontecimiento.

3.° La realización de campañas de publicidad del
acontecimiento, tanto de carácter nacional como inter
nacional.

40 La cesión por los medios de comunicación de
espacios gratuitos para la inserción por el consorcio o
por el órgano administrativo correspondiente de anun
cios dedicados a la promoción del acontecimiento.

b) Que sirvan directamente para la promoción del
acontecimiento porque su contenido favorezca la divul
gación do su celebración.

La base de la deducción será el importe total de la
inversión realizada cuando el contenido del soporte publi
citario se refiera de modo esencial a la divulgación de
la celebración del acontecimiento. En caso contrario, la
base de la deducción será el 25 por ciento cte la inversión
realizada.

3. A efectos de la bonificación en el Impuesto sobre
Actividades Económicas prevista en el apartado cuarto
del -artículo 27.3 de la Ley 49/2002, se entenderá que
las actividades de carácter artístico, cultural, científico
o deportivo que -pueden ser objeto de la bonificación
son tas comprendidas dentro de la programacióftoficial
del acontecimiento que determinen la necesidad do cau
sarahay tributar por el epígrafe o grupo correspondiente
do las -tarifas del impuesto, de modo adicional y con
independencia de la tributación por el Impuesto sobre
Actividades Económicas que correspondiera hasta ese
momento a la persona o entidad solicitante del beneficio
fiscal.

4. A efectos de la bonificación en los impuestos
y tasas locales prevista en el apartado quinto del artfcti
lo 27.3 de la Ley 49/2002. se entenderá que la ope
ración respecto a la que se solicita el beneficio fiscal
está relacionada exclusivamente con el desarrollo de)
respectivo programa cuando so refiera únicamente a
actos de promoción y desarrollo de la programación ofi
cial del acontecimiento.

Entre los tributos a que se refiere el mencionado apar
tado no se entenderán comprendidos el Impuesto sobre
Bienes Inmuebles, el Impuesto sobre Vehículos de Trac
ción Mecánica y otros que no recaigan sobre las ope
raciones realizadas.

Artículo 9. Procedimiento para el reconocimiento de
los beneficios fiscales por la Administración tributaria.

1. El reconocimiento previo del derecho de los suje
tos pasivos a la aplicación de las deducciones previstas
en el Impuesto sobre Sociedades, en el Impuesto sobre
la Renta de las Personas Ffsicas y en el Impuesto sobre
la Renta de no Residentes se efectuará por el órgano
competente de la Agencia Estatal de Admn’iistracíón Tri
butaria, previa solicitud del interesado.

La solicitud habrá de presontarse al menos 45 días
naturales antes del inicio del plazo reglamentarlo de
declaracíón-liquidación correspondiente al período impo
sitivo en que haya de surtir efectos el beneficio fiscal
cuyo reconocimiento se solicita. A dicha solicitud deberá
adjuntarse la certificación expedIda por el consorcio o
por el órgano administrativo correspondiente que acre-

dite que los gastos e inversiones con derecho a deduc
ción a los que la solicitud se refiere se han realizado
en cumplimiento de sus planes y programas de acti
vidades.

El plazo máximo en que debe notificarse la resolución
expresa del órgano competente en este procedimiento
será de 30 días naturales desde la fecha en que la soli
citud haya tenido entrada en el registro de dicho órgano
competente. El cómputo de dicho plazo se suspenderá
cuando se requiera al interesado que complete la dccii
mentación presentada, por el tiempo que medie entre
la notificación del requerimiento y la presentación de
la documentación requerida.

Transcurrido el plazo a que so refiere el párrafo ante
rior sin que el interesado haya recibido notificación admi
nistrativa acerca da su solicitud, se entenderá otorgado
el reconocimiento.

2. Para la aplicación de la bonificación en la cuota
del lmpuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos
Jurídicos Documentados, los sujetos pasivos unirán a
la declaración-liquidación de dicho impuesto la certifi
cación expedida por el consorcio o por el órgano admi
nistrativo correspondiente en la que conste e) com
promiso del solicitante de que los bienes y derechos
adquiridos se destinarán directa y exclusivamente a la
realización de inversiones efectuadas en cumplimiento
de sus planes y programas de actividades, así como
copia do la solicitud formulada ante el órgano compe
tente de la Agenda Estatal de Administración Tributaria
a que se refiere el apartado 7 de este artículo en relación
con dicha inversión.

En los casos-en que dicha solicitud aún no haya sido
presentada, se hará constar esta circunstancia en la
documentación que so adjunte a la declaración-liquida
ción del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y
Actos Jurtdicos Documentados, debiéndose aportar la
copia de la solicitud una vez que haya sido presentada.

El derecho a la bonificación-en la cuota del Impuesto
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos
Documentados quedará condicionado, sin perjuicio de
las facultades de comprobaciÓn de la Mministración
tributaria, al reconocimiento por la Agencia Estatal de
AdmInistración Tributaria del derecho a que se refiere
el apartado 1 de este artículo.

El órgano competente de la comunidad autónoma
comunicará la identidad de los sujetos pasivos que hubie
ran aplicado la bonificación al Departamento de Gestión
Tributaria de la Agencia Estatal de Administración Tri
butaria, que, a su vez, comunicará a aquél las resolu
ciones que se adopten en los procedimientos a que se
refiere el apartado 1 de este artfculo en relación a dichos
sujetos pasivos.

3. El reconocimiento previa del derecho de los suje
tos pasivos del Impuesto sobre Actividades Económicas
a la bonificación prevista en dicho impuesto se efectuará,
previa solicitud del interesado, por el ayuntamiento del
municipio que corresponda o, en su caso, por la entidad
que tenga asumida la gestión tributaria del impuesto.
a través del procedimiento previsto en el artículo 9 del
Real Decreto 243/1995, de 17 de febrero, por el que
se dictan normas para la gestión del Impuesto sobre
Actividades Económicas y se regula la delegación de
competencias en materia de gestión censal de dicho
impuesto.

A la solicitud de dicho reconocimiento previo deberá
adjuntarse certificación expedida por el consorcio o por
el órgano administrativo correspondiente que acredite
que las actividades de carácter artístico, cultural, cien
tífico o deportivo que hayan de tener lugar durante la
celebración del respectivo acontecimiento se enmarcan
en sus pianes y programas de actividades.

4. Para la aplicación de las bonificaciones provistas
en otros impuestos y tasas locales, los sujetos pasivos
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deberán presentar una solicitud ante la entidad que ten
ga asumida la gestión de los respectivos tributos, a la
que unirán la certificación acredítativa del cumplimiento
del requisito exigido en el apartado 4 del artículo 8 de
este reglamento. expedida por el consorcio o por el órga
no administrativo correspondiente.

5. El plazo máximo en que debe notificarse la reso
lución expresa del órgano competente en los procedi
mientos previstos en los apartados 3 y 4 de este artículo
será de dos meses desde la fecha en que la solicitud
haya tenido entrada en el registro del órgano competente
para resolver. El cómputo de dicho plazo se suspenderá
cuando se requiera al interesado que complete la docu
mentación presentada, por el tiempo que medie entre
la notificación del requerimiento y la presentación de
la documentación requerida.

Transcurrido el plazo a que se refiere el párrafo ante
rior sin que el interesado haya recibido notificación admi
nistrativa acerca de su solicitud, se entenderá otorgado
el reconocimiento previo.

5. El órgano que. sogón lo establecido en los apar
tados anteriores, sea competente para el reconocimiento
del beneficio fiscal podrá requerir al consorcio u órgano
administrativo correspondiente, o al solicitante, la apor
tación de la documentación a que se refiere el apar
tado 1 del articulo 10 de este reglamento, con el fin
de comprobar la concurrencia do tos requisitos exigidos
para la aplicación del beneficio fiscal cuyo reconocimien
to se solicita.

Artículo 10. Certificaciones del consorcio o del órgano
administrativo correspondiente.

1. Para la obtención de las certificaciones a que
se refiere este capftulo. los interesados deberán presen
tar- una solicitud ante el consorcio o el órgano admi
nistrativo correspondiente, a la que adjuntarán la docu
mentación relativa a las características y finalidad de
la inversión reálizada o de la actividad que se proyecta,
así como el presupuesto, forma y plazos para su rea
lización.

El plazo para la presentación de las solicitudes de
expedición de certificaciones termínará 15 días después
de la finalización del acontecimiento respectivo.

2. El consorcio o el órgano administrativo corres
pondiente emitirá, si precede, las certificaciones solici
tadas según lo establecido en el apartado anterior, en
las que se hará constar, al menos, lo siguiente:

a) Nombre y apellidos, o denominación social, y
número de identificación fiscal del solicitante.

b) Domicilio fiscal,
c) Descripción de la inversión, gasto o actMdad, e

importe total de la inversión realizada.
d) Confirmación de que la actividad se enmarca o

la inversión se ha realizado en cumplimiento de los pia
nes y programas de actividades del ponsorcio o del órga
no administrativo correspondiente para la celebración
del acontecimiento respectivo.

e) En el caso de obras de rehabilitación de edificios
y otras construcciones, la confirmación expresa de que
las obras se han realizado en cumplimiento de las normas
arquitectónicas y urbanísticas que, al respecto, puedan
establecer el ayuntamiento respectivo y el consorcio o
e! órgano administrativo correspondiente.

f) En el caso de gastos de propaganda y publicidad,
calificación de esencial o no del contenido del soporte
a efectos del cálculo de la base de deducción.

g) En el caso de la certificación a que se refiere
el artículo 9.2 de este reglamento, el compromiso del
solicitante de que los bienes y derechos adquiridos se
destinarán, directa y exclusivamente, a la realización de
inversiones efectuadas en cumplimiento de los planes

y programas do actividades del acontecimiento respec
tivo.

h) Mención del precepto legal en el 9ue se esta
blecen los incentivos fiscales para las inversiones o acti
vidades a que se refiere la certificación.

3. El plazo máximo en que deben nofiticarse las
certificaciones a que se refiere este artículo será de dos
meses desde la fecha en que la correspondiente solicitud
haya tenido entrada en el registro del órgano competente
para resolver.

Si en dicho plazo no se hubiera recibido requerimiento
o notificación administrativa sobre la solicitud, se enten
derá cumplido el requisito a que se refiere este artículo,
pudiendo el interesado solicitar a la Administracion tri
butaria el reconocimiento del beneficio fiscal, según lo
dispuesto en el artículo anterior, aportando copia sellada
de la solicitud.

Artículo 11. Remisión de las certificaciones expedidas
pote! consorcio o el órgano administrativo.

El consorcio o el órgano administrativo correspon
diente remitirá al Departamento de Gestión Tributaria
de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, en
los meses de enero, abril, julio y octubre. copia de las
certificaciones emitidas en el trimestre anterior conforme
a lo previsto en este reglamento, para su ulterior remisión
a los correspondientes órganos de 9estión.

Sí el consorcio o e] ór9ano administrativo correspon
diente no hubiera emitido la certificación solicitada
según lo establecido en el artículo anterior, deberá remitir
copia de la solicitud presentada por el interesado.

Artículo 12. Aplicación de! régimen de mecenazgo prio
ritario.

1. A efectos de lo dispuesto en el apartado segundo
del artículo 27.3 de la Ley 49/2002, las entidades o
instituciones beneficiarias del mecenazgo prioritario
deberán obtener la correspondiente certificación del con
sorcio u órgano administrativo correspondiente según
lo dispuesto en el artículo 10 de este reglamento, en
la que se certifique que la actividad realizada se enmarca
dentro de los planes y programas aprobados por dicho
consorcio u órgano administrativo correspondiente.

2. Las entidades e instituciones a las que se refiere
el apartado anterior expedirán. en favor de los aportan
tes, las certificaciones justificativas previstas en el
artículo 24 de la Ley 49/2002 y remitirán al consorcio
u órgano administrativo correspondiente, dentro de los
dos meses siguientes a la finalización de cada ejercicio.
una relación de las actividades financiadas con cargo
a dichas aportaciones, así como copia de tas certifica
ciones expedidas.

3. El consorcio u órgano administrativo correspon
diente remitírá copia de las certificaciones recibidas, den
tro de los dos meses siguientes a su recepción, al Depar
tamento de Gestión Tributaria de la Agencia Estatal de
Administración Tributaria.

Disposición adicional única, La l9lesia Católica y otras
iglesias, confesiones y comunidades religiosas: apli
cación del régimen fiscal especial y acreditación a
efectos de la exclusión de la obligación de retener
o ingresar a cuenta.

1. Las entidades a las que so refiere el aparta
do 1 de la disposición adicional novena de la Ley
49/2002 que decidan aplicar el régimen fiscal especial
previste en los artículos 5 a 15 de dicha ley no tendrán
que efectuar las comunicaciones reguladas en los artícu
los 1 y 2 de este reglamento. Dicho régimen fiscal se
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aplicará directamente por el sujeto pasivo cuando se
trete de tributos objeto de declaración o autoliquidación,
y por la Administración tributaria en los demás casos.

La acreditación de estas entidades a etectos de la
exclusión de la obligación de retener o ingresar a cuenta
a que se refiere el artículo 12 de la Ley 49/2002 se
efectuará mediante certificado expedido, a petición de
la entidad interesada y con vigencia indefinida, por el
órgano competente de la Agencia Estatal de Adminis
fración Tributaria, en el que se acredite que la entidad
está incluida en el apartado 1 de la citada disposición
adicional. En la solicitud deberá acredftarse la persona
ildad y naturaleza de la entidad mediante la certificación
de su inscripción emitida por el Registro de Entidades
Religiosas del Ministerio de Justicia.

2. A las entidades a las que se refieren la disposición
adicional octava y el apartado 2 de la disposición adi
cional novena de la Ley 49/2002 les será de aplicación
lo dispuesto en los artículos 1, 2 y 4 de este reglamento
a efectos del ejercido de la opción por el régimen fiscal
especial y de la acreditación del derecho a la exclusión
de la obligación de retener o ingresar a cuenta.

Disposición transitoria única. Opción por el régimen fis
cal especial para determinados períedos impositivos.

El régimen fiscal especial establecido en la
Ley 49/2002 será aplicable a los períodos Impositivos
iniciados a partir del 25 de diciembre de 2002 que hayan
finalizado antes de la entrada en vigor de este regla-
monto, siempre -que las entidades sin fines lucrativos
se acojan a dicho régimen, de acuerdo con lo establecido
en su artículo 7. dentro de los tres meses siguientes
a la entrada en vigor de este reglamento.
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LIBERTAD

RELIGIOSA. ORGANIZACIÓN Y

FUNCIONAMIENTO DEL REGiSTRO DE

ENTIDADES RELIGIOSAS.

Artículo 1°. Ef Registro de Entidades Religiosas,
creado de conformidad con lo establecido en el Art. 5°

de la Ley Orgánica de Libertad Religiosa, radicará en

el Ministerio de Justicia, con carácter de Registro

General y Público y dependerá de la Dirección

General de Asuntos Religiosos.

Artículo 2°. En el Registro de Entidades Religiosas se

inscribirán:
A) Las Iglesias, Confesiones y Comunidades

religiosas.

) Las Ordenes, Congregaciones e Institutos

religiosos. -

C) Las Entidades asociativas religiosas constituidas

como tales en el ordenamiento de las Iglesias y

Confesiones.
D) Sus respectivas Federaciones.

Artículo 3°. 1. La inscripcíón se practicará a petición

de la respectiva Entidad, mediante escrito al que se

acompañe el testimonio literal del documento de

creación debidamente autenticado o el

correspondiente documento notarial de fundación o

establecimiento en España.

2. Son datos requeridos para la inscripción:

a) Denominación de la Entidad, de tal modo que sea

idónea pata distinguirla de cualquier otra.

b) Domlcilio.
o) Fines religiosos con respeto de los limites

establecidos en el art. 30 de la Ley Orgánica 711980,

de 5 de Julio (citada) de Libertad Religiosa, al ejercicio

de los derechos de la libertad rellgios&

En el caso de las Entidades asociativas religíosas a

que se hace referencia, el apartado o) del artículo

anterior, el cumplimiento de este requisito deberá

acreditarse mediante la oportuna certificación del

Organo Superior en España de las respectivas Iglesias

o Confesiones.
rl) Régimen de funcionamiento y organismos

representativos, con expresión de sus facultades y de

los requisitos para su válida designación.

e) Potestativamente, la relación nominal de las.

personas que ostenta la represontaclón legal de la

Entidad. La correspondiente certificación registral será

prueba suficiente pata acreditar dicha cualidad.

3. En lo previsto en este Reglamento, las inscripciones

y anotaciones correspondientes a Iglesias,

Confesiones y Comunidades religiosas que tengan

establecido Acuerdo o Convenio de Cóoperación se

practicarán de conformidad con lo que en los mismos

se disponga.

Artículo 40 1. Examinada la petición de inscripción, el

Ministerio de Justicia acordará lo procedente, previo

informe cuando lo solicite de la Comisión Asesore de

Libertad Religiosa. Al propio tiempo que se notifica a
los interesados dicha resolución, si ésta es positiva, se

les comunicará los datos de identificación de la
inscripción practicada.
2. La inscripción sólo podrá denegarse cuando no se

acrediten debidamente los requisitos a que se refiere

el arL 3°.

Artículo 5°. 1. La modificación de las circunstancias

reseñadas en el art. 3° será comunicada al Ministerio

de Justicia en la forma prevista en dicho artículo para

las peticiones de inscñpción.
2. TaJes alteraciones serán Inscritas o anotadas, en su

caso, en el Registro por acuerdo del Director general

de Asuntos Religiosos y producirán los oportunos

efectos legales desde el momento de la anotación.

3. Contra dicho acuerdo procederá el correspondiente

recurso de alzada ante el Ministro de Justicia.

Aitículo 6°. Las resoluciones del Ministro de Justicia

agotarán la vía administrativa, y los interesados

podrán ejercitar las acciones que previene el art. 40 de

la Ley Orgánica de Libertad Religiosa.

Artículo 7°. t. El Registro se llevará por el sistema de

bojas normalizadas, numeradas correlativamente en

las que se consignarán los datos requeridos por el art.

3b, así como cualquier alteración de los mismos y, sí

se produce, la disolución de la Entidad.

2. Se habilitará una Sección especial para las

inscripciones y anotaciones correspondientes a las

Iglesias, Confesiones y Comunidades religiosas con

las que se hubieren establecido Acuerdos o Convenios

ie Cooperación.
3. Anejo al Registro y formando parte del mismo

existirá un expediente o protocolo por cada una de las

Entidades que han sido inscritas, en el que se

archivarán por orden cronológico, numerados

correlativamente, cuantos documentos se produzcan

en relación con la Entidad.

Artículo 8°. La cancelación de los asientos relativos a

una determinada Entidad religiosa no podrá llevarse a

cabo si no es a petición de sus representantes legales

debidamente facultados o en cumplimiento de

sentencia judicial firme.

Disposiciones transitorias,

fa Las Entidades religiosas que gozan de

personalidad jurídica sin hatlarse inscritas en ningún

Registro del Estado podrán solicitar su ¡nscripción en

cualquier momento, pero transcurrido el plazo:.de tres

años, desde la entrada en vigor del presente

Reglamento sólo podrán acreditar su personatidad

jurídica mediante la correspondiente certificación de

hallarse inscritas en el Registro de Entidades

Religiosas.

2°. 1. Las inscripciones practicadas en los Registros

establecidos por Decreto de 12 de Marzo de 1959 y

REAL DECRETO
fBQE, 31).

142/81, DE 9 DE ENERO
JUSTICiA.
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por Ley 4411967, de 28 de Junio, se trasladarán de
oficio al Registro de Entidades Religiosas.
2. Se requerirá a las mismas a que, en su caso,
aporten o completen la documentación a que se
refiere el art. 3°.

3a Transcurrido el plazo a que hace referencia la
disposición transitoria ?, no se expedirán
certificaciones rugistrales sino de aquellas Entidades
que tengan completa su documentación.
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RESOLUCION de 11 de marzo de 1982, de

la Dírección General de Asuntos

Religiosos, sobre inscripción

Entidades de la Iglesia católica en st

Registro de Entidades Religiosas. (OE,

30 marzo).

En aplicación del Real Decreto 142/1981, de 9 de

enero, sobre organización y funcionamiento det

Registro de Entidades Religiosas, y de conformidad
con lo establecido en el artículo 10 deI acuerdo sobre

Asuntos Jurídicos entre el Estado español y la Santa

Sede de 3 de enero de 1979.

Esta Dirección General, oída la Comisión creada al

amparo del artículo 7 deI citado acuerdo, ha adoptado

la siguiente Resolución:

Primero.- a) Las circunscripciones territoriales de la

Iglesia católica no están sujetas al trámite de

inscdpción en el Registro de Entidades Religiosas

regulado por el Real Decreto 142/1981, de 9 de enero.

b) Las diócesis, parroquias y otras circunscripciones

territoriales que pueda crear la Iglesia gozarán de

personalidad jurídica civil en cuanto la tengan

canónica y - ésta sea notificada por la autoridad

eclesiástica competente a la Dirección General de

Asuntos Religiosos del Ministerio de Justicia, la que

acusará recibo de la notificación. Esta podrá ser

acreditada por cualquiera de los medios de prueba

admitidos en derecho, entre ellos, por una certificación

expedida por la Dirección General de Asuntos

Religiosos, en la que se haga constar que se ha

practicado.
c> Las diócesis, parroquias y otras circunscripciones

territoriales existentes en España antes del 4 de

diciembre de 1979 podrán acreditar su personalidad

jurídica por cualquiera de los medios de prueba

admitidos en derecho incluida la certificación de la

competente autoridad eclesiástica en la que se

acredite que ha procedido a la citada notificación, así

corno por la oportuna certificación de la Dirección

General de Asuntos Religiosos.

Segundo.- Respecto a las peticiones de inscripción en

el Registro de Entidades Religiosas de las Ordenes,

Congregaciones religiosas y otros Institutos de vida

consagrada podrán formularse:

a) Individualizadamente por cada una de las

provincias o casas, siempre que esté acreditada la

personalidad jurídica civil de la Orden, Congregación

o Instituta a que pertenecen.

b) Por la Orden o Congregación en petición global

que se refiera conjuntamente a sus provinçias y casas,

remitiendo a tal efecto, junto con la petición, la

documentación individualizada referente a todas y

cada una de las Entidades menores de la Orden,

Congregación o Instituto que ptetendan adquirir

personalidad jurídica cM] propia.

Tales peticiones serán acompañadas de documento

auténtico visado por la CONFER, en el que consten la
erección, fines, datos de identificación, órganos

de representativos, régimen de funcionamiento y facultad

de dichos órganos.
Los Monasterios femeninos de clausura se inscribirán

en el Registro mediante documento auténtico

expedido por el Ordinario diocesano.

Tercero- La certificación exigida en el apartado c) del

número 2 del artículo 3 del Real Decreto de 9 de

enero de 1981, para acreditar los fines religiosos de

las Entidades asociativas peticionadas de la

inscripción deberá ser expedida o visada por el órgano

competente de la Conferencia Episcopal.

Cuarto.- Las firmas del documento en que conste, a

los efectos de inscdpción en el Registro, la erección,

fines, datos de identificación, órganos representativos,

régimen de funcionamiento y facultades de dichos

órganos representativos, régimen de funcionamiento y

facultades de dichos órganos, deberán ser legitimadas

por Notario civil.

Quinto.- En la aplicación del Real Decreto de 9 de

enero de 1981, a las Entidades de las Entidades de

las Iglesias católicas se procederá siempre de

conformidad con lo establecido en el acuerdo sobre

Asuntos Jurídicos entre (a Santa Sede y el Estado

español de 3 de enero de 1979

Madrid, 11 de marzo de 1982.-
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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE JUSTICIA

637$ Instrucción de 4 de junio de 2014, de la Dirección General de Cooperación
Jurídica Internacional y Relaciones con las Confesiones, por la que se
establecen determinados procedimientos en el Registro de Entidades
Religiosas.

La Ley Orgánica 7/1980, de 5 de julio, de Libertad Religiosa, dispuso, en su artículo 5,
la creación en el Ministerio de Justicia del Registro de Entidades Religiosas que fue objeto
de desarrollo reglamentario por el Real Decreto 142/1981, de 9 de enero, sobre
Organización y Funcionamiento del Registro de Entidades Religiosas.

Entre los actos susceptibles de inscripción, el Reglamento contempla, en el articulo
tercero, dos, apartado e), la relación nominal de los representantes legales, inscripción
que tiene carácter potestativo para las entidades religiosas. No obstante, la misma
disposición añade que «la correspondiente certificación registral será prueba suficiente
para acreditar dicha cualidad» lo que, en la práctica, ha supuesto que las entidades
inscriban regularmente sus representantes legales. La imposibilidad de que la normativa
prevea toda la casuística posible, hace necesario clarificar lo dispuesto en la normativa
anteriormente citada a fin de establecer criterios precisos para la tramitación de estos
procedimientos que redunde en beneficio de los interesados y de la necesaria seguridad
jurídica, toda vez que tales alteraciones (...) producirán los oportunos efectos legales
desde el momento de la anotación (artículo 5.2 del Real Decreto 142/1981).

Por otro lado, el Reglamento 142/1981 dispone, en su artículo 7.2, que Se habilitará
una Sección especial para las inscripciones y anotaciones correspondientes a las Iglesias,
Confesiones y Comunidades religiosas con las que se hubieren establecido Acuerdos o
Convenios de Cooperación. En dicha Sección aparecen inscritas las entidades de la
Iglesia Católica, la Federación de Entidades Religiosas Evangélicas de España, la
Federación de Comunidades Judías de España y a la Comisión Islámica de España así
como las Iglesias, Confesiones y Comunidades religiosas y las Federaciones de las
mismas, adheridas a aquéllas. Para clarificar a efectos registrales la situación de las
comunidades inscritas en la Sección Especial del Registro, se establece la inscripción de
una sola adhesión sin perjuicio de que las entidades inscritas puedan mantener todas
aquellas otras que sus propios estatutos admitan.

A estos efectos, se dicta la presente Instrucción conforme a las atribuciones que
confiere a la Dirección General de Cooperación Jurídica Internacional y Relaciones con
las Confesiones, el articulo 6.1.h) del Real Decreto 453/2012, de 5 de marzo, por el que
se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Justicia y se modifica el Real
Decreto 1887/2011, de 30 de diciembre, por el que se establece la estructura orgánica
básica de los departamentos ministeriales.

Primero.

La inscripción de las modificaciones de los actos inscribibles según el artículo 5 del
Real Decreto 142/1981, será comunicada al Ministerio de Justicia en la forma prevista en
dicho articulo para las peticiones de inscripción. Ello significa que el acuerdo adoptado
por los órganos competentes que modifique la relación de los representantes legales,
deberá ser elevado a escritura pública que se acompañará a la solicitud de inscripción
ante el Registro de Entidades Religiosas.
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Segundo.

El acuerdo adoptado por los órganos competentes de la entidad religiosa inscrita
deberá contener, al menos, los datos siguientes:

a) Los nombres, apellidos, DNI o NIE y domicilio de los nombrados como
representantes legales.

b) La fecha del acuerdo del nombramiento y, en su caso, de la ratificación y
aceptación por los titulares.

c) La fecha de la revocación y del cese, en su caso, de los titulares salientes.
d) Las firmas de los titulares y de los titulares salientes. Si no pudieran o no quisieran

firmar se hará constar esta circunstancia en el documento.

Tercero.

En caso de no especificar claramente a quienes corresponde la representación legal,
se requerirá a la entidad para que determine las personas que deban ser inscritas como
representantes legales de la misma.

Cuarto.

Cuando se acredite ante el Registro de Entidades Religiosas el inicio de acciones
judiciales de impugnación del nombramiento o por falsedad en el acta o en la certificación,
se hará constar esta circunstancia al margen de la inscripción de los representantes
legales de la entidad.

Quinto.

Las entidades religiosas que estén adheridas a más de una Federación que forme
parte, a su vez, de la Federación que figure como sujeto firmante del Acuerdo de
Cooperación con el Estado, solo podrán anotar en el Registro una de dichas adhesiones
a los efectos de proceder a su traslado a la Sección Especial del Registro, sin perjuicio de
su derecho a mantener todas las adhesiones que admitan sus normas internas.

Sexto.

Cuando de los datos regístrales resulte que una de las entidades comprendidas en el
artículo anterior se encuentra adherida a más de una Federación, se requerirá a su
representante legal para que, en el plazo de tres meses comunique la Federación a la
que mantienen su adhesión a efectos registrales. Transcurrido el plazo sin haber realizado
dicha comunicación, se mantendrá la última adhesión inscrita en el Registro de Entidades
Religiosas.

Madrid, 4 de junio de 2014.—El Director General de Cooperación Jurídica Internacional
y Relaciones con las Confesiones, Ángel José Llorente Fernández de la Reguera.
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1. Disposiciones generales

MINISTERIO DE HACIENDA

1 1 529 ORDEN de 5 de junio de 2001 por Ja que
se aclara la inclusión del Impuesto sobre Cons
trucciones. Instalaciones y Obras en la letra 6)
del apartado 1 dei artículo IV del Acuerdo
entre el Estado Español y la Santa Sede sobre
Asuntos Económicos, de 3 de enero de 1979.

El Acuerdo entre el Estado español y la Santa Sede
sobre Asuntos Económicos, de 3 de enero de 1979.
recoge, en sus artículos llt, IV y y, un conjunto de supues
tos de no sujecíón y exenciones tributarias aplicables
a la Iglesia Católica.

De acuerdo can la letra 8)-del apartado 1 del artícu
lo- IV del Acuerdo sobre- Asuntos Económicos, la Santa
Sede, la Conferencia Episcopal, las Diócesis, la -Parro
quias y otras circunscripciones territoriales, las Ordenes
y Congregaciones Religiosas ylos Institutos de Vida-Con
sagrada y sus provincias y sus casas, tendrán derecho
a la «exención total y permanente de los impuestos reales
o de producto sobre la renta y sobre el patrimonio.

El artículo VI del Acuerdo sobre Asuntos Económicos
señala que la Santa Sede y el Gobierno Español pro
cederán de común acuerdo en la resolución de las dudas
o dificultades que pudieran surgir en la interpretación
o aplicación de cualquier cláusula del Acuerdo. inspi
rándose -para -ello en los principios que lo informan. A
su vez, el Protocolo Adicional del Acuerdo sobre Asuntos
Económicos prevé que ambas partes, de común acuerdo,
señalen los conceptos tributarios vigentes en que se con
creten las exenciones, los conceptos-de no sujeción enu
merados en sus artículos III a V y que, en caso de modi
ficación sustancial del ordenamiento jurídico español.
se concreten los beneficios fiscales aplicables, de con
formidad con los principios del Acuerdo. - -

La aplicación del artículo IV del Acuerdo sobre Asun
tos Económicos ha suscitado dudas en relación con el
Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras.
tributo local creado con posterioridad a la firma de dicho
Acuerdo, en relación con la inclusión o no de aquél en

la mención que el Acuerdo efectúa a los impuestos reales
o de producto.

Tomando en consideración que los impuestos reales
son aquéllos cuyo presupuesto de hecho se define sin
vinculación alguna a una persona determinada y el cri
terio del Tribunal Supremo, expresado en sus Sentencias
de 17 de mayo de 1999,yde 19y31 de marzode 2001,
sobre el carácter real del Impuesto sobre Construcciones,
Instalaciones y Obras, así como los principios y espíritu
que informan el Acuerdo sobre Asuntos Económicos
entre el Estado Español y la Santa Sede,

Este Ministerio, en el marco de la voluntad concor
dada de ambas partes, expresada en el seno de la Comi
sión Técnica Iglesia Católica-Estado para Asuntos Eco
nómicos, y de acuerdo con el Consejo de Estado, se
ha servido disponer:

Primero.—EI Impuesto sobre Construcciones, Instala
ciones y Obras, regulado en los artículos 101 a 104
de la Ley 39/1988. de 28 de diciembre, reguladora de
las Haciendas Locales, está incluido entre los impuestos
reales o de -producto a que hace referencia la letra 5)
del apartado 1 del artículo IV del Acuerdo entre el Estado
Español y la Santa Sede sobro Asuntos Económicos, de 3
de enero de 1979.

Segundo.—La Santa Sede, la Conferencia Episcopal.
las Díócesis, lps Parroquias y otras circunscripciones terri
toriales, las Ordenes y Congregaciones Religiosas y los
Institutos de Vida Consagrada y sus provincias y sus
casas, disfrutan de exención total y permanente en el
Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras.

-Lo que se comunica a V. E. y VV. II. para su cono
cimiento y efectos. - -

Madrid, 5 de junio de 2001.

MONTORO ROMERO

Excmo. Sr. Secretario de Estado de Hacienda e limos.
Sres. Secretario general de Política Fiscal Territorial
y Comunitaria y Director general de Tributos.
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1 DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE ECONOMÍA Y HACIENDA

16727 Orden EHAJ281412009, de 75 de octubre, por la que se modifica la Orden de 5

de junio de 2001, por la que se aclara la inclusión del Impuesto sobre

Construcciones, Instalaciones y Obras en la letra B) del apartado 1 del artículo

W del Acuerdo entre el Estado Español y la Santa Sede sobre asuntos

económicos, de 3 de enero de 7979.

El Acuerdo entre el Estado español y la Santa Sede sobre Asuntos Económicos, de 3

de enero de 1979, en la letra 8) del apartado 1 de su artículo IV reconoce la exención total

y permanente de los impuestos reales o de producto, sobre la renta y el patrimonio.

Aunque a la fecha de la firma de este Tratado Internacional no existía el Impuesto

sobre Construcciones, Instalaciones y Obras en el ordenamiento tributado español, ello no

obsta para que una vez creada dicha figura impositiva se le pueda aplicar alguno de los

beneficios fiscales regulados en el Acuerdo.
Además, la Orden del Ministerio de Hacienda de 5 de junio de 2001 interpretó que la

citada exención es aplicable al Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras,

ya que las Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 17 de mayo de 1999; de 19 y 31

de marzo de 2001, esta última en recurso de casación en interés de ley, y de 3 de

octubre de 2003, reconocen el carácter real del Impuesto sobre Construcciones,

Instalaciones y Obras, al tiempo que determina que la Santa Sede, la Conferencia

Episcopal, las Diócesis;las Parroquias y otras circunscripciones territoriales, las Órdenes

yCongregaclones Religiosas y los Institutos de Vida Consagrada y sus provincias y sus

casas, iisfmtan de exención total y permanente en el Impuesto sobre Construcciones,

Instalaciones y Obras.
No obstante, se considera necesaria la equiparación del contenido de ta exención en

el Impuesto sobre Bienes Inmuebles para los inmuebles de la Iglesia Católica con el

contenido de la exención en el Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras para

las construcciones, instalaciones u obras, que se lleven a cabo en dichos inmuebles. Es

cierto que no parece lógico que en un inmueble que no esté exento de) Impuesto sobre

Bienes Inmuebles, por no tener como destino ninguno de los exigidos en la letra A) del

apartado. 1 del artículo IV del Acuerdo, las obras que en él se realicen sí gocen de exención

en el Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras, exencián que se aplica

conforme a lo dispuesto en la letra B) del apartado 1 del artículo IV del Acuerdo, por mor

de la interpretación dada a la misma por la citada Orden del Ministerio de Hacienda de 5

de junio de 2001.
As!, la letra A) del apartado 1 del artículo IV del Acuerdo entre el Estado español y la

Santa Sede sobre Asuntos Económicos establece la exención total y permanente de la

Contribución Territorial Urbana (actualmente; Impuesto sobre Bienes Inmuebles) de los

siguientes inmuebIes los templos y capillas destinados al culto, y, asimismo, sus

dependencias o edifidos y locales anejos destinados a la actMdad pastoral; la residencia

de los Obispos, de tos Canónigos y de los Sacerdotes con cura de almas; los locales

destinados a oficinas, la Curia diocesana y a oficinas parroquiales; los seminarios

destinados a la fon-nación del clero diocesano y religioso y las Universidades eclesiásticas

en tanto en cuanto impartan enseñanzas propias de disciplinas eclesiásticas; y los edilicios

destinados primordialmente a casas o conventos de las Órdenes, Congregaciones

Religiosas e institutos de Vida Consagrada.
Según lo mencionado anteriormente, se modifica el apartado segundo de la citada

Orden de 5 de junio de 2001.
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En su virtud, dispongo:

«Artículo único. Modificación de la Orden del Ministerio de Hacienda, de 5 dejunio
de 2001, por la que se aclara la inclusión del Impuesto sobre Construcciones,
Instalaciones y Obras, en la letra 5) del apartado 7 del artículo IV, delAcuerdo
entre e! Estado español y la Santa Sede sobre Asuntos Económicos, de 3 de
enero de 1979.

El apartado segundo de la Orden del Ministerio de Hacienda, de 5 de junio
de 2001, por la que se aclara la inclusión del Impuesto sobre Construcciones,
Instalaciones y Obras, en la letra 5) del apartado 1 del artículo JV del Acuerdo entre
el Estado español y la Santa Sede sobre Asuntos Económicos, de 3 de enero
de 1979, queda redactado en los siguientes términos:

“Segundo.—La Santa Sede, la Conferencia Episcopal, las Diócesis, las Parroquias
y otras circunscripciones territoriales, las Ordenes y Congregaciones Religiosas y
los Institutos de Vida Consagrada y sus provincias y sus casas, disfrutan de exención
total y permanente en el Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras,
para todos aquellos inmuebles que estén exentos de la Contribución Territorial
Urbana (actualmente, Impuesto sobre Bienes InmUebles).”»

Madrid, 15 de octubre de 2009.—La Vicepresidenta Segunda del Gobierno y Ministra
de Economía y Hacienda, Elena Salgado Móndez.

o
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Madrid, 22 de diciembre de 2006

Prot. N. 770 1/06

Seflor Minitro:

Tengo el honor de dirigirme a Vuestra Excelencia a fin de acusar recibo de
su Nota de fecha 21 de los corrientes, cuyo texto transcribo a continuacíón:

t’Señor Nuncio Apostólico:

Tengo •el honor de dirigirme a Vuestra Excelencia, en nombre del Gobíerno de
España, en relación con el Acuerdo sobre Asuntos Económicos, de 3 de enero de
í979, celebrado entre España yla Santa Sede.

El Acuerdo estableció, en su att 11.1, el compromiso de España de colaborar
con la Iglesia Católica en la consecución de su adecuado sostenimíento económico,
con respeto absoluto de! principio de libertad religiosa.

El mIsmo- artículo JI, que define los sistemas de colaboración, financiera de
España con ¡a Santa Sede, prevé en sus párrafos 2 y3 que el Estado puede asignar a
la Iglesia Católica un rendimiento de la imposición sobre la renta siempre que coda
contribuyente manifieste expresamente en .Js declaración correspondiente su voluntad
acerca del destino de la parte afectada Dicho sistema se habría de establec•er a lo
largo de un periodo transitorio en el que se produciría la sustitución progresiva de la
dotacióñ estatal globál por la asignación tributaria (párrafo 4).

Por otro lado, el Acuerdo prevé en su artículo ¡It quá la iglesia Católica estaré
exenta del pago de- los impuestos asobre e! gasto o consumo”, en el marca de lo
previsto en el propio artículo III y en el artículo IV. Dicha exención se aplica a
operaciones realizadas por determinadas instituciones de la Iglesia. Católica en
España, entre ellas 7a adquisición de objetos destinados a! culto”. La referencia a los
“impuestos sobre e! tasto o consumo”, ha de entenderse hecha al IVA tras ¡a
implantación de dicho impüesto en España,

Excmo. Sr.
1). Miguel Ángel MORAflO$

--Ministro-de-Asuntos Exteriores y Cooperacióir
Plaza de la Provincia, 1 -

28012 MADRID
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Como su Excelencia conoce, en el último año el Go&erno español, por una
parte, y la Conferencia Episcopal española con el asenso de la Santa Sede, por otra,
iniciaron conversaciones para acordar una solución satisfactoria al sistema de
financiación de la iglesia católica en España. incluyendo los temas relativos a la
asignación tributaria y a las exenciones impositivas contempladas en el Acuerdo de
Asuntos Económicos, en especial por lo que se refiere al IVA En e merco de las
mismas el Gobierno español ha propuesto que la compensación por la pérdida de la
exención de IVA a favor de la iglesia Católica, que es exigida por el Derecho
cQFflUflitatíO oponible a España y debe ser compatible con las obligaciones fiscales
que le corresponde al Estado en virtud del Acuerdo, sea incluida en el cálculo dci
porcentaje de asigne‘ión tributaria

Como resultado de estas negociaciones, e! pasado 22 de septiembre de 2006,
el GobIerno español anuncié públicamente el compromiso verbal alcanzado con la
Iglesia Católica en materia Económica; siendo confirmado el contenído de dicho
compromiso por ¡a Conferencia Episcopal española. Los puntos básicos del citada
compromiso son los siguientes:

a) sustitución del sistema de dotación presupuestaria por el de. asignación
tributaria;

l) elevación del actual coeficiente del asignación tributaría al 07 por ciento;
c) desaparición de las actuales exenciones y no sujeciones de la lgfesia Católica al

IVA;
ci) compromiso de la Iglesia Católica de presentef una memoria justificativa de las

cantidades recibidas del Estado-a través-de la asignación friblltaria

Teniendo en cuenta todo lo anteifor, y én el maivo de lo previsto en el artículo
VI del Acuerdo sobre Asuntos Económicos y en el apaitado 2 dci Protocolo Adicional
al citado Acuerda: tengo el honor de transmitirle la posición de mi Gobierno sobre la
interpretación que en el Muro debe darse a los preceptos del Acuerdo sobre Asuntos
Económicos antes mencionados:

1.- El Gobierno español se ha comprometido a la introducción en la Ley da
Presupuestos Generales del Estado de una Disposición Adicional que contemple el
sistema de asignación presupuestaria, en desarrollo del artículo JI, pá#afas 2 y 3, del
Acuerdo entre España y la Santa Sede. En virtud de ¡a misma el coeficiente de IRPF
se elevará al 017% con carácter establa

2.- Por su parte, la Santa Sede estima suficiente dicho compromiso para dar por
concluido el proceso de sustitución de la dotación estatal, considerando que el
porcentaje de asignacíóri tributada fijado en el 0’Z% del IRPE llene carácter estable.

3.- La Santa Sede reconoce que la revisión del sistema de asignación tributaria a la
Iglesia Católica recogida en la disposicíón adicional del Proyecto de Ley de
Presupuestos Generales del Estado para el año 20Q7, lleva consigo ta asunción por
parte de la fglesía Católica de la sujeción al ¡VA en los términos previstos en la
legislación comunitaria. Y considera que allá no produce ninguna lesión patrimonial a

•-la-tgtesia -Gatóllea en• tanto se -mantenga vigente- el. nuevc-sístema de. .asignación
tributada acordado entre el Gobierno español y la Conferencia Episcopal española.
Igualmente, la Santa Sede entiende que todas las exenciones que se hayan
concedido con anterioridad a ¡a entrada en vigor de la Ley de Presupuestos
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Generales del Estado para el año 2007 y disposiciones que la desarrollen deberán
mantenerse.

4.- Por su parte, el Gobierno español comunica a la Santa Sede que procederá a la
derogación de la Orden Ministerial (Ministerio de Economía y Hacienda) de 29 de
febrero de 19S8 que aclara el alcance de la no sujeción y de las exenciones
establecidas en los arEs. ¡uy IV del Acuerdo sobre Asuntos Económicos.

Mi Gobierno considera que Jo arriba señalado, que recoge las negociaciones
mantenidas y el acuerdo alcanzado entre el Gobierno español y la Conferencia
Episcopal española can el asenso de la Santa Sede, constituye una aplicación de lo
previsto en el artículo II del Acuerdo sobre Asuntos Económicos; insertándose en el
mecanismo de consultas y concertación previsto en el artículo VI del Acuerdo pare
los casos en que surjan dudas o dificultades en la interpretación o aplicación del
Acuerdo, así como en el párrafo 2 de! Protocolo Adicional para aquellos casos en que
se produzca un cambio sustancial en- el sistema jurídico-tributario vigente en España.

Lo agradecerá que, por su parte, esa Nunciatura Apostólica confirme que la
misma interpretación es compartida por la Santa Sede. En tal caso, le prepongo que,
de estar conforme con la misma, la interpretación contenida en la presente Nota
Verbal sea la aplicable por ambas partes en relación con el Acuerdo entre Espafia y la
Santa Sede a partir del día 1 de-enero de 2007.

Hago propicia la oportunidad para ieitemrle, Sr. Nuncio. ¡as seguridades de mi
mas alta y distinguida cons!demción”

Al exprear la conformidad de la Santa Sede con el texto de la Nota
transcrita, aprovecho la oportunidad para renovarle, Señor Ministro, las
expresiones de mi más alta y distinguída consideración.

Ñt
Mons. Manuel Montefro de Castro
.Arzobispo titular de Benevento

Nuncio Apostólico
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MINISTERIO
DE ECONOMÍAY HACIENDA

22866 ORDEN EHA/3958/2006, de 28 de diciembré,
por la que se establecen el alcance y los efec
tos temporales de la supresión de la no suje
clón y de las exenciones establecidas en los
artículos III y IV del Acuerdo entre el Estado
Español y la Santa Sede, de 3 de enero de
1978, respecto al Impuesto sobre el ValorAña
dido y al Impuesto General Indirecto Canario.

El artículo 2.Dos de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre,
del Impuesto sobre el Valor Añadido, establece que «en la
aplicación del impuesto se tendrá en cuenta lo dispuesto
en losTratados y Convenios Internacionales que formen
parte de! ordenamiento interno español».

El Acuerdo entre el Estado Español y la Santa Sede
sobre Asuntos Económicos, de 3 de enero de 1979, esta
blece en su articulo III que «no estarán sujetas- a los
impuestos sobre la renta o sobre el gasto o consumo,
según proceda: (...)

c) La adquisíción de objetos destinados al culto».
Por su parte, el artículo IV del mismo Acuerdo señala

que «la Santa Sede, la Conferencia Episcopal, las dióce
sis, tas parroquias y otras circunscripciones territoriales,
las Ordenes y Congregaciones religiosas y los Institutos
de vida consagrada y sus provincias y sus casas tendrán

-derecho a las siguientes exenciones: f...)
C) Exención total de los Impuestos sobre-Sucesiones

y Donaciones yTransmisiones Patrimonlaíes, síempre que
los bienes o derechos adquiridos se destinen al culto, a la
sustentación del clero, al sagrado apostotadoy al ejerci
cio de la caridad».

E) apartado 2 del Protocolo adicional del Acuerdo dis
pone que «ambas Partes, de común acuerdo, señalarán
los conceptos tributarios vigentes en los que se concretan
las exenciones y los supuestos de no sujeción enumera
dos en los artículos III aV del presente Acuerdo.

Siempre que se modifique sustancialmente el ordena
miento jurídico-tributario, ambtis Partes concretarán los
beneficios fiscales y los supuestos de no sujeción que
resulten aplicables de conformidad con los principios de
este Acuerdo».

Este Acuerdo es anterior a la implantación del
Impuesto sobre el Valor Añadido en España, que se pro
dujo el 1 de enero de T986. Por esta razón, la Orden del
Ministerio de Economia y.Hacienda de 29 de febrero de
1988, aclaró el alcance de la no sujeclón y de las exencio
nes establecidas en el citado Acuerdo respecto a este
Impuesto.

Por razones de seguridad juridica, y habida cuenta del
elevado importe de algunas de las operaciones, la aplica
ción efectiva del segundo beneficio fiscal que se ha citado
estaba condicionada a su solicitud y reconocimiento pre
vio por parte de la Delegación o Administración de la
Agencia Estatal de Administración Tributaria en cuya cir
cunscripción radicase el domicilio fiscal de las entidades
respectivas.

La Comisión Europea inIció un expediente de infrac
ción en relación con el tratamiento de estas operaciones,
por entenderlo contrario al Derecho Comunitarlo, razón
por la que comunicó la obligación de modificar la norma
tiva vigente para adecuarla a los compromisos ádquiridos
por España comó Estado miembro de la Unión.

En este sentido, la revisión del sistema de asignación
tributaria a la Iglesia Católica regulado en la disposición
adicional decimoctava de la Ley de Presupuestos Genera
les del Estado para 2007, conlleva la renuncia expresa por
parte de la Iglesia Católica a los mencionados beneficios
fiscales relativos al impuesto sobre el Valor Añadido. Esta
circunstancia se ha concretado, en el marco del meca
nismo de consultas y concertacíón previsto en el artícu
19 VI del Acuerdo sobre Asuntos Económicos de 1979 y en
el apartado 2 de su Protocolo Adicional, en el Canje de
Notas de 22 de diciembre de 2006 entre el Estado Español
y la Santa Sede.

Por su parte, el artículo 3.° 2 de la Ley 20/1991, de 7 de
junio, de modificación de los aspectos fiscales del Régimen
Económico Fiscal de Canarias, contiene una remisión a los
Tratados intemacionales vigentes equivalente a la que se
ha señalado en relación con el IVA. En la aplicación de los
antedichos beneficios fiscales al Impuesto General Indi
recto Canario, regulado por esta Ley, se dictó la Orden de
14 de noviembre de 1996, con un contenido equivalente a
la Orden que se ha señalado relativa al IVA.

El artículo 12.3 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre,
General Tributaria, establece que, en el ámbito d las
competencias del Estado, la facultad de dictar disposicio
nes interpretativas o aclaratorias de las leyes y demás
normas en materia tributaria corresponde de forma exclu
siva al Ministro de Economía y Hacienda.

En su virtud, dispongo:

Artículo 1. Impuesto sobre el ValorAñadido.

1. A las operaciones que se entiendan realizadas a
partir del 1 de enero de 2007 y que tengan por destinata
rias a la Santa Sede, la Conferencia Episcopal, las dióce
sis, las parroquias y otras circunscripciones territoriales,
las órdenes y Congregaciones religiosas y lofi Institutos
de vida- consagrada y sus provincias y sus casas, no les
serán de aplicación los supuestos de exención o da no
sujeción que se han venido aplicando a estas operaciones
hasta el 31 de diciembre de 2006.

Excepcionalmente, las operaciones cuya exención se
haya solicitado y reconocido por la Delegación o Adminis
tración de la Agencia Estatal de AdministraciónTributaria
antes del 1 de enero de 2007 mantendrán el régimen tri
butario de exención, en su. caso, reconocido, aunque las
operaciones se realicen a partir de esta fecha.

Lo dispuesto en este apartado ha de entenderse sin
perjuicio de la aplicacIón de cualesquiera otros beneficios
fiscales contenidos en la normativa reguladora del
Impuesto.

2. El articulo 94 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre,
del Impuesto sobre el Valor Añadido, señala las operacio
nes que generan el derecho a la deducción. Las operacio
nes a las que han venIdo siendo aplicables los supuestos
de no sujedón o de exención vigentes hasta el 31 de
diciembre de 2006 antes referidos no se incluyen entre
ellas, por lo que dichas operaciones no generaban e] dere
cho a la deducción de las cuotas soportadas o satisfechas
por los empresarios o profesionales que las realizasen.

Considerando lo dispuesto en el apartado 1 anterior,
las operaciones que, conforme a lo dispuesto en el
mismo, pasen a ser consideradas sujetas y no exentas
generarán, conforme a lo dispuesto en el artículo 94 de la
Ley 3717992, el derecho a la deducción de las cuotas
soportadas o satisfechas por la adquisición o importación
de los bienes y servicios utilizados en su realización. Por
el contrario, las operaciones exentas conforme a los crite
rios señalados en el apartado 1 anterior seguirán el régi
men de deducciones que les corresponda en función de.
su naturaleza y de lo dispuesto en las demás normas
reguladoras del derecho a la deducción.
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3. A partir del 1 de enero de 2007 no será de aplica
ción el procedimiento especial de devolución previsto en
la Orden de 29 de febrero de 1988 con la finalidad de
resarcir a tos empresaríos o profesionales en régimen
especial de recargo de equivalencia de las cuotas del
recargo repercutidas por sus proveedores correspondien
tes a las entregas da objetos de culto que se encontraban
no sujetas hasta el 31 de diciembre de 2006, en cuanto
que a partir de dicha fecha las citadas entregas pasan a
estar sujetas y no exentas del tributo. Sin perjuicio de ello,
se tramitarán de acuerdo con lo regulado en la citada
Orden los expedientes de devolución derivados de las•
entregas de objetos de culto efectuadas hasta 31 de
diciembre de 2006.

Artículo 2. Impuesto General Indirecto Canario.

En lo relativo al Impuesto General Indirecto Canario,
hay que tener en cuenta que las disposiciones aplicables
son las contenidas en la Ley 20/1991, de 7 de junio, así
como que las competencias para la gestión de este tributo
están atribuidas a la Administración Tributada Canaria,
que es la que reconoce, en su caso, la aplicación de las
exenciones.

En consecuencia:

La referencia que se ha hecho en el apartado 2 del
artículo 1 al artículo 94 de la Ley 37/1992 ha de entenderse
realizada, a los efectos del Impuesto General Indirecto
Canario, al artículo 29.» 4 de la Ley 20/1991.

Los acuerdosde reconocimiento de la exención serán
los adoptados por las oficinas respectivas de-la Admínís
traciónTributa da Canaria.

Adicionalmente, el procedimiento de devolución del
recatgo de equivalencia a que se ha hecho referencia en
el apartado 3 deI artículo 1 ha de entenderse, en lo concer
niente al Impuesto General Indirecto Canario, como el
procedimiento de devolución establecido en el cuarto
párrafo del apartado tercero do la Orden de 14 de noviem
bre do 1996. Este procedimiento ya no será de aplicación
a partir dell de enero de 2007 en los términos expuestos
en el apartado 3 del artículo 1.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

A partir de la entrada en vigor de esta Orden, quedan
derogadas las siguientes normas:

La Orden de 29 do febrero de 198$ por la que se adora
el alcance de la no sujeción y de las exenciones estableci
das en los artículos III y IV del Acuerdo entre el Estado
Español y la Santa Sede, de 3 de enero de 1979, respecto•
al Impuesto sobre elValorAñad[do.

La Orden de 14 de noviembre de 1996 por la que se
aclaro el alcance de la no sujecióri y de las exenciones
establecidas en los artículos III y IV del Acuerdo entre el
Estado Español y la Santa Sede de 3 de enero de 1979,
respecto al Impuesto General Indirecto Canario.

Disposición final única. Entrada en vígor.

Esta Orden entrará en vigor el día de su publicación en
el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 28 de diciembre de 2006.—El Vicepresidente
Segundo del Gobierno y Ministro de Economía y
Hacienda, Pedro Solbes Mira.
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VICESECRETARIA PARA ASUNTOS ECONÓMICOS
CONFERENCIA

EPISCOPAL
ESPAÑOLA

Consejo Asesor en materias fiscales

Madrid, a 79 de Marzo de 2007

CIRCULAR 112007

LA SUPRESIÓN DE LOS SUPUESTOS DE NO SUJECIÓN Y EXENCIÓN DE LA IGLESIA
CATÓLICA EN EL IMPUESTO SOBRE EL VALOR AÑADIDO

Como consecuencia del acuerdo que se produjo a finales de 2006 entre

representantes del Gobierno y de la Conferencia Episcopal, en relación con la

elevación al 0,70% deI porcentaje de la Asignación Tributaria, la Santa Sede ha dado

su conformidad a la supresión de las exenciones y supuestos de no sujeción que la

Iglesia Católica tenía reconocidos en relación con el IVA, por aplicación de lo

dispuesto en los artículos Hl y IV del Acuerdo para Asuntos Económicos firmado entre

la Santa Sede y el Estado español el 3 de Enero de 1979.

2. Esta supresión que ha sido consecuencia de la opinión manifestada por los órganos

de la Unión Europea de que dichas exenciones y no sujeciones no estaban de

acuerdo con los principios de las normas comunitarias a las que deben adaptarse las

legislaciones nacionales del IVA, al tratarse de un impuesto armonizado, se ha

instrumentado por la Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 28 de

Diciembre de 2006 (publicada en el BOE de 29 de Diciembre).

El apartado 1 del artículo 1 de esta orden dispone, en su párrafo primero:

“1.A las operaciones que se entiendan realizadas a partir del 1 de

enero de 2007 y que tengan por destinatarias a la Santa Sede, la

Conferencia Episcopal, las diócesis, las parroquias y otras

circunscripciones territoriales, las Órdenes y Congregaciones

religiosas y los Institutos de vida consagrada y sus provincias y sus

casas, no les serán de aplicación los supuestos de exención o de no

AÑASTRO, 1. MADRID 28033. TELF.: 91 343 96 21 FAX.: 91 343 96 20
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sujecíón que se han venido aplicando a estas operaciones hasta el

31 de diciembre de 2006.

Excepcionalmente, las operaciones cuya exención se haya solicitado

y reconocido por la Delegación o Administración de la Agencia

Estatal de Administración Tributaria antes del 1 de enero de 2007

mantendrán el régimen tributario de exención, en su caso,

reconocido, aunque las operaciones se realicen a partir de esta

fecha.

Lo dispuesto en este apartado ha de entenderse sin perjuicio de la

aplicación de cualesquiera otros beneficios fiscales contenidos en la

normativa reguladora del Impuesto”.

Esta norma que es de aplicación a todas las entidades de la Iglesia Católica, sin

ninguna excepción, suprime a partir del 1 de Enero de 2007, la posibilidad de que

ninguna de ellas puedan recibir entregas de objetos de culto o de edificios sin que se

les repercuta el Impuesto sobre el Valor Añadido correspondiente.

Por excepción, el párrafo segundo de este apartado 1 mantiene la exención para las

obras respecto a las cuales se hubiera solicitado la exención y les hubiera sido

reconocida por la Administración Tributaria, con anterioridad al 1 de Enero de 2007,

cualquiera que sea la fecha en que reciban los edificios en relación con los cuales se

haya concedido.

3. El apartado 3 del mismo artículo suprime también el procedimiento especial que

establecía la Orden de 29 de Febrero de 1988 para resarcir a los empresarios o

profesionales en régimen especial del recargo de equivalencia de las cuotas del

recargo repercutidas por sus proveedores correspondientes a la entrega de objetos

de culto, sin perjuicio de que sigan tramitándose los expedientes de devolución de las

entregas de objetos de culto efectuadas hasta el 31 de Diciembre de 2006.
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4. El artíCulo 2 de la Orden Ministerial de 28 de Diciembre de 2006, extiende la

supresión de los supuestos de no sujeción y de exención a favor de las entidades

eclesiásticas al Impuesto General Indirecto Canario.

5. Esta Orden suprime, por tanto, con carácter general para todas las entidades

eclesiásticas los supuestos de no sujeción y de exención que estaban regulados por

la Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 29 de Febrero de 1988.

6. Sin embargo, la Orden no contiene ninguna disposición que modifique otros aspectos

del régimen que tiene reconocido la Iglesia Católica en relación con el Impuesto sobre

el Valor Añadido, ni, por supuesto con ningún otro impuesto.

Ante las consultas que se han formulado por algunas Diócesis sobre en qué medida

la Orden venía a afectar a la actividad realizada por las Casas de Ejercicios

Espirituales, debe manifestarse que sigue en vigor la siguiente declaración que

contiene, a este respecto la Resolución de la Dirección General de Tributos de 15 de

Febrero de 2001:

“A efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido, las casas de

ejercicios espirituales se consideran exclusivamente dedicadas al

sagrado apostolado, aunque en ellas se presten servicios

complementarios de alojamiento o manutención indispensables para

el ejercicio de sus propias actividades”.

La exclusión de las actividades de apostolado del ámbito del Impuesto sobre el Valor

Añadido la reconoce, asimismo, la contestación de la Dirección General de Tributos

de 15 de Febrero de 2002, en la que se dice:

“La actividad de sagrado apostolado, efectuada por las entidades

enumeradas en el artículo IV del Acuerdo entre el Estado Español y

la Santa Sede sobre asuntos económicos, de 3 de enero de 1979
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(BOE del 15 de diciembre) no implica la realización de prestaciones

de servicios sujetas al Impuesto sobre el Valor Añadido.

De acuerdo con lo expuesto, no estarán sujetas al Impuesto sobre el

Valor Añadido las prestaciones de servicios de alimentación y

alojamiento, efectuadas por la Casa de Espiritualidad consultante,

cuando dichos servicios sean accesorios de la actividad de sagrado

apostolado”.

Esta contestación tampoco resulta afectada por la Orden Ministerial de 28 de

Diciembre de 2006.

Debe advertirse, sin embargo, que esta declaración tiene que interpretarse en sentido

estricto, sin que pueda hacerse un uso extensivo de la misma.

Así si el alojamiento o manutención se encomendasen a una empresa de hostelería o

de cualquier otro carácter, es evidente que ésta tendrá que repercutir el IVA sin que ni

las Casas ni los asistentes a los ejercicios espirituales puedan oponerse a la

repercusión del Impuesto. Tampoco podrá considerarse amparados por ésta no

sujeción los supuestos en que los ejercicios se lleven a cabo en residencias que se

utilizan habitualmente para fines distintos (actos sociales, etc.) de los propios de

estos centros.
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CONTESTACIÓN:

Hasta la entrada en vigor de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades
sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo (BOE de 24 de diciembre), los
beneficios fiscales que tenían la iglesia Católica y las entidades inscritas en su registro se regían
por lo establecido en el Acuerdo de 3 de enero de 1979 entre el Estado español y la Santa Sede
sobre Asuntos económicos (BOE de 15 de diciembre); por dicho Acuerdo la Santa Sede, la
Conferencia Episcopal, las diócesis, las parroquias y otras circunscripciones territoriales, la
Órdenes y Congregaciones religiosas y los Institutos de vida consagrada y sus provincias y sus
casas (artículo IV del Acuerdo), disfrutaban de la exención en el impuesto siempre y cuando los
bienes y derechos adquiridos se destinaran al culto, a la sustentación del clero, al sagrado
apostolado y al ejercicio de la caridad, sin necesidad de solicitar la exención en este Centro
Directivo. Mientras que las asociaciones y entidades religiosas no comprendidas entre las
anteriores- y que se dedicaran a actividades religiosas, benéfico-docentes, médicas u hospitalarias o
de asistencia social (artículo V del Acuerdo) tenían derecho a la exención en los mismos términos
que los previstos para las entidades benéficas privadas, debiendo solicitar dicha exención a este
Centro Directivo cada vez que realizaran un -hecho imponible, según establecía el artículo 90-del
Reglamento del Impuesto sobre Transmisiones P-atdmoniaies y Actos ]urídicos Documentados,
aprobado por el Real Decreto 82811995, de 29 de mayo BOE de 22 de junio).

La Ley 4/2O02 modificó el artículo 45 l.A del texto refundido del impuesto sobre Transmisiones
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1993,
de 24 de septiembre (BOE de 20 de octubre), de suerte que a partir de esa modificación la iglesia
Católica (y las demás iglesias y confesiones que tengan suscrito acuerdo de cooperación con el
Estado español) tienen la exención de por sí, sin necesidad de justificar el destino de los bienes, tal
como viene recogido en el apartado d) de dicho artículo:

L A) Estarán exentos del impuesto;

d) La Iglesia Católica y las iglesias, confesiones y comunidades religiosas que tengan suscritos
acuerdos de cooperación con el Estado EspañoL”

El Reglamento para la aplicación del régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los
incentivos fiscales al mecenazgo aprobado por el Real Decreto 1270/2003, de 10 de octubre (BOE
de 23 de octubre), en su disposición final primera, apartado dos, modificó el artículo 90 deI
Reglamento del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados. A
partir de la entrada en vigor de este Real Decreto, 24 de octubre de 2003, las entidades religiosas a
que se refieren las disposiciones adicionales octava y novena de la Ley 49/2002, que se acojan al
régimen fiscal especial en la forma prevista en el artículo 14 de dicha Ley, estarán exentas del
Impuesto y a la autoliquidación en que se aplique la exención se acompañará la documentación
que acredite el derecho a la misma. Las entidades que se acojan a dicha Ley solicitarán el
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certificado correspondiente en la Agencia Estatal de Administración Tributaria donde radique el

domicilio fiscal de la entidad.

Ahora bien, cuando la Ley establece que la Iglesia Católica tiene la exención subjetiva, es decir que

tiene la exención sin necesidad de justificar el destino de los bienes y derechos adquiridos, se está

refiriendo a la Iglesia Católica en sentido estricto, porque cuando se quiso considerar en sentido

amplío, incluyendo a otras entidades pertenecientes a la Iglesia, se especificó, como ocurre en el

citado Acuerdo de 3 de enero de 1979 entre el Estado español y la Santa Sede sobre Asuntos

Económicos que en su artículo IV, enumere cuátes son tas entidades que tienen derecho a la

exención automática en el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos

Documentados.

Este Centro Directivo entiende, y en este sentido se ha contestado a diversas consultas planteadas

por este tipo de entidades religiosas (entre ellas V0356-1 0), que las entidades religiosas distintas de

la Iglesia Católica en sentido estricto que se encuentran en el artículo IV del reiterado Acuerdo de 3

de enero de 1979 entre el Estado español y la Santa Sede (Congregaciones, Órdenes religiosas,

Institutos de vida consagrada...), y para las que no ha establecido modificación alguna la Ley

4972002 ni el Real Deoreto 1270/2003 que la desarrolla, siguen teniendo derecho a 1-a exención en

el lmpuestosobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, conforme-al texto

del Acuerdo, que sigue-estando vigente, por io- que este tipo de entidades religiosas tendrán

derecho a la exención siempre que los bienes y derechos adquiridos se destinen al culto, a la

sustentación del clero, al sagrado apostolado y al ejercicio de la caridad.

CONCLUSIONES:

Primera: únicamente la Iglesia Católica, en sentido estricto, tiene la exención subjetiva por todas las

operaciones sujetas al Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos

Documentados.

Segunda: las demás entidades reseñadas en el artículo IV del citado Acuerdo tienen la exención

subjetiva peto limitada objetivamente a los supuestos recogidos en el referido Acuerdo (que los

bienes y derechos adquiridos se destinen al culto, a la sustentación del clero, al sagrado apostolado

y al ejercicio de ta caridad).

Tercero: las entidades reseñadas en el artículo V del mencionado Acuerdo tienen la exención

equiparada a las entidades sin fines lucrativos, por lo que para tener derecho a la exención en el

impuesto tienen que acogerse a la Ley 49/2002.

Lo que comunico a Vd. con efectos vinculantes, conforme a lo dispuesto en el apartado 1 del

artículo 29 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

—75—



N° REGISTRO: xxoocx

4

Madrid, 16 de marzo de 2011
EL DIRECTOR GENERAL DE TRIBUTOS
P.D. (Res 4/2004 de 30 de julio; BOE 13.0804)
EL SUBDIRECTOR GENERAL DE iMPUESTOS
PATRIMONIALES, TASAS Y PRECIOS
PUBLICOS

José Javier Pérez-Fadán Martínez

—76—



—
—





‘. \

‘JlECciÓH GEkERAC DE
L05 RrGL5TOS Y CC

MlNlST:RO uorzi,uo

______

[DE JUSTICIA ...
UDIRECCION GNEAL

Suc. 3 R. 327/2006-O

CONSULTA SOBRE LA CERTIFICACIÓN DE DOMINIO COMO MEDIO
INMATRICULADOR DE BIENES DE LA IGLESIA CATÓLICA: APLICACIÓN
A LAS ENTIDADES RELIGIOSAS DE LA IGLESIA CATÓLICA.

Se consulta sobre la posibilidad de que determinadas comunidades
religiosas católicas obtengan la lnmatriculap!Ón de sus bienes mediante la
cortificacion prevista on los tIcuIos j99 -2D6 de la Ley Hipotecaria,
desarrollados por los arttc’uIo3 a 307 de su Reglamento

En primer lugar hay que señalar que el artículo 199.c de la Ley
Hipotecaria dispone que la inmatricuiación de fincas que no estén inscritas a
favor de persona alguna se practicará mediante el certificado a que se refiere
el articulo 206 sólo en los casos que en el misma se indican. De ello se colige
que la certificación de dominio constituye :U .pçojl y supletorio de
inmatriculación, que sólo puede utilizarse én Iós §6iegalmente previstos en
defecto..del titulo inmatriculador ordinario.

Su n de ser no es estrictamente ‘uridica sino
Precisamente las entidades públicas legitimadas para su utilizacióñ están
IegaIment obligadas a seguir procedimientos rigurosos en la adquisición de
sus bienes, lo que conileva la forrnalización de los titulas adecuados para
conseguir su inscripción.

La certificación ínmatric1adora trae su causa en la existencia cóyuntu tal y
transitoria de un gn número d.b!enes de eÑidades públicas adquhidosen
tiempo inmemoriaj• in formalización auténtIca adecuada para producir i
inscripción registrat. Esta circunstancia, unida al deseo de procurar el acceso al
Registró de la Propiedad del mayor número do fincas posible, propIcié la
regulación de la inscripción inmatriculadora,piiméro posesoria y, más tarde, de
dominio, mediante una mera ó tIVYacióñepdtda, cornre)aciónai inventario
de laentIdd, por quien tuviera rg1d it ilos bienes

Las mismas razones de oportunidad justificaron su aplicación a la
inmatriculación de bienes de la Iglesia Católica. El proceso desamortizador, de
un lado, y el arraigo de la coníesián católica en nu o Jedad, por otro,
explican la deciston la tstitonalidad o
nctuclonaILdd de la norma, akidida en algunas sentencias alegando bien

“c6nfióñlidd encubierta’, bien una “discriminación a favor de la Iglesia
Católica en contra de otras confesiones”. Además, este Centro Directivo
carece de competencia para declarar esa posible inconstitucionalidad y, de
hecho1 ya reconoció layige ca delaçt 209 de la Ley Hipotecaria en rolacion
con la Iglesia Católica én R________ fecha 2 enorodq,.2001,al referire a
la inmatriculacián de un.e i icio destiñado a templo parroquial mediante
certificación del Diocesano.

- - _3’ .-.



Cuestión distinta es si, de una vez desaparecidas las
circunstancias que justificaron su eateciinto con caráctet transitorio, debe

supresión que
afectaría por1uat a todas ta enftdacjes, pubhcas y reUgiosas, que se
encuentran tegitímadas para su uso por el artIculo 206 de la Ley Hipotecaria.

Lo que ahora ha de resolverse, a la vista de la consulta planteada, es
en la

‘expresión ¡‘JIesiajtcía” que utiliza el artículo 206 de la Ley
Hipotecaria cuandb Ice: “El Estado, la Ptaviticia, el Municipio y las
Corporaciones de Derecho Público o servicios organizados que íoiynan parte
de la estrwtur política de aquél y las de la Iglesia, Católica, cuando carezcan
de título escrito de dominio, podrán ¡nscdbfr el dominio de los bienes inmuebles
que les pertenezcan mediante la oportuna certificación librada por el
funcionario a cúyo caigo esté la administractón de (os misrios..”

El legislador de 1944, al referirsa qn el articulo 206 de la Ley a las
entidades de a Iglesia Catálica intencidnadamente quiso comprender todo tipo
de entidad, pues todas las entidades podían encontrarse en la circunstancia de
tener bienes no inscçltos adquiridos en tiempo inmemoilal, y no hace distinción
alguna dentro de ellas. Peró la interpretación de las normas no puede
desconocer la realiçiad social del tiempo en que han de ser aplicadas (artículo 3
Código Civil) y asta realidad se ha transíarmádo, inIuso rj el ámbito normatívo
a través de los Acuerdos ]uçidbos entre el Estado-Espol y la Santa Sede de
fqZ y del nueyo ce iferecho Canónico de 198 Así, eJ Código de
Derecho Cano’ico de 1983 infroduce ua’dítIncion e rei1aci6n
personas jurídicas que puede tener Televancia en la materia de la presenta ‘

consulta. Después de -Indicar en el c.1 1,S que “en la lglesía las personas
jurídicas son o corporaciones o fundacionps”, el o. 116 clasifica esas mismas
personas en públicas o privadas: “son pqrsonas jurídicas públicas las
cotporaciones y fundacfwies cdnátitufdas por la autoridad ‘eclesiáÍjca
cómpetente * ..; las demás pers6QasJIçiíç sn pdvadas

Esta distinción condiciona el régimen de unas y otras personas uridicas,
también en el mblto patrimonial. Tras reconocer el c. 1.255 a toda persona
jurídica capacidad para adquírlr, administrar y enajenar bienes temporales,
añade el o. 1256, que el dominio de los bienes corresponde, bajo la autoridad
suprema del Romaño Pontíffce1 a la persona jurídica que los haya adquirido
legítimamente. Y, a continuación, el o, 1.257 extrae de ¡os bienes temporales
pertenecientes a la Iglesia y sus entidades la categor1 de los bienes
eclesiásticos que son todos los que pertenecen a la Sede Apostólica o a otras
personas jurídicas públicas, excluyéndose, por tanto, de esa condición los
bienes de las personas jurídicas privadas: E, inmediatamente, establece el
régimn propio de unos y otros bienes los bienes eclesiásticos se rigen por los
cánones que siguen, así como por los propios estatutos, mIentras que los
bienes de las personas jurídicas privadas, se rigen por sus estatutos propios y
no por estos cánones si no se indica e>presamente otra cosa. Por si hubiera
alguna duda, el c. 1.258 aclara que “en las cánones que siguen, con el ndmbre
de Iglesia se designa no sólo ¡a Iglesia Catçllca o la Sede Apostólica, sino
también cualquier persona pública en la Iglesia, a no ser que conste otra cosa
por e! contexto o por la natvialeza misma del asunto”.



A Ja vista de estos preceptos cabe sostener la no aplicación de la regla
contenida en el artículo 206 de la Ley Hipotecaria a las personas jurídicas
privadas porque el Derecha Canónico ofrece una interpretación del término
Iglesia Catáflca en el ámbito patrimonial, que las excluye.

Esta interpretación seria conforme también con las normas del Código de
Derecho Canónico de 1917 que era el vigente al tiempo de entrar en vigor la -

Ley Hipotecaria de 1944, Dicho Código empleaba el término persona moral, en
lugar del de persona juridica, para referirse a las entidades de la organización
oficial de la Iglesia o a las entidades cuyo fin era colaborar de manera
inmediata con ella (unas y otras en el Código de 1983 son personas jurkllcas
públicas), mientras que todas las entidades surgidas en el ejercicio de la
autonomía privada, carentes entonces de personalidad jurídica en Derecho
canóníco, quedaban relegadas a la categoría de los sujetos no personificados.

Se desconoce el carácter de la personalidad jurídico canónica de la
comunidad religiosa que realiza la consulta. Hay que tener en cuenta, no
obstante, que en el nuevo Códígo de Derechci Canónico se reconducen a la
figura de los institutos religiosos las asociaciones o sociedades de vida
consagrada reconocidas en el anterior bajo diferentes denominaciones, como
Órdenes, Con egçiones, FraternIdades, etc. y se regulan1 junto con los
Irístitutos culares, dentro de los denominados institutos de vida consagrada.
En relación con estos entes, el o. 605 reconoce a la SedeApostólica la
competencia exc1tiva para la aprobación de nuevas formas de vida
cansagrada. y el o 579 otorga al Obispo diocesano la facultad de engir
i4titutosle vida congradíen su propio terntono Por tanto, iosf

común de la
Iglesia actuañdo en nombre d eIt’’16) y si hubieran sido erigidas
conforme al Código anterior és también .segura su condición de personas
morales canónicas. En ambos casos, debe reconocérsefe legitimación para
hacer uso de la certificación inmatriculadora.

Conviene plantearse también si. admitida la legitimación subjetiva
general, es posible Introducir otras condiciones de carácter temporal en
relación con la persona o los bienes de que se trate.

En este sentido existen razones para sostener que no cabe aplicar el
artículo 206 de la Ley Hipotecaria a bienes adquiridos con posterioridad a la
entrada en vigor de la propia Ley: en primer lugar, porque no se tratarta en este
caso de atender a la situación transitoria que motivó la introducción de este
medio excepcional de inmatriculación; en segundo lugar, porque en ese
momento ya existía una regulación contenida en el Código Civil que imponía la
forma auténtica en las adquisiciones inmobiliarias, bien con carácter obligatorio
(adquisiciones a título oneroso, art. 1.280), bien con carácter esencial
(adquisiciones a titulo gratuito, art. 633), por lo que no se darla el presupuesto
necesario para la inmatriculación por esta vra excepcional, que es la carencia
de titulo jnmatrlculador ordinario, y no deberla admitirse su utilización cuando
es el. incumplimiento de aquella obligación legal por parte de la entidad
interesada la que motiva la situación.



fi
Por este motivo, quedan del ámbito del artículo 2Q6 de la Ley

Hipotecaria
cuanto carecerán de bienes adquiridos sin

título en tiempo ínmemoriai1 ya que losque adquieran deberán sujetarse a las
reglas de forma auténtícaántes aqiresadas,

jtijfinterpretando el artículo 206 de la Ley Hipotecaria a la luz
¡ de la realidad Jurídica y social actual1 debe sostenerse que la certifícación

inmatnculadora sólo puede ser utilizada por tas entidades orgánicas de la
¡ Iglesia Católica, tanto terntonales (Diócesis1 Parroquias, Seminarios) como

institucionales (Sede apostólica, Conferencia Ep;scopal Española), y por otras
entidades católicas de carácter publico engiUasantes de la entrada en vigor dei
nuevo Código de Derecho Canóniqo, siempre en relación con bienes adquiridos
antes de la entrada en vigor de Ja Ley Hipotecaria de 1944 respecto dé lós que
e carezca de titulo escrito de dominio hábil para la inmatricutación, pero no por
las personas jurídicas publicas erigidas al amparo del nuevo Código ni por las
personas jurídicas privadas, entendidos dichos conceptos en el sentido jurídico

canónico nteriórn ente expuestófcfr. cánon 116).

DÑA. MECEDES GON LEZ GÓMEZ.
Ci RUA DE LOS FRÁÑCÓS, 31
49Ó01 ZÁMÓRA
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1. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO

12328 Ley 2 7/2014, de 27 de noviembre, de/Impuesto sobre Sociedades.

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA

Atados los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente

ley.

INDICE

Título 1. Naturaleza y ámbito de aplicación del impuesto.

Artículo 1. Naturaleza.
Artículo 2. Ámbito de aplicación espacial.
Artículo 3. Tratados y convenios.

Título II. El hecho imponible.

Artículo 4. Hecho imponible.
Artículo 5. Concepto de actividad económica y entidad patrimonial.

Artículo 6. Atribución de rentas.

Título III. Contribuyentes.

Artículo 7. Contribuyentes.
Artículo 8. Residencia y domicilio fiscal.
Artículo 9. Exenciones.

Título IV. La base imponible.

Capítulo 1. Concepto y determinación deja base imponible. Reglas de imputación

temporal.

Artículo JO. Concepto y determinación de la base imponible.

Artículo 11. Imputación temporal. lnscripción contable de ingresos y gastos.

Capítulo II. Limitación a la deducibilidad de gastos.

Artículo 12. Correcciones de valor: amortizaciones.
Artículo 13. Correcciones de valor: pérdida por deterioro del valor de los elementos

patrimoniales.
Artículo 14. Provisiones y otros gastos.
Artículo 15. Gastos no deducibles.
Artículo 16. Limitación en la deducibilidad de gastos financieros.

Capítulo III. Reglas de valoración.

Artículo 17. Regla general y reglas especiales de valoración en los supuestos de

transmisiones lucrativas y societarias.
Artículo 18. Operaciones vinculadas.
•bo 19: Cambios de residencia, operaciones realizadas con o por personas o

entidades residentes en paraisos fiscales y cantidades sujetas a retencion. Reglas

especiales.
Artículo 20. Efectos de la valoración contable diferente a la fiscal.
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Transcurrido dicho plazo, el contribuyente deberá acreditar que las cuotas
negativas cuya compensación pretenda resultan procedentes, así como su cuantía,
mediante la exhibición de la liquidación o autoliquidación y de la contabilidad, con
acreditación de su depósito durante el citado plazo en el Registro Mercantil.

2. Este procedimiento sustituye a la compensación de bases imponibles
negativas prevista en el artículo 26 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del
Impuesto sobre Sociedades que, en consecuencia, no será aplicable a las
cooperativas.»

Dos. Se añade la Disposición transitoria octava, que queda redactada de la siguiente
forma:

«Disposición transitoria octava. Compensación de cuotas negativas en el año
2015.

El límite a que se refiere el apartado 1 del artículo 24 de esta Ley no resultará
de aplicación en los períodos impositivos que se inicien en el año 2015.

No obstante, la compensación de cuotas negativas de ejercicios anteriores,
para los contribuyentes cuyo volumen de operaciones, calculado conforme a lo
dispuesto en el artículo 121 de la Ley 37/1 992, de 28 de diciembre, del Impuesto
sobre el Valor Añadido, haya superado la cantidad de 6.010.121,04 euros durante
los 12 meses anteriores a la fecha en que se inicien los períodos impositivos dentro
del año 2015, tendrá los siguientes límites:

— La compensación de cuotas negativas está limitada al 50 por ciento de la
cuota íntegra previa a dicha compensación, cuando en esos 12 meses el importe
neto de la cifra de negocios sea al menos de 20 millones de euros pero inferior a 60
millones de euros.

— La compensación de cuotas negativas está limitada al 25 por ciento dela
cuota íntegra previa a dicha compensación, cuando en esos 12 meses el importe
neto de la cifra de negocios sea al menos de 60 millones de euros.

La limitación a la compensación de cuotas negativas no resultará de aplicación
en el importe de las rentas correspondientes a quitas y esperas consecuencia de
un acuerdo con los acreedores no vinculados con el contribuyente.»

Disposición final quinta. Modificaciones en la Ley 4 9/2002, de 23 de diciembre, de
régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al
mecenazgo.

Primero. Con efectos desde el 1 de enero de 2015, se introducen las siguientes
modificaciones en la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades
sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo:

Uno. Se modifica el artículo 19, que queda redactado de la siguiente forma:

«Artículo 19. Deducción de la cuota del Impuesto sobre la Renta de las Personas
Físicas.

1. Los contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas
tendrán derecho a deducir de la cuota íntegra el resultado de aplicar a la base de la
deducción correspondiente al conjunto de donativos, donaciones y aportaciones
con derecho a deducción, determinada según lo dispuesto en el artículo 18 de esta
Ley, la siguiente escala:

.. PorcentajeBase de deduccion Importe hasta
de deduccion

150 euros 75
Resto base de deducción 30

CN

o
c.,l

Ui
o
o

>
U
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Si en los dos petíodos impositivos inmediatos anteriores se hubieran realizado
donativos, donaciones o aportaciones con derecho a deducción en favor de una
misma entidad por importe igual o superior, en cada uno de ellos, al del ejercicio
anterior, el porcentaje de deducción aplicable a la base de la deducción en favor de
esa misma entidad que exceda de 150 euros, será el 35 por ciento.

2. La base de esta deducción se computará a efectos del límite previsto en el
apartado 1 del artículo 69 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre
la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos
sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio.»

Dos. Se añade una Disposición transitoria quinta, que queda redactada de la
siguiente forma:

((Disposición transitoria quinta. Porcentajes de deducción en la cuota del Impuesto
sobre la Renta de las Personas Físicas y del Impuesto sobre Sociedades.

Durante el período impositivo 2015 el porcentaje de deducción para bases de
deducción de hasta 150 euros a que se refiere el apartado 1 del artículo 19 de esta
Ley, será del 50 por ciento, y el aplicable al resto de la base de la deducción, el 27,5
por ciento. Cuando resulte de aplicación lo dispuesto en el último párrafo de dicho
apartado, el porcentaje de deducción a aplicar será el 32,5 por ciento.

En los períodos impositivos que se inicien en el año 2015, el porcentaje de
deducción a que se refiere el segundo párrafo del apartado 1 del artículo 20 de
esta Ley, será del 37,5 por ciento.»

Segundo. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de
enero de 2015, se añade un párrafo al apartado 1 deI artículo 20 de la Ley 49/2002, de 23
de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos
fiscales al mecenazgo, que queda redactado de la siguiente forma:

«Si en los dos períodos impositivos inmediatos anteriores se hubieran realizado
donativos, donaciones o aportaciones con derecho a deducción en favor de una
misma entidad por importe igual o superior, en cada uno de ellos, al del período
impositivo anterior, el porcentaje de deducción aplicable a la base de la deducción
en favor de esa misma entidad será el 40 por ciento.»

Disposición final sexta. Modificaciones en el Texto Refundido de la Ley del Impuesto
sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo.

Primero. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de
enero de 2013, se modifica el apartado 6 del artículo 67, que queda redactado de la
siguiente forma:

«6. En el supuesto de que una Caja de Ahorros o una fundación bancaria
pierda la condición de sociedad dominante de un grupo fiscal en un período
impositivo, la entidad de crédito se subrogará en dicha condición desde el inicio del
mismo, sin que se produzcan los efectos de la extinción del grupo fiscal a que se
refiere el artículo 81 de esta Ley, salvo para aquellas entidades que dejen de formar
parte del grupo por no tener la condición de dependientes en los términos señalados
en el apartado 3 de este artículo.»

Segundo. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de
enero de 2014, se introducen las siguientes modificaciones en el Texto Refundido de la
Ley del Impuesto sobre Sociedades:

Uno. Se modifica el apartado 13 del artículo 19, que queda redactado de la siguiente
forma:

«13. Las dotaciones por deterioro de los créditos u otros activos derivadas de
las posibles insolvencias de los deudores no vinculados con el contribuyente, no
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1. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO

2887 Ley 19/2013 de 9 de diciembre de transparencia acceso a la infonnacion )
publica y buen gobierno

#cs n.nt ..‘ fl»

JUAN CARLOS 1

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente

ley:

ÍNDICE

Preámbulo.
Título pteliminar.

Artículo 1. Objeto.

Título 1. Transparencia de la actividad pública.

Capítulo 1. Ámbito subjetivo de aplicación.

Articulo 2. Ámbito subjetivo de aplicación.
Artículo 3. Otros sujetos obligados.
Artículo 4. Obligación de suministrar información.

Capitulo II. Publicidad activa.

Artículo 5. Principios generales.
Artículo 6. Información institucional, organizativa y de planificación.
Articulo 7. Información de relevancia jurídica.
Artículo 8. lnforrñación económica, presupuestaria y estadística.
ArtIculo 9. Control.
Artículo 10. Portal de la Transparencia.
Artículo 11. Principios técnicos.

Capitulo III. Derecho de acceso a la información pública.

Sección 1 2 Régimen general.

Artículo 12. Derecho de acceso a la información pública.
Artículo 13. Información pública.
Articúlo 14. Límites al derecho de acceso.
Articulo 15. Protección de datos personales.
Artículo 16. Acceso parcial.

Sección 2a Ejercicio del derecho de acceso a la información pública.

Artículo 17. Solicitud de acceso a la información.
Artículo 18. Causas de inadmisión.
Artículo 19. Tramitación.
Artículo 20. Resolución.
Artículo 21. Unidades de información.
Artículo 22. Formalización del acceso.
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i) Las asociaciones constituidas por fa Mminltracióne, organismos y entidadeS
previstos en este articulo Se incluyen lOS #5PrOS d LiípyfS1os en el articulo
de la Ley 30ff 992 de 26 de noviem8re der JLWTdtto de la Mministraciones
Publicas y del Proçedimiento Administrativo CQØ1, el% Ja inl4 en qúa, por su peci4l
naturaleza y por carecer de una etructura adminlstraflv ia le resulIen apllcabtesII
disposiciones de este titulo En estOs caos et cumIimientd de las obhgacione denaas
de la presente Ley serán ilevada a daba por IaÁdmlnisttácíón ue ostente laSecíadl
órgano de cooperación

2 A los efectos de lo previsto en este tltuto,9 enhende pçr Adminisfracfones
Publicas los organismos y entidades incluidos er141 ls a) a d) del apartado antenor

_ JRiLII -

_____

ArtIculo 3. Otros sujetos obligados. .

Las disposiciones del capitulo II de este titulo serán tambien aplicables a

a) Los partidos pal iticos, organlzaciones sindicales y organizaciones enfpresnales
b) Las éntídades privadas qué perdlan duranté él período de un alio ayudas O:

subvenciones públicas en una cuantía súpérior a 100.000 éurós o cuapdo al menos
el 40% del total de sus ingresos anuales tengan carácter de ayuda o subéñción pública,
siempre que alcancen como mínimo la ç3ntidad de 5.00Q euros :

—
lit

Articulo 4 Obligación de suministrar ínformacsón

LS personas fisicas y juridicas distintas de las referidas en los artículos anteriores
que presten sérvicios publicos o ejerzan potestades administrativas est?rán ot$IJgadas a
suministrar a la Administracxon organismo o entidad de las previstas en el articufçi 2 1 a la
que se encuentren vinculadas previo requenmiento toda la informacion necesaria para el
cumplimiento, por aquéllos de lás obligaciones previstas en este título. Esta obligación se
extenderá a los adjudicatarios de contratos del sector público en los términos previstos en
el respectivo contrato.

cAPtwLon

Publicidad activa

Artículo 5. Principios generales.

1. Los sujetos eñumerados en el artículo 2.f publicarán de forma periódica y
actualizada la información cuyo conocimiento sea relevante para garantizar la transparencia
de su actividad relacionada con el funcionamiento y control de la actuación pública.

2. Las obligaciones de transparencia contenidas en este capítulo se entienden sin
peijuicio de la aplicación de la normativa autonómica correspondiente o de otras
disposiciones específicas que prevean un régimen más amplio en materia de publicidad.

3. Serán de aplicación, en u caso, los límites al derecho de acceso a la información
pública previstos en el articulo 14 y, especialmente, el derivado de la protección de datos
de carácter personal, regulado en el artículo 15. A este respecto, cuando la información
contuviera datos especialmente protegidos, la publícidad sólo se llevará a cabo previa
disociación de los mismos.

4. La información sujeta a las obligaciones de transparencia será publicada en las
correspondientes sedes electrónicas o páginas web y de una manera Uara, estructurada y
entendible para los interesados y, preferiblemente, en formatos reutilizables. Se establecerán
los mecanismos adecuados para facilitar la accesibilidad, la interoperabilidad, la calidad y la
reutilizadón de la información publicada así como su identificación y localización.

Cuando se trate de entidades sin ánimo de lucro que persigan exclusivamente fines
de interés social o cultural y cuyo presupuesto sea inferior a 50.000 euros, el cumplimiento g
de las obligaciones derivadas de esta Ley podrá realizarse utilizando los medios
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electrónicos puestos a su disposición por la Administración Pública de la que provenga la
mayor parte de las ayudas o subvenciones públicas percíbidas.

5. Toda la información será comprensible, de acceso fácil y gratuito y estará a
disposición de las personas con discapacidad en una modalidad suministrada por medios
o en formatos adecuados de manera que resulten accesibles y comprensibles, conforme
al principio de accesibilidad universal y diseño para todos.

Articulo 6. Información institucional, organizatWa y de pianitícación.

1. Los sujetos comprendidos en el ámbito de aplicación de este titulo publicarán
información relativa a las funciones que desarrollan, la normativa que les sea de aplicación
así como a su estructura organizativa. A estos efectos, incluirán un organigrama actualizado
que identiflque a los responsables de los diferentes órganos y su perfil y trayectoria profesional.

2. Las Administraciones Públicas publicarán los planes y programas anuales y
plurianuales en tos que se fijen objetivos concretos, así como las actividades, medios y
tiempo previsto para su consecución. Su grado de cumplimiento y resultados deberán ser
objeto de evaluación y publicación periódica junto con los indicadores de medida y
valoración, en la forma en que se determine por cada Administración competente.

En el ámbito de la Administración General del Estado corresponde a las inspecciones
generales de servicios la evaluación del cumplimiento de estos planes y programas.

Artículo 7. Información de relevancia jurídica.

Las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus competencias, publicarán:

a) Las directrices, instrucciones, acuerdos, circulares o respuestas a consultas
planteadas por los particulares ü otros órganos en la medida en que supongan una
interpretación del Derecho o tengan efectos jurídicos.

b) Los Anteproyectos de Ley y los proyectos de Decretos Legislativos cuya iniciativa
les corresponda, cuando se soliciten los dictámenes a los órganos consultivos
correspondientes. En el caso en que no sea preceptivo ningún dictamen la publicación se
realizará en el momento de su aprobación.

c) Los proyectos de Reglamentos cuya iniciativa les corresponda. Cuando sea
preceptiva la solicitud de dictámenes, la publicación se producirá una vez que estos
hayan sido solicitados a los órganos consultivas correspondientes sin que ello suponga,
necesariamente, la apertura de un trámite de audiencia pública.

U) Las memorias e informes que conformen los expedientes de elaboración de los
textos normativos, en particular, la memoria del análisis de impacto normativo regulada
por el Real Decreto 1083/2009, de 3 de julio.

e) Los documentos que, conforme a la legislación sectorial vigente, deban ser
sometidos a un período de información pública durante su tramitación.

¡ Articulo 8. información económica, presupuestaria y estadística.

1. Los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación dé este titulo debérán hacer pública,
como mínimo, la información relativa a los actos de gestión administrativa con repercusión
económica o presupuestaria que se indican a continuación:

a) Todos lOS contratos, con indicación del objeto, duración, el importe de licitación y
de adjudicación, el procedimiento utilizado para su celebración, los instrumentos a través
de los que, en su caso, se ha publicitado, el número de licitadores participantes en el
procedimiento y la identidad del adjudicatario, así como las modificaciones del contrato.
Igualmente serán objeto de publicación las decisiones de desistimiento y renuncia de los
contratos. La publicación de la información relativa a los contratos menores podrá
realizarse trimestralmente.

Asimismo, se publicarán datos estadísticos sobre el porcentaje en volumen
presupuestario de contratos adjudicados a través de cada uno de los procedimientos
previstos en la legislación de contratos del sector público.
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b) La relación de Tos convenios suscritos, con mención de las partes firmantes, su
objeto, plazo de duración, modificaciones realizadas, obligados a la realización de las
prestaciones y, en su caso, las obligaciones económicas convenidas. Igualmente, se
publicarán las encomiendas de gestión que se firmen, con indicación de su objeto,
presupuesto, duración, obligaciones económicas y las subcontrataciones que se realicen
con mención de los adjudicatarios, procedimiento seguido para la adjudicación e importe
de la misma.

c) Las subvenciones y ayudas públicas concedidas con indicación de su importe,
objetivo o finalidad y beneficiarios.

d) Los presupuestos, con descripción de las principales partidas presupuestarias e
información actualizada y comprensible sobre su estado de ejecución y sobre el
cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera de
las Administraciones Públicas.

e) Las cuentas anuales que deban rendirse y los informes de auditoría de cuentas y
de fiscalización por parte de los órganos de control externo que sobre ellos se emitan.

f) Las retribuciones percibidas anualmente por los altos cargos y máximos
responsables de las entidades incluidas en el ámbito de la aplicación de este título.
Igualmente, se harán públicas las indemnizaciones percibidas, en su caso, con ocasión
del abandono del cargo.

g) Las resoluciones de autorización o reconocimiento de compatibilidad que afecten
a los empleados públicos así como las que autoricen el ejercicio de actividad privada al
cese de los altos cargos de la Administración General del Estado o asimilados según la
normativa autonómica o local.

h) Las declaraciones anuales de bienes y actividades de los representantes locales,
en los términos previstos en la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del
Régimen Local. Cuando el reglamento no fije los términos en que han de hacerse públicas
estas declaraciones se aplicará lo dispuesto en la normativa de conflictos de intereses en
el ámbito de la Administración General del Estado. En todo caso, se omitirán los datos
relativos a la localización concreta de los bienes inmuebles y se garantizará la privacidad
y seguridad de sus titulares.

1) La información estadística necesaria para valorar el grado de cumplimiento y
calidad de los servicios públicos que sean de su competencia, en los términos que defina
cada administración competente.

2. Los sujetos mencionados en el artículo 3 deberán publicar la información a la que
se refieren las letras a) y b) del apartado primero de este artículo cuando se trate de
contratos o convenios celebrados con una Administración Pública. Asimismo, habrán de
publicar la información prevista en la letra c) en relación a las subvenciones que reciban
cuando el órgano concedente sea una Administración Pública.

3. Las Administraciones Públicas publicarán la relación de los bienes inmuebles que
sean de su propiedad o sobre los que ostenten algún derecho real.

Artículo 9. ControL

1. •EI cumplimiento por la Administración General del Estado de las obligaciones
contenidas en este capitulo será objeto de control por parte del Consejo de Transparencia
y Buen Gobierno.

2. En ejercicio de la competencia prevista en el apartado anterior, el Consejo de
Transparencia y Buen Gobierno, de acuerdo con el procedimiento que se prevea
reglamentariamente, podrá dictar resoluciones en las que se establezcan las medidas
que sea necesario adoptar para el cese del incumplimiento y el inicio de las actuaciones
disciplinarias que procedan.

3. El incumplimiento reiterado de las obligaciones de publicidad activa reguladas
en este capítulo tendrá la consideración de infracción grave a los efectos de aplicación
a sus responsables del régimen disciplinario previsto en la correspondiente normativa
reguladora.
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4.

CANTIDAD TOPE PARA ENAJENAR
LOS BIENES ECLESIÁSTICOS SIN AUTORIZACIÓN

DE LA SANTA SEDE

La Conferencia Episcopal Española, en su
1)00(1111 Asamblea Plenaria, de 20 a 24 de noviem

bre de 2006, acordó modificar de nuevo el art. 14.
2 deI Decreto General de la Conferencia (cf.
BOCEE 1, 1984v p. 103), referente a los topes
máximo y mínimo que pueden autorizar los Obts
pos para la enajenación de los bienes eclesiásti
cos, a tenor de lo dispuesto en el canon 1292.

El límite mínimo se fijó en 150.000 euros, y el
límite máximo en 1.500.000 euros.

La Congregación para los Obispos ha dado la
preceptiva ¡ecognitío (cf. c. 455 § 2) a esta disposi
ción mediante el siguiente decreto:

Pmt N 776/2005

CONGREATIO PRO EPISCOPIS

HISPANJAE
De Episcoporum Conferentiae Statutorum

Recognífione

DEGRETUM

Exc.mus R O. Richardus Blásquez Pérez, Con
ferentiae Episcopowm Hispaniae Praeses, ipsius

Conferentiae nomine, ab Apostolica Sede postula
vft ut summa maxima et summa mlnima bonorum
a)ienandorum (can. 7292 7, Codicls luris Canoni-

ci), a conventu plenario Conferentíae ad normam
iuns adprobatae, rite recognoscerentur.

Congregatio pro Episcopis, vi facultatun sibi
- articulo 82 Constitutionis Apostolicae “Pastor
Bonus” tnbutarum et collatis consiliis cum Congre
gatione pro Clericis,propositas summas ratas
habet, íd est:

— E. 1.500.000 summam maximam.
— E. 150.000 summam minimam.

Quapropter, eadem norma, medís so tempori
bus ab ipsa Conferentia statutis, promulgan
poterft.

Datum Romee ex Aedibus Congregationis pro
Episcopis, die 7 mensis Februadi anno 2007.

+ Joannes B. Card. Re, Praef.
+ Franciscus Monterisi, A Secretis

El Secretario General de la Conferencia Episco
pal Española hac’ constar que, conforme a lo dis
puesto en el c. 8 2, el Decreto General sobre los
topes máximo y mínimo que pueden autorizar los
Obispos para la enajenación de los bienes ecle
siásticos comenzará a obligar el treinta de marzo
de 2007.

Madrid, 28 de febrero de 2007

Juan Antonio Martínez Camino
Secretario General de la Conferencia

Episcopal Española

ASAMBLEA PLENARIA
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CONSULTA V1NCULANTE
MINISTERIO Referencia: 0171-13

f -U. DE HACIENDA
YADMINISTRACIONES PÚBLICAS N° CONSULTA:
DIRECCIÓN GENERAL DE TRIBUTOS N° REGISTRO: 2013-02648

SUBOIRECCIÓN: 06

CONSULTANTE (domicilio)
(nombre o razón social) C/Añastro, n°1. 28033-MADRID
CONFERENCIA EPISCOPAL ESPAÑOLA
CIF.: R28003871
Rep. D. Fernando Giménez Barriocanal
NIF: 51387291R

CONCEPTO IMPOSITIVO NORMATIVA
Ley General Tributaria RGAT RD 7 065/2007, art. 42 bis, 42 ter y 54 bis

DESCRIPCIÓN SUCINTA DE HECHOS:
Consulta presentada por la Conferencia Episcopal Española, relativa a si las entidades eclesiásticas
que enumera el apartado 1 del artículo IV del Acuerdo para Asuntos Económicos firmado entre la
Santa Sede y el Estado Español el 4 de diciembre de 1979, no están obligadas a presentar la
declaración de los bienes y derechos que posean fuera del territorio nacional.

CUESTIÓN PLANTEADA:
Dado el carácter universal de la Iglesia Católica y la radicación de las casas centrales de muchas
Comunidades religiosas en el extranjero y habida cuenta que las Entidades Eclesiásticas solo
quedan sometidas al Impuesto sobre Sociedades por los rendimientos e incrementos de patrimonio
que obtengan en territorio español, ¿Están las Entidades Eclesiásticas que enumera el apartado 1
del artículo IV del Acuerdo para Asuntos Económicos firmado entre la Santa Sede y el Estado
Español el 4 de diciembre de 1979 a presentar la declaración informativa?

—101—



N° REGISTRO: 2013-02648

2

CONTESTACIÓN:

De acuerdo con lo establecido en la disposición adicional decimoctava de la Ley 7/2012, de
29 de octubre, y en los artículos 42 bis, 42 ter y 54 bis del Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio,
por el que se aprueba el Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e
inspección tributarias y de las normas comunes de tos procedimientos de aplicación de los tributos,
incorporados a dicho texto por el Real Decreto 1558/2012, de 15 de noviembre, las personas físicas
y jurídicas residentes en territorio español, así como los establecimientos permanentes en dicho
territorio de personas o entidades no residentes están obligadas a presentar una declaración anual
con la finalidad de informar sobre los bienes y derechos poseídos en el extranjero.

En el supuesto objeto de consulta, se plantea si las Entidades Eclesiásticas que enumera el
apartado 1 del artículo IV del Acuerdo para Asuntos Económicos firmado entre la Santa Sede y el
Estado Español el 4 de diciembre de 1979 están obligadas a presentar la mencionada declaración
informativa.

El Acuerdo de 10 de octubre de 1980 acerca de la aplicación del Impuesto sobre Sociedades
a las Entidades eclesiásticas elaborado por la Comisión Técnica Iglesia-Estado español, en
cumplimiento del Acuerdo sobre asuntos económicos entre España y la Santa Sede de 4 de
diciembre de 1979, establece, en su norma segunda, que regula la aplicación territorial, que: aDado

el carácter universal de la Iglesia Católica y la radicación de las casas centrales de muchas
Comunidades religiosas en el extranjero, las Entidades eclesiásticas sólo quedarán sometidas al
Impuesto sobre SocIedades por los rendimientos e incrementos de patrimonio que obtengan en
territorio español. “.

Es decir, las Entidades eclesiásticas afectadas por el referído Acuerdo, estarán sujetas al
Impuesto sobre Sociedades español sólo y exclusivamente respecto de las rentasque obtengan en
territorio español, y no sujetas respecto de las rentas que obtengan fuera del mismo, lo que supone
aplicar el principio de territorialidad, con carácter excepcional, para este tipo de entidades.

Es preciso, por otra parte, tener en cuenta lo dispuesto en la exposición de motivos de la Ley
7/2012, de 29 de octubre, de modificación de la normativa tributaria y presupuestaria y de
adecuación de la normativa financiera para la intensificación de las actuaciones en la prevención y
lucha contra el fraude, en la que, respecto de la obligación de información a la que se refiere la
consulta señala:

“(...) La globalización de la actividad económica en general, y la financiera en
particular, así como la libertad en la circulación de capitales, junto con la reproducción
de conductas fraudulentas que aprovechan dichas circunstancias, hacen aconsejable
el establecimiento de un obligación específica de información en materia de bienes y
derechos situados en el extranjero. (...) “.

Por otra parte, en el preámbulo de la citada Orden HAPI72/201 3 se señala que: «... la Ley
35/2006 de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de
modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, de Ja Renta de no Resientes y
sobre el Patrimonio y el texto refundidos de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el
Real Decreto Legislativo4/2004, de 5 de marzo, han regulado consecuencias específicas para los
contribuyentes obligados a tributar por dichos impuestos por la integridad de su renta, por lo que,
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claramente, la totalidad de dichos sujetos resulta también obligada a cumplimentar la nueva
declaración informativa»

En consecuencia, del conjunto normativo expuesto más arriba, dada la evidente conexión
entre las reiteradas obligaciones de información con el control del cumplimiento de las obligaciones
tributarias materiales que vinculan a los distintos sujetos, es posible concluir que las Entidades
eclesiásticas a las que resulte de aplicación el Acuerdo de 10 de octubre de 1980, y por tanto, su
norma segunda sobre aplicación territorial del Impuesto sobre Sociedades, no resultan obligadas a
la presentación de la declaración informativa sobre bienes y derechos en el extranjero.

Lo que comunico a Vd. con efectos vinculantes, conforme a lo dispuesto en el apartado 1 del
artículo 89 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

MINISTERIO DE HACIENDA y AA.pp.
REGISTRO GENERAL DG. TRIBUTOS

SALIDA
Nade Reglstro• 00309373
N° Ccnulta/InformeV7184l3
Fecha: 09/04/2073

Madrid, 9 de abril de 2013
EL DIRECTOR GN ERAL DE TRIBUTOS
P.D. f, es./4004Jde 30 de julio; ROE 13.08.04)
EL SBDIRCT GENERAL DE TRIBUTOS

t / p’ ,v,

N° REGISTRO: 201 3-02648

3
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1. SEGURIDAD SOCIAL DEL CLERO DIOCESANO

1. Real Decreto regulador de la Seguridad Social del Clero Diocesano

REAL DECRETO 2398/7977, de 27 de agosto,
pote! que se regula la Seguridad Social del Cle
ro (1).

La vocación expansiva de la Seguridad Social tien
de a recoger en el ámbito de su acción protectora el
aseguramiento de todos los riesgos sociales que
afectan a los distintos grupos o colectivos de perso
nas; en consonancia, con todo ello, parece llegado
el momento de extender la cobertura de la Seguridad
Social a los Ministros de la Iglesia Católica y demás
Iglesias y Confesiones Religiosas, en los que con
curren, básicamente, las condiciones para su efectiva
integración en el ámbito de nuestra Seguridad So
cial, si bien reservando a las normas que hayan de
concretar y desarrollar cuanto antecede la adecuada
regulación e inclusión de cada uno de los colectivos
contemplados, en atención a las peculiaridades y
características de cada uno de ellos, pero iniciándose
ya respecto al colectivo formado por los Clérigos
diocesanos de la Iglesia Católica.

El artículo sesenta y uno de la Ley General de la
Seguridad Social, de treinta de mayo de mit nove
cientos setenta y cuatro, regula la extensión del cam
po de aplicación del Régimen General, determinando
en su número uno la inclusión obligatoria en el mis
mo de los trabajadores por cuenta ajena o asimila
dos, y disponiendo en su número dos, apartado h),
que el Gobierno, por Decreto, y a propuesta del
Ministro de Trabajo, podrá establecer la indicada
asimilación respecto a cualesquiera otras personas
para las que se estime procedente por razón de su
actividad. Por otra parte, el número dos del artículo
ochenta y tres de la mencionada Ley prescribe que
en la propia norma en que se dispong la asimilación
se determine el alcance de la protección otorgada.

(1) “B.O.E.”, 19 septiembre 1977, p. 20987.

Los Clérigos diocesanos de la Iglesia Católica son
susceptibles de la referida asimilación, pues concu
rren en su actividad las características necesarias a
este respecto, básicamente el desarrollar una acti
vidad pastoral al servicio de la comunidad bajo las
órdenes y directrices de los Ordinarios de las dis
tintas Diócesis. Todo ello permite incluir a dichos
Clérigos, y a sus familiares que tengan la condición
de beneficiarios, en el campo de aplicación del Ré
gimen General, de manera que puedan, por tanto,
beneficiarse de la acción protectora de dicho Régi
men, con la exclusión tan sólo de aquellas situacio
nes y contingencias que no resulten aplicables por
las características propias del colectivo.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Sanidad
y Seguridad Social, de conformidad en lo sustancial.
con el dictamen del Consejo de Estado, y previa
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión
del día veintiséis de agosto de mil novecientos se
tenta y siete,

DISPONGO:

Art 1. Uno. Los Clérigos de la Iglesia Católica y
demás Ministros de otras Iglesias y Confesiones Re
ligiosas debidamente inscritas en el correspondiente
Registro del Ministerio de Justicia quedarán inclui
dos en el ámbito de aplicación del Régimen General
de la Seguridad Social, en las condiciongs que re
glamentariamente se determinen.

Oes. Quedan asimilados a trabajadores por cuenta
ajena, a efectos de su inclusión en el Régimen Ge
neral de la Seguridad Social, los Clérigos diocesanos
de la Iglesia Católica, en la forma establecida por el
presente Real Decreto,

DOCUMENTOS SOBRE LA
SEGURiDAD SOCIAL DEL CLERO YDE
LAS RELIGIOSAS CONTEMPLA TWAS
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Art. La acción protectora, por lo que res
pecta al cotefivo a que se refiere el número dos del
artículo anterior y sus familiares que tengan la con
dición de beneficiarios, será la correspondiente al
Régimen General de la Seguridad Social, con las
siguiéntes exclusiones:

a) Incapacidad laboral transitoria e invalidez pro
visional y subsidio por recuperación profesional.

b) Protección a la tamilia.
c) Desempleo.

Dos. Las contingencias de enfermedad y acciden
te, cualquiera que sea su origen, se considerarán,
en todo caso, como común y no laboral, respectiva
mente, siéndoles de aplicación el régimen jurídico
previsto para éstas en el Régimen General de la
Seguridad Social.

Art. 3Q Uno. La base única mensual de cotización
para todas las contingencias y situaciones incluidas
en la acción protectora estará constituida por el tope
mínimo de la base de cotización vigente en cada
momento en el Régimen General de la Seguridad
Social.

Des. El tipo único de cotización será el vigente
en cada momento en el Régimen General de la Se
guridad Social, deducción hecha de las fracciones
correspondientes a las contingencias y situaciones
excluidas de la acción protectora, en virtud de lo
establecido en el articulo segundo del presente Real
Decreto.

Art. 42 Uno. A los efectos de lo previsto en el
presente Real Decreto, las Diócesis asumirán los

derechos y obligaciones establecidos para los em
presarios en el Régimen General de la Seguridad
Sociat.

Dos. Los sujetos afectados por lo establecido en
el presente Real Decreto quedarán incluidos, a efec
tos de encuadramiento mutualista, en la Mutualidad
Laboral de Actividades Diversas.

DISPOSICION FINAL

Se faculta al Ministerio de Sanidad y Seguridad
Social a resolver cuantas cuestiones de carácter ge
neral puedan plantearse en aplicación del presente
Real Decreto, que entrará en vigor el dia uno de
enero de mil novecintos setenta y ocho.

DISPOSICION TRANSITORIA

Hasta tanto se mantenga en el Régimen General
de la Seguridad Social el sistema transitorio de co
tización a que se refiere el número cinco de la dis
posición trasitoria tercera de la Ley General de la
Seguridad Social de treinta de mayo de mil nove
cientos setenta y cuatro, el tipo de cotización a que
se refiere el articulo tres del presente Real Decreto
será el correspondiente a la base tarifada.

Dado en Palma de Mallorca. a vintisiete de agosto
de mil novecientos setenta y siete.

JUAN CARLOS

/
:z

El Ministro de Sanidad y Seguridad Social,
ENRIQUE SANCHEZ DE LEON PEREZ
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DISPOSICION TRANSIT9RIA SEGUNDA

Los titulares do autorizaciones de transporte público y pri
vado, do ámbito local, que a la entrada en vigor de esta Ordan
tuvieren reconocida la facultad de realizarlo con ámbito pro
vincial podrán seguirla ejerciendo. Igualmente las autorizaciones
de transporte público de marceadas de ámbito local serán vá
lidas para la realización de éetos, bien con carga completa, bien
con carga fraccionada.

DISPOSECION DEROGATORIA

A la entrada cn vigor de esta Orden quedará derogada la
de 25 de iuoio de 1977 y cuantas dispos!ciones do igual o in
ferior rango se opongan a lo previsto en la misma.

Lo que comunico a V. 1,
Dios guarde aV. 1.
Madrid. 29 de diciembre do 1977.

TS,ADO FERNANDEZ-URRUTIA

Ilmo. Si-. Director general do Transportes Terrestres.

MINISTERIO DE SANIDAD
Y SEGURIDAD SOCIAL

31585 ORDEN de 19 de diciembre de 1977 por la Que se
regulan determinados aspectos relativos e la in
clusión del Clero Diocesano de lo Iglesia Católica
en el Régimen General de lo Seguridad Serial.

II us b’Lsi•mo señor:

Dispuesta en el Real Decreto 239a/t977, de 27 de agosto,
por el que se regula la Seguridad Social del Clero, la asimila
cióa a trabajadores por cuenta ajena de los clérigos diocesanos
de la Iglesia católica, a efoctos do su inclusión en el Régimen
General de la Seguridad Social, se baco necesario dictar nor
mas que desarrollen determinados aspectos de dicha inclusión.
en relación con les particularidades que concurren en el co
lectivo de referencia, al tiempo que so dictan normas transite
cine para evitar los desfases iniciales que pudieran producirse
en la pittecclóo por la Seguridiad Social del Clon Diocoseno
de la Iglesia Católica.

En sü virtud, este Minisierio, en uso do las facultades que le
con fiera el apartado 1,) dei número 1 del articulo 4.’ de [a Ley
Geocrat de la Seguridad Social, dispone;

Articulo L Queden asimilados a trabajadores por cuenta
ajena, a efectos de su inclusión en el Régimen General de la
Seguridad Social, tus clérigos diocesanos de la Igiasia Católica,
eatnodiúndoso por tales los clérigos que desarrollen su activi
dad pastoral al sos-vicio de Orgaoiemos diocesanos o supradio

-oesanoe por designación del Oniinnrie-compoteate; Y peroiban
por ello la dotedó base para ea sustentación.

Art. 2.’ Una. La acción protectora, por lo que respecta al
colectivo a que se refiere el articulo anterior y sus familiares
que tengan la condición de beneficiarias, eerá la correspon
diente al Régimen GeneraL de la Seguridad Social, con las el-
Clientes exclusiones;

a) Incapacidad laboral transitoria o Invalidez provisIonal y
subsidio por recuperación profesional.

bi Protección a la fantilia,
ç1 Desempleo,

Dos. Las contingencias de enfermedad y úccídente, cual
quiera que sea su origen, se considerarán, en todo caso, como
común y no laboral, respectivamente, sléndoles de aplicación
el Régimen Jurídico previsto para éstas en el Régimen General
do la Seguridad Social.

Art. 3.’ Uno. La base única mensual de cotización pare
todas las contingencias y situaciones incluidas en la acción pro
tectora estará constituida por el tope mínimo de la base de
cotización pat-a trabajadores mayos-es de dieciocho años vigente
par5 cada momento en el Régimen General de la Seguridad So
cial, esa ei incremento correspasdiecte pagas eztraordjna-
cies.

Des. El tipo único de cotización será el vigente en cada
momento en el Régimen General de la Seguridad Social, de
ducción hecha de las fracciones correspondientes a las contin
gencias y aliuacionas ezcioldas de la acción prtectora.

Art. 4’ Uno. A los efectos de lo previsto en la presenta
Orden, las Diócesis y Organ’ismos supradiocesanos asumirán
los derechos y obligaciones establecidos para les emprimizios uit

el Régimen General de la Segljrided Social. -

Dos. Los sajelas afectados por lo establecido en la presente
Orden quedarán incluidos, a erados de encuadramiento mu
tualista, en la Mutuolided Laboral de Actividades Diversas.

Art 5.’ Las Dióresis y Organismos supradiocoasnos solicita
rán su in;cripción en el Régimen General de la Seguridad
Social en la Delegación Provincial del Instituto Nacional do
Previsión qoe tarriiorialmenta corresponda. Caso de que los
citados, entes oxüendsn su jurisdiooión a vicies provincias la
solicitud de inscripción, se presentará en cada una do las De
legaciones de las provincias corrcspondienies.

Art. 5.’ - Uno. 1.a liquidación de las cuentas se llevará a
cebo por trimestres natoraies vencidos y en un solo acto, y
en importe so ingresará dentro dol primer mes dol trimestre
siguiente. -

Vos. No obstante, lq Dirección General de Porsoaec Ges
tión y Financiación podrá autorizar, en atención a las cir
cunstancia concurrentes en las Diócesis u Organismas supra
diecesanos, la liquidación de cuotas por períodos diferentes al
establecido en el párrafo anterior. -

DISPOSICION FINAL

Se faculte a la Dirección General de Prestaciones para re
solver cuantas cuestiones de carácter general puedan planteas-
se, en aplicación de la presente Orden, que entrará en vigor
el dic 1 de enero de 1978.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Prjoirra.—A efectos del reconocimiento del derecho a las
prestaciones de invalidez i;ermanente. )ubiiación y muerte y
supervivencia, los clértgoe qbe el 1 de enero de 1e78 estuvieran
comprendidos en el atticulo 1.0 de la presente Orden podrán
ingresar la fracción de cuota dul Régimen General eaignada a
las contingencias y situaciones antes citad*ie, correspondiente
a periodos anteriores a la entrada en vigor do la presente Or
den, quo estén cubiertos en le consiguiente Entidad de pre
visión del Clero, con arroglo a las siguientes condiciones,

1.’ Si tuvieran cumplida la edad da cincuenta y cinco aRos
el 1 de enero de 5979, podrán hacer el ingreso por los períodos
comprendidos entre 1 de enero de teca y al día en que el clérigo
hubiera cumplido dicha edad, con ia fecha tepe de 1 de enero
de ita?.

2.’ Supuesto que se produzca el hecho causante de las pres
taciones de inválidez permanente o mssorte y soporvivencia, el
ingrese se efectuará, con ffldepcndezicia de la edad del intere
sado, por el período necesario para completar el mioimo de
cotización exigido para dichas contingencias.

3.’ Los ingresos se harán efectivos, a través de la Mutuali
da del Clero Español, en la Motualidad Laboral de Activida
des Diversas.

4,0 tse cgntidades a ingresar se calcularán de acuerdo con
la cuantía del salario minimo interprofesional para trabajadores
mayores de dieciocho años y las consiguientes fracciones del
tipo de cotización, que hayen estado vigentes en ceda una
de los momentos comprendidos on el periodo de que, en ceda
caso, se trata.

Segunda.—Hasta Lauto so manteoga en el Rdgimcn General
de la Seguridad Social ol sistema transitorio do cotización a
que so refiere et número 5 de le disposición transitoria tercera
de la Ley General de ¡a Seguridad Social de 30 de mayo de 1974,
el tipo da cotización a que, se refiere el articulo 3 de la pre
sente Orden será el correepondiente a la base tarifada.

Lo digo a y, j. para st conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. 1.
Madrid, 19 de diciembre de 1977.

fimo. Sr, Subsecretario del Depsrtamantq.

SANCHEZ DE LEON
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MINISTERIO
DE EDUCACIÓN Y CIENCIA

22109 CORRECCIÓN de errores del Real Decreto 977/
200Z de 13 de julio, sobre deportistas de alto
nivel y alto rendimiento.

Advertidos errores en el Real Decreto 977/2007, de 73de julio. sobre deportistas de atto nivel y alto rendimiento,publicado en el «Boletín Oficial del Estado» número 177,de 25 de julio de 2007, se procede a efectuar las oportunasrectificaciones:
En la página 32244, primera columna, en el articulo 9,apartado 1, en todos los lugares donde dice: «deportistasde alto nivel», debe dedr «deportistas de alto nivel y dealto rendimiento».

En el anexo de! Real Decreto, publicado en el «BoletínOficial del Estado» número 178, de 26 de julio de 2007, ensu apartado titulado «Criterios generales de integraciónde los deportistas», páginas 32437, 32438 y 32439, dondedice: «Campeonato con participación> 70 países», debedecir: «Campeonato con participación <10 países».

MINISTERIO DEIRABAJO
Y ASUNTOS SOCIALES

22710 REAL DECRETO 7673f200Z de 7 de diciembre,por el que se modifica el Real Decreto 2398/7977 de 27 de agosto, por el que se regula laSeguridad Social del Clero.

Él Real Decreto 2398/1977, de 27 Ie agosto, por el quese regula ta Seguridad Social del clero, extendió a los ctérigos diocesanos de la Iglesia Católica Ja cobertura de FaSeguridad Social, a través del Régimen General, mediantela vía de ta asimilación prevista en el articulo 61.2.h) de laentonces vigente Ley General de la Seguridad Social, de30 de mayo de 1874.
El ámbito de la acción protectora que se estableció fueel mismo del Régimen General, con excepción de aquellas situaciones y contingencias que no resultaban aplicables por las características del propio colectivo, entre lasque figura la protección a la familia.
Ahora bien, desde el año 1977, la sociedad españolaha experimentado una gran evolución que ha tenido sureflejo en la normativa de la Seguridad Social.Concretamente, por lo que se refiere al ámbito de lasprestaciones familiares y como consecuencia de una intensificación de las medidas de apoyo tanto a la familia ensentido estricto como a instituciones que vienen a cumpliralgunas de sus funciones, como es el caso del acogimientofamiliar, se ha producido una extensión de los supuestosen que se tiene acceso al derecho a aquéllas.Igualmente, la multiplicación de los desplazamientosde personas que comportan las sociedades modernas, daorigen a que se asienten en España sacerdotes de ritogreco-latino que pueden tener obligaciones familiares.Las circunstancias reseñadas desvirtúan las razones porlas que las prestaciones familiares fueron inicialmente exduidas del ámbito de aplicación del Real Decreto 2398/1977,de 27 de agosto, por lo que resulta necesario adaptar elcontenido de éste a las circunstancias actuales.

De otro lado, resulta conveniente actualizar el resto delas exclusiones de la acción protectora que figuran en elReal Decreto 2398/1977, de 27 de agosto, ya que, de unlado, se han introducido en el ámbito de la SeguridadSocial nuevas prestaciones como las de maternidad, quehan adquirida sustantividad propia, paternidad, riesgodurante el embarazo y riesgo durante la lactancia natural,que, en cierta forma y de una manera más limitada y parcial, se atendían a través de la antigua incapacidad laboraltransitoria y, por ello, se considera que deben seguirsiendo objeto de exclusión. De otro lado, han sido suprimidas las prestaciones de invalidez provisional y subsidiopor recuperación, cuya mención en la norma reglamentaria resulta ya superflua.
En la tramitación de este real decreto ha emitidoinforme la Conferencia Episcopal Española.
Este real decreto se dicta de conformidad con lo previsto en los artículos 97.2.m) y 114.2, y en la disposiciónfinal séptima del texto refundido de la Ley General de laSeguridad Social, aprobado por el Real Decreto legislativo 111994, de 20 de junio.
En su virtud, a propuesta del Ministro de Trabajo yAsuntos Sociales, de acuerdo con el Consejo de Estado yprevia deliberación del Consejo de Ministros en sureunión del dia 7 de diciembre de 2007,

DISPONGO:

Artículo único. Modificación del Real Decreto 2398/797de 27 de agosto, por e! que se regula la SeguridadSocia! del clero.

El apartado 1 deI artículo 2 del Real Decreto 2398/1977,de 27 de agosto, por el que se regula la Seguridad Socialdel clero, queda redactado en los términos que se indicana continuación:

«1. La acción protectora, por lo que respecte alcolectivo a que se refiere el apartado 2 del artículo anterior y sus familiares que tengan la condición de beneficiarios, será Ja correspondiente al Régimen General dela Seguridad Social, con las siguientes exdusiones
a) Incapacidad temporal, maternidad, paternidad, riesgo durante el embarazo y nesgo durante Falactancia natural.
b) Desempleo.»

Disposición final primera. Título competencial.

Este real decreto se dicte al amparo de lo dispuesto enel articulo 14.9.1.17.8 de la Constitución, que atribuye alEstado la competencia exclusiva en materia de régimeneconómico de la Seguridad Social.

Disposición final segunda. Facultades de aplicación ydesarrollo.

Se facu)ta al Ministro de Trabajo y Asuntos Socialespara dictar las disposiciones necesarias para la aplicacióny desarrollo de lo que se dispone en este real decreto.

Disposición fina! tercera. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el dia siguienteal de su publicación en el «Boletin Oficial del Estado».
Dado en Madrid, el 7 de diciembre de 2007.

El MinIstro d&TrabaJo y Asuntos Soda)s.
JE5QS cAcoER SÁNCHEZ-CAEITÁN

JUAN CARLOS R.
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MINISTERIO DE TRABAJO DICCION GfNE1 Jurge Jua11, 59
Y SEGURIDAD SOCIAL rn ORDENACION JUIUDICA MADRID 28071

Secretaría General Y ENTIDADES
para ¡a Seguridad Social coiiiouois

lelcfoLw: 5774192

DE LA SEGURIDAD
SOCIAL

Fecha: 16 de noviembre de 1993.
Ref.: JAPILab
Asunto: NSI.: 182/93.

Es de referencia su escrito de fecha 11 de! presente mes, prot. n. 422/93, mediante el oue
solícita aclaración sobre el alcance de la Resolución de la entonces Dirección General de
Régimen Económico y Jurídico de la Seg.iridad Social, de 2 de febrero de 1984, por la que se
estabieceñ criterios en relación con las ctividades ministeriales de los sacerdotes que son
compatibles con la percepción de la pensión de jubilación.

En tal sentido, esa Conferencia Episcopal Española solicita aclaración sobre lOS siguientes
extremos:

— Cuando un sacerdote solicitá la pensión de jubilación, ¿debe cesar en el oficio
eclesiástico que ‘enía desempeñando o puede seguir en el mismo, con tal de aus a!
comenzar el percibo de la pensión deje de recibir por su oficio la dotación base para su
sustentación?.

— ¿La percepción de la pensión de jubilación de la Seguridad Social es incompatible con
el desempeño de un oficio ectesistico remunerado de forma que perciba por ello la
dotación base para su sustentación?.

En relación con las cuestiones pianteads, debe considerarse la siguiente:

a) De conformidad con lo dispuesto en el artículo 156.2 deI Texto Refundido de la Ley
General de la Seguridad Social, aprobado por Decreto 2065/1974, de 30 de mayo
(BB.00.EE. núms. 173 y 174, de 20 y 22 de julio de 1974), la pensión de jubilación del
Régimen General de la Seguridad Social —Régimen en el que están encuadrados los

sacerdotes de la Iglesia Católica— s incompatible con el trabajo del pensionista, con las

salvedades y en los términos que reglamentariamente se determinen.

Las previsiones reglamentarias están contenidas en la Orden del entonces Ministerio de

Trabajo de 18 de enero de 1967, por la que se establecen normas para la aplicación y
desarrollo de la prestación dé vejez en el Régimen General de la Seguridad Social

fB.O.E. de 26 de enero de 1967). En el artículo 16 de la misma se establece que el

disfrute o la percepción de la pensión de vejez o jubilación será incompatible con todo

trabajo del pensionista, que dé lugar a su inclusión en el Régimen General o en alguno

de ¡OS Regímenes Especiales de la Seguridad Social.

En definitiva, la peepción de la pensión de jubilación por un sacerdote de la Iglesia

Católica será incompatible con una actividad que dé lugar a su inclusión en la Seguridad
Social.
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b) Planteada así la cuestión, se trata de dilucidar si la percepción de la pensión de
jubilación por un sacerdote de la Iglesia Católica es o no incompatible con el ejercicio por
aquél de un oficio ecIesistico.

En tal sentido, hay que tener en cuenta que el artículo 12 de la Orden del entonces
Ministerio de Sanidad y Seguridad Social, de 19 de diciembre de 1977, por la que se
regulan determinados aspectos relativos a la inclusión del Clero Diocesano de la Iglesia
Católica en el Régimen General deJa Seguridad Social (B.O.E. de 31 de diciembre de
1977) dispone que quedan asimilados a trabajadores por cuenta ajena, a efecto de su
inclusión en el Régimen General de la Seguridad Social, los clérigos diocesanas de lá
Iglesia Católica, entendiendo por tales los clérigos que desarrollen su actividad pastoral
al servicio de Organismos diocesanos o supradiocesanos por designación del Ordinario

• competente, y perciban por ello la dotación base pata su sustentación.

Ccnsecuenternente, la inclusión en el Régimen General de la Seguridad Social de los
sacerdotes de la Iglesia Catálica en los términos previstos en el Real Decreto
2398/1977, de 24 de agosto, yen la mencionada Orden de 19 de diciembre de 197Y,
queda condicionada a dos circunstancias concurrentes: de una parte, al ejercicio de una
actividad pastoral al servicio de un Organismo diocesano por designación del Ordinario,

• y, de otra, a la percepción por esa actividad de una dotación base para sustentación.

c) De acuerdo con las normas anteriormente citadas, un sacerdote que ejerciera la actividad
pastoral y percibiese por ello una dotación base pata su sustentación seguiría reuniendo
los requisitos exigidos para su inclusión en el Régimen General de la Seguridad Social,
por tanto, no podría percibir la pensión de jubilación al incurrir en incompatibilidad, de
conformidad con el artículo 156.2 de la Ley General de la Seguridad Social y el artículo
16 de la Orden de 18 de enero de 1967.

Este mismo criterio es el que se contiene en la Resollución de la entonces Dirección
General de Régimen Económico y Jurídico de la Seguridad Socia!, de 2 de febrero de
1984, en la que la se concluía que el sacerdote de la Iglesia Católica que perciba una
pensión de jubilación no podrá realizar actividades que den lugar a la percepción de una
remuneración o dotación base para su sustentación.

A sensu contrario, habría de entenderse que cuando un sacerdote realice una actividad
pastoral por designacián del Ordinario, sin que perciba por ello la dotación base pata su

• sustentación, no reúne todos los reuisitos exigidos en la Orden de 19 de diciembre de
1977 para seguir incluido en el Régimen General de la Seguridad Socia!, y, en
consecuencia, esa actividad no retribuida no sería incompatible con la percepción de la
pensión de jubilación.

Por lo anteriormente expuesto, esta Dirección General, en base a las competencias atribuidas
por e! articulo 15 deI Real Decreto 530/1985, de 8 de abril, en la redacción dada por el Real
Decreto 1619/1990, de 30 de noviembre, y ante la consulta formulada desde esa Conferencia
Episcopal, resuelve que la percepción de la pensión de jubilación por un sacerdote de la Iglesia

—112—



c

U)
C

C
tI
-a

a)
c)

-
a
í

a)
-D

oø
c-o

a)U
,

‘Oa
)
’

c
i

a)

cO
Q

.

•o
G)a)

_a
a

ci
,14=

o
c

o
a)

.
‘O

G)-
a)

w
—

o
‘cxi
•;5

i

C)
O

a)
U)

D
r::)-)

co

b
:

.

o-Jw

O
o-

wL
L

-

z
4

)

O
c•)

wow1—zwo0
)

wa
:

oocc)

wOoou)cOoNa
:

o
’
z

0
C

L
>

0
)

w
w

>

(‘5

X
c
i.

w
w

-

o

‘1

b
C

f)

0
<



BERNARDO HERRAEZ RUBIOCON FERENCIA
EPISCOPAL VICESECRETARIO PARA ASUNTOS ECONOMICOS

ESPAÑOLA

Madrid, 3 de octubre de 1997

Excmo. Sr. D. Juan Carlos Aparicio Pérez
Secretario de Estado
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social
MADRID

Excmo. Señor.

La Conferencia Episcopal asumió en su día con gran interés el contenido de la Resolución de
la Dirección General de Ordenación Jurídica y Entidades colaboradoras de la Seguridad Social
de 16 de noviembre de 1993 sobre la compatibilidad del ejercido gratuito del ministerio
sacerdotal y la situación de jubilados de los sacerdotes mayores de 65 años.

Ello no obstante, en algunas Diócesis han surgido dudas sobre la legalidad de ciertos puntos
concretos que convendría aclarar.

Por ello, y en nombre de la Conferencia Episcopal Española, hago 155 siguientes consultas:

Primera consulta: ¿Los sacerdotes al servício de una Diócesis están ligados a
esta, desde el punto de vista de la legislación civil,

Entendemos que no hay contrato de trabajo ni. puestos de trabajo en el sentido laboral. Por
consiguiente no son trabajadores por cuenta ajena. Simplemente, y a los efectos de su
inclusión en el Régimen General de la Seguridad Social, son asimilados a trabajadores por
cuenta ajena.

Segunda consulta: ¿j%s..sacerdotesjubiIadps, que han dejado de percibir la
dotación base para déWpercibir algunos complementos en
concepto de donativos o estipendios de forma que se garantice desde la Diócesis
su congrua sustentación?. ¿Son compatibles dichos complementos con la
percepción de la pensión?

Entendemos que sí. Estos complementos o estipendios son considerados como ayudas
asistenciales y nunca como contraprestadón de su trabajo.

Tercera consulta: ¿Afecta los derechos de la Içjn civil el que el sacerdote
jubilado civilmente y que continúa ejerciendo sü írio, sin contraprestación
que pueda considerarse un salario o dotación base, continúe adisposición del

—1 14—
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CONFERENCIA
EPISCOPAL

ESPAÑOLA

BERNARDO HERRAEZ RUBIO

VICESECRETARIO PARA ASUNTOS ECONOMICOS

Obispo como exige el Código de Derecho Canónico en lo que se refiere a
residencia, lugar de actuación ministerial, ejercicio de caridad y apostolado?

Entendemos que el hecho de la jubilación civil no modifica el estatuto eclesial regulado por el
Derecho Canónico y el Ordinario tiene plena facultad para ejercer sobre cada sacerdote el
poder de jurisdicción que supone la incardinación en la Diócesis exactamente igual que antes
de su jubilación.

Cuarta consulta: ¿La respuesta de la Dirección General de Ordenación Jurídica de
la Seguridad Social de 16 de Noviembre de 1993 a consulta de la Conferencia
Epíscopal, así como la respuesta a estas consultas, son contestaciones
meramente informativas y no vinculantes para la administración o tienen valor
jurídico ante posibles procedimientos de inspección por parte de la Seguridcí
Social?.

Nosotros entendemos que tiene carácter vinculante.

En espera de la respuesta de esa Secretaría de Estado para la Seguridad Social, que
agradecemos vivamente, reciba el testimonio de nuestra estima y respeto.

Mons. Bernardo Herráez Rubio

Vesecretario para Asuntos Económkos
de Conferencia Episcopal Española

AÑASTRO. 1. MADRID 28O3EL(91) 343 96 19. FAX.: (91) 343 96 16



MINISTERIO DE TRABAJO El Secretario de Estado Agustín de Beffiencourt, 4

Y ASUNTOS SOCIALES la Segundad Social 2O71 MADRID
Teléfono 534 43 46
Fax: 553 98 89

Madrid, 14 de Octubre de 1997

CÓNFERENCIA EPISCOPAL ESPAÑOLA
c/ Añastro, 1
28033 Madrid

En contestación a su carta del pasado día 3, me complace ofrecerle el criterio de
esta Secretaría de Estado, en relación con las consultas planteadas, criterio que es
coincidente con el plasmado en la Resolución de 16 de Noviembre de 1993, de la
entonces Dirección General de Ordenación Jurídica y Entidades Colaboradoras.

En el ámbito civil, y desde el punto de vista del Ordenamiento jurídico-laboral,
los sacerdotes al servicio de una Diócesis no están ligados a ella por contrato de
naturaleza laboral, si bien, a los únicos efectos de dispensarles una protección social
adecuada, la normativa reguladora del Sistema de Seguridad Social los asimila a
trabajadores por cuenta ajena, para incluirles de esta forma en el Régimen General de la
Seguridad Social. Así se desprende sin lugar a dudas, del contenido del artículo 1.2 del
RD. 2398/1977, de 27 de Agosto, así como del artículo 1 de la Orden de 19 de
Diciembre de 1977.

Ahora bien, esta consideración resulta aplicable sólo en aquellos casos en los que,
de forma simultánea, concurren dos requisitos “sine qua non”: cuando los sacerdotes,
además de desairoliar su actividad pastoral al servicio .d.e fga4ismos dioccaaros 3

supradiocesanos por designación del ordinario competente, perciben por ello la dotación
base para su sustentación. La ausencia de cualquiera de ellos determinaría la no inclusión
de los afectados en el campo de aplicación del Régimen General de la seguridad Social.

Por otra parte, tanto el artículo 165 del Texto Refundido de la Ley General de la
seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de Junio, como
el artículo 16 de la Orden de 18 de Enero de 1967 por la que se establecen las normas de
aplicación y desarrollo de la prestación de jubilación en el Régimen General de la
Seguridad Social, vienen a declarar la incompatibilidad del disfrute de la pensión con el
trabajo del pensionista que dé lugar a su inclusión en el campo de aplicación del Régimen

General o de alguno de los Regímenes Especiales del Sistema. Partiendo de esta
consideración, los sacerdotes que perciben pensión de jubilación a cargo del Sistema de
Seguridad Social, no podrán compatibilizar su percepción con la dotación base que
venían percibiendo con anterioridad para su sustento, sin perjuicio que, desde la Diócesis
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puedan establecerse complementos de pensión con la finalidad de mejorar su situación.
Por lo demás, la situación de los sacerdotes tías la jubilación civil, sigue sometida al
Derecho Canónico, conservando el derecho a percibir pensión de jubilación en tanto que,
por la actividad pastoral que desarrollen por desígnción del Ordinario, no perciban una
dotación base, es decir, en tanto no concurran en ellos los dos requisitos que, tal y como
hemos indicado con anterioridad, determinarían su inclusión en el Régimen General de la
Seguridad Social.

La respuesta procedente de la entonces Dirección General de Ordenación
Jurídica, a las consultas evacuadas, igijalmente, por esa Conferencia Episcopal, en la que
se plasman los criterios ya expuestos, tiene carácter vinculante para la administración, ya
que adopta la forma de Resolución dictada en el ejercicio de las competencias de
interpretación de las normas y disposiciones que afectan al Sistema de Seguridad Social,
atribuidas en su día por el artículo 15 del Real Decreto 530/1985, de 8 de Abril, y
actualmente por el artículo 3.1.c) del Real Decreto 1888/1996, de 2 de agosto. Al
margen de estas disposiciones, debemos recordar que en el ámbito del Derecho
administrativo resulta de aplicación la Teoría de los ‘cactos propios”, conforme a la cual
la Administración Pública queda sometida y vinculada a sus propios actos.

Atentamente

Juan Carlos Apaticio Perez

—11 7—



II. SEGUROAD SOCIAL DE LAS RLIGOSAS CONTEMPLATWAS

1. Decreto por el que se incorpora a la Seguridad Social a los religiosos y religiosas

REAL DECRETO 3325/1981, de 29 de diciembre,
por el que se incorpora al Régimen Especial de
la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuen
ta propia o Autónomos a los religiosos y religiosas
de la Iglesia Católica (1).

La inclusión de los religiosos y religiosas de la
Iglesia Católica ec el sistema de la Seguridad Social
ha sido una aspiración constante de este colectivo,
expresada a través de las reiteradas peticiones efec
tuadas en este sentido por las Conferencias Espa
ñolas de religiosos y religiosas.

Parece oportuno considerar la pretensión men
cionada, a cuyo efecto es preciso tener en cuenta
que las características que presenta el trabajo en
comunidad de los religiosos ofrece una serie de ras
gos comunes con el trabajo por cuenta propia que
realizan determinadas personas en empresas, co
operativas o colectivas, y que determina su inclusión
en el Régimen Especial de los Trabajadores Autó
nomos, lo que unido a las dificultades de orden ju
rídico y legal que existen para asimilar a los religio
sos trabajadores por cuenta ajena aconséja ampliar
el canpo de aplicación del citado Régimen Especial.
con el objeto de incluir a los religiosos de la Iglesia
Católica, siempre que la actividad que ástos des
arrollen se efectúe en el seno de la comunidad, bajo
las órdenes de sus superiores y no dé lugar a la
inclusión en cualquiera de tos restantes regímenes
que integran el sistema.

En su virtud, a propuesta de los Ministros de ]us-.
ticia y de Trabajo y Seguridad Social y previa deli
beración dél Consejo de Ministros en su reunión
del día veintinueve de diciembre de mil novecientos
ochenta y uno,

DISPONGO:

Art. 1. Uno. Quedan comprendidos con carácter
obligatorio en el campo de aplicación del Régimen
Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores
por Cuenta Propia o Autónomos, regulado por el
Decreto das mil quinientos treinta/mil novecientos
setenta, de veinte de agosto (2), los religiosos y
religiosas de la Iglesia Católica que sean españoles.
mayores de dieciocho años y miembros d Monas
terios. Ordenes, Congregaciones, nstitutos y So
ciedades de Vida Común, de derecho pontificio, ins
critos en el Registro de Entidades Religiosas del
Ministerio de Justicia y que residan y desarrollen
normalmente su actividad en el territorrio nacional.

(1) 8.O.E”, 21 enero 1952. p. 1461.
(2) ‘BO.E.”. 15septiembre 19O, p 15151.
(3) Ibid.
(4) “B.O.E.”, 15noviembre 1972. pp. 20329-30.

exclusivamente bajo las órdenes de sus superiores
respectivos y para la Comunidad Religiosa a la que
pertenezcan.

Dos. Lo dispuesto en el número anterior no será
de aplicación a aquellos religiosos que realicen una
actividad profesional que dé lugar a su inclusión en
cuaLquiera de los regímenes que Integran el sistema
de la Seguridad Social.

Art. 2 Los periodos mínimos de cotización exi
gidos para causar derecho a las distintas prestacio
nes del Régimen Especial de la Seguridad Social de
los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos
se aplicarán progresivamente, de acuerdo con lo
orevisto en el número dos del artículo treinta, del
Decreto dos mil quinientos treinta/mil novecientos
setenta, de veinte de agosto (3), según la redacción
dada al mismo por el de diecinueve de octubre de
mil novecientos setenta y dos (4).

Art. 3,9 El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social
podrá autorizar la concertación de fórmulas de co
laboración en la gestión entre el Instituto Nacional
de la Seguridad Social, Tesorería General de la Se
guridad Social y los Monasterios, Ordenes, Con
gregaciones, Institutos y Sociedades de Vida Común
y Conferencias de religiosos para tas afiliaciones,
altas, bajas, cotización y recaudación de las cuota&

DISPOSICION ADICIONAL

Lo dispuesto en este Real Decreto será de aplica
ción a los religiosos de Derecho diocesano, cuando
así se disponga, a solicitud de la Conferencia Epis
copal Española y a propuesta del Ministerio de Jus
ticia, por el Ministerio de Trabajo y Seguridad So-
cial.

DISPOSICION FINAL

Se faculta al Ministerio de Trabajo y Seguridad
Social para que resuelva cuantas cuestiones de ca
rácter general se planteen en la aplicación de este
Real Decreto, que entrará en vigor transcurridos tres
meses a contar del día uno del mes siguiente al de
su públicación en el “Boletín Oficial del Estado”.
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DISPOSIC ION TRANSITORIA

Uno. Los religiosos que en la fecha de entrada en
vigor de este Real Decreto queden incluidos en el
campo de aplicación del Régimen Especial de los
Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos y ten
gan cumplida la edad de sesenta y cinco años po
drán causar derecho a la pensión de jubilación cuan
do concurran las siguientes condiciones:

a) Solicitar el alta inicial en este Régimen Especial
antes de finalizar el segundo mes natural siguiente
al de la entrada en Vigor de este Real Decreto.

b) Reunir, en la fecha del hecho causante, las
condiciones exigidas para tener derecho a la pen
sión, a excepción del período mínimo de cotización,
que se regirá por lo dispuesto en el apartado c) de
este número.

c) Acreditar una cotización efectiva de seis meses
y seguir abonando, una vez causada la pensión, las
cuotas que sean necesarias para completar el pe
ríodo mínimo de cotización a que se refiere el artí
culo segundo de este Real Decreto, mediante su
deducción mensual del importe de la pensión toco
nocida

La base de cotización será la mínima obligatoria
que esté vigente en cada momento.

U) Abonar el importe a que ascienda el valor del
capital-coste de la pensión reconocida correspon
diente a un período de tiempo equivalente al que
falte para completar el período mínimo de cotización
exigido en el artículo segundo de este Real Decre
to.

El abono del citado capital-coste podrá ser apla
zado por un período máximo de diez años y fraccio
nado en pagos mensuales deducibles de cada men
sualidad de la pensión reconocida.

Dos. Para la determinación del porcentaje de la
pensión, las cuotas a abonar mediante descuento
de la pensión se considerarán como efectivamente
cotizadas y la base reguladora de la pensión será el
promedio de las bases de cotización correspondien
tes a los meses efectivamente cotizados.

Dado en Baqueíra Beret, a veintinueve de diciem
bre de mil novecientos ochenta y uno.

El Ministro de la Presidencia,
MAllAS RODRIGUEZ LNCIARTE

JUAN CARLOS IR.

2. Concierto para ¡a colaboración de la Seguridad Social de las Rellíosas Contemplativas

En Madrid, a 30 de julio de 1982, reunidos, de una
parte los limos. Sres. don José Sánchez Berna) y
don Juan Viñas Peya, Directores Génerales del ins
tituto Nacional de-la Seguridad Social y de la Teso
rería General de la Seguridad Social, respectiva
mente, en nombre y representación deJos citados
organismos y, de otra, don Angel Suquía Goico&
chea, Arzobispo de Santiago de Compostela, Presi
dente de la Comisión Mixta de Obispos y Superiores
Mayores de Religiosos y de institutos Seculares, y
don Bernardo Herráez Rubio, Vicesecretario para
Asuntos Eoonómicos de la Conferencia Episcopal
Española, y delegado por la misma Conferencia
Episcopal pata actuar en representación de los Mo
nasterios de Monjas, acuerdan celebrar el presente

1. Objeto

CONCI ERrO

El presente Concierto tiene por objeto establecer
las condiciones necesarias para la colaboración en
la gestión de la Seguridad Social de los Monasterios
de-Monjas o Religiosas de vida contemIativa, a que
se refiere el artículo 3 del Real Decreto 3325/1981,
de 29 de diciembre, por el que se ¡ncorppra a) Régi
men Especial de la Seguridad Social de los Traba
jadores por Cuenta Propia o Autónomos a los Reli
giosos y Religiosas de la Iglesia Católica.

2. Ambito subjetivo de aplicación

La colaboración en la gestión que se regula en el
presente Concierto afecta exclusivamente a la Se—

guridad Social de las Monjas o Religiosas do vida
contemplativa, pertenecientes a Comunidades de
Derecho Pontificio, comprendidas en-el ámbito-sub
jetivo de aplicación definido en el rtíci]lo 1 del
Real Decreto 3325/1981.

3. Desarrollo de la gestión

3.1. Ls relaciones entre el Instituta Nacional de
la Seguridad Socia) y los MonaOterios de monjas o
religiosas de vida contemplativa a que se hace refe—
rencia en el punto precedente, se desarrollarán, en
el ámbito provincial, a través de la respectiva Direc
ción Provincial del Instituto Nacional de la Seguridad
Social y del Delegado de la Conferencia Episcopal.

3.2. La Superiora de cada Monasterio, por sí o a
través del Delegado de la Conferencia Episcopal,
remitirá a.las respectivas Direcciones Provinciales
del Instituto Nacional de la Seguridad Social los
modelos A.2J1 TA emitidos en papel continuo y
debidamente cortado, con arreglo al modelo que se
adjunta al presente Concierto (anexo 1), referidos a
cada una de las monjas a que se refiere el precedente
punto 2.

Asimismo, la Superiora de cada Monasterio, a
través del Delegado Episcopal remitirá a la respectiva
Dirección Provincial del Instituto Nacional de la se
guridad Social certificación colectiva de la perte
nencia de los interesados al respectivo Monasterio,
con arreglo al modelo adjunto al presente Concierto
(anexo 2).
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Por lo que se refiere a las altas sucesivas que
pudieran producirse en el colectivo afectado por el
presente Concierto y a tas afiliaciones o altas inicia
les de nuevas monjas o religiosas de vida contem
plativa, la Superiora del Monasterio de que se trate,
por sí o a través del Delegado de la Conferencia
Episcopal. certificará la pertenencia tie las mismas
al respectivo Monasterio con suieción al modelo
que se acompaña al presente Concierto (anexo 3).

3.3. La Superiora de cada Monasterio, por sí o a
través del Delegado de Ja Conferencia Episcopal,
notificará a la correspondiente Dirección Provincial
del Instituto Nacional de la Seguridad Social tas
bajas de las monjas que se produzcan en cada Mo
nasterio, en la forma y plazos vigentes en cada mo

mento en el Régimen Especial de los Trabajadores
por Cuenta Propia o Autónomos.

3.4 La cotización de las religiosas a que se refiere -

el presente Concierto se hará de forma índividuali
zada, por períodos anuales, y con anterioridad, en
todo caso, al 30 de junio de! año natural a que se
refiera la cotización a ingresar, sin la bonificación
del 5% de las cuotas, previsto en el artículo 33 de la
Orden Ministerial de 24 de septiembre de 1970, de
biéndose suscribir un modelo T.C. 1/15 (Soletín de
cotización de Autónomos) por cada religiosa que
figure en aita en el Régimen Especial.

3.5. Er pago de (as pensiones que hayan sido re
conocidas en favor de las monjas a que se refiere el
presente concierto se efectuará a través de la cuenta
corriente que cada beneficiaria determine.

3.6 Toda la correspondencia que se dirija a las
religiosas incluidas en el Régimen Especial deAut&
nomos, a que se refite el presente Concierto. se
remitirá a la Conferencia Episcopal Española,zatra_

vés de su Vicesecretaria para Asuntos Económicos.

4. Legislación aplicable•

En todo lo no específicamente previsto en el pre
sente Concierto, se estará a lo establecido en las
disposiciones legales y normas de procedimiento
del Régimen Especial de Los Trabajadores por Cuen
ta Propia o Autónomos, y en las demás de general
aplicación al Sistema de Ja Seguridad Social vigentes
en cada momento.

5. InterpretaCión

La interpretación de las.cláusulas del presente

Concierto corresponderá a la Dirección General de

Régimen Económico de la Seguridad Social, oída la

Conferencia Episcopal Española y la Entidad Ges

tora y el Servicio Común de la Seguridad Sócial que

intervienen en el mismo.

6. Vigencia

6.7. El presente Concierto comenzará a regir el

día siguiente al expresado en su encabezamiento, y

tendrá vigencia hasta el 31 de diciembre del corriente

año, siendo prorrogable, tácitamente, por períodos

anuales.

62. El presente concierto podrá set revisado a

petición de cuatquiera de las partes, formulada por

escrito ante la Dirección General de Régimen Eco

nómico de la Seguridad Social, con una antelación

mínima de tres meses a la expiración de cada perio

do de vigencia.
En cualquier caso, ha de entenderse que el pre

sente Concierto quedará modificado automáticamen

te, en cuanto se oponga a ella, por la legislación

reguladora de cualquiera de las materias que en él

se contemplan, caso de que aquélla sufriera varia

ción.

Cláusula transitoria

No obstante lo previsto en la cláusula 3.4 del pre

sente Concierto, las cotizaciones correspondientes

al aíio en curso podrán efectuarse con anterioridad

al 37 de octubre próximo.
Y para que conste, las partes actuantes firman el

presente, que se extiende por quintuplicado, en el

lugar y fecha al principio expresados.

José Sánchez

Bernardo Herráez

Juan Viñas

j-Angel Suqufa

NOTA: Prescindimos de publicar los Anexos 1.2 y 3 que remite

este “Concierto, por ser conocidos por as interesadas y no ofrecer

ningún otro intents
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& Concierto para la colaboración en la gestión de prestaciones de asistencia sanitaria e incapacidad
laboral transítoria de las Religiosas Contemplativas

En Madrid, a9 de enero de 1984, reunidos, de una
parte, don Bernardo Fernández Fernández y
don Francisco Raveritós Torrás, Directores Generales
del Instituto Nacional de la Seguridad Social y del
Instituto Nacional de la Salud, respectivamente, en
nombre y representación de tales organismos y, de
otra, don Angel Suquía. Goicoechea, Arzobispo de
Madrid-Alcalá, Presidente de la Comisión Mixta de
Obispos y Superiores Mayores de Religiosos y de
Institutos Seculares, y don Bernardo Herráez Rubio.
Vicesecretario para Asuntos Económicos de la Con
ferencia Episcopal Española y delegado por la misma
Conferencia Episcopal para actuar en representación
de los Monasterios de Monjs, acuerdan celebrar el
presente -

1. Objeto

CONCIERTO:

El presente Concierto tiene por objeto establecer
las condiciones necesarias para la colaboración en

la gestión de prestaciones de asistencia sanitaria
Incapacidad Laboral Transitoria derivada de enfer
medad común y accidente

2. Fundamento

El presente Concierto se basa en lo establecido
en el artículo 3 del Real Decreto 3325/1 981, de 29

de diciembre; por el que se incorpora al Régimen
Especial de los Trabajadores por Cuenta Propia o

Autónomos a los Religiosos y Religiosas de la lglesia

Católica, asi como en la autorización concedida por

Resolución de la Secretaría General para la Seguri

dad Social de cinco da enero de mil novecientos

ochenta y cuatro.

3. Ambito subjetivo de aplicación

La colaboración en la gestión que se regula en el

presente Concierto, afecta exclusivamente a las Mon-.

jas o Religiosas de vida contemplativa, afiliadas y
en alta, pertenencientes a Comunidades de derecho

pontificio, comprendidas en el ámbito subjetivo de.

aplicación definido en el artículo la del Real Decreto

3325/1981.
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4. CondicIones para la colaboración

Para poder colaborar con las Entidades Gestoras

de ¡a Seguridad Social en Tas contingencias que se

señalan en L punto 1 del presente Concierto, las
diversas Comunidades de derecho pontificio a que

se refiere el punto 3 dei presente Concierto se com
prometen a: -

4.1. Disponer por sí o a través de ¡a Conferencia
Episcopal y para Ja atención sanitaria de las personas
a que se hace referencia en el punto 3 de este Con
cierto, de medios suficientes para la prestación de
la asistencia sanitaria por enfermedad común y ac
cidente, asumiendo la responsabilidad de que las
personas antes señaladas reciban esta prestación
en las mismas condiciones y extensión que la ofre
cida por los servicios sanitarios de la Seguridad So

cial.

4.2. Pagar a su cargo la prestación económica

por la incapacidad laboral transitoria derivada de la

contingencia de enfermedad común y accidente.

5. Derechos

Como contrapartida a las obligaciones señaladas

en el punto anterior, las Comunidades de derecho

pontificio, a través de la Vicesecretaría para Asuntos

Económicos de la Conferencia Episcopal, tendrán
derechb a una reducción de la cuota que corres
pondería satisfacer por los distintos religiosos y re
ligiosas de no existir colaboración, mediante laapli
cación del coeficiente que anualmente establezca

la Secretaria General para la.Segurldad SociaL

A tal efecto y con vigencia en todo el ejercicio
1984, el coeficiente queda fijado en el 0,337128.

8. Finalidad y resultado

6.1. El resultado económico de esta colaboración
será de exclusiva responsabilidad de las Comuni
dades de derecho pontificio, debiendo asumir, a su
propio cargo, los déficits que puedan producirse.

6.2.’ Asimismo, las distintas Comunidades de de-
techo pontificio estarán obligadas a facilitar tas pres
taciones correspondientes, al menos con la exten
sión y en la cuantía establecidas reglamentariamente
con carácter general para las respectivas situaciones
y contingencias.

6.3. Sin perjuicio de lo establecido en el punto
6.2. anterior, la asistencia sanitaria se atendrá en
todo caso a lo siguiente:

a) Estará sometida a la Inspección del Instituto
Nacional de la Salud.

b) Se ajustará a las instrucciones generales y, en

su caso, particulares que se establezcan para

regular esta prestación.

7. LegIslación General Aplicable

En lo no específicamente previsto en el presente
Concierto, se estará a lo establecido, con carácter

general, en las disposiciones legales ynormas de.

procedimiento del Régimen Especial de la Seguridad
Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autó
nomos, y en las demás de general aplicación al Sis
tema de la Seguridad Social.

8. Interpretación

La interpretación de las cláusulas del presente
Concierto corresponderá a la Secretaria General
para la Seguridad Social, oídas la Conferencia Epis
copal Española y las Entidades Gestoras que inter
vienen en el mismo

9. Vigencia

9.1. El presente Concierto comenzará a regir el
día siguiente al expresado en su encabezamiento, si
bien surtirá efectos a partir del día 1 de enero de
1984. Tendrá vigencia hasta el 31 de diciembre de

dicho año, siendo prorrogable a partir de entonces

y tácitamente, por períodos anuales.

3.2. El presente Concierto puede ser revisado o
denunciado a petición de cualquiera de las partes,

formulada por escrito ante Ja Dirección General d

Régimen Económico y Jurídico de ¡a Seguridad So
cial, con una antelaciór mínima de tres meses a la
expiración de cada período de vigencia.

En cualquier caso, ha de entenderse que el pre
sente Concierto quedará modificado automáticamen
te, en cuanto se oponga a la legislación reguladora

de cualquiera de las materias que contempla, caso

de que aquella sufriera variación.

Y para que conste, las partes actuantes firman el
presente documento que se extiende por quintupli
cado ejemplar, en el lugar y fecha al principio indi

cados.

Bernardo Fernández

Francisco Raventás

Angel Suquia

Bernardo Herráez
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Ministerio de Trabajo y Seguridad Social

TESORERIA GENERAL DE LA SEGURtDAD SOCIAL

AMBITO ASUNTO DTIFICACION

Ti:. CIRC1JAR

Servicios Centrales

Cotización Religiosos y Religiosas de la Núm.: 3-020
DIRECCIONES Iglesia Católica incluidos en el Régimen

PROVINCIALES Especial de Trabajadores por Cuenta Propi Fe 5494

o Autonomos. ] Hoja: 1/3

El Real Decreto 3325/81, de 29 de diciembre, por el se incorpora al

Régimen Especial de la Seguridad Social de Trabajadores por Cuenta

Propia o Autónomos a los Religiosos y Religiosas de la iglesia Católica,

autoriza la celebración de conciertos de colaboración en la gestión

entre las diferentes Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la

Seguridad Social y los Monasterios, Ordenes, Congregaciones. Institutos

y Sociedades de vida Común y Conferencias de Religiosos en materia de

afiliación, altas, bajas, cotización y recaudación de cuotas. En

cumplimiento de tal autorización, se firmó con fecha 30 de julio de 1982

un Concierto para establecer las condiciones necesarias para efectuar

dicha colaboración en la gestión por parte de los Monasterios de Monjas

o Religiosas de Vida Contemplativa.

Debido a los problemas que en aquellos momentos existían en la gestión

económica de los Monasterios y con objeto de conseguir una óptima

colaboración en la gestión, la Conferencia Episcopal

Española—Vicesecretaría para Asuntos Económicos solicité autorización

para centralizar en Madrid, el pago de las cuotas del Régimen Especial

de la Seguridad Social de Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos de

los Religiosos y Religiosas incluidos en el mismo por Real Decreto

3325/81. Por Resolución de esta Tesorería General de 26 de julio de

1983, dado que se daban las circunstancias precisas para conceder lo

solicitado, se autorizó a la Conferencia Episcopal-Vicesecretaría para

Asuntos Económicos a centralizar el pago de dichas cuotas.

Como consecuencia de la descentralización de la gestión econémicaen los

Monasterios producida en la Conferencia Episcopal Española a partir de

enero de 1994, ésta solicité la descentralización del pago de las cuotas

del Régimen Especial de Trabajadores por Cuenta Propia o Auténomos del

citado colectivo. Por Resolución de esta Tesorería General de 21 de

enero de 1994 se autoriza a la Conferencia Episcopal

Española—Vicesecretaría para Asuntos Económicos a pagar las referidas

cuotas conforme al procedimiento general solicitado arbitrado para el

Régimen Especial de Trabajadores por Cuenta Propia o ?rntónomos...
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• ASUNTO - -

Número Hoja

Cotizacion Religiosos y Religiosas de la Iglesia Catolica 3-020 2/3

lncIUiQOS en eJ. K.a.Iranajauores por L.rop1a o iucLnomos

Por todo ello, esta Dirección General en uso de las atribuciones que

tiene conferidas dicta las siguientes

INSTRUCCIONES

PRIMERA De acuerdo con la Resolución de esta Dirección General de la

Tesorería General de 21 de Enero de 1994, que se acompaña como

Anexo, se autoriza a la Conferencia Episcopal Espa2íola—Vícese—

cretaría para Asuntos Económicos a que, a partir de las liqui

daciones de cuotas de enero de 1994, puedan abonar las cuotas

del Régimen Especial de Trabajadores por Cuenta Propia o Autó

nomos correspondientes a los Religiosos y Religiosas de la

Iglesia Católica, integrados por Real Decreto 3325/81, de 29 de

diciembre, conforme al procedimiento general establecido al

efecto.

SEGUNDA La Secretaría General para la Seguridad Social, por Resolución

de 5 de enero de 1984 autorizó la colaboración voluntaria de

los Monasterios, Ordenes, Congregaciones, Institutos y

Sociedades de vida común y Conferencias de religiosos,en la

gestiónde la asistencia sanitariayd la i.capacidad laboral

transitoria En consecuencia los Religiosos y

inclufdos en e1 Régimen Especial de Trabajadores por Cuenta

Propia o Autónomos, en virtud de lo dispuesto en el Real

Decreto 3325/81, de 29 de diciembre, que hubieran optado u

optasen por acogerse a dicha colaboración voluntaria cotizarán

mediante la aplicación de los coeficientes reductores

correspondientes a tales contingencias establecidos con

carácter anual en las normas sobre cotización a la Seguridad

Social.

TERCERA Para identificar a los Religiosos y Religiosas incluidos en el

Régimen Especial dé Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos

en el Fichero General de Afiliación- (SILTGA) •se consignarán las

siguientes Claves de Colectivo: -

a) Religiosos o Religiosas exentos de cotización por Asistencia

Sanitaria e Incapacidad Laboral Transitoria por estar

acogidos a la colaboración voluntaria en la gestión de dichas

prestaciones; Clave de Colectivo 542.

b) Religiosos o Religiosas que optaron por mantener la

Asistencia Sanitaria en las mismas condiciones qu’e “la tenían

con anterioridad a la Resolución de 5 de enero de 1984,

posibilidad dada por la Resolución de la Secretaría General

para la Seguridad Social de 7 de febrero de 1984, y por

tanto, únicamente exentos de la cotización por Incapacidad

Laboral Transitoria: Clave de Colectivo 543.
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ASUNTOCt1aI6 Religiosos y Religiosas de la Iglesia Cat6lica
Núrnro
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c) Los Religiosos o Religiosas que, de acuerdo con la citada

Resolución de 7 de febrero de 1984, cuisieran recibir las

prestaciones de Asistencia Sanitaria e Incapacidad Laboral

Transitoria directamente de los Organismos de la Seguridad

Social, se identificarán con la Clave de Colectivo 540.

Ello implicará el cese en la colaboración de dichas

prestaciones del Monasterio o Congregación, sin que pueda

admitirse el cese en dicha colaboración de Religiosos/as

individualizados. En este supuesto, con cobertura total de la

acción protectora de la Seguridad Social, no cabe aplicar

reducción alguna a la cotización.

CUARTA En el supuesto de que la totalidad de los Religiosos/as de un

Monasterio identificados con alguna de las Claves de Colectivo

anteriores solicitasen el cambio de la Colaboración Voluntaria

en la gestión de la Asistencia Sanitaria y/o Incapacidad Laboral

Transitoria, se deberá proceder a modificar la Clave de

Colectivo incorporando al Fichero General de Afiliación fSILTGA)

la nueva clave de identificación.

QUINTA Conforme a la Resolución de esta Dirección General de 21 de

enero de 1994, se deja sin efecto a partir de las liquidaciones

de cuotas de enero de 1994 la Resolución de 26 de julio de 1983

por la que se autorizaba a la Conferencia Episcopal Espabla-Vi

cesecretaria para Asuntos Económicos a centralizar el pago de

las cuotas del Rógimen Especial de Trabajadores por Cuenta Pro

pia o Autónomos de los Religiosos o Religiosas de la Iglesia Ca

tólica a los que se refiere el Real Decreto 3325/31, de 29 de

diciembre.

Lo que se comunica para su conocimiento y cumplimiento.

EL D GENERÁL,

Fdo.: Francisco uis Francós Sánchez.

—125—



73596 Miércoles 37 marzo 2004 BOE núm. 78

5751 ORDEN TAS/820/2004, de 72 de marzo. por
la que se incorpora al Régimen Especial de
la Seguridad Social de los Trabajadores por
Cuenta Propia o Autónomos a los religiosos
de Derecho diocesano de la Iglesia Católica.

La disposición adicional del Real Decreto
3325/1981. de 29 de diciembre. por el que se incorpora
al Régimen Especial de la Seguridad Social de los Tra
bajadores por Cuenta Propia o Autónomos a los reli
giosos y religiosas de la Iglesia Católica, establece que
dicha incorporación, referida a los religiosos de Derecho
pontificio, será asimismo aplicable a los religiosos de
Derecho diocesano cuando así se disponga por este
Departamento ministerial, previa solicitud de la Confe
cencia Episcopal Española y a propuesta del Ministerio
de Justicia.

En ese sentido, la Conferencia Episcopal, a través del
Ministerio de Justicia, ha planteado la correspondiente
solicitud de incorporación.

En su virtud, y en uso de las facultades conferidas
en la disposición adicional del citado Real Decretó
3325/1981. dispongo:

Artículo único.

1. A partir de la entrada en vigor de la presente
Orden Ministerial, quedan comprendidos con carácter

obligatorio en el campo de aplicación del Régimen Espe—
cial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuen
ta Propia o Autónomos, regulado por el Decreto
2530/1970, de 20 de agosto. los religiosos y religiosas
de Derecho diocesano que sean mayores de dieciocho
años y miembros de Congregaciones de la Iglesia Cató
lica, inscritas en el Registro de Entidades Religiosas del
Ministerio de Justicia, y que residan y desarrollen nor
malmente su actividad en territorio nacional.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior no será de
aplicación a aquellos religiosos o religiosas que realicen
una actividad profesional que dé lugar a su inclusión
en cualquiera de los Regímenes que integran el sistema
de la Seguridad Social.

Disposición final.

La presente Orden Ministerial entrará en vigor el día
primero del cuarto mes siguiente al de su publicación
en el «Boletín Oficial del Estado».

Madríd, 12 de marzo de 2004.

ZAPLANA HERNÁNDEZ-SORO

Excmo. Sr. Secretario de Estado de la Seguridad Social.
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Madrid, 24 de febrero de 2000

Monseñor Bernardo Henaiz
Presidente
CONEERENA EPISCOPAL
C/ Aastro, 1
28033 MADRID

Estimado Monseñor

El Real Decreto 3325/1981, estableció que se debía incluir en el Régimen
Especial de trabajadores por cuenta propia o autónomos- los religiosos y religiosas de la
Iglesia Católica, siempre que la actividad que éstos desarrollaran se efectuase en el seno
de la Comunidad a la que pertenecieran, bajo las órdenes de sus superiores y que no
diera lugar a su inclusión en cualquiera de los restantes regímenes que integran el
Sistema.

En aquellos momentos, parecía que las diversas órdenes in±egradasen el referido
Régjmen Especial recibían la atención sanitaria de las instituciones de beneflcencia, por
ello la Secretaría General para la Seguridad Social, autoriz6 que dichos colectivos
pudieran colaborar voluntariamente en la- gestión de las prestaciones de asistencia
sanitaria y de la entonces incapacidad laboral transitória, con un coeficiente reductor
aplicable en la cotización a la Seguridad Social

Como. consecuencia de ello se suscribieron sendos conciertos de fecha- 9 de
enero de 1984 entre lOS Institutos Nacionales de la Seguridad Social y de la Salud, las
Conferencias Españolas de Religiosos y Religiosas, y la Conferencia Episcopal
Española, cuyos ámbitos -subjetivos de aplicación son, el primero de ellos, los
religiosos/as incluidos en el Régimen Especial de trabajadores autónomos, a excepción
de las monjas y-religiosas de vida contemplativa y,el segundo afectaba exclusivamente
a las monjas o religiosas de vida contemplativa comprendidas en el citado Régimen
Especial. -

En dichos coñcíel:tos se regulaban las condiciones para la colaboración en la
gestión de las mencionadas prestaciones de asistencia sanitaria e incapacidad laboral
transitoria derivadas de enfermedad común y accidente, en los que se establecía la
obligación, para poder colaborar en la gestión de tales contingencias, de disponer de
medios suficientes para la atención sanitaria, asumiendo la responsabilidad de que
recibieran la prestación en las mismas condiciones y extensión que las ofrecidas por los
servicios sanitarios de la Seguridad Social, e igualmente se establecía la obligación del
pago a su cargo de la prestación económica de incapacidad laboral transitoria derivada
de enfermedad común y accidente.
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Como contrapartida a las obligaciones señaladas, fa correspondiente
congregación tenía derecho, como se ha indicado anteriormente, a la reducción en la
cotización a la Seguridad Social por tal colaboración, mediante la aplicación del
correspondiente coeficiente reductor. (para el ao 2000 el coeficiente reductor aplicable
es el 0,28 con lo que resulta un tipo de cuota a abonar del 20,38 para la cobertura del
resto de contingencias).

Más adelante, se dictó una nueva resolución de fecha 7 de febrero de 1984, en la
que se establecía:

• a) Para los colectivos incluidos en el Régimçn Especial de trabajadores
• autónomos que, con anterioridad a la entrada en vigor de tales conciertos,

‘tuvieran mejorada la asistencia sanitaria, la posibilidad de optar entre
recibir las prestaciones en la forma descrita en los conciertos o bien
directamente a través de los organismos de la Seguridad Social.

5) Para los colectivos no incluidos en-el apartado interior que, tras la-entrada
en vigor de dichos conciertos, quisieran recibir tales prestaciones
directamente de los organismos de la Seguridad SociaI, podrían cesar en
dicha colaboración, previo conocimiento y confonuidad- de las partes
otorgantes del concierto, sin que pudiera admitirse el cese de
religiosos/as individualizado& Esta posibilidad de cese en la colaboración
implica que la correspondiente congregación haya de dirigir escrito de
solicitud en tal sentido, a la Dirección General de Ordenación, C/ Jorge
Juan, Q59, quien tn 511 caso debe emitir una resoluciófl autorizando el
cese en dicha colaboración.

Le mego que a través de los canales habituales que la Conferencia Episcopal
estime oportuno, haga llegar a estos Religiosos/as la posibilidad que tienen de optar a
tener Asistencia Sanitaria y protección por Incapacidad Temporal, según se indica en el
púzrafo b) precedente.

Espero que a información pueda servir para solucionar las situaciones
planteadas y en todo caso resulte clarificadora para las personas afectadas. Reciba un
saludo,

Juan Carlos Aparcío Pérez
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Disposición final primera. Habilitación para el desarro
llo reglamentario.

Por el Ministro de Educación, Cultura y Deporte, en
el ámbito de sus competencias, se dictarán las dispo
siciones necesarias para el desarrollo y aplicación de
este real decreto.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguien
te al de su publicación en el (<Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, a 1 2 de marzo de 2004.

La Ministra de Educación. Cultura y Deporte.
PILAR DEL CASTILLO VERA

JUAN CARLOS R.

2. La Comunidad Autónoma de Galicia podrá auto
rizar la impartición de las enseñanzas conducentes a
la obtención del título homologado en el apartado 1,
y la Universidad de Santiago de Compostela proceder,
en su momento, a la expedición del correspondiente
título.

Artículo 2. Evaluación del desarrollo efectivo de las
enseñanzas.

A los efectos de lo dispuesto en este real decreto
y en los apartados 5 y, en su caso. 6 del artículo 35
de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, trans
curtido el período de implantación del plan de estudios
a que se refiere el párrafo segundo del apartado 1 del
artículo 1, la universidad deberá someter a evaluación
de la Agencia Nacional de Evaluación de la Calidad y
Acreditación el desarrollo efectivo de las correspondien
tes enseñanzas.

5749 REAL DECRETO 427/2004, de 72 de marzo,
por el que se homologa el título de Ingeniero
Técnico en Informática de Sistemas, de la
Escuela Técnica Superior de Ingeniería, de la
Universidad de Santiago de Compostela.

La Universidad de Santiago de Compostela ha apro
bado el plan de estudios de las enseñanzas que con
ducen a la obtención del título de Ingeniero Técnico
en Informática de Sistemas, de carácter oficial y validez
en todo el territorio nacional, de la Escuela Técnica Supe
rior de Ingeniería, cuya implantación ha sido autorizada
por la Comunidad Autónoma de Galicia.

Acreditada la homologación del mencionado plan de
estudios por parte del Consejo de Coordinación Univer
sitaria y el cumplimiento de los requisitos básicos pre
vistos en el Real Decreto 557/1991, de 12 de abril,
sobre creación y reconocimiento de universidades y cen
tros universitarios, vigente en lo que no se oponga a
la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Uni
versidades, procede la homologación del referido título.

Esta homologación se efectúa de acuerdo con lo esta
blecido en el apartado 4 del artículo 35 de la Ley Orgá
nica 6/2001, de 21 de diciembre, en el Real Decreto
146 1/1990, de 26 de octubre, por el que se establece
el título de Ingeniero Técnico en Informática de Sistemas
y las directrices generales propias de los planes de estu
dios conducentes a la obtención de aquél, y demás nor
mas dictadas en su desarrollo.

En su virtud, a propuesta de la Ministra de Educación,
Cultura y Deporte y previa deliberación del Consejo de
Ministros en su reunión del día 12 de marzo de 2004,

Artículo 1. Objeto.

DISPONGO:

1. Se homologa el título de Ingeniero Técnico en
Informática de Sistemas, de la Escuela Técnica Superior
de Ingeniería, de la Universidad de Santiago de Com
postela, una vez acreditada la homologación de su plan
de estudios por parte del Consejo de Coordinación Uni
versitaria y el cumplimiento de los requisitos básicos
previstos en el Real Decreto 557/1991, de 12 de abril,
sobre creación y reconocimiento de universidades y cen
tros universitarios.

La homologación del plan de estudios a que se ha
hecho referencia en el párrafo anterior ha sido publicada
en el «Boletín Oficial del Estado» de 23 de diciembre
de 2003, por Resolución del Rectorado de la Universidad
de fecha 1 9 de noviembre de 2003.

Artículo 3. Expedición del título.

El título a que se refiere el apartado 1 del artículo 1
será expedido por el Rector de la Universidad de Santiago
de Compostela, de acuerdo con lo establecido en el apar
tado 2 del artículo 34 de la Ley Orgánica 6/200 1, de 21
de diciembre, y demás normas vigentes, con expresa
mención de este real decreto que homologa el título.

Disposición final primera. Habilitación para el
desarrollo reglamentario.

Por el Ministro de Educación, Cultura y Deporte, en
el ámbito de sus competencias, se dictarán las dispo
siciones necesarias para el desarrollo y aplicación de
este real decreto.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguien
te al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, a 12 de marzo de 2004.

La Ministra de Educación. Cultura y Deporte,
PILAR DEL CASTILLO VERA

JUAN CARLOS R.

MINISTERIO DE TRABAJO
Y ASUNTOS SOCIALES

5750 ORDEN TAS/8 1 9/2004. de 12 de marzo. por
la que se modifican los artículos 6, 74, 15,
22 y 23 y la disposición transitoria de la Orden
TAS/2865/2003, de 13 de octubre, por la
que se regula el convenio especial en el Sis
tema de la Seguridad Social.

El artículo 41 de la Constitución Española establece
que los poderes públicos mantendrán un régimen públi
co de Seguridad Social para todos los ciudadanos, prin
cipio de universalidad que, sin embargo, no ha sido
realizado en términos absolutos, existiendo todavía
colectivos fuera del Sistema de Seguridad Social.
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La inclusión de los seglares, misioneros y cooperantes
de instituciones religiosas y de organizaciones no guber
namentales en el Sistema de Seguridad Social ha sido
una aspiración constante de estos colectivos, expresada
a través de reiteradas peticiones ante los órganos ins
titucionales de la Seguridad Social.

Parece oportuno considerar la pretensión indicada,
teniendo en cuenta que las características del trabajo
y la situación de dichos colectivos ofrecen una serie
de rasgos comunes con el concepto y situación de los
emigrantes cuando aquéllos se trasladan fuera de nues
tro país con el fin de establecerse en otro extranjero
para realizar la labor que les está encomendada, con
la consiguiente similitud de orden jurídico con la situa
ción de los emigrantes prevista en el Real Decreto
996/1986, de 25 de abril, por el que se regula la sus
cripción de convenio especial de emigrantes e hijos de
emigrantes. Ello unido a las previsiones de la disposición
adicional primera de la Ley General de la Seguridad
Social, hace aconsejable hacer uso de la disposición final
de dicho Real Decreto para aplicar su regulación y sus
normas de desarrollo a estos colectivos y. en definitiva.
posibilitar su inclusión en el ámbito protector del Sistema
de Seguridad Social por la vía del convenio especial,
en la modalidad prevista en el artículo 1 5 de la Orden
TAS/2865/2003, de 13 de octubre, por la que se regula
el convenio especial en el Sistema de la Seguridad Social.

Por otra parte, respecto de la letra a) del apartado
2.1 del artículo 6 de la citada Orden TAS/2865/2003,
que señala como una de las bases de cotización a elegir
por el suscriptor de convenio especial la base máxima
del grupo de cotización correspondiente a la categoría
profesional del interesado, se han advertido ya en la
etapa de vacación de la misma lagunas en su regulación,
para el caso en que esa base máxima se pretendiere
aplicar en convenios especiales suscritos después de
la extinción de las prestaciones por desempleo contri
butivo o después de transcurrir más de noventa días
desde el cese en el trabajo. Por ello que se considera
necesario completar su regulación al respecto en esta
Orden por economía normativa.

Asimismo se subsanan los errores materiales adver
tidos en la letra a) del apartado 1 de su artículo 14,
suprimiendo el inciso final de su párrafo primero, así
como en el apartado 1 del artículo 22, para que se haga
referencia expresa al Régimen de encuadramiento en
el que no existan grupos de cotización por categorías
profesionales, y en el párrafo segundo del apartado 2
del artículo 23, en el que resulta inadecuada la remisión
al apartado 1.1.

Finalmente se determina la fecha de efectos de las
novaciones de los convenios celebrados al amparo de
la normativa anterior a la Orden que se modifica.

En su virtud, este Ministerio, en uso de las atribu
ciones que tiene conferidas, ha tenido a bien disponer:

Artículo único. Modificación de los apartados 2. 7.a) del
artículo 6; la) del artículo 14; 1 del artículo 22; párra
fo segundo de! apartado 2 del artículo 23, y adición
de un nuevo apartado, 1.3, al artículo 15 y de un
nuevo párrafo a la disposición transitoria de la Orden
TAS/2865/2003, de 13 de octubre, por la que se
regula el convenio especial en el Sistema de la Segu
ridad Social.

Uno. Se modifica la letra a) del apartado 2.1 del ar
tículo 6, que queda redactada en los términos siguientes:

«a) La base máxima de cotización por contingencias
comunes del grupo de cotización correspondiente a la

categoría profesional del interesado o en el Régimen
en que estuviera encuadrado, en la fecha de baja en
el trabajo determinante de la suscripción del convenio
especial, siempre que haya cotizado por ella al menos
durante veinticuatro meses, consecutivos o no, en los
últimos cinco años.

A opción del interesado que la hubiere elegido, esa
base máxima podrá incrementarse en cada ejercicio pos
terior a la baja en el trabajo en el mismo porcentaje
en que se aumente la base máxima del grupo de coti
zación correspondiente a su categoría profesional a efec
tos de conformar la base de cotización para el convenio
especial a que se refiere este apartado.»

Dos. Se modifica el primer párrafo de la letra a)
del apartado 1 del artículo 14. que queda redactado
en los términos siguientes:

«a) Ser español que ostenta la condición de emplea
do o funcionario de organismos internacionales inter
gubernamentales.»

Tres. Se adiciona un nuevo apartado, 1.3, al artícu
lo 1 5, con la siguiente redacción:

«1.3 Los seglares, misioneros y cooperantes,, depen
dientes de la Conferencia Episcopal, Diócesis, Ordenes,
Congregaciones y otras Instituciones religiosas así como
de organizaciones no gubernamentales, que tengan
nacionalidad española y que sean enviados por sus res
pectivas organizaciones o instituciones a los países
extranjeros, sin mediar relación laboral con éstas, los
cuales, en los supuestos a que se refieren los apartados
precedentes, tendrán la consideración de emigrantes a
los solos efectos de la suscripción de esta modalidad
de convenio especial.))

Cuatro. Se modifica el apartado 1 del artículo 22.
que queda redactado en los términos siguientes:

«1. Los trabajadores contratados a tiempo parcial
que no estén percibiendo prestaciones de desempleo
podrán suscribir convenio especial para completar la coti
zación derivada del contrato a tiempo parcial hasta la
base mínima de cotización establecida con carácter
general pata su categoría profesional o en el Régimen
de encuadramiento, o hasta la base a que se refiere
la letra b) del apartado 2.1 deI artículo 6 de esta Orden
si fuere superior.»

Cinco. Se modifica el párrafo segundo del aparta
do 2 del artículo 23, que queda redactado en los términos
siguientes:

«Será asimismo aplicable a esta modalidad del con
venio especial lo previsto en el apartado 1.3 de este
artículo.))

Seis. Se adiciona un segundo párrafo en la dispo
sición transitoria, con a siguiente redacción:

«El nuevo convenio surtirá efectos a partir del día
primero del mes en que se hubiere solicitado la sus
cripción del mismo.))

Disposición final única. Entrada en vigor.

La presente Orden entrará en vigor el 1 de abril
de 2004.

Madrid, 12 de marzo de 2004.

ZAPL’\NA HERNÁNDEZ-SORO

Excmo. Sr. Secretario de Estado de la Seguridad Social.
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1264 REAL DECRETO 812008, de 77 de enero, por el
que se regula la prestación por razón de nece
sidad a favor de los españoles residentes en el
exterior y retórnados.

La Ley 40/2006, de 14 de diciembre, del Estatuto de la
ciudadanía española en el exterior, se configura como el
marco básico pata establecer, en cumplimiento de lo dis
puesto en el articulo 42 de la Constitución, una política
integral de emigración y de retomo que salvaguarde los
derechos económicos y sociales de los ciudadanos espa
ñoles que residen en el exterior y para facilitar la integra
ción social y laboral de los retomados.

El capítulo II del Título 1 de la Ley recoge derechos
sociales y prestaciones, entre los que además del derecho
a la protección de la salud, se introduce la prestación por
razón de necesidad como un nuevo concepto que engloba
la prestación económica por ancianidad, la prestación
económica por Incapacidad y la asistehcia sanitaria.

El Estatuto de la ciudadanía española en el exterior supera
el concepto tradicional de emigrante contemplado en la Ley
33/1971, de 27 de julio, de Emigración, quevinculaba la acción
protectora a la existencia de una relación de trabajo o activi
dad lucrativa, e indirectamente, a los familiares a su cargo.

Esta nueva dimensión de los beneficiarios se plasma
en este real decreto, que equipara a los cónyuges o pare
jas de hecho de los emigrantes al mismo nivel de protec
ción, no quedando supeditadas a la mere condición de
familiares. De esta forma, se corrige la situación de des
igualdad existente hasta ahora y se garantiza el disfrute
pleno de sus derechos.

El presente real decreto tiene por finalidad establecer
un mecanismo de protección que garantice el derecho a

percibir una prestación a los españoles residentes en el
exterior que habiéndose trasladado al exterior por razo
nes laborales, económicas o cualesquiera otras y
habiendo cumplido 65 años de edad o estando incapacita
dos para el trabajo, se encuentren en una situación de
necesidad por carecer de recursos suficientes para cubrir
sus necesidades. El importe de esta prestación vendrá
determinado para cada uno de los países de forma obje
tiva, tomando como referencia la realidad socioeconó
mlca del país de residencia.

El objetivo último que persigue este real decreto es
configurar un sistema de protección por razón de necesi
dadpara tos beneficiarios que incluye, además de la pres
tacion económica por ancianidad o incapacidad, la pro
tección sanitaria.

La inclusión de la incapacidad dentro de la prestación
por razón de necesidad otorga a esta prestación la consi
deración de derecho subjetivo, superando el concepto de
ayuda asistencial que tenía hasta el momento.

Con el fin de clarificar y homogeneizar la determinación
y el reconocimiento del derecho a la prestación económica,
se unifican los requisftos exigidos para acceder a la presta
ción por razón de necesidad en sus dos modalidades.

El real decreto recoge de forma expresa los criterios a
tener en cuenta para el cómputo de las rentas o ingresos
imputables al solicitante, ampliando el concepto de uni
dad familiar y delimitando claramente los supuestos de
extinción del derecho a la prestación por razón de necesi
dad, como mecanismos para evitar o limitar las posibili
dades de fraude.

Por lo que se refiere a la prestación por incapacidad,
se define la situación de incapacidad absoluta para todo
trabajo, y se regula el procedimiento para su valoración y
revisión.

En materia de asistencia sanitaria,se articula el proce
dimiento para garantizar la cobertura de la prestación a
los beneficiarios residentes en el exterior y, con el-fin de
mejorar la calidad del servicio prestado, se contempla la
necesidad-de evaluación de la protecci5n que-se dispense
por parte de las entidades que prestan la cobertura de
asistencia sanitaria.

Por último, se recoge la pensión asistencial por ancia
nidad para los españoles de origen que retornen a España,
y se reconoce su derecho a la asistencia sanitaria siempre
que no lo tuviesen por otro título, derecho que se extiende
a los pensionistas españoles de origen residentes en el

- exterior en sus desplazamientos temporales a nuestro
país. De igual forma, se incluye en el texto normativo la
asistencia sanitaria para los trabajadores por cuenta ajena
españoles de origen residentes en el exterior qué se des
placen temporalmente a España y a los familiares a su
cargo.

Hay que resaltar que esta ampliación de la cobertura
de la asistencia sanitaria supone una mejora considerable
para los distintos colectivos, que hasta el momento

• deblan costear total o parcialmente la prestación.
En su virtud, a propuesta del Ministro de Trabajo y

Asuntos Sociales, con la aprobación previa de la Ministra
de Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo
de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros
en su reumón del día 71 de enero de 2008.

DISPONGO:

CAPÍTULO 1

Prestación por razón de necesidad

Artículo 1. Objeto.

La prestación por razón de necesidad contemplada en
el artículo 19 do la Ley 40/2006, de 14 de diciembre, del
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Estatuto de la ciudadanía española en el exterior, ampa
rada en el apartado 4 del artículo? delTexto Refundido de
la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el
Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, se regu
lará por lo dispuesto en este real decreto y comprende las
siguientes prestaciones:

a) La prestación económica por ancianidad.
b) La prestación económica por incapacidad abso

luta para todo tipo de trabajo.
o) La asistencia sanitaria.

Artículo 2. Beneficiarios de la prestación por razón de
necesidad.

Tendrán derecho a la prestación por razón de necesi
dad, siempre que cumplan los requisitos del articulo 3:

a) Los eápañoles de prigen nacidos en territorio
nacional que, por motivos económicos, laborales o de
cualquier otra naturaleza, salieron del país y establecieron
su residencia en el extranjero.

bI Los españoles da origen no nacidos en España
que acrediten un periodo de residencia en nuestro país de
JO años previo a la presentación de la solicitud de la pres
tación, siempre que ostentaran durante todo ese periodo
la nacionalidad española.

Artículo 3. Requisitos de la prestación por razón de
necesidad.

1. Para acceder a la prestación se deberán acreditar
los siguientes requisitos:

a) Haber cumplido sesenta y cinco años de edad
en la fecha de la solicitud de la prestación económica
por ancianidad o para la prestación económica de inca
pacidad, ser mayor de dieciséis y menor de sesenta y
cinco años y estar en situación de incapacidad perma
nente absoluta para todo tipo de trabajo en la fecha de
la solicitud.

b) Residir legal y efectivamente en aquellos países
donde la precariedad del sistema de protección social
justifique la necesidad de esta prestación, debidamente
acreditada mediante informe de la Consejerla deTrabajo y
Asuntos Sociales, de acuerdo con los parámetros de eva
luación establecidos por la Dirección General de Emigra
clon.

El requisito de residencia legal en el extranjero, para
el reconocimiento y conservación del derecho a la presta
ción económica, se acreditará mediante la documenta
ción prevista en los apartados a) y b) del punto 2 deI
artículo 8 de este real decreto.

c) No pertenecer a institutos, comunidades, órdenes
y organizaciones que, por sus reglas o estatutos estén
obligados a prestarles asistencia.

d) Carecer de rentas o ingresos suficientes en los tér
minos establecidos en el articulo de este real decreto.

e) No poseer bienes muebles o inmuebles con un
valor patrimonial superior a la cuantía anual de la base
cálculo correspondiente al país de residencia.

f) No haber donado bienes en los cinco años anterio
res a la solicitud de la prestación económica, por un valor
patrimonial superior a la cuantía establecida en la base
cálculo de la prestación económica correspondiente al
país de residencia, valorándose dichos bienes según las
normas establecidas para el Impuesto que lo grave.

2. Se exceptúa de lo establecido en el apartado e) de
este artículo la vivienda habitualmente ocupada por el
solicitante de la prestación, y del apartado 1) la vivienda
habitualmente ocupada por el solicitante de la prestación
que haya sido donada con reserva de usufructo total y

vitalicio a favor del mismo siempre que sea el único bien
inmueble que posea.

Artículo 4. Naturaleza de la prestación económica.

1. La prestación económica tiene el carácter de per
sonal e intransferible y no podrá otorgarse como garantía
de ninguna obligación, salvo lo establecido en los aparta
dos siguientes.

2. Cuando el beneficiario se encuentre acogido en
un Centro asistencial cuyo mantenimiento está subven
cionado con cargo a tos Presupuestos Generales del
Estado, la Dirección General de Emigración podrá abonar
una parte de la prestación a un representante autorizado
del Centro pata participar en el coste de la financiación de
los gastos de estancia del interesado, entregando el resto
directamente al mismo.

En ningún caso la cantidad abonada en concepto de
gastos de estancia al centro de acogida podrá ser superior
al coste real de los mismos. En todo caso no superará el
75 por 100 del importe de la prestación que perciba el
beneficiario.

Artículo 5. Carencia de rentas o ingresos.

7. Se considerarán rentas o ingresos Insuficientes las
que, en cómputo anual de enero a diciembre, sean infe
flores a la cuantía anual de la base de cá)culo que se esta
blezca para el país de residencia. Los Ingresos que debe
rán declarar los- solicitantes, tanto en su solicitud inicial
como en las Fe de vida y declaración de ingresos, se refe
drán al año enue se presenten las solicitudes o las reno
vaciones.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior,
cuando el solicitante carezca 1e rentas o ingresos sufi
cientes, si convive con otra u otras personas en una
misma unidad económica familiar,-únicamente se enten
derá cumplido dicho requisito cuando la suma de las ren
tas o ingresos computables a todos los integrantes de
aquélla, en lós términos previstos en el apartado anterior,
sea inferior a la cuantía de la base de cálculo en cómputo
anual del país de residencia, más el resultado de multipli
car el 70 por 100 de dicha cifra por el número de convi
vientes, menos Uno.

3. Existirá unidad económica familiar en todos los
casos de convivencia de un beneficiario con otras perso
nas, sean o no beneficiarios, unidos con aquél por matri
monio o por lazos do parentesco por consanguinidad o
adopción hasta el segundo grado. La pareja de hecho del
solicitante será considerada como miembro de la unidad
económico-familiar, siempre que dicha situación sean
reconocida por la legislación vigente en el país de resi
dencIa y se acredite documentalmente.

Cuando no exista una situación de separación legal,
divorcio o denuncia por abandono de hogar y uno de los
cónyuges traslade su residencia a un país distinto o
retorne a España, se mantendrá la consideración do uni
dad económico-familiar a todos los efectos. Esta situación
se aplicará igualmente a las parejas de hecho reconocidas
legalmente.

Articulo 6. Rentas o ingresos computables.

1. A efectos de lo establecido en el articulo anterior,
se considerarán rentas o lngresos computables, los bie
nes y derechos de que dIsponga en cómputo anual el
beneficiario, o la unidad económica de convivencia, deri
vados tanto del trabajo como del capital, así como cuales
quiera otros sustitutivos de aquéllos.

Asimismo, se considerarán ingresos imputables al
solicitante las ayudas que perciba con carácter periódico
y permanente, así como las prestaciones periódicas que
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le sean reconocidas por organismos públicos, nacionales
o extranjeros, distintos da la Dirección General de Emi
gración concurrentes con la-prestación económica.

Las ayudas reconocidas por las comunidades autóno
mas con carácter extraordinario y por una sola vez no se
considerarán ingresos imputables al solicitante a estos
efectos. Igualmente no se computarán las ayudas que
otorguen las comunidades autónomas para el retomo.

2. Se entenderá por rentas de trabajo las retribucio
nes tanto dinerarias como en especie, derivadas del ejer
cicio de actividades por cuenta propia o ajena.

Se equiparan a rentas de trabajo las prestaciones
reconocidas por cualquiera de los regímenes de previsión
social, financiadas con recursos públicos o privados.

Asimismo, tendrán la consideración de ingresos susti
tutivos de las rentas de trabajo, cualesquiera otras per
cepciones supletorias de éstas, a cargo de fondos públi
cos o privados. -

3. Cuando el valor patrimonial de los bienes mue
bles e inmuebles propiedad del solicitante o beneficiario,
a excepción de la vivienda habitual, sea superior a la base
de cálculo establecida para el país de residencia en cóm
puto anual, no se tendrá derecho a la prestación.

A estos efectos, se considerará valor patrimonial de
un inmueble el valor catastral total establecido en cada
país, a efectos fiscales, para el impuesto que lo grave. En
aquellos casos en los que no sea posible determinar un
valor patrimonial oficial, se tomará en consideración el
valor reflejado en la escritura de compra del inmueble.

Por otro lado, los bienes muebles tales como accio
nes, bonos u otros activos financieros, se computarán
según el valor nominal que figure en el correspondiente
título-de.compra. En lo relativo a cuentas y depósitos -ban-
canos, se computará el saldo medio, acreditado mediante
certificados o extractos bancarios, en-los seis meses ante
riores a la presentación de la solicitud o de la fe de vida y
declaración de ingresos.

4. No se computará el valor patrimonial de los bie
nes muebles e inmuebles que sean propiedad de los
miembros Integrantes de la unidad familiar.

5. Cuando el solicitante comparta con otros la titula
ridad de un bien, mueble o inmueble, le será imputada la
parte proporcional que le corresponda, tanto en lo que se
refiere al valor patrimonial del bien como en la determina
ción de sus rendimientos, de acuerdo con lo dispuesto en
el apartado siguiente. La misma regla se aplicará a los
bienes comunes del matrimonio o de ta pareja de hecho
legalmente reconocida.

6. Cuando el solicitante disponga de bienes muebles
o inmuebles y la suma de todos los valores patrimoniales
muebles o Inmuebles sea Inferior a la cuantía anual de la
base cálculo de la prestación por razón de necesidad
correspondiente al país de residencia, se tendrán en
cuenta sus rendimientos efectivos. Igualmente se tendrán
en cuenta los rendimientos efectivos de los bienes mue
bles e Inmuebles de los miembros que integran la unidad
familiar. Asimismo, serán computables los rendimientos
efectivos de la vivienda habituaimeñte ocupada por el
solicitartte.

SI no existen rendimientos efectivos se computará el
dos por ciento del valor patrimonial o catastral dei bien.
Dicho cómputo no se aplicará a la vivienda habitualmente
ocupada por el solicitante.

7. En los casos en que el beneficiario de la presta
ción económica esté ingresado en un centro geriátdco o
conviva con otras personas en un domicilio distinto al
habituál, y acredite que el único bien Inmueble de su pro-.
piedad es la vivienda que habitualmente ocupaba, se
imputarán en su caso, los rendimientos por alquiler de la
misma, o el dos por ciento sobre su valor patrimonial o
catastral si se mantuviera desocupada. En caso de dona
ción de la vivienda habitual sin reserva de usufructo total

y vitalicio, ésta pasará a tener la misma consideración que
una propiedad distinta de la habitual.

8. No se computarán las asignaciones periódicas
por hijos a cargo que sean discapacitados.

Artículo 7. Base de cálculo y cuantía de la prestación
económica.

1. La base de cálculo de las prestaciones económi
cas correspondiente a cada país de residencia se fijará,
partiendo de los fondos que anualmente se consignen en
la correspondiente partida presupuestaria del Ministerio
deirabajo y Asuntos Sociales, de acuerdo cori los indica
dores económicos y de protección social de cada país de
residencia. A estos efectos se tendrán en cuenta los
siguientes indicadores:

a) Renta per cápita.
b)- Salario minimo interprofesional.
c) Salario medio de un trabajador por cuenta ajena.
d) Pensión mínima de Seguridad Social.

El Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales estable
cerá las bases de cálculo a partir de los indicadores ante
riormente referenciados, y dará conocimiento al Ministe
rio de Economía y Hacienda.

La Dirección General de Emigración fijará anualmente
la base de cálculo correspondiente a cada país en euros y
en moneda local, con efectos de 1 de enero de cada año
natural, sin que su determinación pueda verse afectada
por las oscilaciones del tipo de cambio entre el euro y la
respectiva moneda local que puedan producirse a lo largo
del año, salvo que’ las oscilaciones del tipo de cambio
entre el euro y la respectiva moneda local supere el 15 por
ciento

2. La cuantía de la prestación áerá el resultado de
restar a-la base de cálculo establecida, según lcr Indicado
en el apartado anterior, las rentas o ingresos anuales de
que, en su caso, disponga el beneficiario.

3. Cuando en una misma unidad económica concu
rna más de un beneficiario con derecho a una prestación
de esta misma naturaleza, la cuantía de cada una de las
prestaciones vendrá determinada eri función de las
siguientes reglas:

a) Al importe referido para cada pais se le sumará
el 70 por 100 de esa misma cuantía, tantas veces como
número de beneficiarios, menos uno, exista en la unidad
económica de convivencia.

b) La cuantía de la prestación para cada uno de los
beneficiarios será igual al cociénte de dividir el resultado
de la suma prevista en el apartado a) por el número de
beneficiarios con derecho a prestación.

c) De las cuantías resultantes de la aplicación de lo
establecido en los apartados anteriores, calculadas en
cómputo anual, se deducirá, en su caso, las rentas o

-
. ingresos anuales de que disponga cada beneficiario.

4. En los casos de convivencia del beneficianio o
beneficiarios con personas no beneficiarias, si la suma de
los ingresos o rentas anuales de la unidad económica
más la prestación, calculadas conforme a lo dispuesto en
los apartados anteriores, supera el límite de acumulación
de recursos establecidos en el articulo 5, la prestación o
prestaciones se reducirán, para no sobrepasar el mencio
nado limite, disminuyendo en Igual cuantía cada una.

5. En cualquier caso, la cuaritía máxima de la presta
ción no superará la establecida en España en cada
momento para la modalidad no contributiva de las pen
siones de juhilapión de la Seguridad Social.

6. La cuantía minima de la prestación a reconocer
será, en cualquier caso, igual al 25 por 100 de la cuantía
de la prestación a que se refiere el apartado 1 de este
artículo, aunque el cálculo resultante de la aplicación de
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lo dispuesto en los apartados 2, 3 y 4 hubiera dado un
resultado inferior a dicho porcentaje.

Artículo 8. Procedimiento.

7. El procedimiento para el reconocimiento del dere
cha a la prestación por razón de necesidad se iniciará por
el interesado o su representante legal y se ajustará a lo
dispuesto en este real decreto y a lo previsto con carácter
general en la normativa vigente sobre procedimiento
administrativo.

La solicitud se presentará en las Consejerías de Tra
bajo y Asuntos Sociales de las Embajadas, en las Seccio
nes deTrabajo y Asuntos Sociales o, en su defecto, en los
Consulados o Secciones consulares de las Embajadas.
Asimismo, podrá presentarse en los registros y oficinas a
que se refiere el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Z Las solicitudes deberán acompañarse de los
siguientes documentos:

a) Pasaporte español vigente en el que conste la ms
cripción en el Registro de Matrícula Consular como resi
dente o, en su defecto, certificación consular que acredite
este extremo, tanto del solicitante como, en su caso, del
cónyuge o pareja de hecho, si fuera español.

b) Documento público del país de residencia que
acredite de manera fehaciente la identidad del solicitante
y, en-su caso, del cónyuge, pareja de hecho y demás
miembros que componen la unidad económica de convi
vencia.

c) Certificación acreditativa de la convivencia fami
liar;en su caso.

d) Libro de familia, si procede. En su defecto, se
aportará certificado de matrimonio o documento que
acredite la existencia de pareja de hecho en aquellos paí
ses en-que esta unión este reconocida legalmente y naci
miento del resto de los miembros de (a unidad familiar.

e) En caso de separación legal o divorcio, o disolu
ción de una pareja de hecha se aportará la correspon
diente sentencia judicial firme o certificación registral. En
caso de abandono de hogar, será necesario aportar la
correspondiente denuncia.

f) Partida de defunción del cónyuge o pareja de
hecho en su caso.

g) Certificación o justificante acreditativo de los
ingresos, rentas o pensión de cuálquier naturaleza que
perciba el interesado y/o los miembros de la unidad eco
nómica de convivencia, o de no percibirse, declaración
responsable del solicitante de que ningún miembro de la
unidad económica de convivencia, incluido ei interesado,
percibe ingresos, rentas o pensión de cualquier natura
leza.

ti) Acreditación del valor de los bienes donados. En
caso de no haber donado bienes, declaración responsabla.
del interesado.

i) Declaración responsable .çlel interesado de que
ningún miembro de la unidad económica de convivencía,
incluido el solicitante, posee otros bienes, a excepción de
la residencia habitual, y de poseerlas acreditación del
valor de los mismos conforme a las normas del impuesto
que grave el patrimonio.

3. Las Consejerías de Trabajo y Asuntos Sociales
serán competentes para realizar todos los actos de Ins
trucción, de los expedientes relativos a los españoles
residentes en el ámbito geográfico de los países en los
que tengan acreditación. En los ia[ses en que no esté
acreditada dicha Consejería los expedientes se instruirán
por los servicios correspondientes de las representacio
nes diplomáticas u oficinas consulares de España en el
extranjero. -

El mencionado órgano instructor deberá solicitar los
justificantes o documentación procedente pata verificar la
situación personal y económica del solicitante. Podrá,
igualmente, llevar a cabo cuantas actuaciones considere
oportunas cuando con la documentación aportada no se
hallen suficientemente acreditados los extremos necesa
rios para resolver, en particular, en relación con aquellos
extremos cuya base documental se limite a una declara
ción responsable.

4. Una vez ultimadas las actuaciones anteriores, y
las demás exigidas por la legislación aplicable, el órgano
instructor transmitirá, a la Dirección General de Emigra
ción los datos recabados en la instrucción de las solicitu
des, certificando las comprobaciones efectuadas a efectos
de la resolución de los expedientes.

5. Corresponde al órgano instructor la custodia y
archivo de la documentación integrante del expediente
que haya servido de base para llevar a cabo lo establecido
en los apartados anteriores.

Artículo 9. Efectos do la falta de resolución e.’presa.

Transcurrido el plazo máximo de seis meses, desde la
fecha en que fa solicitud haya tenido entrada en los regis
tros del órgano competente para su tramitación, sin que
se haya notificado resolución expresa, podrá entenderse
desestimada.

Artículo JO. Efectos económicos.

7. Los efectos económicos de la prestación se produ
cirán a partir del día primero deLmes siguiente a aquél en
que se-hubiese presentando la solicitud y se extenderán
hasta el último día del mes en que se haya producido la
causa de-su extinción.

2. La caducidad del derecho al cobro de la prestación
se producirá transcurrido el plazo de seis meses, a contar
desde el día siguiente al primer día en que pudo hacerse
efectivo el cobro por el interesad cuando no se reclame
expresamente su abono.

3. En los casos de imposIbilIdad física del beneficia
rio para el cobro de la prestación se otorgará un poder
notarial para la liquidación de sus derechos económicos
cuando el importe sea superior a 1.500€. Si el importe es
inferior a esta cifra, será suficiente la autorización del
beneficiado en favor de la persona que lo efectúe. En
ambos casos se deberá presentar una fe de vida y estado
del mismo beneficiario, expedida menos de 30 días antes
de la fecha del cobro.

4. En los supuestos de Incapacidad mental del bene
ficiario se acreditará dócumentalmente la situación de
incapacidad, así como el Inicio del procedimiento para la
declaración de la misma y el nombramiento del represen
tante legal.

Artículo 11. Abono de mensualidades devengadas y no
percibidas.

7. - En caso de fallecimiento del beneficiario de la
prestación el importe de las mensualidades devengadas y
no percibidas se abonará a quien acredite actuar en inte
rés de los herederos o de la comunidad hereditaria, siem
pre que se solicite en el plazo de tres meses desde la fecha
de fallecimiento.Transcurrida este plazo caducará el dere
cho al cobro.

2. En las solicitudes de mensualidades devengadas
y no percibidas, se deberá presentar la siguiente docu
mentación:

a) Certificado de defunción del beneficiado.
b) Testamento o, en su defecto, Declaración legal de

herederos.
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En defecto de testamento o declaración legal de here
deros. deberá presentarse:

1. Certificado de matrimonio o de pareja de hecho
registrada cuando sea el cónyuge o el otro miembro de la
pareja quien solicite la prestación devengada.

2. Certificado de fallecimiento del cónyuge o de la
pareja de hecho, cuando sea distinto de éstos el heredero
que presente la solicitud.

3. Libro de familia del beneficiario fallecido donde se
relacionen todos los hijos y, en su ausencia, los corres
pondientes Certificados literales de nacimiento en los que
se haga referencia expresa a los padres.

En el caso de que se compruebe la existencia de más
de un heredero, el solicitante deberá aportar la autoriza
ción de los otros herederos.

3 La ordenación de las solicitudes de mensualida
des devengadas y no percibidas se realizará por las Con
sejerías deTrabajo y Asuntos Sociales o por los servicios
correspondientes de las representaciones diplomáticas u
oficinas consulares de España en el extranjero, que darán
traslado del expediente a la Dirección General de Emigra
ción para que se emite la resolución correspondiente.

Artículo 12. Obligaciones de los beneficiarios.

1. Los beneficiarios de Ja prestación, vendrán obliga
dos a comunicar, en el plazo máximo de treinta días desde
la fecha n que se produzca, cualquier vadación de su
situación de convivencia, estado civil, residencia, recur
sos económicos propios o ajenos computables y cuantos
otros puedan tener incidencia en la conservación o cuan
tía de aquélla.

Cuando Jel incumplimiento de esta obligación se
derive la percepción indebida de la prestación, en todo o
en parte, el interesado deberá reintegrar las cantidades
no prescritas, indebidamente percibidas, a contar desde
el primer día del mes natural siguiente a aquél en que se
hubiese producido la variación.

2. En el plazo que determine Ja Dirección General da
Emigración, y en todo caso antes del 30 de noviembre, los
beneficiados deberán presentar cada año la fo de vida y
una declaración de los ingresos o rentas computables de
la respectiva unidad económica familiar del año en curso
para determinar la cuantía de la prestación económica
que le corresponderá en el ejercicio siguiente, y acreditar
el cumplimiento de los requisitos que dan derecho a la
conservación de la prestación.

3. En caso de no presentar la fe de vida o si ésta se
hubiera presentado con posterioridad a 30 de noviembre,
el derecho a prestación se extinguirá y el beneficiario
deberá presentar una nueva solicitud.

4. Las Consejerías deTrabajo y Asuntos Sociales cer
tificarán las comprobaciones realizadas a efectos de la
tramitación de la fe de vida y declaración de los ingresos
y procederán a la custodia y archivo de la documenta
cian.

El mencionado órano instructor-deberá solicitar los
justificantes o documentacIón procedente pata verificar la
situación personal y económica del solicitante. Podrá,
igualmente, llevar a cabo cuantas actuaciones considere
oportunas cuando con la documentación aportada no se
hallen suficientemente acreditados los extremos necesa
rios para resolver, en particular, en relación con aquellos
extremos cuya base documental se limite a una declara
ción responsable.

Artículo 13. RevisIón del derecho a la prestación y reinte
gro de tas cantidades indebidamente percibidas.

1. La Dirección General de Emigración podrá en cual
quier momento, rectificar errores materiales o de hecho y

los aritméticos, así como revisar de forma motivada las
resoluciones de reconocimiento del derecho a la presta
ción, por la constatación de omisiones o inexactitudes en
los datos declarados por el beneficíario. En todo caso, los
efectos de estas resoluciones quedan supeditados al
mantenimiento de lascircunstancias determinantes de la
concesión. El procedimiento se sujetará a lo previsto en la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi
nistrativo Común.

Si a la vista de dicha comprobación se constata que el
interesado viene percibiendo la prestación indebidamente
o con una cuantía superior a la que le corresponde, se
procederá a revIsar el acto de reconocimiento de la pres
tación y a declarar, en su caso, la obligación de reintegrar
las cantidades indebidamente percibidas.

2. Si una vez constatada la existencia de cantidades
indebidamente percibidas, el deudor continuase siendo
beneficiario de la prestación objeto de revisión, se podrán
efectuar, previa notificación al interesado, los correspon
dientes descuentos sobre las sucesivas mensualidades
de la prestación a que tuviese derecho el Interesado,
hasta la total satisfacción de la deuda, salvo que el mismo
opte por abonar integramente la deuda en un sola pago.

3. Cuando el perceptor de las cantidades indebida
mente percibidas, como consecuencia de la revisión a
que se refiere el apartado 1 de este artículo, perdiese el
derecho a la misma, pero fuera beneficiario de cualquier
otra pensión pública, se dará traslado al órgano que la
haya reconocido a efectos de que se practlque, en su
caso, el oportuno descuento sobre la misma.

Artículo 14. Extinción del derecho.

1. El derecho a la prestación económica por razón de
necesidad se extinguirá cuando concurra alguna de las
siguientes circunstancias:

a) Fallecimiento del beneficiario
a) Retorno a España del beneficiário.
b) Renuncia a la nacionalidad española del benefi

ciado. -

c) Renuncia voluntaria del beneficiario.
d) Residencia por un periodo superior a seis meses

en un país distinto a aquel en que se hubiese obtenido el
derecho a la prestación. Si en el país de destino estuviese
establecida esta prestación, para acceder a la misma se
deberá presentar nueva solicitud.

e) Desaparición de las circunstancias determinantes
del reconocimiento del derecho a la prestación.

f) No presentar la fe de vida y declaración de rentas
o Ingresos en el plazo establecido.

2. El derecho a ¡a prestación se podrá volver a reco
nocer cuando desaparezca el motivo que originé la extin
ción y so presente una nueva solicitud, siempre que con-

• curtan los demás requisitos exigidos por la norma.
3. Cuando se compruebe fehaclentemente que ha

existido ocultación de datos o falsedad documental en
relación con los requisitos exigidos para el acceso y man
tenImiento del derecho a la prestación económica por
necesidad, el derecho quedará extinguido definitiva
mente.

Articulo 15. Competencia.

Corresponde a la Dirección General de Emigración el
reconocimiento y pago de la prestación económica por
razón de necesidad, sin perjuicio de las competencias
atribuidas en relación con la instrucción y custodia de los
expedientes a las Consejerlas deTrabajo y Asuntos Socia
les y a los demás órganos a los que se refiere el artículo 8
de este real decreto.
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Artículo 16. Recursos.

ConTra las resoluciones dictadas por el Director Gene
ral de Emigración podrá interponerse recurso de alzada
ante la Secretaria da Estado de Inmigración y Emigración,
conforme a lo establecido en los artículos 114 y 115 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi
nistratívo Común.

Artículo J7. financiación y pago.

El pago de la prestación por razón de necesidad se
efectuará con la periodicidad quedetermine la Dirección
General de Emigración, que en ningún caso será superior
a la trimestral, y dentro de los límites establecidos en la
correspondiente partida presupuestaria anual del Ministe
rio deTrabajo y Asuntos Sociales.

Articulo 78. fiscalización previa de la nómina de pago
de Ja prestación por razón de necesidad.

La fiscalización previa de la ómlna de pago de la
prestación por razón de necesidad se realizará de acuerdo
con lo previst& en la Ley 4712003, de 26 de noviembre,
General Presupuestaria y en el real decreto 2188/1995,
de 28 de diciembre. Sín perjuEcio de lo establecido en las
referidas disposiciones, la Intervención Delegada, en el
elercido del citado control previo, podrá tener acceso a
los antecedentes contenidos en la aplicación informática
de gestión.

CAP[WLO II

Prestación por incapacidad

Articulo 19. Determinación de la situación de Incapaci
dad absoluta para todo tipo de trabajo.

1. Se considerará que existe incapacidad absoluta
para todo tipo de trabajo cuando los beneficiarios con
templados en el artículo 2 del presente real decreto
padezcan deficiencias, previsiblemente permanentes, de
carácter fisico o psíquico, congénitas o no, que les inhabi
liten por completo para toda profesión u oficio.

2. La valoración de la situación de incapacidad se
realizará por los médicos facultativos de la entidad que
preste la asistencia sanitaria a los beneficiarios de la pres
tación por razón de necesidad, teniendo en cuenta, a
estos efectos, tanto la edad del beneficiario como sus
posibilIdades reales de integración en el mercado de tra
bajo del pats de residencia.

3. La entidad aseguradora expedirá un informe
donde se dictamine la incapacidad del solicitante de-.
acuerdo con la valoración efectuada. Asimismo, se hará
constar la necesidad de revisión de la situación de incapa
cidad y el plazo para realizarla.

4. La Dirección General de Emigración y las Canse—
jerfas deTrabajo y Asuntos Sociales de las Embajadas, o,
en su defecto, los Consulados o Secciones consulares de
las Embajadas podrán instar en todo momento la revisión
de la situación de incapacidad del beneficiaria de la pres
tación.

Articulo 20. Cambio de la prestación por incapacidad.

La prestación por incapacidad, cuando sus beneficia
rios cumplan la edad de 65 años, pasará a.ser prestación
económica por ancianidad, aplicándose desde ese
momento el régimen juridico de esta última prestación.

Este cambio no Implicará modificación alguna res
pecto del importe de la prestación que se viniese perci
biendo en el año en que se produzca.

CAPÍTuLO III

Asistencia sanitaria

Artículo 21. Prestación de asistencia sanitaria.

1. En et caso de que los beneficiarios de la prestación
por razón de necesidad carezcan de la cobertura de asis
tencia sanitaria en el pals de residencia o cuando su con
tenido y alcance fueran insuficientes, tendrán derecho a
cobertura de dicha contingencia en los términos regula
dos en este real decreto.

La totalidad del coste de dIcha asistencia no podrá ser
repercutida sobre la prestación económica. La Dirección
General de Emigracion determinará anualmente el coste
que se repercutirá en la citada prestación.

2. Se podrán suscribir convenios, acuerdos o cual
quier otro Instrumento juridico donde se determine el
alcance de la prestación de asistencia sanitaria y su finan
ciación. A tal fin se tendrá en cuenta la cartera de servicios
comunes del sistema Nacional de Salud regulada en el
Real Decreto 1030/2006, de 15 de septiembre, que esta
blece las prestaciones sanitarias y farmacéuticas garanti
zadas en España a tos beneficiarios del Sistema Nacional
de salud.

Los convenios suscritos antes de la fecha de-entrada
en vigor de este real decreto mantendrán su vigencia
salvo que hubiera existido denuncia- expresa por alguna
de las partes.

3. Siempre que exista suficiencia presupuestaria
también podrán beneficiarse otros españoles residentes
en los paises en los que se haya suscritá un Convenio
para la prestación de la asistencia sanitaria, en situación
de necesidad debidamente acreditada, asl como el cón
yuge y.los familiares de nacionalidad española, por con
sanguinidad o adopción en primer grado de los beneficia
dos contemplados en el punto 7 de-este artículo, siempre
que dependan económicamente de estos. y además for
men parte de la unidad económica de convivencia a los
efectos de lo previsto en el artículo 5.3.

Articulo 22. Garantía de la cobertura de (a prestación de
asistencia sanitaria.

Con el fin de garantizar a los beneficiarios la cober
tura de la asistencia sanitaria en todo momento, las Con
sejerías de Trabajo y Asuntos Sociales o los servicios
correspondientes de las representaciones diplomáticas
u oficinas consulares de España en el extranjero, remiti
rán a la Dirección General de Emigración, el 16 de
noviembre de cada año, informe sobre e) número real de
beneficiados en esa fecha y el importe de la cuota anual
por cada uno de ellos para el año siguiente. La regulari
zación de las altas y las bajas de beneficiarios que se
produzcan con posterioridad podrá realizares, en su
caso, dentro del segundo semestre del año en que se
hubieran producido.

Sobre la base de este informe, la Dirección General de
Emigración, tramitará la realización de los pagos corres
pondientes de acuerdo con lo señalado en el artIculo 79
de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presu
puestaria.

Artículo 23. Justificación de los pagos.

La justificación de los pagos por las Consejerías de
Trabajo y Asuntos Sociales o por los servicios correspon
dientes de las representaciones diplomáticas u oficinas
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consulares de España en el extranjero se realizará en el

plazo de seis meses, pudiendo ser prorrogado por otros
seis meses de acuerdo con lo señalado en el articulo 79.4

de la Ley 47/2003 de 26 de noviembre, General Presu
puestaria.

Artículo 24. EvaluacIón de los servicios prestados.

Las Consejerías de Trabajo y Asuntos Sociales o los
servicios correspondientes de las representaciones diplo

máticas u oficinas consulares de España en el extranjero,
elaborarán un informe de análisis y seguimiento de la

atención dispensada a los beneficiarios, en el que se eva

lúe el grado de cumplimiento y cobertura de la asistencia

sanitaria por parte de la entidad que la presta de acuerdo
con lo previsto en el Convenio.

Este informe será remitido a la Dirección General de

Emigración antes del 15 de octubre de cada año. -

CAPÍTULO IV

Prestaciones para españoles de origen retornados

Articulo 25. Pensión asistencial por ancianidad para
españoles de origen retornados.

7. Los españoles de origen residentes en los países

donde la precariedad del sistema de protección social

justifique la existencia de la prestación por razón de nece
sidad podrán ser beneficiarios de pensión asistencial por
ancianidad cuando retornen a España.

Tendrán-derecho a la pensión asistencial por anciani

dad:
a) Los españoles de origen nacidos en territorio

nacional que, por motivos económicos, laborales o de
cua[quíer otra naturaleza,-salieron del país y establecieron
su residencia en el extranjero.

b) Los españoles de origen no nacidos en España
que acrediten un periodo de residencia en nuestro pate de

8 años previo a la presentación de la solicitud de la pres

tación, siempr.e que ostentaran durante todo ese periodo

la nacionalidad española.

2. El derecho a la pensión asistencial por ancianidad
para los retomados se reconocerá siempre que acrediten

los requisitos exigidos en el articulo 167 del Texto Refun

dido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado

por el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, para
tener derecho a una pensión de jubilación en su modali
dad no contributiva del sistema español de Seguridad
Social, salvo el referido a los períodos de residencia en
territorio español.

3. Las solicitudes podrán presentarse en la Direc

ción General de Emigración y en cualquiera de los regis

tros u oficinas a que se rfleré el artículo 38 de la Ley

3011992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las

Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis

trativo Común.
4. Corresponde a la Dirección General de Emigración

Ja Instrucción, reconocimiento y pago de estas pensiones

asistenciales.
6. La cuantía de las pensiones concedidas al amparo

de lo dispuesto en el apartado anterior será la que se fije
en la Ley de Presupuestos Generales del Estado para la
pensión de jubilacion en su modalidad no contributiva del

sistema de Seguridad Social, en cómputo anual y referida
a 12 mensualidades.

6. Los efectos económicos de las pensiones regula
das en el presente artículo se producirán en los términos

establecidos en el artIculo 10 de este real decreto.
7. Los ingresos que deberán declarar los solicitantes,

tanto en su solicitud inicial como en las Fe de vida y dacIa-

ración de ingresos, se referirán al año en que se presen

ten las solicitudes o las renovaciones. En este sentido, no
se considerarán ingresos imputables los derivados de
subsidio de desempleo para retornadas, FONAS, ayudas
de las comunidades autónomas y cualquier otra presta

ción de tipo asistencial que hubiera percibido el solici
tante.

8. El derecho a las pensiones asistenciales percibi
das por los españoles retornados se extinguirá cuando
concurra en el beneficiario alguna de las siguientes cir

cunstancias:

a) Fallecimiento.
b) Pérdida de la condición de residente legal en

España o traslado de la residencia fuera del territorio
español por tiempo superior a noventa días a lo largo de
cada año natural, salvo que dichas ausencias estén moti

vadas por causas de enfermedad debidamente justifica

das.
c) Dísponer de rentas o ingresos suficientes de

acuerdo con la ñormativa aplicable a las pensiones de

jubilación en su modalidad no contributiva del Sistema
español de Seguridad Social.

d) No presentar la fe de vida y declaración de rentas
o ingresos en el plazo establecido en el articulo 13.2 de
este real decreto.

e) Reunir los requisitos pata alcanzar derecho a una
pensión del sistema de la Seguridad Social u otra pensión
pública, prestación o subsidio reconocido por cualquier

Administración Pública.

Cuando se compruebefehacientemente que ha exis

tido ocultación de datos o falsedad documental en rela
ción con los requisifos exigidos para el acceso y manteni

miento del derecho a la pensión asistencial, el derecho
quedará extinguido definitivamente.

Artículo 26. Asistencia sanitaria para españQ!es de ori
gen retornados y pensionistas españoles de origen
residentes en al exterior desplazados temporalmente
al territorio nacional.

1. Los españoles de origen residentes en el exterior
que retornen a España asi como los pensionistas españo
les de origen residentes en el exterior en sus desplaza
mientos temporales a nuestro país tendrán derecho a la
asistencia sanitaria cuando, de acuerdo con las disposi
ciones de la legislación de Seguridad Social española, las
del Estado de procedencia o de las normas o Convenios
Internacionales de Seguridad Social establecidos al
efecto, no tuvieran prevista esta cobertura.

2. El reconocimiento del derecho a la asistencia sani

taria corresponde al Instituto Nacional de la Seguridad
Social, el cual expedirá el documento acreditativo del
derecho. Este derecho se conservará hasta que el benefi

ciario reúna los requisitos establecidos pata obtenerlo de
acuerdo con las disposiciones de Seguridad Social espa
ñola, las del Estado de procedencia o de las normas o

Convenios internacionales de Seguridad Social.
Los españoles de origen retornados justificarán su

condición mediante la presentación de la baja consular en
el país de residencia y el certificado de empadronamiento
en el municipio donde haya fijado su residencia en nues
tro país.

4. En el Presupuesto de la Secretaría de Estado de
Inmigración y Emigración se fijará anualmente la par
tida presupuestaria destinada a costear la prestación de
asistencia sanitaria prevista en los puntos 1 y 2 de este

artículo.
5. La Secretaría de Estado de inmigración y Emigra

ción y la Secretaría de Estado de la Seguridad Sócial
determinarán conjuntamente e! importe total de la cuota
por cada beneficIarlo así como el procedimiento para
efectuar el pago con carácter anual. Este importe será
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asumido por la Secretaría de Estado de Inmigración y Estado», salvo lo previsto sobre la prestación por razón de
Emigración, dentro del límite asignado a la correspon- necesidad que entrará en vigor el 1 de enero de 2008.
diente partida presupuestaria, Dado en Madrid, el 11 de enero de 2008.

Disposición adicionat única. Informe anual de segul- JUAN CARLOS R.
miento.

- .. , El Ministro deTrabaja y Asuntos Sociales,
La Direccion General de Ermgracion efectuara el

seguimiento de la aplicacion del presente real decreto,
elevando un ínforme anual al Ministro deTraba]o yAsun
tos Sociales en el que, en su caso, se propondrán las
modificaciones a introducir en el régimen que se esta
blece si se produjeran desviaciones con incidencia presu
puestaria.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Queda derogado el Real Decreto 728119g3, de 14 de
mayo, por el que se establecen pensiones asistenciales
por ancianidad en favor de los emigrantes españoles, así
como cuantas disposiciones de igual o inferior rango se
opongan a lo establecido en este real decreto.

Disposición final primera. Modificación del Decreto
2766/J96 de 16 de noviembre por el que dictan nor
mas sobre prestaciones de asistencia sanitaria y orde
nación de servicios médicos en el Régimen General
de la Seguridad Social.

El Decreto 276611967, de 16 de noviembre, por el que
dictan normas-sobre prestaciones de asistencia-sanitaria
y ordenación de servicios médicos en el Régimen General
de la-Seguridad Social, queda modificado como sigue:

Uno. -La norma 3. del apartado 2 del artículo 6 queda
redactada del siguiente modx

«3. La de los trabajadores por cuenta ajena que
hayan causado baja en el Régimen de la Seguridad Social
correspondiente para realizar una actividad laboral por
cuenta ajena en el exterior, desde la fecha de la baja hasta
el momento en que se produzca su salida de España.»

Des. Se añade una norma 3. bis cbn la siguiente
redaóción:

«3. bis. La de los trabajadores por cuenta ajena
españoles de origen residentes en e! exterior que se des
placen temporalmente a España cuando, de acuerdo con
las disposiciones de la legislación de Seguridad Social
española, las del Estado de procedencia o de las normas
o Convenios internacionales de Seguridad Social estable
cidos al efecto, no tuvieran prevista esta coberturas

Disposición final segunda. 77tu!o competencia!.

El presente real decreto se dicta al amparo de lo dis
puesto en el artículo t49.1.2.a de lá Constitución, que atri
buye al Estado la competencia exclusiva en materia de
emigración.

Disposición final tercera. Facultad de desarrollo.

Se faculte al Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales
para dictar las disposiciones necesarias para la aplicación
y desarrollo de este real decreto. -

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del
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La Conferencia Episcopal Española se ha dirigido a la Secretaria de Estado de la

Seguridad Social poniendo de manifiesto la necesidad de efectuar una aclaraclári con

respecto al ámbito personal de aplicación de las nçrmas reguladoras de la

incorporación al Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores poi

Cuenta Propia o Autónomos de los religiosos y religiosas de la Iglesia Católica.

La apuntada demanda se fundamenta en que el Real Decreto 3325/1981, d 29 de

diciembre, por el qüe se acordó lá incorporación a la Seguridad Social de los citados

religiosos, fue promulgado con anterioridad al vigente Código de Derecho Canónico de

1983 y que en este último se han introducidoimportantes modificaciones conceptuales

y terminológicas que afectan directamente a la figura del denominado “religioso”. Fruto

de ello, en la delimitación subjetiva que se lleva a cabo tanto en el citado Real Decreto,

con respecto a los religiosos de derecho pontificio, como en la OrdenTAS/82012004,

en lo referente a los religiosos de derecho diocesano, figuran mencionados conceptos

como, por ejemplo, “'órdenes” y “congregaciones”, que no se hallan contemplados en

el vigente ordenamiento jurídico-canónico.

En consecuencia con ello, se hace preciso que esta Dirección General, en virtud de la

competencia que tiene atribuida por el artículo 3.1 .k) del Real Decreto 1129/2008, de 4

de julio, por el que se desarrolla la estructura orgánica del Ministerio de Trabajo e

Inmigración, proÓeda a efectuar una interpretación acerca de cómo hayan de

entenderse las previsiones de dichas normas a la luz del vigente Derecho Canónico.

A tal efecto, y conforme propone la Conferencia Episcopal, debe partirse de que, en la

vigente ordenación canónica de la materia, el concepto Vida Consagrada” recoge el

contenido de lo que el anterior Código denominaba “los religiosos”, así como de que

__________________

JORGE JUAN, 59
28001 MADRID
TEL.: 913 632 902
FAX: 913633081

PORREO ELECTRONICOI
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los Institutos de Vida Consagrada pueden ser de muy diverso tipo, mereciendo

especial mención los Institutos Seculares, y de que las Sociedades de Vida Apostólica

se corresponden con las anteriormente denominadas Sociedades de Vida Común.

En consideración a lc expuesto, entiende esta Dirección 3enemI que, a éfectos.de su

encuadramiento en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores

por Cuenta Própia o Autánomo, la mención que en las antes apuntadas nomas de

Seguridad SOcial se hace a los religiosos y religiósas de la Iglesia Católica, miembtos

de Moasterios1 Órdenes, Congregaçiones, institutos y Sociedades de Vida Común,

deberá entendersé heóha a los miembros de Institutos de Vida Consagradá, tanto si

son Institutos Réligiosós, sean de derechó pontiftio ó de dereóhb diocesano, cómo si

son lnstht.itos SecuLares, y de las Sociedades de Vida Apostólica, y otras formas de

Vida Consagrada que, en todos los casos, hayan sido reconocidos pomo tales por la

autoridad competente de la iglesia, e Inscritos en el Registro de Entidades Religiosas

del Ministerio de Justfcia, y simpre qi]é reúri5n el resto de los requisitos que resúlten

exigíbtes, de tonformidad con los aludidos Real Decreto y Orden.

Quienes, de conformidad con el presente criterio, pasen a quedar incluidos en el

Régimen Especial de 1a Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o

Autónómos, si el alta n el mismo no se hubiera producidó, dispóndrán de un plazo de

tres meses para formalizar su encuadramiento debido.

ECIOR GENERAL,
/çd1%‘>

l 1
!:— •fr’1.z •‘

Áng’e! Diaz Peña

IMNISTEIO
UETRAMJO
EIMflGRACÓN

DLREt1IN GERAL
CQRDEMACIÓN
OE LA SEGURIDAD SOCIAL
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MlnTsteíío de Trabajo e tnm!graclón
Tesorería General de la
Seguridad SocIal

Asunto: No exigencia de cobertura obligatoria de la prestación económica por incapacidad
temporal a los religIosos de la Iglesia Católica incluidos en el Régimen Especial de
los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos.

Fecha: 27-02-2009

Número: 5-001 Página: 112

La Dirección General de Ordenación de la Seguridad Social, mediante resolución de 2 de febrero de

2009, ha determinado lo siguieñie:

Desde la pubLicación de la Ley 2012007, dell dejuiiodetEtatuto del Trabajo Autónomo, se vienen

suscitando dudas acerca del alcance de lo eslabiecido en el apartado 1 de su disposición adicional

tercera, en concreto, con respecto al colectivo de religiosos y religiosas de la Iglesia Catllca

intégrados en el Régimen Especial de Fa Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o

Autónomos tRETA).

En la mencionada disposición se determina que a partir del día primero de enero del ejercicio

siguiente a la entrada en vigor de dicha Ley, es decir 1° de enero de 2008, tos trabajadores por

cuenta propia o- autónomos que no hayan- optado por dar cobertura a las prestaciones por

Incapacidad temporal, deberán llevado a cabo de forma obligatoria, siempre que no tengan derecho

a dicha prestación en razón de-la actIvidad realizada en otro Régimen de la Seguridad Social.

En orden a delimitar el alcance de dicha previsión se hace preciso analizar el campo de aplicación

subjetivo de la Ley 20/2007, que se regula en el artículo ide la misma, en el cual se precisa que

dicho ámbito se extenderá a “laspersonas físicas que realicen de forma habitual, personal directa,

por cuenta propia y fuera del ámbito de dirección y organización de otra persona, una actividad

económica o profesional a título lucrativo, den o no ocupación a trabajadores por cuenta ajena”,

especificándose a continuación, en el propio artículo, determinados supuestos que se declaran

expresamente comprendidos también en el repetido ámbito (los familiares, socios da determinados

tipos de sociedades, administradores societarios y trabajadores autónomos económicamente

dependientes).

Conforme cabe apreciar, los religiosos y religiosas de la Iglesia Católica en modo alguno pueden ser

configurados como trabajadores por cuenta propia o autónomos en tos términos conceptuales que se

recogen en el mencionado artículo 1 dé la Ley 20f2007, pot más que en el año 1981, en virtud de lo

previsto en el Real Decreto 3325/1981, de 29 de diciembre, pesaran a quedar comprendidos en el

campo de aplicación del Régimen Especial da los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos

CRETA) en el que quedaban encuadrados todos los trabajadores por cuenta propia, salvo los que, por

razón del ámbito en el que se desarroilara su actividad, quedaran Incluidos en algún otro régimen

especial (Agrado o de los Trabajadores del Mar).
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Asunto: No exigencia de cobertura obligatoria de la prestación económica por incapacidad
temporal a los religiosos de la iglesia Catótica incluidos en el Régimen Especial de
los Trabajadores por Cuenta Propia o Atrtónomos.

c
Fecha: 27-02-2009 Número: 5-001 Página: 212

Pot consiguiente, considerando que los Integrantes del aludido colectivo de religiosos y religiosas nl

son trabajadores por cuenta propia o autónomos ni se hallan comprendidos en el ámbito de

alicacián del Estatuto del Trabajo Autónomo, parece evidente que el conjunto de deberes y

derechos que en este último se regulan no pueden ser aplicables con respecto a aquéitos.

En consecuencia con lo expuesto y como quiera que la disposición adicional tercera no Implica una

extensión oblIgatoria de la Incapacidad temporal para todos los Integrantes en el RETA, sino que se

limita a declarar obligatoria la cobertura de tal contingencia con respecto al colectivo de trabajadores

por cuenta propia o autónomos a que se refiere la Ley 20/2007, que ciertamente vienen a

corresponderse con la gran mayorla pero no la totalidad de quienes se encuadran en el RETAJ

entiende esta Dirección General-que la cobertura obligatoria de la incapacidad temporal no será

exigíble en relación con los religiosos y relTgloas de la iglesia Católica, sean estos de derecho

ponlificio o de derecho dIcesano, para las cuales continuará siendo aplicable. el régimen ]urtdico

vigente con anterioridad a 1 de enero de 2008”.

Lo que se comunica pata su conocimiento y mplimiento.

DIRECTOR GENE L,

Javier Albar Be a
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L DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO

15623 Ley 33/2011, de 4 de octubre, General de Salud Pública

JUAN CARLOS 1

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la

siguiente ley.

ÍNDICE

Preámbulo

Título preliminar. Disposiciones generales. La política de salud pública.

Capítulo 1. Del objeto y ámbito de la ley.
Capítulo II. Principios generales de la salud pública

Título 1. Derechos, deberes y obligaciones en salud pública.

Capítulo 1. Derechos de los ciudadanos.
Capítulo II. Deberes de ¡os ciudadanos.
Capítulo III. Obligaciones de ¡as Administraciones públicas.

Título II. Actuaciones de salud pública.

Capítulo 1. La vigilancia en salud pública.
Capítulo II. Promoción de la salud.
Capítulo III. Prevención de problemas de salud y sus determinantes.
Capítulo IV. La coordinación dela promoción de la salud y la prevención de

enfermedades y lesiones en el Sistema Nacional de Salud.
Capitulo V. La gestión sanitaria como acción de salud pública.
Capítulo VI. Protección de la salud de la población
Capítulo VII. Evaluación del impacto en salud de otras políticas.
Capítulo VIII. Sanidad exterior y salud intemacional.
Capítulo IX. Sistema de Información en salud pública.

Titulo III. La planificación y coordinación de la salud pública.
Titulo lV El personal profesional y la investigación en salud pública.

Capitulo 1. Formación y desarrollo profesional en salud pública.
Capítulo II La investigación en el desarrollo de las políticas de salud pública.

Título V. La autoridad sanitaria estatal, vigilancia y control.

Capítulo L Autoridad sanitaria estatal.
Capítulo II. Medidas especiales y cautelares.

Título VI. Infracciones y sanciones.
Disposición adicional primera. La especialización en salud pública de las profesiones

sanitarias.
Disposición adicional segunda La salud pública en las Fuerzas Armadas.
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Disposición adicional tercera. La salud pública en las Instituciones Penitenciarias.
Disposición adicional cuarta. Del Centro Estatal de Salud Pública.
Disposición adicional quinta. Prestaciones.
Disposición adicional sexta. Extensión del derecho a la asistencia sanitaria pública.
Disposición adicional séptima. Regulación de la psicología en el ámbito sanitario.
Disposición derogatoria única. Derogacián normativa.
Disposición final primera. Modificación de la Ley 14/1 986, de 25 de abril, General de

Sanidad.
Disposición final segunda. Modificación de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de

Cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud.
Disposición final tercera. Modificación de la Ley 41/2002, de 14 de noviembre,

básica reguladora de la autonomía del paciente y de derechos y obligaciónes en materia
de información y documentación clínica.

Disposición final cuarta. Titulo competencial.
Disposición final quinta. Habilitación para el desarrollo reglamentario.
Disposición final sexta. Entrada en vigor.

PREÁMBULO

Los servicios sanitarios resultan imprescindibles para dar respuesta a los problemas
de salud de la colectividad, pues consiguen atenuar los perjuicios de las enfermedades y
permiten que se pueda recobrar la salud perdida y mejorar la calidad de vida de las
personas enfermas. Pero no es el dispositivo asistencial el principal condicionante de
nuestro nivel de salud, la salud se gana y se pierde en otros terrenos: antes del nacimiento
pueden producirse exposiciones a distintos factores que de forma indeleble determinen la
salud futura, y desde el nacimiento hasta la muerte se van acumulando experiencias
vitales positivas o negativas que perfilan la salud. El entorno familiar, la educación, los
bienes materiales, las desigualdades sociales y económicas, el acceso al trabajo y su
calidad, el diseño y los servicios de las ciudades y barrios, la calidad del aire que se
respira, del agua que se bebe, de los alimentos que se comen, los animales con los que
convivimos, el ejercicio fisico que se realiza, el entorno social y medioambiental de las
personas, todo ello determina la salud. Las acciones de gobierno, a cualquier nivel, las
intervenciones públicas o privadas, tienen en mayor o menor grado repercusiones sobre
la salud. De ahí que el enfoque de la salud pública actual se dirige a conformar acciones
que rebasan el ámbito de los servicios sanitarios y por tanto requieren nuevas formas de
organización.

La Constitución Española de 1978 dio un paso clave en el camino de la mejora de la
salud de la población al reconocer en su artículo 43 el derecho a su protección,
encomendando para ello a los poderes públicos la organización y tutela de la salud
pública a través de medidas preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios. En
su artículo 51, estableció la defensa de los consumidores y usuarios, protegiendo,
mediante procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos intereses
económicos de los mismos.

El derecho a la protección de la salud reconocido en la Constitución se interpretó
usualmente como derecho a recibir cuidados sanitarios frente a la enfermedad. Por ello,
la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, uno de los hitos fundamentales en
nuestro esfuerzo organizado por hacer efectivo el derecho a la protección de la salud,
estableció como uno de los principios generales en su artículo 3 que el sistema sanitario
se orientase prioritariamente hacia la prevención y la promoción de la salud.

La Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud,
dispuso las bases para una prestación asistencial de calidad por los servicios sanitarios.
Este imprescindible desarrollo legislativo se orientó fundamentalmente a la importante
tarea de ordenar y coordinar las actividades de la asistencia sanitaria, sin embargo, los
esfuerzos que el conjunto de la sociedad debe hacer para asegurar un buen estado de
salud mediante la prevención de la enfermedad y la promoción de la salud no se han
desarrollado de igual manera.
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Disposición adicional tercera. La salud pública en las Instituciones Penitenciadas.

En el ámbito de las Instituciones Penitenciarias, la autoridad penitenciaria coordinará
con las autoridades sanitarias las acciones encaminadas al cumplimiento de los objetivos
de esta ley, y realizará las acciones necesarias para el cumplimiento de sus disposiciones
y de las que sean concordantes en aquellos servicios sanitarios dependientes de
Instituciones Penitenciarias que no haya sido trasferidos a las comunidades autónomas,
dando de ello cuenta al Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad.

Disposición adicional cuarta. Del Centro Estatal de Salud Pública.

La creación del Centro Estatal de Salud Pública, previsto en el articulo 47, se realizará
mediante la reestructuración de las unidades existentes contempladas en et eal Decreto
por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Sanidad, Política
Social e Igualdad, sin que pueda suponer un incremento de los créditos presupuestarios.

Dicho centro coordinará su actividad con los centros nacionales de Epidemiología,
Microbiología, Sanidad Ambiental, Medicina Tropical, Escuela Nacional de Sanidad y
Escuela Nacional de Medicina del Trabajo, y otras unidades, centros y organismos de
titularidad estatal que tengan entre sus competencias el desarrollo de funciones en
materia de salud pública en conexión con el desarrollo de actividades de investigación.

Disposición adicional quinta. Prestaciones.

Las prestaciones que establece esta ley se financiarán de acuerdo con lo previsto en
el artículo 10 de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y calidad del Sistema
Nacional de Salud

Disposición adicional sexta. Extensión del derecho a la asistencia sanitaria pública.

1. Se extiende el derecho al acceso a la asistencia sanitaria pública, a todos ls
españoles residentes en territorio nacional, a los que no pudiera serles reconocido en
aplicación de otras normas del ordenamiento juridico

Esta extensión, que tendrá como mínimo el alcance previsto en la cartera de servicios
comunes del Sistema Nacional de Salud, se hace sin perjuicio de lo expresado en los
apartados siguientes y de la exigencia de las correspondientes obligaciones a aquellos
terceros legalmente obligados al pago de dicha asistencia de acuerdo con lo establecido
en la Ley General de Sanidad, en el texto refundido de la Ley General de la Seguridad
Social y de lo dispuesto en los reglamentos comunitarios europeos y convenios
internacionales en la materia.

La extensión prevista en este apartado será efectiva para las personas que hayan
agotado la prestación o el subsidio de desempleo a partir dell de enero de 2012. Para el
resto de colectivos afectados se realizará, atendiendo a la evolución de las cuentas
públicas, en los términos previstos en el apartado 3.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior no modifica el régimen de asistencia sanitaria
de las personas titulares o de beneficiarias de los regímenes especiales de la Seguridad
Social gestionados p& MUFACE, MUGEJU o ISFAS, que mantendrán su régimen jurídico
espcífico. Al respecto, las personas encuadradas en dichas mutualidades que hayan
optado por recibir asistencia sanitaria a través de las entidades de seguro deberán ser
atendidas en los centros sanitarios concertados por estas entidades. En caso de recibir
asistencia en centros sanitarios públicos, el gasto correspondiente a la asistencia prestada
será reclamado al tercero obligado, de acuerdo a la normativa vigente.

3. En el plazo de seis meses, el Gobierno determinará reglamentariamente los
términos y condiciones de la extensión del derecho para quienes ejerzan una actividad
por cuenta propia.

o
o
>o
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1. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA

7703 Real Decreto 557/2011, de 20 de abril, por el que se aprueba el Reglamento de

la Ley Orgánica 4/2000, sobre derechos y libertades de los extranjeros en

España y su integración social, tras su reforma por Ley Orgánica 2J2009.

ÍNDICE

Real Decreto.

Artículo único. Aprobación y ámbito de aplicación del Reglamento.

Disposición adicional única. Identificación y protección de la víctima de trata de seres

humanos.
Disposición transitoria primera. Validez de las autorizaciones o tarjetas en vigor.

Disposición transitoria segunda. Solicitudes presentadas con anterioridad a la entrada

en vigor del Reglamento.
Disposición derogatoria única. Derogadón normativa.

Disposición final primera. Títulos competenciales.

Disposición final segunda. Desarrollo normativo.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

Reglamento.

Título 1. Régimen de entrada y salida de territorio español.

Capitulo 1. Puestos de entrada y salida.

Artículo 1. Entrada por puestos habilitados.

Artículo 2. Habilitación de puestos.
Artículo 3. Cierre de puestos habilitados.

Capitulo II. Entrada: requisitos y prohibiciones.

Artículo 4. Requisitos.
Artículo 5. Autorización de regreso.
Artículo 6. Documentación para la entrada.

Artículo 7. Exigencia de visado.
Artículo 8. Justificación del motivo y condiciones de la entrada y estancia.

Artículo 9. Acreditación de medios económicos.

Artículo 10. Requisitos sanitarios.
Artículo 11. Prohibición de entrada.
Artículo 12. Forma de efectuar la entrada.

Artículo 13. Declaración de entrada.

Artículo 14. Registro de entrada en territorio español.

Artículo 15. Denegación de entrada.
Artículo 16. Obligaciones de los transportistas de control de documentos.

Artículo 17. Obligaciones de los transportistas de remisión de información.

Artículo 18. Obligaciones de los transportistas en caso de denegación de entrada.

Capítulo III. Salidas: requisitos y prohibiciones.

Artículo 19. Requisitos.
Artículo 20. Documentación y plazos.
Artículo 21. Forma de efectuar la salida.
Artículo 22. Prohibiciones de salida.

>o
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Artículo 35. Anulación y retirada del visado de estancia de corta duración.

1. La anulación y retirada del visado uniforme o de validez territorial limitada se llevará

a cabo según lo establecido en la normativa de la Unión Europea.

2. La competencia para la anulación y retirada del visado de estancia de corta

duración corresponderá a los Subdelegados del Gobierno, a los Delegados del Gobierno

en las Comunidades Autónomas uniprovinciales y al Comisario General de Extranjería y

Fronteras.
Tramitado el correspondiente procedimiento por la Oficina de Extranjería de la

Delegación o Subdelegación del Gobierno competente, dicha unidad notificará la resolución

al interesado en el impreso normalizado establecido por la normativa de la Unión

Europea.

Sección 3. a Supuestos excepcionales de estancia de corta duración.

Artículo 36. Estancia en supuestos de entrada o documentación irregulares.

Excepcionalmente, y siempre que existan motivos humanitarios, de interés público u

obligaciones internacionales, el titular del Ministerio del Interior o el titular del Ministerio de

Trabajo e Inmigración podrán autorizar la estancia en territorio español, por un máximo de

tres meses en un periodo de seis, a los extranjeros que hubieran entrado en él con

documentación defectuosa o incluso sin ella o por lugares no habilitados al efecto.

CAPITULO II

Autorización de estancia por-estudios, moviLidad de alumnos, prácticas no laborales

o servicios de-voluntariado

Artículo 37. Definición.

1. Será titular de una autorización de estancia el extranjero que haya sido habilitado

a permanecer en España por un periodo superior a noventa días con el fin único o principal

de llevar a cabo alguna de las siguientes actividades de carácter no laboral:

a) Realización o ampliación de estudios en un centro de enseñanza autorizado en

España, en un programa de tiempo completo, que conduzca a la obtención de un título o

certificado de estudios.
b) Realización de actividades de investigación o formación, sin perjuicio del régimen

especial de investigadores.
c) Participación en un programa de movilidad de alumnos, para seguir un programa

de enseñanza secundaria y/o bachillerato en un centro docente o científico oficialmente

reconocido.
U) Realización de prácticas no laborales en un organismo o entidad pública o

privada.
e) Prestación de un servicio de voluntariado dentro de un programa que persiga

objetivos de interés general.

2. El visado de estudios incorporará la autorización de estancia y habilitará al

extranjero a permanecer en España en situación de estancia para la realización de la

actividad respecto a la que se haya concedido.

3. La duración de la estancia será igual a la de la actividad respecto a la que se

concedió la autorización, con el límite máximo de un año, sin perjuicio de lo establecido en

el artículo 40 de este Reglamento.

Artículo 38. Requisitos para obtener el visado.

Son requisitos para la obtención del visado de estudios:
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1. Con carácter general y para todos los supuestos previstos en el artículo anterior:

a) Requisitos a valorar por la Misión diplomática u Oficina consular:

1.° Si el extranjero fuera menor de edad, y cuando no venga acompañado de sus

padres o tutores y no se encuentre bajo el supuesto del artículo 189, estar autorizado por

éstos para el desplazamiento a España a efectos de realizar la actividad de que se trate,

con constancia del centro, organización, entidad y organismo responsable de la actividad

y del periodo de estancia previsto.
2.° Tener garantizados los medios económicos necesarios para sufragar los gastos

de estancia y regreso a su país, y, en su caso, los de sus familiares, de acuerdo con las

siguientes cuantías:

Para su sostenimiento, una cantidad que represente mensualmente el 100% del

IPREM, salvo que se acredite debidamente tenerabonado de antemano el alojamiento por

todo el tiempo que haya de durar la estancia.
En el supuesto de participación en un programa de movilidad de alumnos, para seguir

un programa de enseñanza secundaria y/o bachillerato en un centro docente o científico

oficialmente reconocido, la acreditación de la cuantía prevista en eL párrafo anterior será

sustituida por el hecho de que el programa de movilidad contenga previsiones que

garanticen que el sostenimiento del extranjero queda asegurado dentro del mismo.

Para el sostenimiento de los familiares que estén a su cargo, durante su estancia en

España: una cantidad que represente mensualmente el 75% deI IPREM, para el primer

familiar, y el 50% del IPREM para cada una de las restantes personas que vayan a integrar

la unidad familiar en España, salvo que se acredite debidamente tener abonado de

antemano el alojamiento por todo el tiempo que haya de durar la estancia.

No se computarán, a los efectos de garantizar ese sostenimiento, las cuantías utilizadas

o a utilizar para sufragar, en su caso, el coste de los estudios, del programa de movilidad

o de las prácticas no laborales.

3.° Haber abonado la tasa por tramitación del procedimiento.
4.° Contar con un seguro público o un seguro privado de enfermedad concertado con

una Entidad aseguradora autorizada para operar en España.

5.° Cuando la duración de la estancia supere los seis meses, se requerirá, además:

No padecer ninguna de las enfermedades que pueden tener repercusiones de salud

pública graves de conformidad con lo dispuesto en el Reglamento Sanitario Internacional

de 2005.
Cuando se trate de solicitantes mayores de edad penal, carecer de antecedentes

penales en sus países anteriores de residencia durante los últimos cinco años, por delitos

previstos en el ordenamiento español.

b) Requisito a valorar por la Oficina de Extranjería: cuando se trate de solicitantes

mayores de edad penal y para estancias superiores a seis meses, que carecen de

antecedentes penales en España, durante los últimos cinco años.

2. Además de los requisitos de carácter general establecidos en el apartado anterior,

será necesario cumplir, para cada uno de los supuestos de estancia previstos, los siguientes

requisitos específicos, a valorar por la Oficina de Extranjería:

a) Realización o ampliación de estudios: haber sido admitido en un centro de

enseñanza autorizado en España, para la realización de un programa de tiempo completo,

que conduzca a la obtención de un título o certificado de estudios.

b) Realización de actividades de investigación o formación: haber sido admitido en

un centro reconocido oficialmente en España para la realización de dichas actividades. En

el caso de actividades de investigación, dicho centro será una Universidad, un centro del

Consejo Superior de Investigaciones Científicas u otra institución pública o privada

de l+D.
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c) Participación en un programa de movilidad de alumnos, para seguir un programa

de enseñanza secundaria yio bachillerato en un centro docente o científico oficialmente

reconocido:

1.0 Haber sido admitido en un centro de enseñanza secundaria y/o bachillerato o

científico oficialmente reconocido.
2.° Haber sido admitido como participante en un programa de movilidad de alumnos,

llevado a cabo por una organización oficialmente reconocida para ello.
30 Que la organización de movilidad de alumnos se haga responsable del alumno

durante su estancia, en particular en cuanto al coste de sus estudios, así como los gastos

de estancia y regreso a su país.
4•0 Ser acogido por una familia o institución durante su estancia, en las condiciones

normativamente establecidas, y que habrá sido seleccionada por la organización

responsable del programa de movilidad de alumnos en que participa.

U) Realización de prácticas no laborales, en el marco de un convenio firmado con un

organismo o entidad pública o privada: haber sido admitido para la realización de prácticas

no remuneradas, en base a la firma de un convenio, en una empresa pública o privada o

en un centro de formación profesional reconocido oficialmente.

e) Prestación de un servicio de voluntariado:

1.0 Presentar un convenio firmado con la organización encargada del programa de

voluntariado, que incluya una descripción de las actividades y de las condiciones para

realizarlas, del horario a cumplir, así como de los recursos disponibles pata cubrir su viaje,

manutención y alojamiento durante su estancia.
2.° Que la organización haya suscrito un seguro de responsabilidad civil por sus

-actividades.

Artículo 39. Procedimiento.

1. La solicitud deberá presentarse personalmente, en modelo oficial, en la misión

diplomática u oficina consular española en cuya demarcación resida el extranjero.

2. A la solicitud se acompañarán los siguientes documentos:

a) Pasaporte en vigor o título de viaje, reconocido como válido en España, con una

vigencia mínima del periodo para el que se solícita la estancia.

b) La documentación que acredite el cumplimiento de todos los requisitos previstos

en el articulo anterior, en función del supuesto concreto en que se fundamente la

solicitud.

Sin perjuicio de ello, la inexistencia de antecedentes penales en España será

comprobada de oficio por la Administración.
3. La oficina consular requerirá, por medios electrónicos, resolución de la Delegación

o Subdelegación del Gobierno competente sobre ¡a autorización de estancia.

Será competente la Delegación o Subdelegación del Gobierno en la provincia en la

que vaya a iniciarse la actividad.
Con carácter previo a dictar resolución sobre la autorización de estancia, la Delegación

o Subdelegación del Gobierno requerirá informe policial, cuyo contenido valorará en el

marco de su decisión.
El plazo máximo para resolver sobre la autorización será de siete días desde la

recepción de la solicitud, transcurridos los cuales sin haber obtenido respuesta se entenderá

que su sentido es favorable.
4. Si la resolución sobre la autorización de estancia es desfavorable, la misión

diplomática u oficina consular notificará al interesado el sentido de la resolución,

informándole por escrito en el mismo documento de los recursos administrativos y judiciales

que procedan contra la misma, los órganos ante los que deban interponerse y los plazos
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previstos para ello. Igualmente, la misión diplomática u oficina consular resolverá el archivo

del procedimiento relativo al visado.
5. Concedida, en su caso, la autorización de estancia, la misión diplomática u oficina

consular resolverá y expedirá, en su caso, el visado. La duración del visado será igual al

periodo de estancia autorizado, salvo en los supuestos en los que proceda la emisión de

Tarjeta de Identidad de Extranjero.
El visado será denegado:

a) En su caso, cuando consten antecedentes penales del solicitante en sus países

anteriores de residencia durante los últimos cinco años por delitos previstos en el

ordenamiento español.
b) Cuando, para fundamentar la petición, se hayan presentado documentos falsos o

formulado alegaciones inexactas, y medie mala fe.
c) Cuando concurrá una causa prevista legalmente de inadmisión a trámite que no

hubiera sido apreciada en el momento de la recepción de la solicitud.
6. En el supuesto de concesión del visado, el extranjero deberá recogerlo en el plazo

de dos meses desde su notificación. De no efectuarse en el plazo mencionado la recogida,

se entenderá que el interesado ha renunciado al visado concedido y se producirá el archivo

del procedimiento.
7. Si la estancia tuviera una duración superior a seis meses, el extranjero deberá

solicitar la correspondiente Tarjeta de Identidad de Extranjero en el plazo de un mes desde

la entrada efectiva en España

Artículo 40. Prórroga.

1. La autorización de estancia podrá prorrogarse anualmente cuando el interesado

acredite que sigue reuniendo los requisitos previstos en eLartículo 38, tanto de carácter

general como específicos respecto a la actividad para cuya realización fue autorizado a

permanecer en España.
En su caso, habrá de acreditar igualmente que ha superado las pruebas o requisitos

pertinentes para la continuidad de sus estudios o que la investigación desarrollada por el

extranjero progresa. Este requisito podrá acreditarse a través de la realización de estudios

o investigaciones en el territorio de otro Estado miembro de la Unión Europea, en el marco

de programas temporales promovidos por la propia Unión.
2. La prórroga deberá solicitarse, en modelo oficial, durante los sesenta días naturales

previos a la fecha de expiración de la vigencia de su autorización, dirigida a la Delegación

o Subdelegación del Gobierno en la provincia de desarrollo de la actividad. La presentación

de la solicitud en este plazo prorrogará la validez de la autorización anterior hasta la

resolución del procedimiento. También se prorrogará hasta la resolución del procedimiento

en el supuesto en que la solicitud se presentase dentro de los noventa días naturales

posteriores a la fecha en que hubiera finalizado la vigencia de la anterior autorización, sin

perjuicio de la incoación del correspondiente procedimiento sancionador por la infracción

en la que se hubiese incurrido.
La solicitud podrá presentarse en los lugares previstos en el artículo 38.4 de la ley

30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y

Procedimiento Administrativo Común, o de acuerdo con lo establecido en la Ley 11/2007,

de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos.

Artículo 41. Familiares del titular de una autorización de estancia.

1. Los familiares de extranjeros que hayan solicitado un visado de estudios o se

encuentren en España de acuerdo con lo regulado en este capítulo podrán solicitar los

correspondientes visados de estancia para entrar y permanecer legalmente en España

durante la vigencia de su estancia, sin que se exija un periodo previo de estancia al

extranjero titular del visado de estudios.
2. El término familiar se entenderá referido, a estos efectos, al cónyuge, pareja de

hecho, e hijos menores de dieciocho años o que tengan una discapacidad y no sean
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c) Que la empresa que le desplaza garantiza a sus trabajadores desplazados

temporalmente a España los requisitos y condiciones de trabajo aplicables, de acuerdo

con lo establecido en la Ley 4511 999, de 29 de noviembre.

U) Que la situación nacional de empleo permite la contratación, salvo en el supuesto

de que el empleador acredite que la actividad a desempeñar por el trabajador requiere un

conocimiento directo y fehaciente de la empresa.

CAPITULO IX

Residencia temporal con excepción de la autorización de trabajo

Artículo 117. Excepciones a la autorización de trabajo.

Están exceptuados de la obligación de obtener autorización de trabajo para el ejercicio

de una actividad lucrativa, laboral o profesional los extranjeros que estén incluidos en el

artículo 41 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, y cumplan las siguientes

condiciones:

a) Técnicos, investigadores y científicos invitados o contratados por la Administración

General del Estado, las Comunidades Autónomas, las universidades, los entes locales o

los organismos que tengan por objeto la promoción y el desarrollo de la investigación

promovidos o participados mayoritariamente por las anteriores.

Tendrán esta consideración los profesionales que por sus conocimientos,

especialización, experiencia o prácticas científicas sean invitados o contratados por una

de las Administraciones citadas para el desarrollo de una actividad o programa técnico,

científico o de interés general.
Esta circunstancia quedará acreditada con-la presentación de la invitación o contrato

de trabajo, suscritos por quien tenga atribuida la representación legal del órgano.

correspondiente, donde conste la descripción del proyecto y el perfil profesional que se

requiere para su desarrollo.
b) Profesores, técnicos, investigadores y científicos invitados o contratados por una

universidad española. Se considera como tales a los docentes que sean invitados o

contratados por una universidad española para desarrollartareas docentes, de investigación

o académicas.
Esta circunstancia quedará acreditada con la presentación de la invitación o contrato

de trabajo para el ejercicio de dichas actividades, suscritos por quien tenga atribuida la

representación legal de la universidad española correspondiente.

c) Personal directivo o profesorado de instituciones culturales o docentes dependientes

de otros Estados, o privadas, de acreditado prestigio, oficialmente reconocidas por España,

que desarrollen en nuestro país programas culturales y docentes de sus países respectivos,

en tanto limiten su actividad a la ejecución de tales programas. Podrán beneficiarse de la

excepción los extranjeros en quienes concurran las circunstancias siguientes:

1 a Ocupar puestos de dirección, de docencia o de investigación y limitar su ocupación

al ejercicio de la indicada actividad en instituciones culturales o docentes extranjeras

radicadas en España.
2•a Cuando se trate de instituciones culturales o docentes dependientes de otros

Estados, deberán desarrollar en España su actividad de forma que los estudios cursados,

programas desarrollados y los títulos o diplomas expedidos tengan validez y sean

reconocidos por los países de los que dependan.
3a Si se trata de instituciones privadas extranjeras, se considerará acreditado el g

prestigio cuando la entidad y las actividades realizadas hayan sido oficialmente reconocidas

y autorizadas por las autoridades competentes, y los títulos o diplomas que expidan tengan

validez y reconocimiento por los países de los que dependan.
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Estas circunstancias quedarán acreditadas con la presentación de la documentación

que justifique la validez en el país de origen de los títulos o diplomas expedidos en España,

del contrato de trabajo, o designación para el ejercicio de actividades de dirección o

docencia. Y, en el caso de las entidades privadas, también de la documentación que

justifique su reconocimiento oficial en España.
d) Los funcionarios civiles o militares de las Administraciones estatales extranjeras

que vengan a España para desarrollar actividades en virtud de acuerdos de cooperación

con una Administración española.
Esta situación quedará acreditada con la presentación del certificado emitido por la

Administración estatal extranjera competente y la justificación de tales aspectos.

e) Corresponsales de medios de comunicación extranjeros. lendrán esta

consideración los profesionales de la información al servido de medios de comunicación

extranjeros que desarrollen su actividad informativa en España, debidamente acreditados

por las autoridades españolas como corresponsales o como enviados especiales.

f) Miembros de misiones científicas internacionales que realicen trabajos e

investigaciones en España, autorizados por la Administración, estatal o autonómica,

competente.
Tendrán esta consideración los extranjeros que formen parte de una misión científica

internacional que se desplace a España para realizar actividades de estudio o investigación

programadas por un organismo o agencia internacional, y autorizadas por las autoridades

competentes.
g) Los artistas que vengan a España a realizar actuaciones concretas que no

supongan una actividad continuada. Estarán incluidas en este supuesto las personas que,

de forma individual o colectiva, se desplacen a España para realizar una actividad-artística,

directamente ante el públicoo destinada a la grabación de-cualquier tipo para su difusión,

en cualquier medio o local destinado habitual=o accidentalmente a espectáculos públicos

o actuaciones de tipo artístico. Las actividades que se realicen no podrán superar cinco

días continuados de actuación o veinte días- de actuación en un periodo inferior a seís

meses.
Esta situación quedará acreditada con la presentación del contrato para el desarrollo

de las actividades artísticas y de una relación de las autorizaciones o licencias que se

exijan para el desarrollo de las mismas que indique la situación en la que se encuentran

los trámites para su consecución, incluyendo, en su caso, las certificaciones de solicitud

ante los organismos correspondientes. -

h) Ministros religiosos y miembros de la jerarquía de las diferentes iglesias,

confesiones y comunidades religiosas, así como religiosos profesos de órdenes religiosas.

Tendrán esta consideración las personas en quienes concurran los siguientes requisitos:

1.° Que pertenezcan a una iglesia, confesión, comunidad religiosa u orden religiosa

que figure inscrita en el Registro de Entidades Religiosas del Ministerio de Justicia.

2.° Que tengan, efectiva y actualmente, la condición de ministro de culto, miembro de

la jerarquía o religioso profeso por cumpHr los requisitos establecidos en sus normas

estatutarias.
3.° Que las actividades que vayan a desarrollar en España sean estrictamente

religiosas o, en el caso de religiosos profesos, sean meramente contemplativas o respondan

a los fines estatutarios propios de la orden; quedan expresamente excluidas las actividades

laborales que no se realicen en este ámbito.
4.° Que la entidad de la que dependan se comprometa a hacerse cargo de los gastos

ocasionados por su manutención y alojamiento, así como a cumplir los requisitos exigibles

de acuerdo con la normativa sobre Seguridad Social.

El extremo indicado en el párrafo 1.0 se acreditará mediante certificación del Ministerio

de Justicia; los expresados en los párrafos 2.° a 4.° se acreditarán mediante certificación

expedida por la entidad, con la conformidad del Ministerio de Justicia y la presentación de

copia de los Estatutos de la orden.
O
>o
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Quedan expresamente excluidos de este artículo los seminaristas y personas en
preparación para el ministerio religioso, aunque temporalmente realicen actividades de
carácter pastoral, así como las personas vinculadas con una orden religiosa en la que aún
no hayan profesado, aunque realicen una actividad temporal en cumplimiento de sus
estatutos religiosos.

í) Los extranjeros que formen parte de los órganos de representación, gobierno y
administración de los sindicatos y organizaciones empresariales reconocidos
intemacionalmente, siempre que su actividad se limite estrictamente al desempeño de las
funciones inherentes a dicha condición.

j) Los menores extranjeros en edad laboral tutelados por un servicio de protección de
menores competente, para aquellas actividades que, a propuesta de la mencionada
entidad, mientras permanezcan en esa situación, favorezcan su integración social.

Esta situación quedará probada con la acreditación de que el servicio citado ejerce la
tutela del menor y la presentación por parte de ésta de la propuesta de actividad que
favorezca la integración social del menor.

Artículo 118. Procedimiento.

1. En el caso de que no sea residente en España y siempre que la duración prevista
de la actividad sea superior a noventa días, el extranjero deberá solicitar el correspondiente
visado de residencia ante la oficina consular española correspondiente a su lugar de
residencia, acompañando a la solicitud la documentación que proceda para cada uno de
los supuestos de excepción a la autorización de trabajo previstos en et artículo 117.

La oficina consular verificará la excepción y tramitará el visado de residencia conforme
a lo dispuesto en el artículo 48, si bien se reducirá el plazo previsto en el apartado 4 de
dicho artículo a siete días. Laausencia de respuesta deberátonsiderarse corno resolución
favorable.

Cuando el extranjero no sea residente en España y la duración prevista de la actividad
no sea superior a noventa días, deberá solicitar, cualquiera que sea su nacionalidad, el
correspondiente visado de estancia ante la Misión diplomática u Oficina consular española
en cuya demarcación resida. En estos casos, el procedimiento aplicable a la solicitud de
visado será el previsto para la tramitación de visados de estancia de corta duración,
debiendo acreditar el extranjero que reúne las condiciones para su inclusión en uno de los
supuestos descritos en el artículo anterior.

La expedición del visado de estancia previsto en el párrafo anterior será comunicada,
a través de la aplicación informática correspondiente, a la Oficina de Extranjería de la
provincia donde se vaya a desarrollar la actividad. Las solicitudes de prórroga de estancia
se regirán por lo previsto en el artículo 34 de este Reglamento. La duración total de la
estancia y sus posibles prórrogas no podrá ser en ningún caso superior a noventa días.

2. En el caso de que sea residente en España, el extranjero deberá solicitar el
reconocimiento de la excepción, y alegar que reúne estas condiciones, ante la Oficina de
Extranjería correspondiente a la provincia donde se inicie la actividad, aportando la
documentación que lo justifique.

Esta solicitud se-entenderá denegada si en el plazo de tres meses la Subdelegación o
Delegación del Gobierno no se pronuncia sobre la misma. La Oficina de Extranjería podrá
solicitar la presentación de la documentación adicional que se estime pertinente para
acreditar que el extranjero se encuentra en alguno de los supuestos previstos en el
artículo 117, así como los informes que sean precisos a otros órganos administrativos.

3. La vigencia del reconocimiento de la excepción se adaptará a la duración de la
actividad o programa que se desarrolle, con el límite máximo de un año en el reconocimiento
inicial, de dos en la primera prórroga y de otros dos años en la siguiente prórroga, si g
subsisten las circunstancias que motivaron la excepción.

4. El hecho de haber sido titular de una excepción de autorización de trabajo no
generará derechos para la obtención de una autorización de trabajo por cuenta propia o
ajena.

Q
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1. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE SANIDAD, SERVICIOS SOCIALES E IGUALDAD

10477 Real Decreto 1792/2012, de 3 de agosto, pote! que se regula Ja condición de

asegurado y de beneficiado a efectos de la asistencia sanitaria en España,

con cargo a fondos públicos, a través del Sistema Nacional de Salud.

Todos los españoles, así como los ciudadanos extranjeros que tengan establecida su

residencia en el territorio nacional, son titulares del derecho a la protección de la salud y a

la atención sanitaria de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1.2 de la Ley 14/1986,

de 25 de abril, General de Sanidad, quedando establecido así el carácter de universalidad

del derecho a la atención sanitaria en España.

La Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud,

así como la Ley 33/2011, de 4 de octubre, General de Salud Pública, a través de su

disposición adicional sexta, complementaron la Ley 14/1986, de 25 de abril, contemplando

la progresiva extensión del derecho de acceso a la asistencia sanitaria pública a todos los

españoles residentes en territorio nacional a los que no pudiera serles reconocido en

aplicación de otras normas del ordenamiento jurídico.

La citada Ley 16/2003, de 28 de mayo, estableció entre los principios informadores

contenidos en su artículo 2 el de la financiación pública del Sistema Nacional de Salud de

acuerdo con el vigente sistema de financiación autonómica plasmado, en sus términos

fundamentales, en la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de

financiación de las comunidades autónomas de régimen común y ciudades con Estatuto

de Autonomía y se modifican -determinadas normas tributarias:

Así pues, ambos principios, el de universalidad y el de financiación pública, configuran

nuestro Sistema Nacional de Salud.

La validez de nuestro modelo se traduce en un alto nivel de protección de fa salud

individual y colectiva, avalado por diferentes indicadores de impacto en la mejora de la

salud, en la esperanza de vida y en la satisfacción de la ciudadanía. Por ello, es necesario

no sólo mantener el modelo sino también reforzar su sostenibilidad de manera que sea

posible salvaguardar dicho nivel de protección frente a las diferentes amenazas que

pudieran quebrantado.
La regulación establecida por la normativa europea en relación con el sistema de

reconocimiento mutuo de los derechos a las prestaciones sanitarias y sociales entre

Estados miembros, que utiliza el concepto de aseguramiento como mecanismo de

reconocimiento de esos derechos a efectos de garantizar el acceso a las prestaciones en

los países de la Unión Europea y la liquidación de costes entre los mismos, ha hecho

necesario recordar dicho concepto, ya existente en nuestro Sistema Nacional de Salud,

de modo que dicho acceso se garantice dentro de unas normas claras respecto a los

derechos que asisten a las personas en las diferentes situaciones en las que pueden

encontrarse.
El Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril, de medidas urgentes para garantizar la

sostenibilidad del Sistema Nacional de Salud y mejorar la calidad y seguridad de sus

prestaciones ha permitido, mediante la modificación de la Ley 16/2003, de 28 de mayo,

superar un vacío normativo que ponía en riesgo la sostenibilidad del Sistema Nacional de

Salud, completando el marco normativo vigente y estableciendo un régimen jurídico más

adecuado que permite definir los supuestos de acceso al derecho a la asistencia sanitaria

pública, a través de las figuras del asegurado y del beneficiario, y regular un mecanismo

de reconocimiento de dicha condición que resulte de aplicación tanto a los españoles

como a los ciudadanos de otras nacionalidades.
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De conformidad con la habilitación pata el desarrollo reglamentario contenida en la

disposición final segunda del citado real decreto-ley, así como de la previsión contenida

en el artículo 3.3 de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, resulta preciso proceder al desarrollo

reglamentario de dicha norma.
Este real decreto procede, por tanto, a regular la condición de persona asegurada y

de beneficiaria de ésta a efectos del derecho a la asistencia sanitaria en España, con

cargo a fondos públicos, a través del Sistema Nacional de Salud.

Junto a ello, mediante la presente norma se establece el procedimiento para el

reconocimiento de la condición de persona asegurada y beneficiaria por parte del Instituto

Nacional de la Seguridad Social o, en su caso, del Instituto Social de la Marina,

regulándose igualmente el control y la extinción de dicha condición a-efectos del derecho

a la asistencia sanitaria pública.
Así, de conformidad con lo establecido en este real decreto y en las normas legales

antedichas, todas las personas que ostenten la condición de aseguradas o de beneficiarias

tendrán garantizada la asistencia sanitaria en España, con cargo a fondos públicos, a

través del Sistema Nacional de Salud, la cual se hará efectiva por las administraciones

sanitarias competentes mediante la expedición de la tarjeta sanitaria individual.

Esta regulación se completa con siete disposiciones adicionales que regulan

supuestos especiales de prestación de asistencia sanitaria como son los relativos a los

españoles de origen retomados y residentes en el exterior desplazados temporalmente a

España, a la aplicación de reglamentos comunitarios y convenios internacionales, al

convenio especial de prestación de asistencia sanitaria, a los solicitantes de protección

intemadonaj, a las víctimas de trata de seres humanos en periodo de restablecimiento y

reflexión y a las personas con discapacidad. Por-último, la disposición adicional séptima

recoge las particularidades de los regímenes especiales de Seguridad Social de

funcionarios públicos, civiles y militares, gestionados-por las mutualidades administrativas

a quienes corresponde el reconocimiento de la condición de mutualista o de beneficiario

de su colectivo protegido, conforme a su normativa especial.

Por otro lado, se procede a modificar el Real Decreto 240/2007, de 16 de febrero,

sobre entrada, libre circulación y residencia en España de ciudadanos de los Estados

miembros de la Unión Europea y de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio

Económico Europeo, a fin de incluir en el mismo un nuevo artículo 9 bis en aras de regular

la comprobación del mantenimiento de las condiciones que permiten gozar a dichos

ciudadanos del derecho de residencia, en línea con lo señalado por el artículo 14 de la

Directiva 2004/38/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004.

Finalmente, esta norma procede a derogar expresamente varias disposiciones

normativas, entre las que se encuentra el Real Decreto 1088/1989, de 8 de septiembre,

por el que se extiende la cobertura de la asistencia sanitaria de la Seguridad Social a las

personas sin recursos económicos suficientes, el Decreto 1075/1 970, de 9 de abril, sobre

asistencia sanitaria a los trabajadores españoles emigrantes y a los familiares de los

mismos residentes en territorio nacional y su normativa de desarrollo y el Decreto

2766/1967, de 16 de noviembre, por el que se dictan normas sobre prestaciones de

asistencia sanitaria y ordenación de los servicios médicos en e) Régimen General de la

Seguridad Social, salvo el apartado dos de su artículo sexto, que mantiene su vigencia.

En el proceso de elaboración de este real decreto han sido consultadas las

comunidades autónomas y las ciudades de Ceuta y Melilla, la Federación Española de

Municipios y Provincias, las organizaciones sindicales y empresariales más

representativas y el Consejo de Consumidores y Usuarios. Asimismo, ha emitido su

informe preceptivo ¡a Agencia Española de Protección de Datos, la Comisión

Interministerial de Extranjería y el Foro para la integración social de los inmigrantes,

habiendo sido informado por la Comisión interministerial para el estudio de los asuntos

con trascendencia presupuestaria para el equilibrio financiero del Sistema Nacional de

Salud o implicaciones económicas significativas, por el Comité Consultivo del Consejo

Interterritorial del Sistema Nacional de Salud y por el Consejo lnterterritorial del Sistema

Nacional de Salud.
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En su virtud, a propuesta de la Ministta de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad,

con la aprobación previa del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, de

acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su

reunión del día 3 de agosto de 2012,

DISPONGO:

Artículo 1. Objeto.

Este real decreto tiene por objeto la regulación de la condición de asegurado y de

beneficiario del mismo a efectos de la asistencia sanitaria en España, con cargo a fondos

públicos, a través del Sistema Nacional de Salud, así como la regulación del

reconocimiento, control y extinción de dicha condición.

Artículo 2. De la condición de asegurado.

1. A efectos de lo dispuesto en este real decreto, son personas que ostentan la

condición de aseguradas las siguientes:

a) Las que se encuentren comprendidas en alguno de los supuestos previstos en el

artículo 3.2 de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional

de Salud, que son los siguientes:

1.0 Ser trabajador por cuenta ajena o por cuenta propia, afiliado a la Seguridad

Social y en-situación de alta o asimilada a la de alta.

2.° Ostentar la condición de pensionista del sistema de la Seguridad Social.

3.° Ser perceptor de cualquier otra prestación periódica de la Seguridad Social,

como la prestación y el subsidio por desempleo u otras de similar naturaleza.

4.° Haber agotado la prestación o el subsidio por desempleo u otras prestaciones de

similar naturaleza y encontrarse- en situación de desempleo, no acreditando la condición

de asegurado por cualquier otro título. Este supuesto no será de aplicación a las personas

a las que se refiere el artículo 3 ter de la Ley 1612003, de 28 dé mayo.

b) Las no comprendidas en el apartado anterior ni en el artículo 3 de este real

decreto que, no teniendo ingresos superiores en cómputo anual a cien mil euros ni

cobertura obligatoria de la prestación sanitaria por otra vía, se encuentren en alguno de

los siguientes supúestos:

1.0 Tener nacionalidad española y residir en territorio español.

2.° Ser nacionales de algún Estado miembro de la Unión Europea, del Espacio

Económico Europeo o de Suiza y estar inscritos en el Registro Central de Extranjeros.

3.° Ser nacionales de un país distinto de los mencionados en los apartados

anteriores, o apátridas, y titulares de una autorización para residir en territorio español,

mientras ésta se mantenga vigente en los términos previstos en su normativa específica.

2. Los menores de edad sujetos a tuteta administrativa síempre tendrán la

consideración de personas aseguradas, salvo en los casos previstos en el artículo 3 ter

de la Ley 16/2003, de 28 de mayo.

3. Para la aplicación del límite de ingresos previsto en el apartado 1 .b) se tendrán

en cuenta los ingresos íntegros obtenidos por rendimientos del trabajo, del capital, de

actividades económicas y por ganancias patrimoniales. A estos efectos, en el caso de

haberse presentado la declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas

aplicado en territorio español, se tendrá en cuenta la suma del importe de las bases

liquidables de dicho impuesto.

Para la aplicación del limite de ingresos regulado en este apartado se tomará como

referencia el último ejercicio fiscal para los períodos comprendidos entre el 1 de noviembre

del año siguiente a dicho ejercicio y el 31 de octubre posterior.
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En todo caso, se entiende que no superan el límite de ingresos señalado en el

apartado 1 .b) los contribuyentes que, con arreglo a la normativa reguladora del Impuesto

sobre la Renta de las Personas Físicas, no estén obligados a declarar por dicho impuesto.

4. No tendrá la consideración de cobertura obligatoria de la prestación sanitaria a la

que se refiere el apartado 1 .b) la prevista normativamente para la cobertura, a través de

seguros obligatorios especiales, de riesgos para la salud derivados de actividades

concretas desarrolladas por la persona asegurada, bien los concierte por sí misma, bien a

través de un tercero.
Tampoco tendrá esta consideración el estar encuadrado en una mutualidad de

previsión social alternativa al régimen correspondiente del sistema de la Seguridad Social.

Artículo 3. De la condición de beneficiario de una persona asegurada.

1. A los efectos de lo dispuesto en este real decreto, son personas que tienen la

condición de beneficiarias de un asegurado las que, cumpliendo los requisitos a que se

refieren los apartados siguientes, se encuentren en alguna de las siguientes situaciones:

a) Ser cónyuge de la persona asegurada o convivir con ella con una relación de

afectividad análoga a la conyugal, constituyendo una pareja de hecho.

b) Ser ex cónyuge, o estar separado judicialmente, en ambos casos a cargo de la

persona asegurada por tener derecho a percibir una pensión compensatoria por parte de

ésta.
c) Ser descendiente, o persona asimilada a éste, de la persona asegurada o de su

cónyuge, aunque esté separado judicialmente, de su ex cónyuge a cargo o de su pareja de

hecho, en ambos casos a cargo del asegurado y menor de 26 años o, en caso de ser mayor

de dicha edad, tener unadiscapacidad reconocida en un grado igual o superior al 65%.

Tendrán la consideración de personas asimiladas a los descendientes las siguientes:

1.° Los menores sujetos a la tutela o al acogimiento legal de una persona asegurada,

de su cónyuge, aunque esté separado judicialmente, o de su pareja de hecho, así como

de su ex cónyuge a cargo cuando, en este último caso, la tutela o el acogimiento se

hubiesen producido antes del divorcio o de la nulidad matrimonial. No obstante, los

menores sujetos a tutela administrativa se regirán por lo dispuesto en el artículo 2.2.

2.° Las hermanas y los hermanos de la persona asegurada.

2. A los efectos previstos en el apartado 1 .c), se entenderá que los descendientes y

personas a ellos asimiladas se encuentran a cargo de una persona asegurada si conviven

con la misma y dependen económicamente de ella.

A estos efectos, deberá tenerse en cuenta lo siguiente:

a) Se considerará que los menores de edad no emancipados se encuentran siempre

a cargo de la persona asegurada.

b) Se considerará que, en los casos de separación por razón de trabajo, estudios o

circunstancias similares, existe convivencia con la persona asegurada.

c) Se considerará que los mayores de edad y los menores emancipados no

dependen económicamente de la persona asegurada si tienen unos ingresos anuales,

computados en la forma señalada en el artículo 2.3, que superen el doble de la cuantía

del Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM), también en cómputo anual.

3. Todas las personas a las que se refieren los apartados anteriores tendrán la

consideración de beneficiarias siempre y cuando cumplan los siguientes requisitos:

a) No ostentar la condición de personas aseguradas con base en el artículo 2.1.a).

b) Tener residencia autorizada y efectiva en España, salvo en el caso de aquellas

personas que se desplacen temporalmente a España y estén a cargo de trabajadores

trasladados por su empresa fuera del territorio español, siempre que éstos se encuentren

en situación asimilada a la de alta, cotizando en el correspondiente régimen de Seguridad

Social español.
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4. Las personas que reúnan los requisitos exigidos para tener la condición de

beneficiarias con arreglo a este artículo no podrán acceder a la condición de aseguradas

del artículo 2.1.b) mientras sigan cumpliendo dichos requisitos.

5. Cuando una persona pueda ostentar la condición de beneficiaria de dos o más

personas aseguradas, solo se podrá reconocer dicha condición por una de ellas,

prevaleciendo, en todo caso, la condición de beneficiaria de una persona asegurada del

artículo 2.1.a).

Artículo 4. Reconocimiento de la condición de asegurado o de beneficiado.

1. El reconocimiento de la condición de persona asegurada o beneficiaria

corresponde al Instituto Nacional de la Seguridad Social o, en su caso, al Instituto Social

de la Marina, a través de sus direcciones provinciales, y se realizará de oficio o previa

solicitud del interesado, según los casos.

2. El reconocimiento de oficio de la condición de persona asegurada o beneficiaria

se realizará en los casos previstos en el artículo 5 como consecuencia de encontrarse en

poder de la Administración todos los datos necesarios para efectuar dicho reconodmiento.

3. El reconocimiento de la condición de persona asegurada o beneficiaria se

realizará a solicitud del interesado en los casos previstos y en la forma establecida en el

artículo 6.
4. Una vez reconocida por el Instituto Nacional de la Seguridad Social o, en su caso,

por el Instituto Social de la Marina la condición de persona asegurada o beneficiaria, el

derecho a la asistencia sanitaria se hará efectivo por las administraciones sanitarias

competentes que facilitarán-el acceso de los ciudadanos a las prestaciones de asistencia

sanitaria mediante la expedición de la tarjeta sanitaria individual.

Artículo 5. Reconocimiento de oficio de la condic7ón de asegurado o de beneficiado.

1 El- reconocimiento de oficio de la condición de persona asegurada se hará de

forma automática, previa comprobación del cumplimiento de los requisitos establecidos

en el artículo 2, en el caso de:

a) Personas comprendidas en el artículo 2.1 .a).

b) Personas comprendidas en el artículo 2.1.b) que, a la entrada en vigor de este

real decreto, ya dispusieran de una tarjeta sanitaria individual del Sistema Nacional de

Salud como titulares, incluidas aquellas quela hubieran obtenido al amparo de lo

dispuesto en el Real Decreto 1088)1989, de 8 de septiembre, por el que se extiende la

cobertura de la asistencia sanitaria de la Seguridad Social a las personas sin recursos

económicos suficientes.
c) Personas mayores de 26 años que, a la entrada en vigor de este real decreto, ya

dispusieran de una tarjeta sanitaria individual del Sistema Nacional de Salud como

beneficiarias de una persona asegurada y se encuentren comprendidas en alguno de los

supuestos del artículo 2.1.b).

2. El reconocimiento de oficio de la condición de persona beneficiaria se hará de

forma automática, previa comprobación del cumplimiento de los requisitos establecidos

en el artículo 3, en el caso de personas que a la entrada en vigor de este real decreto ya

tuvieran la condición de beneficiarias de alguna de las personas comprendidas en el

apartado anterior.

Articulo 6. Reconocimiento de la condición de asegurado o de beneficiado previa

solicitud del interesado.

1. En los supuestos no previstos en el artículo anterior, el reconocimiento de la

condición de persona asegurada o beneficiaria requerirá la presentación de una solicitud

de los interesados dirigida a la dirección provincial del Instituto Nacional de la Seguridad

Social o, en su caso, del Instituto Social de la Marina, correspondiente a su domicilio.
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La solicitud contendrá os datos previstos en el artículo 70 de la Ley 30/1992, de 26

de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento

Administrativo Común, e irá acompañada, cuando proceda, del original o copia

compulsada de los documentos mencionados en los apartados siguientes que, en el caso

de haber sido expedidos por autoridades extranjeras, deberán presentarse debidamente

legalizados.
Dicha solicitud podrá presentarse en cualquiera de los Jugares indicados en el artículo

38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, o en la forma prevista en el artículo 6.1 de la

Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios

Públicos.
Si la solicitud no reúne los requisitos exigidos, se requerirá al interesado para que, en

un plazo de diez días, subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos, con

indicación de que, si así no lo hiciera, se le tendrá por desistido de su petición, previa

resolución que deberá ser dictada en los términos previstos en el artículo 42 de la Ley

3011992, de 26 de noviembre.
2. La solicitud de reconocimiento de la condición de persona asegurada irá

acompañada de la siguiente documentación, según los casos:

a) En el caso de ciudadanos españoles, el Documento Nacional de Identidad en vigor.

b) En el caso de personas que no tengan nacionalidad española:

1.0 Documento nacional de identidad o pasaporte en vigor, y certificado de

inscripción en el Registro Central de Extranjeros para los ciudadanos de los Estados

miembros de la Unión Europea, de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio

Económico Europeo o de Suiza.
2.° Documento nacional de identidad o-pasaporte en vigor, y tarleta de residencia de

familiar de ciudadano de la Unión Europea para- los familiares de ciudadanos de los

Estadosiiiiembros de la Unión Europea, de otros Estados parte en el Acuerda sobre el

Espacio Económico Europeo o de Suiza.

3.° Para las demás personas que no tengan nacionalidad española, pasaporte en

vigor y Tarjeta de Identidad de Extranjero que acredite la titularidad de una autorización

para residir en España o, en caso de no tener obligación de obtener dicha Tarjeta, la

autorización para residir en España en la que conste el correspondiente Número de

Identidad de Extranjero.

c) Certificado de empadronamiento en el municipio de residencia del solicitante.

U) En el caso de personas que no sean contribuyentes del Impuesto sobre la Renta

de las Personas Físicas, una declaración responsable de no superar el límite de ingresos

previsto en el artículo 2.1 b), acompañada, para aquellas personas que no tengan

nacionalidad española, de un certificado expedido por la administración tributaria del

Estado en el que hayan tenido su última residencia acreditativo de no superar el citado

límite de ingresos en atención a la declaración presentada en dicho Estado por un

impuesto equivalente al Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. No obstante lo

anterior, los apátridas no estarán obligados a presentar este último certificado.

e) Declaración responsable de no tener cobertura obligatoria de la prestación

sanitaria por otra vía, acompañada, en su caso, de un certificado emitido por la institución

competente en materia de Seguridad Social o de asistencia sanitaria del país de

procedencia del interesado acreditativo de que no procede la exportación del derecho a la

prestación de asistencia sanitaria en España. No obstante lo anterior, los apátridas no

estarán obligados a presentar este último certificado.

f) Resolución de la declaración de desamparo en el caso de menores sujetos a

tutela administrativa.

No será necesario aportar los documentos mencionados en los párrafos a) y c)

anteriores cuando los interesados presten su consentimiento para que los datos de

identidad, domicilio y residencia puedan ser consultados por la administración a través de

los Sistemas de Verificación de Datos de Identidad y de Residencia.
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3. La solicitud de reconocimiento de la condición de persona beneficiaria irá

acompañada, además de los documentos previstos en los párrafos a), b) y c) del apartado

anterior que correspondan, de la siguiente documentación, según los casos:

a) Libro de familia o certificado de la inscripción del matrimonio para acreditar la

condición de cónyuge de la persona asegurada.

b) Certificación de la inscripción en alguno de los registros públicos existentes o, en

su defecto, el documento público correspondiente para acreditar la existencia de una

pareja de hecho.
c) Documento acreditativo de la condición de ex cónyuge o de separado

judicialmente de la persona asegurada, así como el de su derecho a percibir una pensión

compensatoria por parte de esta última.

U) Libro de familia o certificado de nacimiento para acreditar la condición de

descendiente de la persona asegurada o de su cónyuge, ex cónyuge a cargo o pareja de

hecho y, además, el certificado de reconocimiento del grado de discapacidad para

aquellos que, siendo mayores de 26 años, tengan una discapacidad en grado igual o

superior al 65 por 100.
e) Documento acreditativo de la tutela o del acogimiento acordado por la autoridad

competente para acreditar la condición de menor tutelado o acogido legalmente por la

persona asegurada, por su cónyuge, ex cónyuge a cargo o pareja de hecho.

f) Libro de familia o documento equivalente para acreditar la condición de hermana

o hermano de la persona asegurada.

g) Declaración responsable de no tener unos ingresos anuales que superen el doble

de la cuantía del Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM), también en

-cómputo anual.

No será necesario aportar -los documentos mencionados en los párrafos a) y c) del

apartado 2 cuando los interesados presten su consentimiento para que los datos de

identidad domicilio y residencia puedan ser consultados por la administración a través de

los Sistemas de Verificación de Datos de Identidad y de Residencia.

4. La dirección provincial correspondiente del Instituto Nacional de la Seguridad

Social o, en su caso, del Instituto Social de la Marina, dictará resolución expresa y

notificará en el plazo de 30 días, contados desde el día siguiente a la recepción de la

solicitud, el reconocimiento o denegación de la condición de persona asegurada o

beneficiaria en los casos a los que se refiere este artículo.

Transcurrido el plazo de 30 días a que se refiere el párrafo anterior sin que se haya

dictado y notificado resolución expresa, la solicitud se entenderá desestimada de

conformidad con lo dispuesto en el apartado 3 de la disposición adicional vigésima quinta

del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real

Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio.

Las resoluciones, expresas o presuntas, dictadas por la entidad gestora serán

recurribles en la forma prevista en el artículo 71 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre,

reguladora de la jurisdicción social.

Artículo 7. De la extinción de la condición de asegurado o de beneficiario.

1. La condición de persona asegurada se extinguirá por los siguientes motivos:

a) Por dejar de cumplir las condiciones establecidas en el artículo 2.

En este caso, la condición de persona asegurada se extinguirá el primer día del

segundo mes siguiente a aquél en que concurra la causa extintiva, salvo que se trate de

la superación del límite de ingresos a que se refiere el articulo 2, en cuyo caso la extinción

de la condición de persona asegurada se producirá con efectos del día uno de enero del

año siguiente a aquél en que tal hecho se produzca.

La extinción de la condición de persona asegurada en este supuesto conileva también

la de las personas beneficiarias del mismo.

b) Por fallecimiento.
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2. La condición de beneficiario de una persona asegurada se extinguirá por los

siguientes motivos:

a) Por dejar de cumplir las condiciones establecidas en el artículo 3.

No obstante, el hecho de dejar de residir en territorio español no conllevará la pérdida

de la condición de persona beneficiaria cuando así lo establezcan tas normas

internacionales en materia de seguridad social que resulten de aplicación.

En este caso, la condición de persona beneficiaria se extinguirá el primer día del

segundo mes siguiente a aquél en que concurra la causa extintiva.

b) Por pasar a ostentar la condición de persona asegurada del artículo 2.1.a). En

este supuesto, la condición de persona beneficiaria se extinguirá el día en que se adquiera

la condición de persona asegurada. Si, con posterioridad, se pierde la condición de

persona asegurada pero se siguen reuniendo los requisitos previstos en el artículo 3 para

ostentar la condición de persona beneficiaria, el reconocimiento de esta última condición

tendrá efectos desde el día siguiente a aquél en que se extinga la condición de persona

asegurada.
c) Por fallecimiento.

Artículo 8. Comunicación y control de las circunstancias modificativas o extintivas de la

condición de asegurado o de beneficiado.

1. El reconocimiento de la variación o extinción de la condición de persona

asegurada o beneficiaria corresponde al Instituto Nacional de la Seguridad Social o, en su

caso, al Instituto Social de la Marina, a través de sus direcciones provinciales.

2. La modificación de cualquier circunstancia que afecte a la condición de persona

asegurada o beneficiaria-deberá ser-puestaen conocimiento del Instituto Nacional de la

Seguridad Social, o, en su caso, del Instituto-Social de la Marina, mediante comunicación

del interesado dirigida a la dirección provincial correspondiente. a su domicilio, en el plazo’

niáximo-deun mes a contar desde el momento en que dicha modificación se haya

producido y en la forma prevista en el artículo 6.1.

La obligación del interesado de comunicar la modificación de Tas circunstancias que

afecten a la condición de persona asegurada o beneficiaria se entiende sin perjuicio de

los controles que pueda llevar a cabo el Instituto Nacional de la Seguridad Social o, en su

caso, el Instituto Social de la Marina a efectos de reconocer la variación o la extinción de

dicha condición.
3. El incumplimiento por el interesado de la obligación de comunicar toda

modificación que se produzca en alguna de las circunstancias que puedan dar lugar a la

variación o extinción de la condición de persona asegurada o beneficiaria, así como una

comunicación inexacta o fraudulenta de las mismas, no impedirá que dicha variación o

extinción opere con efectos retroactivos desde el momento en que la misma debiera

haber producido efectos y conllevará la obligación del interesado de reintegrar, cuando

proceda, al servicio público de salud o al Instituto Nacional de Gestión Sanitaria el coste

de las prestaciones obtenidas indebidamente.

Artículo 9. Protección de datos de carácter personal y cesión de datos.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 3 bis de la Ley 16/2003, de 28 de

mayo, el Instituto Nacional de la Seguridad Social y, en su caso, el Instituto Social de la

Marina podrán recabar de los órganos de las administraciones públicas que resulten

competentes en cada caso los datos necesarios para poder verificar que concurren los

requisitos exigidos para ostentar la condición de persona asegurada o beneficiaria, así

como, en los términos previstos por el artículo 94 ter de la Ley 29/2006, de 26 de julio, de

garantías y uso racional de los medicamentos y productos sanitarios, aquellos datos que

resulten precisos para determinar el nivel de aportación de cada una de ellas a la

prestación farmacéutica. La comunicación de tales datos no requerirá del consentimiento

de los interesados.
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Del mismo modo, el Instituto Nacional de la Seguridad Social o, en su caso, el Instituto

Social de la Marina comunicarán diariamente al Ministerio de Sanidad, Servidos Sociales e

Igualdad, sin necesidad de recabar el consentimiento del interesado, los datos relativos al

reconocimiento, variación y extinción de la condición de persona asegurada o beneficiaria,

así como la participación que corresponda a las mismas en la prestación farmacéutica y su

límite de aportación, en su caso. El citado departamento ministerial comunicará, a su vez y

con la misma frecuencia, estos datos al Instituto Nacional de Gestión Sanitaria y a los

servidos públicos de salud correspondientes al domicilio donde los interesados estén

empadronados en orden a hacer efectivo el acceso a las prestaciones de asistencia

sanitaria pública mediante la expedición de la tarjeta sanitaria individual.

Disposición adicional primera. Asistencia sanitaria para españoles de origen retomados

y residentes en el exterior desplazados temporalmente a España.

1. Conforme a lo establecido en la disposición adicional primera del Real Decreto-

ley 16/2012, de 20 de abril, de medidas urgentes para garantizar la sostenibilidad del

Sistema Nacional de Salud y mejorar la calidad y seguridad de sus prestaciones, la

asistencia sanitaria con cargo a fondos públicos, a través de? Sistema Nacional de Salud,

para españoles de origen retornados y pensionistas españoles de origen residentes en el

exterior desplazados temporalmente a España se seguirá rigiendo por la Ley 40/2006, de

14 de diciembre, del Estatuto de la ciudadanía española en el exterior y el Real Decreto

8/2008, de 11 de enero, por el que se regula la prestación por razón de necesidad a favor

de los españoles residentes en el exterior y retomados.

2. Los trabajadores por cuenta ajena españoles de origen que no residan en Estados

miembros de la Untan Europea, ni en Estados parte del Acuerdo sobre el Espacio

Económico Europeo ni en Suiza que se-desplacen temporalmente a España tendrán

derecho a la asistencia sanitaria en España, con cargo a fondos púbiicos, a través del

Sistema Nacional de Salud cuando, de acuerdo con las disposiciones de Seguridad

Social española, las del Estado de procedencia o las normas o Convenios internacionales

de Seguridad Social establecidos al efecto, no tuvieran prevista esta cobertura.

Disposición adicional segunda. Asistencia sanitaria en aplicación de reglamentos

comunitarios y convenios internacionales.

1. Las personas con derecho a asistencia sanitaria en aplicación de los reglamentos

comunitarios de coordinación de sistemas de Seguridad Social o de los convenios

bilaterales que comprendan la prestación de asistencia sanitaria, tendrán acceso a la

misma, siempre que residan en territorio español o durante sus desplazamientos

temporales a España, en la forma, extensión y condiciones establecidos en las

disposiciones comunitarias o bilaterales indicadas.

2. En ningún caso tendrán la consideración de extranjeros no registrados ni

autorizados como residentes en España a los efectos previstos en el artículo 3 ter de Ja

Ley 1612003, de 28 de mayo, los nacionales de los Estados miembros de la Unión

Europea, del Espacio Económico Europeo o de Suiza que se encuentren en la situación

de estancia inferior a tres meses regulada en el artículo 6 del Real Decreto 240/2007, de

16 de febrero, sobre entrada, libre circulación y residencia en España de ciudadanos de

los Estados miembros de la Unión Europea y de otros Estados parte en el Acuerdo sobre

el Espacio Económico Europeo.

Disposición adicional tercera. Convenio especial de prestación de asistencia sanitaria.

1. A efectos de lo dispuesto en el artículo 3.5 de la Ley 16/2003, de 28 de mayo,

podrán obtener la prestación de asistencia sanitaria mediante el pago de la

correspondiente contraprestación o cuota derivada de la suscripción de un convenio

especial aquellas personas que, no teniendo la condición de aseguradas o beneficiarias,

no tengan acceso a un sistema de protección sanitaria pública por cualquier otro título.
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2. Mediante orden de la persona titular del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales

e Igualdad se determinarán los requisitos básicos de los citados convenios especiales de

prestación de asistencia sanitaria.

Disposición adicional cuarta. Prestación de asistencia sanitaria para solicitantes de

pmtección internacional.

Los solicitantes de protección internacional cuya permanencia en España haya sido

autorizada por este motivo recibirán, mientras permanezcan en esta situación, la

asistencia sanitaria necesaria que incluirá los cuidados de urgencia y el tratamiento

básico de las enfermedades. Asimismo, se proporcionará la atención necesaria, médica o

de otro tipo, a los solicitantes de protección internacional con necesidades particulares.

Disposición adicional quinta. Prestación de asistencia sanitaria para víctimas de trata de

seres humanos en periodo de restablecimiento y reflexión.

Las víctimas de trata de seres humanos cuya estancia temporal en España haya sido

autorizada durante el periodo de restablecimiento y reflexión recibirán, mientras

permanezcan en esta situación, la asistencia sanitaria necesaria que incluirá los cuidados

de urgencia y el tratamiento básico de las enfermedades. Asimismo, se proporcionará ¡a

atención necesaria, médica o de otro tipo, a las víctimas de trata de seres humanos con

necesidades especiales.

Disposición adicional sexta. Asistencia sanitariaa las personas con discapacidad.

En relación con la asistencia sanitaria a las personas con discapacidad seguirá siendo

de aplicación-]o dispuesto en la Ley 13/1982, de T.deabril, de integración social de los

minusválidos y el Real Decreto 383/1984, de 1 de febrero, por el que se establece y

regula el sistema especial de prestaciones sociales y económicas previsto en la citada

ley.

Disposición adicional séptima. Regímenes especiales de funcionados.

1. Las personas que ostentan la condición de mutualista o beneficiario de lós

regímenes especiales de la Seguridad Social gestionados por la Mutualidad General de

Funcionarios Civiles del Estado, el Instituto Social de las Fuerzas Armadas y la Mutualidad

General Judicial, mantienen el régimen de cobertura obligatoria de la prestación sanitaria

conforme a la normativa especial reguladora de cada Mutualidad que, asimismo,

determina su respectivo colectivo protegido, incluidos los funcionarios que hayan

ingresado en cualquier administración pública con posterioridad a 1 de enero de 2011 en

cuerpos que formen parte del campo de aplicación del mutualismo. Estos funcionarios

mantendrán la condición de mutualistas cuando pasen a la situación de pensionistas.

2. El reconocimiento y control de la condición de mutualista o beneficiario

corresponde a cada mutualidad, conforme a su normativa específica, así como a su

respectiva estructura organizativa.

3. Las mutualidades y el Instituto Nacional de la Seguridad Social o, en su caso, el

Instituto Social de la Marina, establecerán los mecanismos de colaboración y coordinación

necesarios para evitar la duplicidad de derechos propios o derivados cuando éstos sean

incompatibles, así como para asegurar el acceso al sistema sanitario público al colectivo

mutualista que haya optado por esa modalidad de asistencia sanitaria.

Disposición transitoria única. Régimen transitorio de acceso a la asistencia sanitaria en

España. a

Las personas que, con anterioridad a la entrada en vigor del Real Decreto-ley

16/2012, de 20 de abril, tuvieran acceso a la asistencia sanitaria en España y no se

encuentren comprendidas en alguno de los supuestos del artículo 5.1 de este real
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decreto, o no sean beneficiarias suyas, o no estén aseguradas en aplicación de

reglamentos comunitarios o convenios bilaterales, podrán seguír accediendo a la misma

hasta el día 31 de agosto de 2012 sin necesidad de acreditar la condición de aseguradas

o de beneficiarias de éstas en los términos previstos en este real decreto.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas todas las disposiciones de igual o inferior rango que se opongan a

este real decreto y, en particular, las siguientes:

a) Decreto 2766/1967, de 16 de noviembre, por el que se dictan normas sobre

prestaciones de asistencia sanitaria y ordenación de los servicios médicos en el Régimen

General de la Seguridad Social, salvo el apartado dos de su artículo sexto que se

mantiene vigente.
b) Decreto 107511970, de 9 de abril, sobre asistencia sanitaria a los trabajadores

españoles emigrantes y a los familiares de los mismos residentes en territorio nacional, y

su normativa de desarrollo.
c) Real Decreto 1088/1989, de 8 de septiembre, por el que se extiende la cobertura

de la asistencia sanitaria de la Seguridad Social a las personas sin recursos económicos

suficientes.
U) Orden de 13 de noviembre de 1989, de desarrollo del Real Decreto 1088/1989,

de 8 de septiembre, de la extensión de la asistencia sanitaria de la Seguridad Social a las

personas sin recursos económicos suficientes.

Disposiciónfinal primera. Título competencíat

Este real decreto se dicta al amparode lo dispuesto en las reglas j6a y 17.a del

artículo 149.1 de la Constitución Española que atribuyen al Estado la competencia

exclusiva en materia de bases y coordinación general de la sanidad y de régimen

económico de la Seguridad Social, respectivamente. Se exceptúa de lo anterior la

disposición final segunda, por la que se incorpora al derecho español el artículo 14 de la

Directiva 2004/38/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004,

relativa al derecho de los ciudadanos de la Unión y de los miembros de sus familias a

circular y residir libremente en el territorio de los Estados miembros.

Disposición final segunda. Modificación del Real Decreto 24012007, de 16 de febrero,

sobre entrada, libre circulación y residencia en España de ciudadanos de los Estados

miembros de la Unión Europea y de otros Estados parte en el Acuerdo sobre eí

Espacio Económico Europeo.

Se introduce un nuevo artículo 9 bis en el Real Decreto 240/2007, de 16 de febrero,

sobre entrada, libre circulación y residencia en España de ciudadanos de los Estados

miembros de la Unión Europea y de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacío

Económico Europeo, con la siguiente redacción:

ccArtículo 9 bis. Mantenimiento del derecho de residencia.

1. Los ciudadanos de los Estados miembros de la Unión Europea y de otros

Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo y los miembros

de sus familias gozarán del derecho de residencia establecido en los articulas 7, 8

y 9 mientras cumplan las condiciones en ellos previstas.

En casos específicos en los que existan dudas razonables en cuanto al

cumplimiento, por parte de un ciudadano de algún Estado miembro de la Unión

Europea o de otro Estado parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo

o de los miembros de su familia, de las condiciones establecidas en los artículos 7,

8 y 9, los órganos competentes podrán comprobar si se cumplen dichas

condiciones. Dicha comprobación no se llevará a cabo sistemáticamente.
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2. El recurso a la asistencia social en España de un ciudadano de algún

Estado miembro de la Unión Europea o de otro Estado parte en el Acuerdo sobre el

Espacio Económico Europeo o de un miembro de su familia no tendrá por

consecuencia automática una medida de expulsión.

3. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores y sin perjuicio de las

disposiciones del Capítulo VI de este real decreto, en ningún caso podrá adoptarse

una medida de expulsión contra ciudadanos de los Estados miembros de la Unión

Europea o de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico

Europeo o miembros de su familia si:

a)- son trabajadores por cuenta ajena o por cuenta propia; o,

b) han entrado en territorio español para buscar trabajo. En este caso, no

podrán ser expulsados mientras puedan demostrar que siguen buscando empleo y

que tienen posibilidades reales de ser contratados.»

Disposición final tercera. Facultades de desarrollo y aplicación.

Se faculta a las personas titulares de los Ministerios de Sanidad, Servicios Sociales e

Igualdad y de Empleo y Segundad Social para dictar, en el ámbito de sus respectivas

competencias, las disposiciones necesarias para el desarrollo y aplicación de lo previsto

en este real decreto, sin perjuicio de lo establecido en la disposición final segunda del

Real Decreto 240/2007, de 16 de febrero.

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará-en vigor el día siguiente al de

« Boletín Oficial del Estado)).

Dado en Madrid, el 3 de agosto de 2012.

La Ministra de Sanidad,

Servicios Sociales e Igualdad,

ANA MATO ADROVER

su publicación en el

JUAN CARLOS R.
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